
Desarrollo local: ¿clientelismo subvencionado? con-

clusiones críticas al modelo actual

Ricard Calvo Palomares e Ignasi Lerma Montero.

Inmigración y ciudadanía: legitimación social de la

desigualdad

Juan David Gómez-Quintero...................................

Percepciones sobre el acceso a la protección social

de la población inmigrante en Aragón

Nuria del Olmo Vicén...............................................

Los vecinos de las viviendas sociales de alquiler del

Ayuntamiento de Zaragoza y la inserción social por el

empleo: el mito de Sísifo

David Pac Salas y Ángel Sanz Cintora ..................

Una explicación de las conductas agresivas, violentas

y antisociales en la escuela, su relación con el fracaso

escolar, la marginación social y la pobreza en la

nueva sociedad de la información

Rafael Díaz Fernández y María Sierra Berdejo ....

Una caracterización sociodemográfica de los hom-

bres que ejercen violencia en la pareja (HEVPA)

Santiago Boira Sarto................................................

Funcionalidad psico-social de las creencias en prisión

Jesús García Martínez ............................................

Los expedientes de modificación sustancial de las

condiciones de trabajo y de suspensión, o extinción

colectiva de las relaciones de trabajo, una vez pre-

sentada ante el juez de lo mercantil la solicitud de de-

claración de concurso

Luisa Pericas Salazar ..............................................

Movimientos sociales en internet: el caso de Attac de

la organización participativa al grupo de presión polí-

tica

Gabriel Robles Gavira ...........................................

5-22

23-50

51-77

79-128

129-143

145-170

171-200

201-227

229-254

N.° 25 (enero) 2008 

S
u

m
a

r
i
o



R
e

s
u

m
e

n

Desarrollo local:
¿clientelismo subvencionado?

conclusiones críticas al modelo actual

RICARD CALVO PALOMARES E IGNASI LERMA MONTERO

DEPARTAMENTO DE SOCIOLOGÍA Y ANTROPOLOGÍA SOCIAL

UNIVERSIDAD DE VALENCIA

Resumen: El presente artículo reflexiona sobre la

situación actual en la que se encuentran las Agencias

de Desarrollo Local –ADL– en la aplicación y desa-

rrollo de las políticas activas de empleo y de los pro-

gramas derivados de ellas. Más concretamente

plantea una cuestión de fondo relacionada con la

financiación del modelo de desarrollo local implantado,

una vez han transcurrido más de dos décadas de fun-

cionamiento del mismo, ¿hemos creado un cliente-

lismo subvencionado que mantiene en pie dicho

modelo?.
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Local development: subsidised patronage?
conclusions criticising current model

Summary: This article looks at the current situation of the Local

Development Agencies –LDAs– in applying and developing active

employment policies, along with the programmes derived from such

policies. More specifically, it examines the important subject of finan-

cing for the model of local development implanted, now that over two

decades have elapsed since it was first implemented. Have we created

a type of subsidised patronage shoring up such a model?

Keywords: LDA, Local Development, Employment policies, Local

Development Agents.
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Desarrollo local:

¿clientelismo subvencionado?

conclusiones críticas

al modelo actual1

1. Introducción: el nivel local como una apuesta de futuro para el
desarrollo

El potencial de un territorio o de una colectividad ya ha

dejado de residir únicamente en su capacidad de ceñirse a las

reglas del juego de los grandes circuitos económicos externos,

para incluir también, y sobre todo, sus aptitudes para inventar y

promover una dinámica de sociedad local que permita la inno-

vación y la realización de proyectos y, por ello, la creación de

espacios de autonomía. (Vachon, 2001). Desde la óptica plante-

ada por Bernard Vachon, en el desarrollo local no debe ser el

recurso el que crea el proyecto, sino el proyecto el que posibilita

el recurso. Es preciso pasar de una actitud pasiva a una posición

activa, en la que todos los involucrados en el proceso de desa-

rrollo se impliquen y comprometan de forma decidida en la defi-

nición y puesta en marcha de un proyecto común de mejora

económica y social a nivel local.

Este aspecto clave descrito, en el modelo de desarrollo local

español no ha tenido plenamente su reflejo, ya que nuestro sis-

1 Este artículo se basa en los resultados obtenidos en un proyecto de inves-

tigación en curso en el Departamento de Sociología y Antropología Social de la

Universitat de València, que pretende analizar el papel clave que desarrollan los

ADL’s en la aplicación, desarrollo y ejecución de las políticas activas de empleo,

la tipología y evolución de los programas de empleo desarrollados, así como en

la importancia de la medición de los efectos reales de las mismas.
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tema se ha caracterizado por ser un modelo de reacción, puesto

en práctica mayoritariamente en la década de los ochenta como

respuesta a una grave situación de crisis económica con impli-

caciones sociolaborales muy marcadas –unas tasas de desem-

pleo muy superiores a las europeas causadas por cierres

masivos de centros de trabajo, expedientes de regulación de

empleo e intensivos procesos de sustitución de mano de obra-

que generaron evidentes desigualdades regionales y sectoria-

les. Desde sus orígenes mismos, el modelo se muestra aplicado

y no concebido, no nace con unas directrices claras y bien defi-

nidas, ni con unos objetivos concretos y concretados, aspectos

de los que por tanto adolecerá en un futuro y que en determina-

dos momentos supondrán una clara limitación a los posibles

efectos del mismo. 

La situación de premura socioeconómica en la que aparece

el modelo se pone de manifiesto desde un primer momento,

concretadas en unas intenciones básicas –claras y pragmáti-

cas– que orientan los inicios del desarrollo local: crear nuevas

empresas, autoemplear parados a toda costa, fomentar la acti-

vidad empresarial entre los emprendedores, buscar iniciativas

locales de empleo, etc. Todas ellas, actividades dirigidas a

actuar sobre el desempleo –la base de la situación negativa

vivida en aquellos momentos– en la que van a aparecer y con la

que van a tener que convivir estos primeros Agentes para el

Desarrollo Local como los nuevos instrumentos de actuación

directa a nivel micro.

Buena muestra de cómo se ha ido configurando el modelo de

desarrollo local, es también la regulación oficial de la figura y de

la actividad del ADL, que no llega hasta la Orden de 15 de julio

de 1999 del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales sobre

”Fomento del Desarrollo Local e impulso de los proyectos y

empresas calificadas como I+E”2, que supone el reconocimiento

a nivel oficial de una nueva actividad a desarrollar a nivel local

con implicaciones tanto sociales como económicas. Los Agen-

Ricard Calvo Palomares e Ignasi Lerma Montero

2 Modificada parcialmente por la Orden de 27 de diciembre de 1999, por la

Orden 49/2005, de 14 de enero y recientemente por la Orden TAS/360/2008, de

6 de febrero.
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tes de Empleo y Desarrollo Local se configuran como trabaja-

dores de las corporaciones locales o entidades dependientes o

vinculadas a una Administración local que tienen como misión

principal colaborar en la promoción e implantación de las políti-

cas activas de empleo relacionadas con la creación de actividad

empresarial. Su labor principal será la de actuar como impulso-

res del desarrollo local desde la perspectiva de que existen “hue-

cos” productivos no explotados susceptibles de generar puestos

de trabajo. Es concretamente en el ámbito local donde se

encuentran las mayores posibilidades de detección y aprove-

chamiento en beneficio del empleo.

Cabe citar que en el artículo 8 de la Orden, se indican las

funciones a desarrollar por un ADL: 1. Prospección de recursos

ociosos o infrautilizados, de proyectos empresariales de promo-

ción económica local e iniciativas innovadoras para la genera-

ción de empleo en el ámbito local, identificando nuevas

actividades económicas y posibles emprendedores; 2. Difusión y

estímulo de potenciales oportunidades de creación de actividad

entre los desempleados, promotores y emprendedores, así

como instituciones colaboradoras; 3. Acompañamiento técnico

en la iniciación de proyectos empresariales para su consolida-

ción en empresas, los proyectos generadores de nuevos

empleos, asesorando e informando sobre la viabilidad técnica,

económica y financiera y, en general, sobre los planes de lanza-

miento de las empresas; 4. Apoyo a promotores de las empre-

sas, una vez constituidas éstas, acompañando técnicamente a

los mismos durante las primeras etapas de funcionamiento,

mediante la aplicación de técnicas de consultoría en gestión

empresarial y asistencia en los procesos formativos adecuados

para coadyuvar a la buena marcha de las empresas creadas; y

5. Cualesquiera otras que contribuyan a la promoción e implan-

tación de políticas activas de empleo e impulse la creación de

actividad empresarial.

Desde un punto de vista aplicable y en consonancia con lo

expuesto hasta el momento, la citada norma se orienta hacia el

establecimiento de una línea de subvenciones y de directrices

genéricas para concretar el proceso de contratación de estos

nuevos técnicos locales –ADL’s– aparecidos en la década ante-
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rior en los distintos municipios. Relación que se establecerá a

través de un convenio de colaboración entre el INEM –en aquel

momento– y la Corporación local3.

Junto a la nota característica del modelo de una inexistencia

de estructura interna aparece otra relacionada con su sistema

de financiación, adolece de una financiación propia y autónoma.

Los distintos programas para el empleo se han configurado alre-

dedor de una serie de ayudas y subvenciones. Desde el esta-

blecimiento de la Estrategia Europea para el Empleo (EEE)4, el

impulso comunitario al desarrollo local no ha cesado y ha coin-

cidido con la dotación de determinados fondos de carácter

estructural que han servido para impulsar y promover distintas

líneas para la mejora del empleo, destacando aquellas relacio-

nadas con la formación y la orientación laboral de carácter pro-

fesional. España con su designación como área de necesaria

intervención ha recogido buena parte de dichos fondos, y los

ADL’s –a través de sus comunidades autónomas– han sido una

pieza clave en el proceso de acceso a dichas subvenciones y

acercamiento de recursos económicos al territorio.

Pese a todo ello, el desarrollo local entendido como el desa-

rrollo integrado de un territorio y, como consecuencia, su política

deberá contemplar un esquema multidimensional de factores y

agentes implicados (VV.AA., 1991), tiene ante sí una gran opor-

tunidad, aprovechar la cercanía de los técnicos a la situación

concreta en la que existe un posible desequilibrio sobre el que

actuar. 

En este sentido cobra vital importancia el grado de conoci-

miento del territorio por parte del agente, que debe facilitar la

búsqueda y la aplicación adecuada de los recursos necesarios

y así, obtener una mayor eficiencia en el aprovechamiento de los

mismos. Según Vázquez Barquero (1988) todo proceso de desa-

3 En la actualidad la competencia de empleo ha sido asumida por la mayoría

de Comunidades Autónomas, que han creado su órgano competente propio que

se encarga de desarrollar la misma, En el ámbito de la Comunitat Valenciana ha

sido el SERVEF (Servicio Valenciano para el Empleo y la Formación).
4 La Estrategia Europea por el Empleo (EEE), establecida en la Cumbre del

Consejo Europeo de Amsterdam en 1997, determinó unas nuevas directrices de

actuación para la lucha contra el desempleo, estableciendo los principios y los

procedimientos de una EEE coordinada para conseguir los objetivos estableci-

dos para 2010. En todas estas directrices se otorgaba un papel importante de

futuro al ámbito de actuación local en materia de empleo.
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rrollo local tiene tres objetivos generales: la transformación del

sistema productivo local, el crecimiento de la producción y la

mejora del nivel de vida y empleo de la población con el fin

último de crear puestos de trabajo cualificados para la pobla-

ción, alcanzar una estabilidad económica local y construir una

economía local diversificada. 

Se trata por tanto, de un modelo de desarrollo local proactivo

constituido en su esencia por un conjunto de iniciativas desarro-

lladas a nivel micro dirigidas a dinamizar la economía, la activi-

dad productiva y empresarial del territorio, favoreciendo la

implicación de los distintos agentes sociales presentes, bus-

cando a su vez una mejora social de la población.

2. Los programas de empleo: una propuesta de clasificación

Este impulso de lo local, promovido desde ámbitos europeos

ha significado que la actividad descrita para los ADL en la apli-

cación y desarrollo de las políticas activas de empleo5, adquiera

su máximo nivel de concreción en una serie de programas de y

para el empleo. En este sentido, se hace necesaria una pequeña

referencia a dichos programas desarrollados en el seno de las

Agencias de Desarrollo Local, y que por tanto, conforman el con-

tenido central de su actividad. 

Para ello –ver tabla 1–, hemos intentado resumir en el

siguiente cuadro la amplitud de programas de empleo existente,

en aquellos que son en cierta manera los más aplicados por

éstas, para ello, el criterio clasificatorio aplicado ha sido el obje-

tivo principal pretendido por la acción. Hemos diferenciado un

primer bloque de programas que pretenden el fomento del

empleo, tanto directo como indirecto, desde distintas perspecti-

vas: A. programas de fomento del empleo a través de la inicia-

5 Políticas activas de empleo, entendidas como las actuaciones públicas que

pretenden la inserción laboral o el mantenimiento de la ocupación como princi-

pal objetivo, fomentando la creación de puestos de trabajo –por cuenta propia o

ajena–, buscando la adecuación de la mano de obra a las necesidades de las

empresas básicamente a través de la formación, y mejorar el ajuste entre oferta

y demanda de trabajo a través de la orientación y la facilitación de información

respeto del mercado de trabajo y mediante los servicios de empleo –o las enti-

dades colaboradores de los mismos.
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tiva empresarial; B. programas de fomento del empleo a través

de la contratación temporal directa del Ayuntamiento; y, C. pro-

gramas de fomento del empleo indirecto a través de la conexión

de la oferta con la demanda de trabajo. Un segundo bloque de

actuaciones vinculadas con la mejora de las posibilidades de

empleabilidad de los demandantes de ocupación: D. programas

de mejora de la empleabilidad a través de la formación profesio-

nal; E. programas de mejora de la empleabilidad a través de una

formación de carácter mixto (formación + trabajo); y, F. progra-

mas de mejora de la empleabilidad a través de una formación

adaptada a colectivos especiales en peligro de exclusión social.

En tercer lugar, programas de intermediación y orientación pro-

fesional para el empleo y el autoempleo. Y por último, otros pro-

gramas de carácter social que aún no siendo actuaciones

directamente vinculadas con el empleo se desarrollan en las

agencias y dan soporte a la actividad de las mismas.

3. Los datos más relevantes del estudio de casos realizado

En nuestra intención de dar respuesta a la hipótesis central

del artículo que plantea como cuestión de fondo el sistema de

financiación del modelo de desarrollo local y más concretamente

si hemos creado un clientelismo subvencionado que lo mantiene

en funcionamiento, presentamos en este apartado los resulta-

dos más relevantes obtenidos de un estudio que tuvo lugar entre

los meses de abril y junio del año 2006. El objetivo general de

nuestra investigación fue estudiar el papel desarrollado por los

Agentes de Desarrollo Local –ADL’s- en la aplicación, desarrollo

y ejecución de las políticas activas de empleo en la comarca

valenciana de La Ribera Alta desde la aparición de las primeras

agencias hasta el momento de cierre del estudio6.

6 Para poder alcanzar este objetivo genérico, nos planteamos otros de carác-

ter específico y complementarios a éste, como los siguientes: analizar las carac-

terísticas del entorno que rodea el agente en el desarrollo de su actividad;

conocer el momento en el que son constituidas las diferentes agencias de la

comarca y analizar los motivos que llevaron a los distintos municipios a solicitar

la constitución de éstas; conocer las características básicas de la tarea desarro-

llada y los recursos humanos de que dispone; analizar las características pro-

pias del agente, y obtener un perfil de éste basado en variables como, la edad,
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A. Programas de fomento del A.1. Autoempleo (Emprendedores)

empleo a través de las iniciativas A.2. Creación de empresas

empresariales A.3. I.L.E. (Iniciativa Local de Empleo)

B. Programas de fomento del B.1. Emcorp

empleo a través de la B.2. Pamer

contratación temporal directa B.3. INEM - Corporaciones Locales

del ayuntamiento B.4. Salario joven

C. Programas de fomento del
empleo indirecto a través de la C.1. Bolsas de trabajo

conexión de la oferta con la C.2. Planes integrales de empleo (P.I.E.)

demanda de trabajo
D. Programas de mejora de la
empleabilidad a través de la D.1. Formación profesional ocupacional

formación profesional D.2. Formación profesional continua

E. Programas de mejora de la E.1. Escuelas taller

empleabilidad a través de una for- E.2. Casas de oficio

mación mixta (formación + trabajo) E.3. Talleres de empleo

F. Programas de mejora de la F.4. Programas de garantía social (P.G.S.)

empleabilidad a través de una F.5. Talleres de formación e inserción

formación adaptada a colectivos laboral (T.F.I.L.)

en peligro de exclusión social
G. Programas de intermediación y G.1. Acciones de orientación profesional

orientación laboral para el empleo y el autoempleo (OPEA)

H.1. Cursos de fotografía, cocina, etc.

H.2. Exposiciones

H. Otros programas de carácter H.3. Aulas y cursos de acceso a la

social informática

H.4. Semanas y ferias culturales

H.5. Actividades diversas

Tabla 1. Tipos de programas desarrollados por una ADL

Fuente: Elaboración propia.

el sexo, la antigüedad en el puesto de trabajo, la titulación académica, la forma-

ción complementaria en la materia, la experiencia previa y la relación laboral-

contractual; conocer las líneas de trabajo desarrolladas por los ADL’s de la

comarca con exactitud, así como los programas de empleo desarrollados desde

su constitución como tal, y analizar la evolución del tipo de programas de empleo

desarrollados por los ADL’s de La Ribera Alta en todo este tiempo, por años y

por agencias; conocer los colectivos a los que se dirige, tipo de empresas con

las que entra en contacto y características del mercado local de trabajo, analizar

el grado de implicación social de la actividad profesional del técnico, y cuál es la

principal orientación de ésta; y, por último analizar las características del servi-

cio que preste el agente y los principales impedimentos con que se encuentra,

y, el grado de implicación política municipal existente a los distintos municipios.
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Para desarrollar esta investigación se decidió emplear tres

tipos de herramientas con la totalidad de técnicos –concreta-

mente 26 técnicos correspondientes a las 18 agencias locales

existentes7– que estaban trabajando en dicho momento en las

agencias de desarrollo del área geográfica de La Ribera Alta: en

primer lugar un pequeño cuestionario que se les mandó a los

ADL’s por correo electrónico, en el que se les pedía información

básica respecto de su actividad y de los programas de empleo

desarrollados hasta el momento8; en segundo lugar una entre-

vista personal con ellos, se optó por una entrevista semiestruc-

turada donde hubieran establecidos unos ítems básicos de

trabajo común a todos, y que nos permitiera adaptarla a cada

situación en concreto, y así poder profundizar en los aspectos

más interesantes de cada uno de los ADL’ s entrevistados9; y en

tercer lugar, se planteó la realización de un grupo de discusión

entre los técnicos locales de empleo con un objetivo doble, por

un lado presentar las conclusiones obtenidas hasta ese

momento para que las validaran y por otro generar un pequeño

debate entre ellos10.

7 Entre ellas, una de carácter supralocal perteneciente a la Mancomunitat de

La Ribera (que aglutina a los municipios tanto de La Ribera Alta como de La

Ribera Baixa).
8 Los contenidos del cuestionario remitido por correo electrónico anterior a la

entrevista versaba sobre las siguientes informaciones: Fecha aproximada de ini-

cio de la actividad de la agencia de desarrollo local; Número de recursos huma-

nos disponibles de carácter estable en la agencia; Programas de empleo

desarrollados hasta el momento; y Población activa y Número de habitantes de

la población.
9 Los contenidos básicos de la entrevista fueron los siguientes: breve des-

cripción del mercado de trabajo de la localidad; Perfil del ADL (formación aca-

démica, complementaria y experiencia previa). ¿Cómo afrontas este trabajo?;

¿Cómo nace la agencia en esta localidad? Años de trabajo; Líneas básicas de

trabajo de la agencia. Objetivos de la misma; Actuaciones, acciones y programas

desarrollados; Proceso seguido para la de detección de necesidades en la loca-

lidad; Aplicación de métodos para el seguimiento y medición de los efectos de

los programas: percepción de las utilidades de la tarea desarrollada: ¿indicado-

res?; Principales dificultades con las que te encuentras en el desarrollo de tu

tarea; Esfuerzo de la corporación municipal. Implicación política; Recursos dis-

ponibles (humanos y técnicos).
10 Por lo que respecta al grupo de discusión se estructuró en tres rondas con

turno rotatorio de palabra de los técnicos asistentes sobre los siguientes conte-

nidos: 1. Opinión sobre las conclusiones expuestas, si había alguna con la que

no estuvieran de acuerdo, o si añadirían ningún más; 2. ADL’s, políticas de

empleo y mejora social, ¿una realidad o una utopía?; y 3. Principales retos de

futuro del desarrollo local desde su perspectiva.



Ag
en

ci
as

 d
e 

de
sa

rr
ol

lo
 lo

ca
l (

añ
o 

de
 c

on
st

itu
ci

ón
)

1
9
9
6

2
0
0
0

1
9
9
6

2
0
0
5

1
9
9
5

2
0
0
2

2
0
0
3

2
0
0
1

2
0

0
5

1
9
9
9

2
0
0
0

1
9
9
6

2
0
0
2

2
0
0
3

2
0
0
5

2
0
0
2

2
0
0
1

1
9
9
9

PR
O

G
RA

M
AS

A
.1

 A
u
to

e
m

p
le

o
3

4
1

1
5

1
1

2
2

4
3

5
3

1
1

2
1

1

A
.2

 C
re

a
c
ió

n
 e

m
p
r.

3
4

1
1

5
1

1
2

2
4

1
5

3
1

1
2

1
1

A
.3

 I
n
ic

ia
ti
v
a
s
 l
o
c
.

e
m

p
le

o
 (

I.
L
.E

.)
1

4
3

1
1

1
1

1
1

4
1

2
1

1
1

1
1

1

B
.1

 E
M

C
O

R
P

4
4

4
1

2
3

3
3

2
4

4
5

2
3

1
3

3
4

B
.2

 P
A

M
E

R
4

1
1

1
1

3
3

3
2

4
4

5
1

3
1

2
3

4

B
.3

 I
N

E
M

4
4

5
1

2
2

3
3

1
4

4
4

2
3

1
3

3
1

B
.4

 S
a
la

ri
o
 j
o
v
e
n

2
3

2
1

2
1

3
3

1
2

1
2

1
1

1
1

1
1

C
.1

 B
o
ls

a
 e

m
p
le

o
3

4
2

2
4

1
1

3
2

2
1

4
1

1
2

1
1

3

C
.2

 P
la

n
 i
n
te

g
ra

l

d
e
 e

m
p
le

o
 (

P
.I
.E

.)
1

1
1

2
2

1
1

1
1

2
1

2
1

1
1

1
1

1

D
.1

 F
o
rm

a
c
ió

n
 p

r.

o
c
u
p
a
c
io

n
a
l 
(F

.P
.O

.)
2

3
2

2
5

1
3

3
1

3
2

5
3

3
1

2
2

2

D
.2

 F
. 
p
r.
 c

o
n
ti
n
u
a

1
3

1
1

1
1

2
1

1
1

1
1

2
2

1
1

1
1

E
.1

 E
s
c
. 
ta

lle
r

3
1

4
1

2
1

1
1

1
4

1
4

1
1

1
1

1
1

E
.2

 C
a
s
a
s
 d

e
 o

fi
c
io

s
1

1
3

2
4

1
1

2
1

2
1

1
1

1
1

1
1

1

E
.3

 T
a
lle

r 
d
e
 e

m
p
le

o
1

1
2

1
1

1
1

2
1

1
1

3
1

1
1

1
1

1

F.
1
 P

ro
g
r.
 g

a
ra

n
tí
a

s
o
c
ia

l 
(P

.G
.S

.)
1

3
3

2
1

1
1

3
1

3
1

1
1

1
1

1
1

1

F.
2
 T

a
lle

re
s
 f
o
rm

.

e
 i
n
s
e
r.
 l
a
b
. 
(T

.F
.I
.L

.)
2

1
3

1
2

1
1

3
1

2
1

2
1

2
2

1
1

1

G
.1

 A
c
c
io

n
e
s
 O

P
E

A
1

1
4

1
5

1
1

2
1

3
1

4
1

1
1

1
1

1

T
a
b
la

 2
. 
G

ra
d
o
 d

e
 r

e
p
e
ti
c
ió

n
 d

e
 l
o
s
 p

ro
g
ra

m
a
s
 d

e
 e

m
p
le

o
.

Alberic

La Pobla L1

Sumacárcer

L’Alcúdia

Algemesi

Alginet

Alzira

Antella

Beneixida

Benifaió

Benimodo

Carcaixent

Cárcer

Carlet

Gavarda

Senyera

Tous

Turís

1
. 
N

in
g
u
n
o

2
. 
E

n
tr

e
 1

-3
 a

ñ
o
s

3
. 
E

n
tr

e
 4

-6
 a

ñ
o
s

4
. 
E

n
tr

e
 7

-9
 a

ñ
o
s

5
. 
1
0
 a

ñ
o
s
 o

 m
á
s

F
u
e
n
te

: 
E

la
b
o
ra

c
ió

n
 p

ro
p
ia

.



16 Ricard Calvo Palomares e Ignasi Lerma Montero

Dado que aplicamos tanto técnicas de análisis de carácter

cuantitativo, sobre todo para trabajar con los datos recogidos de

los cuestionarios enviados, como de carácter cualitativo a través

del análisis de los contenidos de las entrevistas y del grupo de

discusión, presentamos los datos más destacados del estudio

agrupados en dos grandes bloques. En primer lugar, en forma de

tablas y datos numéricos que cuantifican de alguna manera el

trabajo realizado, y en segundo, en forma de citas y comentarios

extraídos de los contenidos de las entrevistas realizadas y del

grupo de discusión planteado. Esta combinación de lo cuantita-

tivo con lo cualitativo nos ofrece una perspectiva muy válida y

completa para la determinación de las conclusiones posteriores.

Por lo que respecta a los datos que ofertamos, en la tabla 2,

presentamos datos referidos al grado de repetición de los pro-

gramas de empleo en las distintas agencias estudiadas. Ello nos

permitirá analizar la importancia de esta repetitividad y vincu-

larla con la existencia o no de una subvención económica.

En la tabla 3, podemos observar la representatividad de los

programas de empleo desarrollados en las ADL’s analizadas,

que están financiados con fondos no municipales –bien con sub-

venciones procedentes de fondos europeos, partidas nacionales

o líneas de ayudas a nivel autonómico. En la tabla 4, aparecen

datos correspondientes al volumen de los programas desarrolla-

dos con fondos propios de la Corporación local en cada una de

las áreas funcionales del Ayuntamiento.

Tabla 3. Tipo de financiación de los programas desarrollados.

Programas desarrollados con subvenciones no municipales 89,10 %

Programas no subvencionados y desarrollados con fondos municipales 10.90 %

Total 100 %

Fuente: Elaboración propia.

Tabla 4. Programas desarrollados por los ayuntamientos con fondos municipales.

Tipo de actividad o programa

Cultura 45,40 %

Deportes 20,53 %

Servicios sociales 12,35 %

Juventud 12,00 %

Empleo 9,72 %

Total 100 %

Fuente: Elaboración propia.
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Por su parte en las tablas 5, 6 y 7, nos aportan información

complementaria referente a los municipios que cuentan con una

partida específica en los presupuestos municipales para el

desarrollo de programas de empleo, a la utilización concreta que

realizan de la misma y a la evolución sufrida por ésta en los últi-

mos cinco años.

Tabla 5. Existencia de una partida presupuestaria para empleo.

Ayuntamiento con una partida presupuestaria

específica para empleo 7 38,89 %

Ayuntamiento sin una partida específica para el empleo 11 61,11 %

Totales 18 100 %

Fuente: Elaboración propia.

Tabla 6. Utilización de la partida presupuestaria municipal para empleo.

Si que la utilizan 24,50 %

No la utilizan, porque disponen de subvenciones suficientes 75,50 %

Totales 100 %

Fuente: Elaboración propia.

Tabla 7. Evolución de las partidas presupuestarias para empleo en los últimos cinco años.

Se han ampliado 12,40 %

Se han mantenido 79,20 %

Se han reducido 8,40 %

Totales 100 %

Fuente: Elaboración propia.

Además de las tablas anteriores, aportamos a continuación

unos fragmentos de las entrevistas realizadas a los Agentes de

Desarrollo Local de la comarca y del grupo de discusión plante-

ado con posterioridad, en los que se ponen de manifiesto bási-

camente, dos grandes ideas que con posterioridad

matizaremos: por un lado, la función del ADL como responsable

directo del acercamiento de recursos económicos –en forma de

subvenciones– al municipio, y por otro, el clientelismo generado

en los usuarios del servicio.
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“Mi función sería traer dinero al pueblo para que el pueblo se

enriquezca de formación y empleo. Y por otra parte, sería la pro-

moción de la empresa, patearme las empresas y verlas…”

“El objetivo básico que en este caso me viene muy marcado

por el alcalde es la búsqueda de subvenciones –tal cual- para

poder hacer cosas en el pueblo de cualquier índole: obras, tra-

bajo, cualquier historia, cosas que teniendo una cara económica

importante de cara al pueblo…”

“Existe y ha existido una partida específica para comercio,

para industria y para desarrollo local (ADL). Son tres partidas de

que disponemos, no están dotadas con grandes cantidades,

pero sí es un principio, que si hace falta más se amplían (ahora

no nos hacen falta, porque tenemos muchas subvenciones)...”

“....lo más importante es pedirlo todo, todo lo que se pueda...”

“…nos convertimos en verdaderos cazadores de subvencio-

nes…”

“…dudo mucho que exista alguna subvención que desde

nuestra agencia no solicitemos…”

“El ayuntamiento no dedica recursos porque tenemos sub-

venciones que cubren nuestro trabajo, el coste de la ADL aquí

es cero…”

“Yo tramito hasta mi propia subvención como ADL, si no, no

creo que existiera…”

“...Hay programas que crean dependencia, les damos trabajo

unos meses al año, el resto lo cobran del INEM y realmente no

estamos insertando a nadie, sobretodo estos programas van a

menos...”

“Si miras el objetivo final, que es dar ocupación a gente que

está en paro perfecto, después lo que pasa es que determinada

gente del pueblo está esperando a que venga el Pamer y el

Emcorp para trabajar unos meses y les es bastante …”

4. Conclusiones críticas al modelo actual

A la vista de los resultados presentados en el apartado ante-

rior, concluimos este artículo reafirmándonos en la existencia de

un vínculo entre el desarrollo de acciones y programas para el

empleo con la existencia de una línea subvencionada que per-

mite la ejecución de los mismos de manera repetitiva. La reali-
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dad nos muestra una clara dependencia, en algunos supuestos

casi exclusiva, del modelo de desarrollo local con la existencia o

no de subvenciones para el desarrollo de programas para el

empleo.

Esta dependencia pone de manifiesto una cierta falta de

compromiso real por parte de las Corporaciones locales con el

empleo y la formación a nivel municipal. En su mayoría apues-

tan por un servicio municipal de empleo y formación mientras el

coste del mismo sea cero o mínimo para la Corporación, lo que

denota el escaso grado de necesidad que les otorgan a este tipo

de actuaciones.

El empleo es visto a nivel local como una competencia trans-

ferida de facto, que asumen sin mayor oposición, siempre que

venga con los recursos suficientes para ser desarrollada. En el

momento el municipio no recibe las ayudas públicas necesarias,

la acción queda aparcada de inmediato, o en su caso, nunca

llega a realizarse, lo que desde un punto de vista práctico limita

en gran medida los efectos de las acciones y de los recursos

invertidos en ellas. Carece de todo sentido, unas acciones para

la orientación laboral, por ejemplo, que tan solo se oferten a los

usuarios en determinados meses del año, como si el resto del

año no fuera necesaria dicha actuación. En esta línea, la mayor

parte de los Ayuntamientos no han sido capaces de cubrir las

carencias del modelo con fondos propios, limitándose a actuar

tan solo cuando la actuación está subvencionada.

Por otro lado, el técnico ADL debido a su situación de inse-

guridad laboral –recordemos su origen como una línea subven-

cionada más, que se renueva anualmente– no consigue una

completa posición de control sobre su actividad. Los factores del

contexto funcional del modelo (tipo de actividad, temporalidad

de las acciones, plazos y convocatorias, etc.) no le permiten

establecer unos objetivos definidos a medio o largo plazo, lo que

le obliga a orientar sus esfuerzos hacia el cumplimiento de obje-

tivos de la actividad desarrollada a corto plazo.

Fruto de todo lo dicho con anterioridad, el modelo se ha con-

figurado básicamente como un modelo cuantitativista, centrado

en la búsqueda de resultados visibles y observables. Aspecto

éste, que bien aplicado es muy positivo para cualquier actividad,

pero que en este supuesto, conduce principalmente a la activi-

dad a una justificación burocrática de las partidas económicas
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aplicadas en los programas subvencionados concedidos, sin

realizar casi ningún tipo de seguimiento ni observación posterior

de los efectos de los programas. Deja totalmente aparcada la

vertiente de análisis del grado de efectividad y utilidad de las

acciones implementadas.

La realidad del modelo de desarrollo local –personificado en

la figura del Agente de Desarrollo Local11– está muy marcada

por una indefinición de contenidos, funciones y tareas que for-

man parte del mismo. La evolución práctica de la actividad ha

generado una permisividad que ha supuesto que los técnicos

sean considerados como un cajón de sastre, donde cualquier

actividad a desarrollar en el municipio referida a desarrollo eco-

nómico, social o incluso local, cabe. Además se convierte en una

dificultad importante para la profesionalización de la actividad,

aspecto que en municipios de reducido tamaño12 todavía se

manifiesta con mayor virulencia, ya que los técnicos son utiliza-

dos como personal especializado con coste cero disponible para

cualquier actividad pública municipal –desde la mera atención

telefónica a la tramitación de impuestos municipales, cobros y

un largo etcétera–.

Consecuencia de ello, la actividad del ADL se resiente

estructuralmente, aparca su vertiente analista o de investigación

de la realidad social que le rodea –y que intrínsecamente da

sentido a su trabajo–, en favor de la aplicación de unos criterios

más ligados a lo económico, a lo práctico, repetitivo y rentable

en términos materiales para la Corporación.

Por último, como cierre y conclusión final de todas las ante-

riores, podemos afirmar que el clientelismo subvencionado, que

planteábamos como hipótesis central del artículo, se manifiesta

a un triple nivel: en primer lugar, el clientelismo de los ciudada-

nos que participan directamente en los programas, que ven en

ellos una solución pasajera y estacional a su situación de des-

empleo; en segundo lugar, el clientelismo de las propias agen-

cias con los promotores de los programas, ya que planifican su

estructura y funcionamiento en base a estos programas subven-

11 En nuestro estudio, 13 de las 18 agencias analizadas son de carácter uni-

personal, lo que representa un 72,23 % del total.
12 Municipios de menos de 5.000 habitantes.
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cionados.; y en tercer y último lugar, aparece el clientelismo de

la propia Corporación local, que realiza actuaciones y obras de

carácter social bajo estas subvenciones económicas de carácter

fijo ya que se repiten todos los ejercicios, pero discontinuas en

el tiempo, aspecto éste que paraliza estas actividades en el

momento finaliza la subvención.
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Resumen: Existen tres cuestiones prioritarias que

quiero tratar en este artículo para afirmar que el des-

conocimiento de determinados derechos hacia los

inmigrantes no comunitarios legitima socialmente su

exclusión: en primer lugar, plantearé las dificultades

para extender la noción de ciudadanía a los inmigran-

tes no comunitarios que viven en España; en segundo

lugar, defenderé una noción de ciudadanía plural que

no dependa exclusivamente de la nacionalidad del

sujeto; y, por último, reflexionaré sobre el papel de las

asociaciones de inmigrantes como organizaciones

reproductoras de una concepción asistencial y exótica

de los inmigrantes que igualmente entorpece la con-

secución de la ciudadanía. El artículo quiere funda-

mentalmente expresar el anacronismo en la

denegación de la condición del inmigrante como ciu-

dadano y reflexionar sobre las causas de tal concep-
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ción. El reconocimiento de los derechos de los inmigrantes no es una

cuestión de solidaridad, condescendencia o caridad. Es el camino y la

meta que debería conducir la vigencia de un Estado de derecho y de

una sociedad moderna.

Palabras clave: Inmigración, ciudadanía, derechos humanos, aso-

ciacionismo, sociedad civil.

Inmigration and citizenship: social legitimation
of inequality

Summary: There are three main questions I wish to raise in this

article to show that a lack of knowledge concerning certain rights with

respect to non-community immigrants legitimises their exclusion on a

social level. I shall start by discussing the difficulties in extending the

notion of citizenship to non-community immigrants living in Spain;

secondly, I shall defend a notion of plural citizenship that does not

depend solely on the nationality of the subject; and finally, I shall reflect

on the role of immigrants' associations as organisations that offer an

exotic welfare concept of immigrants which also makes it difficult for

them to obtain citizenship. The basic aim of the article is to show up the

anachronism in denying the immigrant the condition of an immigrant

and reflecting on the causes of such a concept. Recognising immi-

grants' rights is not a question of solidarity, condescension, or charity.

It is the way forward and the goal that should be attained through the

normal conventions of a democratic state and modern society.

Keywords: Immigration, citizenship, human rights, associationism,

civil society.



Juan David Gómez-Quintero

Inmigración y ciudadanía:

legitimación social

de la desigualdad

1. Introducción

En medio de las expresiones inmigración y ciudadanía

correspondientes al título de este artículo, debería mediar una

categoría fundamental para comprender la relación entre ambos

conceptos. Hablamos de los derechos humanos, aunque con

más precisión nos referimos a la Declaración Universal de los

Derechos Humanos y a su consolidación y expansión como dis-

curso asumido por millones de individuos y organizaciones en el

mundo. Esta mediación de los derechos humanos entre “inmi-

gración” y “ciudadanía” significa igualmente que la noción de ciu-

dadanía para los inmigrantes no se basa en ningún tipo de

privilegio o concesión por parte de un Estado, sino en la con-

cepción de derechos inherentes al individuo que vive y habita en

un Estado de Derecho como el español.

El reconocimiento de los derechos de los inmigrantes

no crea el conflicto, no crea el racismo y la xenofobia, sino

que constituye la condición previa, necesaria aunque, desde

luego, insuficiente, para que haya una política y una realidad

social de integración. Y, además, (los derechos) o son universa-

les, de todos, sin condición, o no son derechos humanos (De

Lucas, 2004: 28).

Aún así, afirma Carlos Giménez (2006: 142), el caso español

no es el mejor ejemplo de esta correlación, de hecho, afirma,

“llama la atención que la mayor parte de la irregularidad se ori-

gina desde la ley: es el sistema jurídico europeo y español el que

crea ilegalidad, no las personas”. Es obvio que las personas que
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no renuevan sus permisos de residencia o de trabajo incumplen

la ley, pero la mayor parte de las personas que han sido clasifi-

cadas como “irregulares” o, peor aún, “ilegales”, llegan a tales

condiciones por cuestiones laborales y administrativas que

debería resolver la administración del Estado. “En cualquier

caso, lo cierto es que hay derechos humanos y fundamentales

que no se respetan y que entran en contradicción flagrante con

las leyes de extranjería” (Giménez, 2006: 142).

En consecuencia, en este artículo nos ocuparemos de tres

cuestiones esenciales para dilucidar las posibilidades de conce-

bir a los inmigrantes como ciudadanos de España y de Europa:

en primer lugar nos aproximaremos a las dificultades que tiene

la sociedad española y europea para extender la noción de ciu-

dadanía a los inmigrantes no comunitarios, y concretamente

veremos el caso de los derechos políticos. En segundo lugar,

contemplaremos algunas concepciones de ciudadanía menos

restrictivas que las actuales y, por último, analizaremos el papel

de las asociaciones de inmigrantes como actores clave en la

consecución de la ciudadanía en el caso español.

2. Inmigrantes no-comunitarios en España: ¿trabajadores o ciu-
dadanos?

Antes de entrar en las reflexiones que suscitaría esta pre-

gunta, podemos coincidir con una variedad de autores (De

Lucas, 2004; Giménez, 2006), que la ciudadanía es, fundamen-

talmente, una titularidad de derechos y deberes de los miem-

bros de una determinada comunidad política, y que estos

derechos y deberes “tienen que estar garantizados (los prime-

ros) y tienen que ser exigidos (los segundos) por parte de las

instituciones legítimas de dicha comunidad” (Giménez, 2006:

142).

Si cotejamos esta definición con los derechos que efectiva-

mente son reconocidos a los inmigrantes, podemos afirmar, sin

lugar a dudas, que los inmigrantes no comunitarios en España

no son reconocidos como ciudadanos de plenos derechos. 

Es bastante habitual escuchar hablar de trabajadores extran-

jeros o de mano de obra inmigrante como atribuciones supues-

tamente propias de las personas que en los últimos diez años

Juan David Gómez-Quintero
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están llegando a España. Es cierto que el principal matiz de las

migraciones contemporáneas es su motivación fundamental-

mente económica (Castles, 2000), lo cual no legitima para equi-

parar al inmigrante sólo con su rol de trabajador. De igual modo,

las lecturas parciales sobre la inmigración en determinados sis-

temas de la sociedad española, nos está llevando a naturalizar

expresiones como alumnos inmigrantes, pacientes inmigrantes

o usuarios inmigrantes, desconociendo la complejidad e indivisi-

bilidad que encierra una persona como ser humano y un ciuda-

dano como miembro de un Estado. Enfatizar el carácter

inmigrante de los alumnos, los pacientes o los usuarios es rea-

firmar una diferencia que les distancia simbólica y materialmente

del reconocimiento de la igualdad jurídica.

La extensión nominativa del inmigrante como ciudadano

supera la parcialidad de las lecturas segmentadas que, bajo inte-

reses políticos o económicos, instrumentalizan la inmigración

para, por ejemplo, resaltar sus ventajas en la aportación al PIB y

en el incremento a la natalidad, o los inconvenientes derivados del

gasto en el sistema educativo sanitario y de servicios sociales.

No obstante, la posibilidad de ampliar tales restricciones en

la percepción social del inmigrante, debe pasar inevitablemente

por el reconocimiento político y jurídico de su ciudadanía.

Respecto a las dificultades para dar este paso, Javier de

Lucas (2004) habla de una concepción segmentada que se tra-

duce en una lógica jurídica del regateo, por la cual se reconoce

sólo los derechos estrictamente necesarios como trabajadores

inmigrantes. Una lógica jurídica que instituye una especie de

carrera de obstáculos en la que, además, cabe la marcha atrás:

la caída en la ilegalidad debido al círculo vicioso de permiso de

residencia y trabajo, y a la apuesta por esa ficción de que todos

los flujos migratorios se produzcan por el cauce de la contrata-

ción desde los países de origen.

Una lógica de discrecionalidad de la administración, de los

poderes públicos (si no la arbitrariedad), y no del control de esos

poderes por parte de los administrados (los inmigrantes) y de la

garantía jurisdiccional de los derechos. Una lógica de la discri-

minación, no de la igualdad, otra de la inestabilidad, en cuanto

vulnerabilidad social, política y jurídica; y, por último, una lógica

de la inseguridad, y no de la previsibilidad, de la estabilidad, de

la certeza.
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La suma de estas lógicas deriva en la “construcción del inmi-

grante como infrasujeto, ergo como infraciudadano”, un status

jurídico que se basa, en la negación de los principios jurídicos

más elementales, pues, “para los inmigrantes, precisamente por

su construcción como extranjeros, no valen las reglas del Estado

de Derecho al contrario que para el ciudadano” (De Lucas, 2004:

14).

La clave de la justificación de ese estatus de

dominación/subordinación y desigualdad/discriminación, junto a

esa visión instrumental (el inmigrante es sólo un trabajador), es

el vínculo entre heterogeneidad social (cultural, nacional,…) del

inmigrante y desigualdad ante el derecho. “Las diferencias cul-

turales significan incompatibilidad social y por ello, incompatibi-

lidad jurídica y política” (De Lucas, 2004: 15). Aún con todo, el

peso de la heterogeneidad nacional puede llegar a ser más

determinante que las diferencia culturales. Pertenecer a otra

nación convierte al individuo en miembro de una comunidad

nacional diferente a la propia. Esto significa que las concepcio-

nes convencionales de la ciudadanía no han terminado de des-

prenderse de la construcción moderna de las naciones y las

nacionalidades.

En los trabajos de Saskia Sassen (1996 y 2007) se defiende

la idea de un proceso de globalización que cuestiona la supre-

macía de los Estados nacionales como referentes exclusivos del

orden de jerarquías sociales: “Los procesos y las formaciones

globales actuales pueden, y logran, desestabilizar la jerarquía

de escalas centradas en el Estado-nación. A su vez, la forma-

ción del Estado-nación desestabilizó en su momento otras jerar-

quías anteriores” (Sassen, 2007:24) constituidas por proyectos

de poder en épocas pasadas. De este mismo modo, la desesta-

bilización de tal patrón de ordenación de la sociedad, expone la

férrea creencia en la inmovilidad de las identidades nacionales

sobre las que se ha sostenido la ciudadanía: “es posible definir

la historia del Estado moderno como el proceso de nacionaliza-

ción de prácticamente todos los rasgos esenciales de la socie-

dad: la autoridad, la identidad, el territorio, la ley,…” (Sassen,

2007:26).

Esta sobrevaloración de los pilares de la nación redunda en

una dificultad estructural para el reconocimiento de la ciudada-

nía del inmigrante. Recordemos que el frustrado proyecto de Tra-
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tado de Constitución Europea sólo admitía la ciudadanía a los

nacionales de los Estados miembros, negando, por tanto, la ciu-

dadanía de residencia a los nacionales de otros Estados: “El tra-

tado constitucional podría haber hecho un auténtico salto

histórico de amoldar Europa a la globalización si hubiera

incluido como ciudadanos a todos los residentes extracomunita-

rios (con unos años determinados de residencia)” (Giménez,

2006: 143).

El conjunto de estas construcciones parciales e intencionales

entran en contradicción directa las elementales garantías del

Estado de Derecho, con la universalidad de los derechos huma-

nos y con las exigencias de la extensión de la democracia en

sociedades cada vez más plurales.

Bajo tal infraciudadanía no cabe integración política aún

cuando la única justificación de esa condición es, a su vez, la

radical diferencia atribuida al extranjero, como extraño a la

comunidad política a causa de su nacionalidad o de su identidad

cultural. No sólo la exclusión política redunda en la privación de

derechos políticos, sino en otro tipo de derechos de tal manera

que se bloquea el acceso del inmigrante

a la esfera pública, condenándolo a una condición atomística,

exacerbadamente individualista. De esta forma, se le niega el reco-

nocimiento de los derechos que permiten el acceso a la esfera

pública a través de la acción colectiva: reunión, asociación, huelga,

étc. (De Lucas, 2004:22-23)1.

En el contexto europeo la situación no es muy diferente, aun-

que se pueden precisar algunos matices. Según el país miem-

bro de la Unión Europea, el reconocimiento de los derechos a

los inmigrantes puede variar considerablemente dependiendo

de su estatus legal (Arango, 2004: 111). La dotación de dere-

chos es mayor en el caso de los residentes permanentes o de

larga duración, que constituyen el grueso de la población inmi-

grada en la Europa tradicionalmente receptora. Poseen la pleni-

tud de los derechos civiles y generalmente la de los derechos

socioeconómicos, pero carecen de derechos políticos, lo que

limita severamente sus posibilidades de participación política.

1 Hasta diciembre de 2007 estos derechos estaban reservados para los

extranjeros con permiso de residencia.
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Como excepción, tres países reconocen el derecho de voto en

el ámbito municipal. Aún no tienen reconocido el derecho a la libre

circulación dentro del territorio de la Unión Europea, entendiendo
por tal la libertad de establecerse y trabajar en país distinto
del que son residentes. Por su parte, la dotación de derechos
es mucho más limitada en el caso de los temporales y, en
conexión con la sesión anterior, habría que discutir si la pre-
ferencia por la temporalidad que se observa en Europa cons-
tituye una opción acertada en la perspectiva del medio y
largo plazo. En esa discusión se debería tener en cuenta
cómo queremos que sean nuestras sociedades en el futuro.
Por supuesto, la dotación de derechos es especialmente exi-
gua en el caso de los irregulares, variando de país a país
(Arango, 2004: 111).

Aunque, por supuesto, cualquier generalización al respecto

resultaría peligrosa y arriesgada, puede decirse de la mano de

Arango (2004) que, a la luz de una serie de indicadores rele-

vantes –tales como la posesión de derechos, calidad de los

empleos,  condiciones de vida y participación cívica y política,

entre otros–, las poblaciones inmigradas, tomadas en conjunto

en el ámbito de la Unión Europea, aparecen como fuertemente

desfavorecidas en comparación con las autóctonas. “En no

pocos países, la división entre nacionales y extranjeros ha sus-

tituido en buena medida a viejas fracturas sociales como las

existentes entre ricos y pobres” (Arango, 2004: 111).

La generalizada aceptación de la negación al derecho al voto

de los inmigrantes2 (las manifestaciones y acciones reivindicati-

vas han sido mínimas3) evidencia la legitimación social de la

desigualdad jurídica que afecta a concretamente a estos colec-

tivos.

2 La reacción de algunos medios de comunicación que se autodefinen como

liberales roza la indignación o el rechazo cuando se plantea la posibilidad de

reconocer el derecho al voto de los inmigrantes: “ABC denuncia que Caldera lo

podría plantear esta legislatura. De la Vega dice que permitir el voto a los inmi-

grantes no está ‘en el horizonte del Gobierno’”. Libertad Digital, 17-09-2004.
3 Cabe destacar la campaña “Aquí vivo, aquí voto” promovida por distintas

asociaciones y ONG (en la que Andalucía Acoge tuvo un notable protagonismo)

que han pedido públicamente el derecho al voto de los inmigrantes en las elec-

ciones municipales. A nivel político, hasta 2008, Izquierda Unida había sido el

único partido de ámbito estatal que ha defendido el derecho al voto de los inmi-

grantes no comunitarios.
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1.1. El difícil reconocimiento de los derechos políticos 

A los inmigrantes en situación legal en España se les reco-

nocen como derechos políticos los de manifestación y reunión,

sindicación y huelga, y asociación (artícs. 7.1, 11.1. y 8 de la LO

4/2000 reformada por la LO 8/2000). Durante siete años (2000-

2007) estos derechos les han sido negados a los extranjeros en

situación administrativa irregular4. Su inserción en la vida polí-

tica de España quedaba limitada por la inexistencia del derecho

de voto, siquiera a nivel local, para los ciudadanos extracomuni-

tarios que no tengan la nacionalidad española.

Por otra parte, Eliseo Aja y Laura Díez (1999) señalan que a

pesar del reconocimiento de algunos derechos económicos,

sociales y culturales, no se ha producido un avance paralelo en

el reconocimiento de los derechos políticos de los extranjeros.

En general, identifican los siguientes motivos para resistirse a la

ampliación de los derechos de participación política a los extran-

jeros: en primer lugar, se aduce que la nacionalización es el ins-

trumento adecuado y suficiente para acceder a los derechos

políticos; aunque quizás olvidando que esta vía es lenta y one-

rosa, además de que supone, en ocasiones, la pérdida de la

nacionalidad anterior. En segundo lugar, se defiende que la par-

ticipación política del extranjero implica un ataque a la soberanía

nacional; aunque para ello se utiliza un concepto clásico de

soberanía. Por último, la participación política de los extranjeros

se plantea como una ruptura de la identidad nacional y del

patriotismo5 y, en conexión con ello, se considera que los extran-

jeros son una amenaza para el Estado además de que desco-

nocen las aspiraciones nacionales; sobre este último argumento

4 El 19 de diciembre de 2007 el Tribunal Constitucional español reconoció los

derechos de asociación, sindicación y huelga de los extranjeros en situación irre-

gular.
5 La conformación de los cuerpos militares de un Estado como España con

integrantes de otras nacionalidades resulta, cuando menos, paradójico. La

nacionalidad es la vía de equiparación absoluta de derechos civiles y políticos.

Sin embargo, nacionales de otros Estados pueden defender militarmente a

España sin que eso suponga una deslegitimación del patriotismo castrense. La

conclusión, por tanto, sería que el extranjero que integra las fuerzas militares

españolas está en calidad de mano de obra y no de soldado vocacional dis-

puesto a dar la vida por “su” patria.
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sólo puede ponerse de relieve la existencia, todavía hoy, de

argumentos sociológico-culturales muy arraigados que hacen

difícil la asunción de nuevos fenómenos sociales como la inmi-

gración.

Como se aprecia, para defender la restricción de los dere-

chos políticos a los extranjeros se aportan tanto motivos jurídi-

cos como argumentos que manifiestan una ausencia de

voluntad política al respecto. Pero parece evidente que, junto a

estos motivos, existen otros que ponen de manifiesto la necesi-

dad de ampliar los derechos políticos a los extranjeros y también

revelan la posibilidad jurídico-constitucional de esta extensión.

La participación política del inmigrante resulta necesaria para

impulsar con mayor efectividad los derechos civiles, superando

los obstáculos que subsisten aún pese a su reconocimiento

constitucional y legal. Sólo la titularidad de los derechos políticos

convierte a los extranjeros en miembros plenos de la sociedad

donde se desenvuelven. Lejos de ser éste un motivo aducido

exclusivamente desde la perspectiva de los inmigrantes, tam-

bién interesa a toda la comunidad permitir la “integración-nor-

malización” de los núcleos de inmigrantes para superar los

problemas derivados de la segregación ocupacional y urbana.

Vivir en un estatus político discriminatorio gesta una potencial

división y tensión en el seno del agregado social, que puede

intentar superarse a través de la participación política de los

extranjeros como vía de integración y paz social. La igualdad

política es clave para impulsar una integración en la diferencia,

corresponsabilizando al extranjero en las decisiones y en el

futuro de la sociedad. 

Por último, y centrándose especialmente en el derecho de

sufragio, Aja y Díez (1999) sostienen que la participación polí-

tica de los extranjeros resulta necesaria como consecuencia de

las exigencias del propio principio democrático, en constante

evolución desde la aparición del sufragio nacional masculino

hasta el voto nacional universal y, recientemente, el sufragio en

el ámbito local de los nacionales comunitarios. Resulta incohe-

rente con el principio democrático que personas sujetas al

mismo ordenamiento jurídico carezcan del derecho a participar,

aunque sea indirectamente, en su producción. Además de ser

ésta una cuestión de principio, también tiene importantes efec-

tos prácticos, pues en tanto los inmigrantes carezcan de partici-
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pación y representación política merecerán la atención marginal

de los gobernantes. 

La progresiva conciencia de estos argumentos favorables a la

participación política de los extranjeros ha provocado avances en

el ámbito internacional. Un compromiso significativo se alcanzó el

5 de febrero de 1992 con la firma en Estrasburgo del “Convenio

sobre la participación de los extranjeros en la vida pública local”,

elaborado en el marco del Consejo de Europa. Este Convenio

está estructurado en tres partes, precedidas de un preámbulo

donde se acogen algunos de los argumentos expuestos: la resi-

dencia de los extranjeros en territorio nacional es una caracterís-

tica permanente de las sociedades europeas; los extranjeros

residentes están sometidos a los mismos deberes que los nacio-

nales; y su participación política es la mejor vía para facilitar su

integración en la comunidad local. De igual manera, existe una

resolución del Parlamento Europeo sobre la situación de los

derechos fundamentales en la UE (2000/2231 (INI)) que en sus

artículos 121-122 recomienda la ampliación del derecho al voto

de los extranjeros no comunitarios que residen en la UE.

La Constitución Española (CE) de 1978 hace referencia a casi

todos los derechos de participación de este Convenio, pero les

otorga un reconocimiento y protección diversos cuando su titular

es un extranjero. Por este motivo, resulta imprescindible partir de la

siguiente diferenciación a la hora de analizar los derechos de par-

ticipación política de los extranjeros en nuestra Constitución. Por

un lado se encuentran los siguientes derechos recogidos en la sec-

ción primera del capítulo II del Título I: reunión, asociación, sindi-

cación y huelga y derecho de petición. Por otro lado se encuentran

los derechos de sufragio activo y pasivo y el derecho de acceso a

la función pública, recogidos en el artículo 23 CE y reservados a

los nacionales según dispone el artículo 13.2 CE (salvo el sufragio

en las elecciones municipales sí existe reciprocidad).

3. La construcción de una ciudadanía plural

La construcción de una ciudadanía plural requiere una demo-

cracia inclusiva e igualitaria. Esta a su vez, se basa en una

noción de ciudadanía abierta, diferenciada, integradora (De

Lucas, 2004). Una comunidad política, así entendida, exige plan-



34 Juan David Gómez-Quintero

tear como reivindicaciones irrenunciables de toda política de

inmigración que pretenda estar acorde con los principios de legi-

timidad democrática y de respeto a los derechos humanos, al

menos tres asuntos relevantes (De Lucas, 2004:32-33):

1. La condición de miembro de la comunidad política no

puede ser un privilegio vedado a quienes no tuvieron el

premio de la lotería de nacimiento. El modelo de demo-

cracia inclusiva exige un cambio en las oportunidades

de alcanzar esa membresía. La primera reivindicación

es el reconocimiento y satisfacción del derecho de

acceso, de las vías que hacen posible la inclusión a la

condición de miembro de esa comunidad,… Por esa

razón, antes que los derechos políticos, el rasero para

medir una política que dé la talla es si se inspira en el

reconocimiento de un derecho humano fundamental, el

de libertad de circulación.

2. Quien llega y quiere convertirse en miembro de esa

comunidad política, puede aspirar a su reconocimiento.

Ahora no se trata del derecho de acceso sino de las con-

diciones del derecho de pertenencia, que tampoco es

reconocido como tal, ni aun como facultad. Entre los

requisitos que concretan el ejercicio de esa facultad y que

ponen de relieve el objetivo de restricción se encuentran,

evidentemente, algunos de los medios de acceso a la

integración social: vivienda, educación y trabajo,

3. El reconocimiento en condiciones de igualdad de los

derechos. De los derechos personales, de las libertades

públicas, de los derechos económicos, sociales y cultura-

les, pero, obviamente, de los derechos políticos.

En un esfuerzo por conseguir una amplia concreción, De

Lucas (2004a) propone anclar el acceso a la ciudadanía en la

residencia estable (desde tres años), en el ámbito local, es decir,

de una ciudadanía basada en la vecindad, con derechos políti-

cos plenos en el ámbito municipal (lo que es algo más que el

derecho a sufragio activo y pasivo, el derecho a voto), desde una

concepción de la ciudadanía como ciudadanía multilateral

(doble, y aún más, cuádruple ciudadanía) y además ciudadanía



35Inmigración y ciudadanía: legitimación social de la desigualdad

gradual: desde la vecindad al ámbito autonómico primero, y al

estatal y europeo después” (De Lucas, 2004a: 116).

Para fundamentar su propuesta, este autor se basa en indi-

caciones de la Comisión Europea6 en la que se perfilan los ele-

mentos de una “nueva política de inmigración europea”, que

permitiría hablar de una “ciudadanía cívica” (epígrafe 3.5). El

valor que concede a esta nueva concepción de ciudadanía pone

el acento en el objetivo de la “integración de los nacionales de

terceros países” que acuden como inmigrantes (epígrafe 2.5), y,

sobre todo, por la afirmación de la integración como un “proceso

bidireccional que implica la adaptación tanto por parte del inmi-

grante como de la sociedad de acogida”.

Este tipo de ciudadanía plural o cívica interpela a la sociedad

de acogida ya que sugiere la modificación de su sistema normativo

y la amplitud a otras formas de concebir el Estado. Por tanto, esta

propuesta no implica una radical transformación del propio Estado,

sino su concepción como estado plurinacional y multicultural.

No podemos afirmar que exista un consenso académico –ni

mucho menos político– respecto a las formas que deberían asu-

mir nuevas nociones de ciudadanía. Hemos precisado la idea de

ciudadanía plural como una posible alternativa a las restriccio-

nes de la ciudadanía convencional. Otro tipo de propuesta apun-

tan en direcciones más flexibles como una ciudadanía

multicultural (Giménez, 2006) o una ciudadanía económica

(Sassen, 1996)7.

4. El asociacionismo inmigrante ¿exotismo cultural o ciudadanía
plural?

El tema del asociacionismo inmigrante ha sido poco estu-

diado por las ciencias sociales, sin embargo, son cada vez más

los espacios dedicados a la reflexión y análisis de estas formas

6 De Lucas (2004a: 117) cita la Comunicación de la Comisión Europea

(COM) Nº 2000 757.
7 Esta autora pone el acento en los cambios económicos de la globalización.

Cree que el poder de las empresas transnacionales se ha superpuesto en

muchos casos a los propios estados y cree que, por tanto, el concepto de ciu-

dadanía económica evidencia –de forma provocadora y metodológica según

reconoce– nuevas formas de soberanía.
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de agrupación8. En este subapartado nos referiremos funda-

mentalmente a las organizaciones que forman los inmigrantes

no comunitarios y a las reducidas posibilidades que existen para

posicionarse, así como a las múltiples amenazas para no

hacerlo, como actores cívicos y políticos que trabajen por la

construcción de la ciudadanía plural.

Kastoryano (2000) por ejemplo, ha estudiado el impacto de

las comunidades transnacionales en las sociedades de origen y

destino. El multiculturalismo y las “políticas de la identidad”, en

boga en las democracias occidentales desde los años ochenta,

favorecen la aparición de estas comunidades transnacionales

que podrían resultar actores clave en el reconocimiento de la

ciudadanía plural en las sociedades de acogida, así como ejer-

cer un papel relevante en la vida social y política de sus socie-

dades de origen.

Dichas comunidades transnacionales aspiran a actuar como

grupos de presión en busca de reconocimiento político en

ambos espacios. A menudo, esta acción estructura la comuni-

dad. Por ejemplo,

los haitianos de Nueva York y Montreal organizaron una comunidad

transnacional basada en la lucha política contra el régimen de

Duvalier en Haití, por una parte, y contra la discriminación y el des-

empleo de la segunda generación de jóvenes en Canadá y los Esta-

dos Unidos de América, por otra parte (Kastoryano, 2000:60). 

Durante la década de los setenta y ochenta, en medio de las

represiones políticas bajo las dictaduras militares en el sur de

América Latina, se constituyeron comunidades de exiliados que

ejercieron una fuerte presión sobre los gobiernos y sobre orga-

nismos internacionales. En su conformación y orientación resul-

taba esencial la participación de intelectuales y artistas con un

alto grado de concienciación sobre su papel de ciudadanos. No

8 Por ejemplo, existen formas más complejas de agrupación como las Fede-

raciones de Asociaciones de y pro inmigrantes; tal es el caso de REDACOGE

Federación de Asociaciones Pro Inmigrantes. Asimismo, han aumentado los

espacios de reflexión: un caso fue las Jornades sobre associacionisme d’origen

immigrat a Catalunya en diciembre de 2005. Y unos años antes en Sevilla: Fer-

nández Prados, y otros (2002): El asociacionismo inmigrantes: diferentes pers-

pectivas, en Serrano, L. (coor.) II Seminario de la Investigación de la inmigración

extranjera en Andalucía, Junta de Andalucía, Sevilla, pp. 269-283.
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obstante, el carácter económico de las migraciones contempo-

ráneas ha redefinido la conformación de colonias y organizacio-

nes de las que se espera que tengan un papel activo en la

política de los países de acogida y de origen, así como en otras

esferas de la sociedad civil. 

Sonia Veredas (2003) ha explorado con profundidad el

mundo asociativo inmigrante en España tanto desde su signifi-

cación para las poblaciones de inmigrantes como desde la rela-

ción institucional de éstas con el Estado. Además, ha realizado

un trabajo de campo relevante con asociaciones que han parti-

cipado en el Foro para la Integración Social de los Inmigrantes

como una plataforma, potencialmente idónea, para el ejercicio

de la ciudadanía por parte de los inmigrantes.

Según ella, las asociaciones de inmigrantes son muy dife-

rentes entre sí, en cuanto surgen de poblaciones con caracte-

rísticas sociodemográficas y culturales distintas, y presentan

manifiestas divergencias en cuanto a su configuración, plantea-

mientos organizativos e ideológicos y estrategias de actuación. 

La primera diferencia significativa se refiere a su finalidad:

existen asociaciones políticas (ocupadas en la defensa de los

derechos de los inmigrantes ante la Administración del país

receptor), asistenciales, lúdicas, religiosas, de cooperación al

desarrollo del país de origen, etc. En todo caso, el carácter de

las asociaciones determina el tipo de conducta: expresiva (no

existe fin o, si se prefiere, la actividad es un fin en sí mismo) o

instrumental (la actividad se orienta a un fin determinado), aun-

que lo cierto es que ambas conductas no se oponen entre sí. Por

ejemplo, las asociaciones de carácter cultural, lúdico o religioso

pueden ofrecer algunos servicios al asociado, mientras las polí-

ticas y/o asistenciales incorporan la dimensión expresiva a par-

tir de la asunción de registros culturales o étnicos importados del

país de origen.

De otro lado, las asociaciones de inmigrantes hacen una

labor en el interior del colectivo, de afirmación y mantenimiento

de la identidad; las asociaciones mixtas hacen un trabajo de

fomento del diálogo entre colectivos, de denuncia y reivindica-

ción; finalmente, las ONG’s son más prestadoras de servicios,

tramitando documentación y ayudas.

La heterogeneidad del mapa asociativo inmigrante permite concep-

tualizar a cada grupo de organizaciones de igual nacionalidad como
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“mini-sociedad”, debido a que reproduce en su configuración los

elementos articuladores de la sociedad de procedencia. Igualmente,

el contexto legal que define la política migratoria Española y el dife-

rente grado de asentamiento de cada grupo –antigüedad de la

migración, inserción laboral, grado de precariedad material, funcio-

namiento de las redes primarias, etc.– constituyen factores de pri-

mera importancia en la clasificación de la diversidad de las

asociaciones, que se distribuyen en un continuo de cuyos polos se

situarían las asociaciones que enfatizan los aspectos simbólicos y

culturales (dimensión étnica e identitaria) y en el otro las que ponen

énfasis en los aspectos políticos y estratégicos (dimensión reivindi-

cativa) (Veredas, 2003: 210).

En este variado contexto adquieren una relevante significa-

ción las asociaciones político-asistenciales que actúan a nivel

estatal o autonómico. Este tipo de organizaciones se conciben

como “plataformas organizadas de reivindicación ante las insti-

tuciones gubernamentales: es ésta una demanda de inclusión

en el sistema institucionalizado de beneficios” 9 del que quedan

por fuera los inmigrantes que no participan de los bienes y dere-

chos que disfrutan la mayor parte de los ciudadanos. Según

Veredas (2003) la dimensión reivindicativa está ausente entre

las asociaciones de inmigrantes de mayor antigüedad en

España (filipinas, latinoamericanas) o de origen europeo (pola-

cos, rumanos...), donde predomina otras dimensiones: la relativa

estabilidad material de tales grupos, asentamiento con carácter

definitivo en España y, a veces, su autopercepción elitista -no se

consideran inmigrantes o no desean manifestarse públicamente

como tales-. Este carácter elitista de los más veteranos es la

expresión del aumento del estatus que proporcionan los años de

experiencia migratoria, al menos respecto a los inmigrantes

recién llegados. Muchos de ellos no se sienten inmigrantes, no

sólo por que han adquirido la nacionalidad o la residencia per-

manente, sino porque esa categoría, con su carga peyorativa

ligada a la precariedad económica, no corresponde a la propia

percepción individual o colectiva.

9 Veredas (2003:212) cita a Melucci (1994:122) “¿Qué hay de nuevo en los

‘nuevos movimientos sociales’?” En: Laraña y Gusfield (1994) Los nuevos movi-

mientos sociales. De la ideología a la identidad. Madrid: CIS.
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Buena parte de las personas que dedican su tiempo a las

asociaciones han superado los obstáculos iniciales inherentes a

los primeros años de instalación. De tal manera que tienen el

tiempo, la voluntad y, en algunos casos, un abanico de intereses

que les lleva a participar de las mismas.

Asimismo, Veredas (2003) realiza un análisis de las asocia-

ciones de inmigrantes que tienen presencia en el Foro de la

Inmigración, del cual deduce varios fenómenos insertos en

estas estructuras. En primer lugar, destaca la existencia de un

importante rastro de continuidad organizativa10 en una doble

dimensión: por una parte, en el previo historial participativo (en

el país de origen) de algunos de los líderes de las asociaciones

y, por otra, en el apoyo otorgado a tales asociaciones desde

organizaciones ya consolidadas (otras asociaciones de inmi-

grantes, sindicatos, partidos políticos, administración pública,

ONG, consulados del país de origen, parroquias). En determi-

nadas situaciones ese apoyo tiene un matiz paternalista por el

cual las organizaciones consolidadas se atribuyen el apadrina-

miento y respaldo de las asociaciones emergentes. Ayudar a la

creación de asociaciones produce un tipo de rendimiento sim-

bólico de la acción social o solidaria de las entidades pro-inmi-

grantes con larga trayectoria.

En este contexto, resulta crucial la labor de los “empresarios

políticos” (Veredas, 2003:211) como personas vinculadas pre-

viamente a proyectos de corte semejante. La continuidad de la

asociación depende del acceso a recursos que permitan su

supervivencia y de la existencia de una estructura organizativa

suficientemente fuerte y con funcionamiento constante. 

Asimismo, es habitual entre estas asociaciones el desplaza-

miento o sucesión de objetivos10: grupos inicialmente de carác-

ter político o cultural evolucionan hacia el asistencialismo, o

viceversa. En otros casos se observa no tanto el desplazamiento

de objetivos como la asunción de otros nuevos a añadir a los

fundacionales. “Tales procesos están condicionados en buena

10 Veredas (2003:215) cita a Melucci (1988) Los movimientos sociales y la

democratización de la vida cotidiana. En: F. Calderón (eds) Imágenes descono-

cidas: la modernización en la encrucijada postmoderna, Buenos Aires: CLACSO. 
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medida por la política oficial española, que incentiva mediante

subvenciones la prestación de servicios en detrimento de las

actividades reivindicativas” (Veredas, 2003:211). Aunque este

desplazamiento de objetivos también puede estar influenciado

por la gestión de turno, el perfil educativo de los gestores y el

grado de concienciación respecto a la situación de los inmigran-

tes en el país de acogida, cuenta de forma muy significativa.

Como hemos afirmado, muchos de los dirigentes de las asocia-

ciones pertenecen a elites de las minorías que no conciben o

reconocen de forma directa la vulneración a ciertos derechos o el

riesgo de exclusión de sus compatriotas o coétnicos. Asimismo,

muchos de estos líderes han adquirido la nacionalidad española,

lo cual equipara sus derechos con los de los autóctonos.

La forma de organización interna de las asociaciones tam-

bién sugiere diversas reflexiones. En los estatutos reconocidos

por las respectivas asambleas aparece un sustrato democrático

formal que muy pocas veces opera fielmente en la gestión

interna: en el caso de los latinoamericanos, 

muchas de las dificultades están relacionadas con la escasa orga-

nización racional-burocrática, múltiples rivalidades internas entre

grupos familiares, mínima reivindicación cívico-política y máxima

folclorización de la cultura de origen, escasa “cultura del proyecto”,

dependencia de personas más que de procesos y desconocimiento

del papel del Estado (Gómez Quintero, 2005:179).

Además, la concentración del poder se ve también favorecida

por la aproximación mayoritariamente instrumental de los indivi-

duos a las asociaciones, sobre todo si tales asociaciones han

logrado cierto nivel de institucionalización, concretamente, soli-

dez económica.

El grado de participación en la mayoría de las asociaciones

consideradas por Sonia Veredas (2003) es ciertamente bajo,

especialmente si se asume la perspectiva activista desde la que

algunos autores entienden la pertenencia a las mismas. Resulta

clarificadora en este caso la distinción entre miembros y clientes

de las asociaciones11 los primeros participan activamente en su

11 Veredas (2003) cita a Rex, J. (1973) Race, colonialism and the City, Lon-

dres, Rotledge & Kegan Paul.
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gestión y los segundos sólo se benefician de sus servicios o se

suman a eventos puntuales. Esta pauta débil de participación

evidencia, sobre todo, comportamientos de índole racional-

comercial, donde costes y beneficios son sopesados por los

agentes individuales de tal manera que se optimizan cuando los

logros de la asociación (es decir, servicios) son accesibles tam-

bién para quienes no han participado en su obtención.

La precariedad de parte considerable de los inmigrantes pro-

cedentes de terceros países constituye una importante baza

para las asociaciones de migrantes. De hecho, su principal

incentivo es la oferta de servicios de diferente índole, de manera

que la vinculación del inmigrante que acude a ellas es la precisa

para la obtención de los mismos. Para la mayoría de los inmi-

grantes, el entorno de relaciones primarias es el punto de refe-

rencia identitario por excelencia, ámbito donde la conducta

expresiva se manifiesta casi en exclusiva: al origen nacional se

añade la clase social (que se superpone en muchos casos a la

adscripción étnica/ zona geográfica de procedencia) como refe-

rente de identificación personal y, en consecuencia, como

potenciales registros disgregadores de la acción colectiva (aso-

ciativa). Por otra parte, es evidente la distancia social entre los

dirigentes de muchas de estas asociaciones y las poblaciones

de referencia, distancia manifiesta en el apoliticismo casi gene-

ralizado de éstas (la dimensión política de las asociaciones, si

es que existe, queda fuera del conocimiento e interés del inmi-

grante de la calle), en el carácter elitista de la oferta lúdico-cul-

tural de aquéllas, etc. En ocasiones pueden existir ciertas

tensiones entre miembros con estudios universitarios o con

empleos cualificados y miembros que se desempeñan en tareas

de baja cualificación: las prácticas de ocio o las actividades cul-

turales propuestas pueden ser diametralmente opuestas.

Los registros simbólicos o “campos de identidad” de unos y

otras raramente coinciden. Por todo ello, puede afirmarse que el

utilitarismo y la desconfianza marcan, por lo general, la relación

entre inmigrantes, también asociados, y asociaciones. Una de

las consecuencias directas de estos entramados es la inexis-

tencia o debilidad de discursos claros y contundentes que rei-

vindiquen, de forma precisa, demandas concretas como el

derecho al voto de los inmigrantes; y, de forma más amplia, la

construcción de una ciudadanía plural.
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3.1. Relaciones entre asociaciones de inmigrantes y Estado

español

Respecto a las relaciones entra las asociaciones con la

administración del Estado, Veredas (2003) constata en su estu-

dio sobre la participación en el Foro de la Inmigración, que éste

no es sólo resultado del interés y de la iniciativa de las propias

asociaciones de inmigrantes, sino que responde, además, a la

necesidad declarada por la oficialidad, de contar con interlocu-

tores frente a grupos en buena medida desestructurados, hecho

éste que brinda a estas asociaciones la “oportunidad política”12

necesaria para su impulso. El carácter del discurso asociativo,

dirigido a la reforma y negociación o a la ruptura y conflictividad,

condiciona –y es condicionado por– la inclusión/exclusión de la

organización en los canales oficiales y extraoficiales de diálogo

y también por su acceso a las subvenciones estatales.

El análisis del modo en que se verifica, en tanto que parte de

la sociedad civil, la conexión entre estas asociaciones y la Admi-

nistración precisa ser completado analizando el lugar que se les

otorga y la visión de la oficialidad al respecto. La relación entre

una y otras se concreta en el trasvase desde la Administración

de recursos económicos a las asociaciones en forma de sub-

venciones, y en el establecimiento de mesas de consulta o foros

donde algunas de tales asociaciones tienen cabida.

Si el acceso a los servicios sociales normalizados no es posi-

ble para los inmigrantes en situación irregular, la respuesta a sus

necesidades se canaliza a través de la financiación pública de

ciertos programas desarrollados por asociaciones de inmigran-

tes y ONG españolas. Teniendo en cuenta que los proyectos

presentados a las convocatorias de subvenciones se ciñen a los

descriptores –tipos de programas que se van a financiar– esti-

pulados en aquéllas, cabe preguntarse con qué criterios se

selecciona a las organizaciones financiadas. Los criterios espe-

cificados en buena parte de tales convocatorias se refieren al

grado de implantación de la entidad (territorial, social, agrupa-

ción en federaciones, confederaciones), capacidad y caracterís-

ticas de la misma (antigüedad de la entidad, especialización,

12 Veredas cita a McAdam (1982) Political process and the Development of

Black Insurgency 1930-1970. Chicago: The University Chicago Press.
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estructura y capacidad de gestión, presupuesto del año anterior,

mecanismos de financiación), incorporación de voluntariado y

cumplimiento de las obligaciones con la entidad convocante (si

se hubieran contraído). Algunos estos criterios son difícilmente

ponderables y, en su mayor parte, se relacionan con la dimen-

sión de la entidad y su capacidad económica, no con su “implan-

tación social”: lo que normalmente los secretarios de las

asociaciones certifican no es el número de socios (individuos

cotizantes a fecha definida), sino más bien el total de inmigran-

tes que han pasado cada año por los locales de la asociación.

Además, el énfasis en la estructura puede condicionar de

hecho el sobredimensionamiento orgánico de algunas de esas

asociaciones, es decir, su evidente desequilibrio entre forma y

contenido (por lo general, las asociaciones actúan de hecho en

un ámbito geográfico más reducido que el que declaran). Por

otra parte, si bien es cierto que en la actualidad existen notables

diferencias en cuanto a la infraestructura de las asociaciones, no

lo es menos que precisamente la obtención de fondos públicos

lo que ha ocasionado tales diferencias en todo caso,

si la Administración pretende erigir, aun parcialmente, su política de

integración social de los inmigrantes sobre la canalización de sub-

venciones a ONGs, sindicatos y asociaciones de inmigrantes -que

actúan descoordinadamente y multiplican los mismos servicios- en

vez de normalizar la prestación servicios desde un reparto claro de

competencias entre los niveles estatal, autonómico y local y entre

entidades, a nadie escapa que quien sale perdiendo es el inmi-

grante, que desconoce donde acudir y, generalmente, también el

carácter público de la financiación (y, por tanto, gratuito) de los ser-

vicios que tales estructuras ofrecen (Veredas, 2003:214-215).

Para esta autora queda claro, pues, que la Administración

premia logros que ella misma ha hecho posibles. Pero, se pre-

gunta, ¿cómo se mide la representatividad de la asociación? En

ninguna parte se establece claramente tal extremo, pero se

deduce que la representatividad se avala con el certificado

extendido par el Secretario de la entidad donde

se haga constar el presupuesto del ejercicio de correspondiente

(anterior en todo caso al de la convocatoria), el número de personal

con relación laboral fijo o eventual, la relación del número de ofici-

nas abiertas y su respectivo domicilio, el número de socios o afilia-
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dos y voluntarios, la estructura y la capacidad de gestión (Veredas,

2003:217). 

Así, las lógicas de concesión de subvenciones y de integra-

ción en los canales oficiales de consulta coinciden: se consuma

el matrimonio entre política y economía.

La reflexión de Merton sobre la máquina o “pandilla” política

y su deriva hacia el caciquismo, resulta aquí especialmente ilu-

minadora: el cacique (identificado en su trabajo con los dirigen-

tes de las asociaciones de inmigrantes), merced a su proximidad

a ciertos grupos en situación de necesidad (en su caso, los inmi-

grantes) y a su cercanía a los organismos oficiales (es decir, los

departamentos gubernamentales encargados de gestionar la

política migratoria en los distintos ámbitos territoriales), propor-

ciona a los grupos de inmigrantes una serie de servicios que no

obtienen a través de los canales oficiales -llámese “normaliza-

dos”-. Así, el funcionamiento de la máquina asociativa contri-

buye al mantenimiento de una estructura de prestación de

servicios, con carencias y vacíos que son cubiertos por esta

especie de “providencia organizada”13.

Obviamente, no está en la intención de la Administración pública

que los fondos destinados a tales asociaciones sean gestionados

desde la discrecionalidad de sus dirigentes, pero podría decirse

que, de hecho, las asociaciones de inmigrantes convierten al inmi-

grante en ciudadano ante al Estado, y en súbdito ante ellas (Vere-

das, 2003:217).

Así pues, la similitud del funcionamiento de las asociaciones

de inmigrantes con el modelo descrito por Merton se refiere a la

doble conexión de aquéllas: por un lado, con la oficialidad (es

decir, la Administración en sus distintos ámbitos), y por otro, con

las poblaciones en situación de necesidad (es decir, los inmi-

grantes), y todo ello en el marco de la función asistencial que

realizan tales asociaciones. 

Pero el riesgo de derivar hacia una “lógica caciquil” en la

práctica cotidiana de las asociaciones de inmigrantes se pro-

duce, sobre todo, en su relación con la Administración, por

cuanto la contrapartida a la concesión estatal de subvenciones

13 Veredas (2003) cita a Merton, R. (1946:88) La persuasión de las masas.
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suele ser, como venimos diciendo, la neutralización del potencial

contestatario de aquéllas, que acaban convirtiéndose en ONG

especializadas en la gestión de las ayudas públicas que reciben,

y no en actores dinámicos de la sociedad civil que promuevan la

extensión de derechos civiles y políticos para los inmigrantes.

Para evitar ese riesgo, la gran asignatura pendiente de las aso-

ciaciones de inmigrantes estriba en un mayor acercamiento a

sus grupos de referencia. De hecho, su frecuente desconexión

respecto de los grupos que les sirven de base –y que son su

razón de ser– y el carácter meramente clientelista (instrumental)

de la relación que mantienen los inmigrantes con las asociacio-

nes que los representan, son rasgos propiciados, en buena

medida, por los procesos de cooptación desarrollados desde la

Administración, procesos que han contribuido a convertir las

asociaciones de inmigrantes en un fin en sí mismas, esto es, en

asociaciones interesadas fundamentalmente en su propia pre-

servación. 

De este modo podemos concluir que, a pesar de la existen-

cia de espacios reducidos (pero con un nivel moderado de inci-

dencia política) el tipo de relación Estado-asociación no

contribuye a la generación de relaciones reguladas por el reco-

nocimiento efectivo de los derechos de los inmigrantes. Como

hemos visto, la lógica clientelar, la cooptación y las subvencio-

nes para las prestaciones de servicios complican aún más el

panorama actual de los inmigrantes como ciudadanos.

4.1. El derecho de asociación: la participación en la sociedad

civil

No cabe duda de que una de las principales vías de partici-

pación de los inmigrantes en la sociedad civil es el asociacio-

nismo. Si bien ya se ha analizado las dificultades por consolidar

el asociacionismo inmigrante, este no puede ser en ningún caso

argumento para limitar o restringir el derecho de asociación para

los colectivos de inmigrantes. No puede desconocerse que el

inmigrante se encuentra en una posición de debilidad en la

sociedad donde se desenvuelve (Aja y Díez, 1999). Existe una

clara debilidad numérica (es una minoría frente a la mayoría);

una debilidad en términos políticos (carece del derecho al voto);

una debilidad económica (si trabaja, lo hace en los puestos
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menos cualificados); una debilidad mediática (los inmigrantes

son habitualmente una “mala noticia”). Si bien el asociacionismo

no permite superar todas estas debilidades ante las que se

encuentra el extranjero, hace factible la lucha contra algunas de

ellas haciendo ganar espacio a la igualdad no retórica, a la

cohesión social y, por ende, al equilibrio personal del individuo.

Las asociaciones deberían ser uno de los referentes de los

diversos orígenes, de las diversas sensibilidades, y una de las

vías para conocer problemáticas y aspiraciones, la voz necesa-

ria para quien todavía no dispone de otros medios de participa-

ción. Y, podría añadirse, también son el mejor vehículo para

establecer un diálogo entre los colectivos de inmigrantes y la

sociedad receptora. 

Por supuesto, existen también otras vías de participación

social de los inmigrantes en la sociedad civil, aunque se trata de

instrumentos incipientes y difíciles de evaluar. Se trata, por

ejemplo, de fiestas para celebrar fechas señaladas en las cultu-

ras de origen o para dar a conocer distintas realidades cultura-

les o las denominadas fiestas de la diversidad, donde se ofrecen

todo tipo de actividades que van de degustaciones gastronómi-

cas a debates sobre la situación de los inmigrantes o de los paí-

ses de los que proceden. Sin embargo, algunas de las fiestas

interculturales derivan, sin pretenderlo, en un tipo de feria del

exotismo que reduce las culturas a una especie de conjuntos de

recreación folclórica artificial. Como si se tratase de escaparates

de las culturas, la complejidad, la diversidad y la heterogeneidad

de las etnias, culturas y nacionalidades se conjugan en la repro-

ducción homogeneizante de “lo típico”: el baile típico, el traje

regional, la comida típica, la artesanía tradicional. Muchos de los

objetos expuestos en esas fiestas son expresiones de la cultura

material que corresponden a bienes nostálgicos (fetiches) que

confieren la vinculación o evocación con un espacio lejano y un

tiempo pasado en el que esos objetos muy probablemente

expresaban un sentido o interés diferente. De hecho, se trata de

objetos expuestos en toldos que no han sido importados para

tales eventos, sino que son objetos recopilados provisional-

mente por los socios, usuarios o clientes de las asociaciones de

inmigrantes para esas ocasiones. Eso significa que han sido tra-

ídos particularmente para mantener dicho vínculo y personalizar
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los respectivos hogares con artesanías, cuadros o afiches que

reproducen una parte de su contexto de origen.

Esta derivación de los espacios de encuentro institucionali-

zados hacia ferias del exotismo puede, a pesar de desvirtuar y

frivolizar la interculturalidad como modelo de convivencia, signi-

ficar un puente que se tienda sobre las barreras del desconoci-

miento y los estereotipos mutuos, como quien ve un escaparate

comercial y se sienta atraído por lo que pueda encontrar en el

interior. O por el contrario, convertirse en escenas coloridas que

inspiran sólo la contemplación, la curiosidad y el seguir de largo

sin interactuar.

Por otra parte, también fomentan la participación ciertos

espacios en programas de radio o televisión donde se procura

igualmente la difusión de la cultura de origen, la información de

sus respectivos países o regiones y la sensibilización social res-

pecto a la inmigración14. Son, sin duda, vías a explorar que seña-

lan siempre en la dirección de favorecer una todavía deficiente

participación de los inmigrantes en la vida de la sociedad donde

se desenvuelven.

La organización autónoma de la sociedad civil se da en aso-

ciaciones creadas en torno a elementos de índole identitario o

simbólico (religión, deporte...), pero en el resto acucia, antes o

después, el dilema independencia ideológica-dependencia eco-

nómica. La institucionalización de la asociación, en tanto afian-

zamiento como organización formal, está muy ligada en este

caso a la obtención de fondos estatales. En otros términos, si

asumimos que la sucesión del “ciclo de crecimiento” por el “ciclo

de formalización” en una asociación se verifica con el incre-

mento del número de miembros y de empleados administrativos,

da ingresos y gastos anuales y del valor de la propiedad de la

organización, no cabe duda de que el proceso, cuando se ha

dado, ha estado muy ligado a la intervención estatal. Se ratifica

14 Uno de los ejemplo lo podemos apreciar en la aparición hace unos meses

del Canal Latino TV. Ellos se definen como “una empresa catalana que cuenta

con un equipo de trabajo joven y multicultural con profesionales de Chile, Repú-

blica Dominicana, Perú, Venezuela, Argentina y Catalunya. A través de la reali-

zación de producciones locales promueven la participación, la integración y la

proximidad cultural con la comunidad latina en nuestro país y con los distintos

países e identidades latinoamericanas”. http://www.canallatino.tv (abril de 2006).
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así la hipótesis de la construcción de la sociedad civil “desde

arriba”, fenómeno que neutraliza el potencial de oposición de las

asociaciones políticas.

Así pues, el riesgo de cooptación de las asociaciones desde

los organismos oficiales implica la supresión del debate acerca

de las condiciones estructurales del ejercicio de los derechos

civiles y políticos por parte de las poblaciones inmigrantes: las

asociaciones quedan relegadas al ámbito de lo asistencial,

maniatadas en el ejercicio reivindicativo –en caso de que tal

hubiera existido– frente a quien no es sino su mentor y principal

proveedor de recursos. Se observa, de hecho, un cambio en el

tono y el contenido del discurso público de las asociaciones (si

lo tenían) a raíz de su inclusión en el marco institucional donde

se dirime, al menos parcialmente, la cuestión inmigrante y en el

ámbito de las entidades subvencionadas. Estas asociaciones

sustituyen las “declaraciones radicales” por el “reformismo prác-

tico”, y ello –insistimos– en aquéllas que efectivamente han des-

arrollado algún tipo de activismo político. 

Para concluir, podemos afirmar que las dificultades del

modelo de asociacionismo puedan superarse en los próximos

años con la transformación del rol de las propias organizacio-

nes. La forma como se ha producido la inmigración (de forma

inesperada y precipitada) ha opacado la concienciación res-

pecto al valor y pertinencia de la ciudadanía. Hasta ahora ha

sido más urgente asistir al inmigrante que reivindicar su igualdad

jurídica. Asimismo, y aventurándonos a vislumbrar el futuro de la

mano del pasado, es posible que la progresiva formación de una

clase media (con recursos materiales y simbólicos), represen-

tada por proporciones considerables de inmigrantes, vea res-

tringidas sus posibilidades de ascenso social y se movilice para

la obtención de la plena igualdad jurídica.

De otro lado, resulta igualmente prioritario que los inmigran-

tes, en caso de que deseen lograr la igualdad jurídica, asuman

progresivamente su condición de ciudadanos. Es importante

que ellos definan su situación respecto a la relación con la socie-

dad de acogida. Si dicha autoconciencia reconoce para si mismo

la condición de ciudadano de un Estado moderno con derechos

inherentes y susceptibles de ser reivindicados, su relación

estará mediada por una percepción de igualdad respecto a los

autóctonos. Por el contrario, si el propio sujeto se reconoce a si
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mismo como un trabajador extranjero con menos derechos

sociales y laborales que los autóctonos, es posible que su papel

sea más pasivo que el primer tipo de autoconciencia.
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Perceptions of access to social welfare
by the immigrant population in Aragón

Summary: Access by the immigrant population to resources offered

by the welfare system of the host society is determined by the integra-

tion of the immigrants as foreign workers within the Social Security

System, which thus entitles them to certain welfare services of a taxa-

ble nature. This has been shown to be evolving in a positive fashion.

However, there is some evidence to suggest that there is still a signifi-

cant percentage of immigrants that do not have such access or only

have it on a temporary or insufficient basis, making a significant part of

this group dependent on welfare protection offered by public and pri-

vate social services. In this article, we carry out a qualitative analysis of

the way such access is perceived by professionals working in these

services. 

Keywords: Immigration, social services, social welfare.



Nuria del Olmo Vicén

Percepciones sobre

el acceso a la protección

social de la población

inmigrante en Aragón1

En estas páginas se analiza el acceso de la población inmi-

grante a las prestaciones ofrecidas por la sociedad de acogida

durante su etapa de asentamiento. En principio la lógica con-

duce a estructurarlo en los siguientes bloques2: Primero, sobre
el acceso a las prestaciones sociales a través del empleo:
La integración de los inmigrantes como trabajadores extranjeros

en el sistema de la Seguridad Social, que determina el análisis

del acceso a determinadas coberturas de naturaleza contribu-

tiva, como son las prestaciones por desempleo y las pensiones.

1 Este artículo presenta una parte de los datos cualitativos recogidos en la

investigación sobre Servicios Sociales realizada por el grupo de investigación de

la EUES, dirigido por M. Miranda, dentro del proyecto Diagnóstico de la Inmigra-

ción en Aragón 2007, dirigido por C. Gómez Bahillo y financiado por la Dirección

General de Inmigración y Cooperación al Desarrollo de Gobierno de Aragón. En

dicha investigación se realizaron un total de 35 entrevistas, de las cuales 19 fue-

ron a entidades que ofrecen sus servicios a la población inmigrante, agrupadas

en servicios sociales públicos, entidades no lucrativas y servicios procedentes

de otros agentes sociales como sindicatos; seleccionadas según las zonas geo-

gráficas con mayor asentamiento (en términos absolutos) de inmigrantes y se

procedió a la elección del número de organizaciones en función de la distribu-

ción por % de población inmigrante empadronada a 2006, eligiendo éstas enti-

dades en función de la mayor o menor presencia que tienen respecto a las

actuaciones con población inmigrante.
2 De acuerdo con el planteamiento seguido por Rodríguez Cabrero en su

análisis sobre la protección social de los inmigrantes extranjeros (Rodríguez

Cabrero, 2003).
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Segundo, sobre el acceso a las prestaciones sociales a tra-
vés los servicios sociales públicos y privados, y Tercero,
sobre el acceso a la protección social a través del sistema
de rentas mínimas de inserción, por medio de las ayudas eco-

nómicas del Instituto Aragonés de Servicios Sociales (IASS).

Sin embargo, la metodología cualitativa utilizada en esta

investigación nos obliga a redefinir los objetivos relativos al

acceso de los inmigrantes a los recursos del sistema de protec-

ción social, centrándonos en los factores que delimitan el

acceso a éstos así como las principales vías por las cuales los

inmigrantes acceden a dichos recursos. Análisis que se realiza

desde la óptica de las organizaciones de la sociedad de acogida

que ofrecen servicios a la población inmigrante, públicas y pri-

vadas3.

El artículo viene estructurado en un primer punto que expone

algunos datos estadísticos sobre el acceso de la población inmi-

grante a los recursos del sistema de protección social, especial-

mente sobre el incremento de las afiliaciones a la Seguridad

Social; en un segundo apartado se expone la percepción que

tienen las organizaciones que ofrecen sus servicios a la pobla-

ción inmigrante, sobre dicho acceso a través de los servicios

sociales públicos y privados.

1. Algunos datos estadísticos sobre el acceso a los recursos del
sistema de protección social público

De acuerdo con los datos se verifica el incremento del

acceso de la población inmigrante a los recursos de pro-
tección social a través de las cotizaciones a la Seguridad
Social: el número de afiliados extranjeros se incrementó en Ara-

gón de 9.595 personas en el año 2000 a 58.512 personas en

diciembre de 2006, dato que en términos absolutos ofrece un

saldo positivo. Este incremento del número de afiliados se ha

favorecido tanto por la creación de empleo en la Comunidad de

Nuria del Olmo Vicén

3 Un análisis completo precisaría también de la perspectiva inmigrante.
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Aragón como por los procesos de regularización –Rodríguez

Cabrero (2003) insistía en el año 2003 que este hecho es clave

aunque no el único factor–.

Cuadro 1. Inmigrantes afiliados a la Seguridad Social en Aragón

sobre total de afiliados extranjeros (2000-2006).

Total Afiliados Afiliados % afiliados no

Mes/año de afiliados extranjeros no extranjeros comunitarios/Total de

extranjeros comunitarios de la U.E. afiliados extranjeros

Dic. 2000 9.595 7.955 1.640 82,90

Dic. 2001 15.482 13.726 1.756 88,65

Dic. 2002 20.802 18.609 2.193 89,45

Dic. 2003 24.676 21.824 2.852 88,44

Dic. 2004 30.233 26.107 4.126 86,35

Dic. 2005 49.578 44.767 4.811 90,29

Dic. 2006 58.512 50.760 7.752 86,75

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de Población Extranjera en Aragón. Año 2006. Insti-

tuto Aragonés de Estadística. MTAS.

De hecho se puede observar en la tabla un incremento

importante entre el año 2004 y diciembre del 2005 (con una dife-

rencia de 19.345 personas de nueva afiliación frente a los tra-

mos anteriores que ofrecen un crecimiento de unas 5.000

afiliaciones nuevas anuales), período en el que tuvo lugar el

último proceso de regularización (técnicamente denominado

proceso de normalización), dando lugar a un crecimiento impor-

tante de inmigrantes con permiso de trabajo y por lo tanto con

posibilidades de ser contratados4. 

Sin embargo, es preciso destacar que sobre los datos de per-

sonas extranjeras empadronadas en Aragón, el porcentaje de

afiliados sobre población empadronada no sigue una línea

ascendente por lo que se deduce que a pesar del incremento

continuo de afiliaciones a la Seguridad Social, una parte impor-

4 Estos datos son una aproximación a la realidad dado que, por ejemplo, y

entre otros casos, no se puede contabilizar el incremento de inmigrantes nacio-

nalizados que también acceden a las prestaciones del sistema de la Seguridad

Social a través de las cotizaciones.
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tante de los inmigrantes no puede acceder a las prestaciones

propias del sistema. De hecho la población inmigrante afiliada

representa en el conjunto de la población empadronada a dic.

2006 (123.591 empadronados)5 un 47,34 %, es decir, menos de

la mitad de la población residente en Aragón no tiene la posibi-

lidad de acceder a las prestaciones propias del sistema, como

por ejemplo a las prestaciones por desempleo, las cuales debido

a la edad son las más probables de ser necesitadas.

La explicación a estas oscilaciones en los porcentajes de afi-

liados sobre población empadronada hay que encontrarla en las

siguientes circunstancias: Primero, se ha incrementado notable-

mente la “visibilización” de inmigrantes irregulares a partir del

acto administrativo del empadronamiento, lo que produce que el

ritmo de empadronamientos sea muy superior al ritmo de afilia-

ciones a la Seguridad Social. Este incremento de empadrona-

mientos es en sí positivo de cara a la previsión de las afiliaciones

–dado que las cifras de irregulares quedan cada vez más próxi-

mas a la diferencia entre la cifra de los empadronados y la cifra

de aquellos que tienen tarjeta de residencia– pero en el

momento presente, muestra la realidad de todos aquellos que

no pueden acceder a las prestaciones derivadas de la cotización

a la Seguridad Social.

Segundo, las cifras muestran un porcentaje del 34,4% de

mujeres (dic.2006) sobre el total de las afiliaciones de extranje-

5 Como se precisaba en un artículo anterior (Del Olmo Vicén, 2008) la actual

pluralidad de situaciones administrativo-legales de los inmigrantes asentados en

España hace complejo manejar los datos sobre las diferentes posibilidades de

acceso al total de prestaciones de protección social ofrecidas por la sociedad

española, así diferenciamos entre: indocumentados, con pasaporte (normal-

mente y en función del país emisor, con visado turístico a su entrada), empa-

dronados (sin permiso de residencia), con permiso de residencia, con permiso

de residencia y trabajo (tarjeta de residencia: inicial, primera renovación,

segunda renovación y permanente) y nacionalizados. Teniendo en cuenta que el

objetivo de nuestra investigación es el acceso de la población inmigrante -por

razones económicas- a los recursos de protección social, consideramos el dato

del total de los empadronados (con y sin permiso de residencia), dado que se

aproxima más al volumen total de inmigrantes extranjeros asentados en Aragón

que el dato relativo a los extranjeros con tarjeta o autorización de residencia, a

pesar de que ambos datos no incluyen a los inmigrantes nacionalizados. Ver

datos en Gobierno de Aragón. Marzo 2006: elaborados a partir de los datos de

la Secretaría de Estado de la Seguridad Social. MTAS; y ver datos del Padrón

2006. INE.
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ros, y del 44,79% sobre el total de mujeres extranjeras empa-

dronadas (padrón 2007) lo que conduce a pensar que se cons-

tata una mayor presencia de mujeres clasificadas como “no

activas”, las cuales pueden haber sido reagrupadas y en cuyo

caso son dependientes de la cotización de sus parejas o incluso

para las más jóvenes, de sus progenitores; o bien, son ellas mis-

mas iniciadoras del proyecto migratorio y se encuentran de

manera irregular en Aragón. En ambos casos, pueden estar tra-

bajando dentro de la economía sumergida y por lo tanto no

acceden a las prestaciones sociales correspondientes. Se

deduce que estas mujeres desarrollan su actividad particular-

mente dentro del sector de servicio doméstico y de proximidad,

hecho también deducible dado que continúa siendo uno de los

sectores más proclives a la contratación irregular, y además por-

que para aquellas que están cotizando, destaca su presencia

dentro del régimen “empleadas de hogar” (96,1% de mujeres) lo

cual presupone la continuación de la situación previa a su regu-

laridad6.

Concluyendo que lo que sin duda es evidente, menos de la

mitad de la población inmigrante empadronada accede a las

prestaciones de la cobertura de la Seguridad Social, y las muje-

res en menor medida. Cuando establecemos los datos en térmi-

nos de población inmigrante por razones económicas,

presumiblemente localizados bajo el epígrafe de “afiliados no

comunitarios” sobre el total de extranjeros empadronados no

comunitarios, observamos que el porcentaje mejora pero toda-

vía sólo 45,4 de cada 100 inmigrantes económicos empadrona-

dos en Aragón están afiliados a la Seguridad Social.

Comparando los datos con los de aquellos extranjeros que tie-

nen tarjeta de residencia, observamos que el número de afilia-

dos es superior, alcanzando para el año 2006 el 55,22%, es

decir sólo 55 inmigrantes de cada 100 que tienen permiso de

residencia en Aragón están afiliados a la Seguridad Social.

6 Para afirmar rotundamente este dato sería necesario incluir la evolución de

los tipos de contrato –tasas de temporalidad– y evolución de las tasas de paro

de población extranjera con objeto de valorar el porcentaje en el que el mercado

es capaz de absorber a todos los inmigrantes regularizados, aspectos que que-

dan fuera de los objetivos del artículo.
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Cuadro 2. Inmigrantes afiliados a la Seguridad Social en Aragón

sobre total de inmigrantes empadronados (2000-2006).

Afiliados Extranjeros % afiliados no Extranjeros7 % de afiliados

extranjeros empadronados comunitarios empadronados comunitarios

Mes/año no comunitarios Total empadronados no comunitarios empadronados

(30/12/X) (01/01/X+1) Total no comuni-

(01/01/X+1) tarios

Dic 2002 18.609 44.028 42,26 57.472 32,37 
Dic. 2003 21.824 77.545 28,14 - -
Dic. 2004 26.107 96.848 26,95 88.326 29,55
Dic. 2005 44.767 105.361 42,48 96.085 46,59
Dic. 2006 50.760 123.591 41,07 111.694 45,40

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de Población Extranjera en Aragón. Año 2006. Insti-

tuto Aragonés de Estadística. MTAS8.

7 Bajo esta clasificación “Extranjeros empadronados no comunitarios” se

incluye el total de la población empadronada menos el número de extranjeros

empadronados pertenecientes a “UE”, “América del norte” y “apátridas y no

consta”. Datos extraídos de los datos anuales de población del IAEST (2003,

2004, 2005, 2006) en la web:

http://portal.aragob.es/servlet/page?_pageid=4705&_dad=portal30&_sche

ma=PORTAL30&_type=site&_fsiteid=1227&_fid=1485433&_fnavbarid=1474620

&_fnavbarsiteid=1227&_fedit=0&_fmode=2&_fdisplaymode=1&_fcalled-

from=1&_fdisplayurl=
8 Los datos de dic.2006 son extraídos de los Datos del Padrón a 01-01-2007

“Población Extranjera en Aragón. Año 2006. IAEST. Gobierno de Aragón: pp.71-

83.

Cuadro 3. Inmigrantes afiliados a la Seguridad Social sobre total de extranjeros con

tarjeta de residencia en Aragón.

Afiliados Extranjeros % de afiliados % de afiliados

extranjeros con tarjeta o extranjeros extranjeros no

Afiliados no comu- autorización extranjeros con comunitarios

Mes/año extranjeros nitarios de residencia tarjeta o extranjeros con

(30/12/X) autorización tarjeta o

de residencia autorización

de residencia

Dic. 2002 20.802 18.609 25.994 80,02 71,58
Dic. 2003 24.676 21.824 39.015 63,24 55,93
Dic. 2004 30.233 26.107 53.478 56,53 48,81
Dic. 2005 49.578 44.767 81.028 61,18 55,24
Dic. 2006 58.512 50.760 91.915 63,65 55,22

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de Población Extranjera en Aragón. Año 2006. Insti-

tuto Aragonés de Estadística. MTAS.
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Respecto al acceso a las prestaciones sociales a través
del sistema público de Servicios Sociales –en concreto los

perceptores de las prestaciones no contributivas y ayudas eco-

nómicas del IASS– se tienen los datos de los usuarios extranje-

ros registrados en el SIUSS (memoria del 2005), los cuales

ascienden a 10.815 y representan el 11,28% del total de usua-

rios registrados –cuyo incremento ha sido respecto al 2004 de

un 8,42%–, sin embargo se carece de datos desagregados que

permitan conocer cuantitativamente las ayudas recibidas por la

población inmigrante, aspecto sobre el que se matiza posterior-

mente a través del estudio cualitativo.

Respecto al acceso a sistema público de salud, se con-

templa un incremento progresivo de los inmigrantes no comuni-

tarios que tienen tarjeta sanitaria, destacando el mayor

incremento (un 40,8%) en el 20039, de acuerdo con lo datos,

fecha que coincide con la modificación legislativa para estable-

cer la obligación de proveerse de una tarjeta de identidad de

extranjero, como documento acreditativo de la autorización

administrativa para residir10. Con fecha de 2006 se constatan

124.501 Tarjetas sanitarias dentro del Registro de Usuarios del

Sistema de Salud de Aragón, lo cual arroja un saldo superior a

la población empadronada11.

9 Evolución del Registro de Usuarios del Sistema de Salud de Aragón 2002-

2006 (Tabla 30, pág. 42) en: La Inmigración en Aragón. Dossier de datos Esta-

dísticos. Marzo 2007.Gobierno de Aragón.
10 Desde el 22/12/03 se aprueba la nueva regulación legal del Padrón Munici-

pal de Habitantes como consecuencia de la modificación de la Ley de Extranje-

ría (artículo tercero, apartado 5 de la Ley orgánica 14/2003, de 20 de noviembre,

de reforma de la Ley orgánica 4/2000, de 11 de enero de Derechos y Libertades

de los Extranjeros en España y su Integración Social que modificó la Ley 7/1985

de 2 de abril). El artículo tercero modifica la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regula-

dora de las Bases del Régimen Local, a los efectos de perfeccionar la informa-

ción contenida en el Padrón Municipal relativa a los extranjeros empadronados.

En primer lugar, se introdujo dicha modificación para establecer la obligación de

proveerse de una tarjeta de identidad de extranjero, adaptando así nuestra nor-

mativa al Reglamento 1030/2002, del Consejo, de 13 de junio de 2002 (B.O.E.

n.279, de 21 de noviembre).
11 Se pudo observar en la implementación de la muestra que para determina-

dos colectivos geopolíticos se produce también un mayor número de personas

con tarjeta de residencia que número de inmigrantes empadronados. El hecho

de que se registre también un mayor número de tarjetas sanitarias que extran-

jeros empadronados también puede ser explicado a raíz de la modificación de la
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Concluyendo, se constata una evolución positiva del número

de inmigrantes económicos asentados en Aragón que tienen

acceso a las prestaciones del sistema de protección social de

carácter contributivo pero se evidencia que todavía existe un

porcentaje importante de aquellos que no tienen este acceso o

lo hacen dentro del segmento secundario del mercado de tra-

bajo lo cual les condiciona a un acceso temporal y en ocasiones

insuficiente en función del tipo y tiempo de contratación, lo cual,

de acuerdo con Carrasco Carpio y Rodríguez Cabrero (2005),

condiciona un modelo de protección social de integración de

naturaleza dual (contributivo y asistencial) condicionando a una

parte importante de este colectivo hacia una única protección

social asistencial, procedente de los servicios sociales públicos

y particularmente como se expone a continuación, privados; Y

posible también, respecto a la protección a la salud, gracias a

las modificaciones legislativas pertinentes que permiten el

acceso a la tarjeta sanitaria tras el acto administrativo del empa-

dronamiento.

2. Análisis cualitativo del acceso a la protección social a través
del sistema de servicios sociales12

Como se ha deducido en el punto anterior la principal vía de

acceso a los recursos de protección social para los colectivos

inmigrantes se produce a través de los servicios sociales, públi-

cos y privados. En principio se puede dar por válida la afirmación

Ley de Derechos y libertades de los Extranjeros en España (articulo tercero Ley

14/2003) la nueva regulación del Padrón Municipal de Habitantes obliga a la

renovación periódica del empadronamiento cada dos años cuando se trate de

extranjeros no comunitarios sin residencia permanente en España; Si no se rea-

liza la renovación, se procede a la baja automática del extranjero empadronado

en el municipio de referencia; esto puede explicar que algunos sean dados de

baja en el empadronamiento pero conservan su tarjeta sanitaria emitida ante-

riormente.
12 Las entrevistas ha sido realizadas a técnicos de distintas entidades recogi-

das en las siguientes categorías: Eav: entrevista a técnicos de las asociaciones

de voluntariado. Eap: entrevista a técnicos del sistema público de Servicios

Sociales. Eas: entrevista a técnicos de sindicatos y otros agentes socioeconó-

micos, como por ejemplo de asociaciones de empresarios.
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de que el acceso a los recursos de protección social es un pro-

ceso de continuidad a través del acceso iniciado en sus prime-

ros momentos de asentamiento en Aragón, es decir a partir del

itinerario denominado “de acogida”13, Los servicios de acogida

han sido definidos como un primer nivel de atención dirigido a la

población inmigrante compuesto principalmente por la informa-

ción y asesoramiento en el área laboral, jurídica, formación de

idioma, etc. La mayoría de la población inmigrante ha tenido

contacto con algún servicio social de acogida o al menos ha

tenido conocimiento de ellos a través de la red migratoria. Por lo

que el conocimiento y acceso a los servicios sociales es actual-

mente una realidad para un porcentaje importante de inmigran-

tes extranjeros, sin embargo una vez recibidas las prestaciones

propias de los servicios de acogida –fundamentalmente presta-

ciones técnicas de información y asesoramiento, y en ocasiones

prestaciones materiales de bolsas de alimentos– no es tan evi-

dente una continuación en el itinerario de prestaciones debido

principalmente a los requisitos de tipo legal –tener tarjeta de

residente, “ser regular”– que deben cumplir para acceder a

dichas prestaciones. Es más, desde las propias organizaciones

que atienden a la población inmigrante se constata incluso la

dificultad para los que carecen de permiso de residencia de

acceder a través del sistema público de Servicios Sociales a

otros recursos de los diferentes subsistemas de bienestar social

como por ejemplo el acceso a la vivienda.

“El acceso a los Servicios Sociales lo tienen fácil, el problema

(es) si de los servicios sociales les tenemos que derivar a otro sis-

tema en ese caso nos quedamos ya colgados, quiero decir, el ser-

vicio funciona bien, acceden muy bien al horario de aquí, acceden

muy bien al horario de atención de temporada, en campaña, el pro-

blema es luego, que tendría que estar unido a política de vivienda,

a política de empleo, a regularización” Eap-04.

13 El área de acogida viene definido por el conjunto de prestaciones genera-

les o específicas ofrecidas por las diferentes organizaciones e instituciones de

la sociedad de acogida, pertenecientes tanto al sector de la administración

pública, al sector de voluntariado y a otras organizaciones sin animo de lucro o

bien ofrecidas por los diferentes agentes socioeconómicos, particularmente los

sindicatos; y a través de las cuales los colectivos toman contacto con el sistema

público de protección social del país de inmigración.
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2.1 Respecto al acceso a los recursos propios del conjunto de

de servicios sociales privados

Con frecuencia si no se produce una derivación desde las

entidades de acción social (ONL, sindicatos) a los servicios

sociales públicos –con objeto de recibir una prestación con-

creta– en las organizaciones de voluntariado se produce una

continuación de prestaciones, pero no existe una división clara

entre los servicios del área de acogida y el resto de prestacio-

nes de protección social, principalmente porque no suele estar

establecido el requisito previo de tener permiso de residencia

para poder acceder a dichas prestaciones, bien sean técnicas,

económicas y/o materiales.

Respecto a estos recursos ofrecidos –que podríamos deno-

minar de “protección social” con objeto de diferenciar de aque-

llos del área de acogida14– podemos precisar que existe una

mayor coordinación y se procura que no haya duplicidad de los

mismos en dichas organizaciones:

“Trabajamos en dos líneas: una es necesidades sociales bási-

cas, que aquí también se está en coordinación con los centros

municipales, evidentemente sí, primero se utiliza la red pública y

nosotros en ese sentido pues tenemos los compañeros que están

en las Cáritas parroquiales o en los diferentes centros, pero enten-

demos que crear recursos sólo para inmigrantes no nos lleva abso-

lutamente nada (…)Eav-01.

De igual modo, las prestaciones se orientan hacia una aten-

ción normalizada, las prestaciones específicas para inmigrantes

14 Se diferencian ambas áreas principalmente en función de las prestaciones

que se ofertan, las cuales tienen relación con las necesidades producidas por el

tiempo de asentamiento, si las propias del área de acogida se resumen en pres-

taciones técnicas de información, asesoramiento, tramitación de documentación,

formación para el aprendizaje de español, bolsa de trabajo y ayudas de alimen-

tos básicamente, en el denominado área de protección se ofrecen además pres-

taciones relativas a programas de familia, ayudas económicas de comedor

escolar, ayudas económicas de urgencia, programas de formación profesional,

programas de conciliación para mujeres inmigrantes o no, etc. aunque se insiste

que sólo existe diferencia real entre área de acogida y área de protección social

en los servicios sociales públicos, dado que prima el principio de acceso nor-

malizado a éstos, y por lo tanto para acceder se debe acceder en las mismas

condiciones que la población española y para ello es necesario tener permiso de

residencia.
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quedan reducidas al área de acogida, aunque se constata que

determinados servicios del área denominada de protección

social y en determinadas áreas geográficas, por ejemplo en las

zonas rurales, únicamente surgen por la necesidad detectada

entre la población inmigrante, y poco o nada entre la población

autóctona; de ahí que, en un porcentaje importante, estos servi-

cios sólo son utilizados por los inmigrantes.

“Sí que teníamos un centro de acogida pero nuestra filosofía ha

sido la atención normalizada... entonces se han ido creando recur-

sos para emigrantes y nosotros los hemos ido quitando, (…) tene-

mos un programa de empleo donde se trabaja en temas de empleo,

pues el inmigrante, tenga papeles o no tenga papeles, se trabaja

más desde las dificultades y no por el hecho de ser extranjero o

nacional. Que necesitan un curso de formación, pues va a los cur-

sos de mujer, la parroquia que tiene apoyo escolar, pues va el niño

inmigrante (...) lo que sí es cierto es que pues el porcentaje sobre

todo en determinados servicios es mayor”Eav-01.

Desde un punto de vista organizacional se puede observar

que la naturaleza de la organización a la cual accede el inmi-

grante en primera instancia determina su acceso al conjunto de

subsistemas de bienestar social. Las organizaciones sindicales

y patronales –pioneras junto en los servicios de atención directa

a inmigrantes (Maya Jariego, 2003)– a excepción del área labo-

ral, no tienen un desarrollo explícito de otros recursos. Será a

través de las organizaciones de voluntariado y de los servicios

sociales públicos, por medio de los cuales el inmigrante accede

al conjunto de prestaciones del sistema de protección social en

Aragón. También desde estas organizaciones se orienta al inmi-

grante, o se le posibilita el acceso a otros subsistemas de bien-

estar social, particularmente sanidad y educación.

De igual modo, se constata por parte del inmigrante un cono-

cimiento más específico de las organizaciones sindicales: la

población inmigrante que acude a un sindicato normalmente

conoce el tipo de organización que es y las prestaciones de ase-

soría laboral que le pueden ofrecer, y por lo tanto el inmigrante

acude con una consulta específica; sin embargo el acceso a las

prestaciones de las entidades de acción social, y de los servi-

cios sociales públicos, suele ser más una continuación del pro-

ceso de acogida, es decir acude para recibir una información
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general y posteriormente continúa recibiendo alguna prestación

material o económica.

En términos cuantitativos, es decir, sobre volumen de pobla-

ción inmigrante que accede a los recursos de protección social

se percibe que hay un mayor acceso a los recursos desde las

entidades de voluntariado, debido fundamentalmente a que no

se produce una división de perfiles de usuario en función de su

situación administrativa-legal (“con permiso de residencia”,

empadronado, indocumentado, etc.) salvo en aquellas presta-

ciones cuya dimensión económica –directa o por financiación

del programa o servicio correspondiente– procede de la admi-

nistración pública; mientras que en los servicios sociales públi-

cos sí hay una restricción importante de usuarios dado que a

determinadas prestaciones, como se ha comentado, solo

accede la población inmigrante regular.

“Un inmigrante que viene buscando vivienda (sí se le atiende)…,

pues la oferta pública solamente es para personas en situación

regular. Tanto la bolsa de UGT como la de Ozanam son para per-

sonas regulares e irregulares. Es una cuestión de acceso pero,

claro, el inmigrante lo que quiere es encontrar un piso. Quién se lo

encuentre...(les es indiferente). Para otras cosas no: en el centro

municipal te pueden atender igual con papeles que sin papeles, y

acuden allí y, si no, se les deriva también. La derivación suele ser

mutua”Eas-04.

Desde el punto de vista territorial se puede precisar que

existe una diferencia en el acceso a los recursos de protección

social entre las zonas urbanas y las rurales agrícolas, marcada

particularmente por el perfil de usuario que se genera según el

mercado laboral. Así se diferencia en las zonas agrícolas una

menor utilización de los recursos debido fundamentalmente a

que los inmigrantes están de paso, por lo que se produce una

demanda importante en recursos relativos al área de acogida

(bolsas de alimentos, por ejemplo), pero decrece notablemente

la continuidad a otros, por haber un menor número de inmigran-

tes asentados durante los meses en los que no hay campaña

agrícola y debido también a que la fluctuación de la oferta labo-

ral desarrolla asentamientos menos estables, con una menor

reagrupación familiar y por lo tanto con menos demandas de

necesidades relativas a salud, a educación, a vivienda, a pro-

gramas de familia, etc.
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2.2 Respecto al acceso a los recursos de base y especializados

del sistema público de Servicios Sociales

Los servicios sociales como “la última red de protección

social junto a las rentas mínimas de inserción” (Rodríguez

Cabrero 2003: 275) también son utilizados por la población inmi-

grante residente en Aragón en su etapa de asentamiento. 

El acceso a los servicios sociales se produce a través de tres

vías principales: primera, como continuación de los servicios uti-

lizados en una etapa previa, o etapa de llegada, es decir como

continuación a los servicios ofertados en la etapa denominada

de acogida. Segundo, se hace uso de estos servicios por parte

de la población inmigrante debido a la derivación desde una

entidad de acción social, la cual presumiblemente también ha

intervenido en esa primera etapa de acogida. Tercero, los inmi-

grantes acceden a estos servicios de manera directa o a través

de la red migratoria, durante su etapa de asentamiento con

objeto de superar las dificultades económicas, sociales, familia-

res o de cualquier otra índole que dificultan su inserción en la

sociedad de asentamiento. 

Como ha quedado reflejado en páginas anteriores los inmi-

grantes acceden con frecuencia a los servicios sociales públicos

en la etapa de su llegada a Aragón, dato confirmado a nivel

nacional desde hace años: “los inmigrantes se están convir-

tiendo progresivamente en un colectivo demandante de infor-

mación, orientación y protección social particularmente en los

períodos iniciales de su llegada a España” (Rodríguez Cabrero

2003: 275) 

Respecto a la segunda vía de acceso a los servicios socia-

les públicos, la derivación desde las entidades no lucrativas se

contempla como una continuación de la etapa de acogida, y en

particular acceden por esta vía –como se ha comentado previa-

mente– aquellos inmigrantes regularizados, dado que son los

que pueden acceder a las prestaciones materiales y económi-

cas del sistema público. 

El acceso a los servicios sociales públicos también se pro-

duce como proceso de acceso generalizado al conjunto de ayu-

das que ofrece la sociedad autóctona, es decir los inmigrantes

con frecuencia no distinguen entre servicios sociales públicos y
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privados15. Dato que por otra parte es comparable a los datos

arrojados por otras investigaciones sobre los usuarios autócto-

nos de los servicios sociales; así por ejemplo de acuerdo a la

encuesta del EDIS16 el 17,7% de los hogares pobres andaluces

habían recurrido a un centro público (municipal 13,3% o auto-

nómico, 4,3%) mientras que el 42,1 % habría acudido a una

ONG (principalmente Cruz Roja, 16% y Caritas 26,1%) sin

embargo como consta en su análisis “estas cifras, no obstante

deben considerarse con la precaución que supone los posibles

sesgos producidos por la poca capacidad para diferenciar entre

tipos de centros que, de acuerdo con el estudio cualitativo, sue-

len tener entre la población afectada” (Pérez Yruela et al. 2002:

160).

El conocimiento y acceso directo a los servicios, desde la

perspectiva de los servicios sociales públicos se considera tam-

bién “prácticamente normalizada”, es decir no se plantean gran-

des diferencias respecto al conocimiento y accesibilidad de la

población autóctona.

“Ese conocimiento es similar al que tienen los ciudadanos en

general de los servicios sociales. Si en estos momentos hiciéramos

una encuesta como el año pasado se hizo… en Zaragoza, ¿quién

conoce los servicios sociales?, pues conocer, conocer, en general,

pues hay un buen conocimiento, en torno al 45 ó 50% te contestan

afirmativamente. ¿Usuarios? Eso baja. Y en el caso de los inmi-

grantes, si hiciéramos lo mismo… es más, la encuesta que se hizo

hace dos años sobre este tipo de temas daba similares resultados”

Eap-03.

15 Dato que no es incompatible con la “especialización institucional”, además

los datos cualitativos reflejaban que, respecto al acceso e itinerario de acogida

de la población inmigrante, la percepción entre los trabajadores de los servicios

sociales públicos y los inmigrantes difería, dado que mientras los inmigrantes no

parecían diferenciar entre la naturaleza de las organizaciones, los servicios

sociales públicos consideraban que el conocimiento de la naturaleza de los ser-

vicios era determinante para que en principio los inmigrantes acudieran en

menor medida a los servicios sociales públicos (principalmente por miedo y des-

confianza), sin embargo más próxima a la percepción inmigrante era la percep-

ción de los responsables de las organizaciones de voluntariado que también

consideran que los inmigrante en la mayoría de los casos no saben distinguir

entre un tipo y otro de organización.
16 Encuestas EDIS sobre las condiciones de vida de la población pobre en

Andalucía (EDIS 1995a, 1995b, 1996 y 1998, Madrid. Ed. Fundación Foessa).
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Los datos a nivel nacional en el año 2000 exponían que sólo

el 22% de la población en situación irregular había hecho uso de

los servicios sociales17, sin embargo como se comentó anterior-

mente diversas modificaciones legislativas han condicionado

una mayor acercamiento a las instituciones del Estado, en parti-

cular a los ayuntamientos, con objeto de tramitar el empadrona-

miento y de ahí que en ocasiones se tomara contacto con los

servicios sociales. El empadronamiento como proceso adminis-

trativo básico para tener acceso a la asistencia sanitaria, a los

recursos sociales específicos de la zona o municipio, para pro-

ceder a la escolarización o demanda de plaza de guardería

pública, para acreditar la estancia en un proceso de regulariza-

ción, para solicitar una vivienda de protección social, etc. y para

cuyo trámite la documentación original solicitada se reduce a

pasaporte o tarjeta de residente o DNI, es decir salvo los indo-

cumentados, toda persona puede acceder a la tramitación del

empadronamiento.

Estudios posteriores confirman un mayor acercamiento a los

servicios sociales primarios, así por ejemplo los datos para

Navarra mostraban que el 40,7 % de los inmigrantes no conocía

los servicios sociales de base, un 23,3% los conocía pero no los

usaba, y el 35,9% restante los usaba18 (Laparra, 2003). Los

datos actuales para Aragón confirman un incremento importante

de usuarios de los servicios sociales de origen extranjero siendo

el incremento de usuarios en Aragón en el sector inmigrantes de

un 8,4% del año 2004 al año 2005, situando el número de usua-

rios atendidos y registrados en el SIUSS en el sector de inmi-

gración de 10.437 (2004) a 10.815 (2005), que corresponde al

11,28% del total de todos los sectores de usuarios atendidos.

Desde el año 2001 hasta el año 2005, en los datos recogidos a

17 De los cuales hay que destacar que el 38% de demandantes de la red pri-

vada son inmigrantes irregulares o están en proceso de legalización frente al

27% de presencia de irregulares en centros públicos (Rodríguez Cabrero, 2003).
18 Frente a los datos relativos a las entidades de iniciativa social, las cuales

conocían y usaban el 85,4% de los inmigrantes, frente al 9,8% que conocía pero

no las usaba, y el 4,8% que declaraba no conocerlas (Laparra, 2003: 227). Los

datos son siempre sobre el 100% por lo que en términos comparativos, no cono-

cemos el % de usuarios de cada una de las organizaciones, siendo además que

en numerosas ocasiones son usuarios de varias organizaciones simultánea-

mente.
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través de las memorias de servicios comunitarios en Aragón, se

observa un incremento de usuarios inmigrantes respecto al con-

junto total de la población usuaria de servicios sociales: los

datos de usuarios inmigrantes sobre total de población usuaria

pasan de 13,3% en 2001, a 15,6% en 2002, a 16,7% en 2003 y

a 17,7% en 2004 de población inmigrante atendida sobre el total

de usuarios. Como también se observa un incremento de usua-

rios extranjeros sobre el total de empadronados, el 2,1% de los

extranjeros empadronados eran usuarios en el 2001, el 3,6 en

2002, el 5,1% en 2003 y el 6,2% en 2004. Para el 2005 se pre-

cisa que “entre la población atendida desde los Servicios Socia-

les Comunitarios se produce un mayor peso en la población

extranjera que el que le correspondería en función de su pro-

porción entre los empadronados” (DEPARTAMENTO DE SERVI-

CIOS SOCIALES Y FAMILIA DEL GOBIERNO DE ARAGÓN

(2006) Memoria 2005 de los Servicios Sociales Comunitarios de

Aragón. Zaragoza, IASS: 45)

Es decir, respecto al número de población extranjera empa-

dronada en Aragón que accede a los servicios sociales comuni-

tarios se produce un continuo ascenso lo cual indica que se

extiende el conocimiento y acceso de los servicios sociales

públicos por parte de la población inmigrante asentada19, así

como se observa el progresivo incremento de usuarios extranje-

ros sobre los usuarios españoles a través del estudio cualitativo

“No hay diferencias respecto a los autóctonos (en el conoci-

miento). Lo que hay en los inmigrantes es más variabilidad y cam-

bios en su situación, pero no hay diferencias” Eap-03.

Los datos extraídos del análisis cualitativo en Aragón confir-

man este hecho particularmente en las zonas rurales. Los servi-

cios sociales públicos también han sufrido una transformación

importante en los últimos años debido a la presencia de inmi-

grantes, mientras que los usuarios autóctonos habían decrecido

considerablemente –de hecho, los profesionales manifestaban

19 Es preciso señalar también, como se precisó en páginas anteriores, que la

regularización (“proceso de normalización”) del año 2005 incrementó de forma

importante tanto el número de personas inmigrantes empadronadas como el

número de personas regularizadas, lo cual facilita el acceso y permite el disfrute

de las prestaciones de los servicios sociales de la red pública. 
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que faltaban recursos para atender a los nuevos usuarios de los

servicios sociales de base20–, Datos similares también se pre-

sentan en otras comunidades autónomas limítrofes como por

ejemplo en Navarra, en donde los servicios sociales de base tie-

nen una mayor implantación entre los inmigrantes en las zonas

rurales –en concreto en la zona de la Ribera– frente a los servi-

cios de las entidades de acción social no lucrativas, tendiendo

así, a igualarse el acceso a los servicios públicos y privados

mientras que en el área de Pamplona sucede lo contrario, se

produce un mayor acceso a los servicios sociales privados

(Laparra 2003).

Otro dato extraído de las entrevistas, respecto al acceso a las

prestaciones sociales a través del sistema sanitario, muestra

que también se produce un acceso a los servicios sociales públi-

cos a través de los trabajadores sociales de los centros de

salud; como se constata en otras investigaciones a nivel nacio-

nal, se produce un acercamiento a estos profesionales, deri-

vando en ocasiones hacia los centros de los servicios sociales

municipales. Así por ejemplo en Navarra los datos mostraban

que el 51% de los inmigrantes usaban los servicios de los tra-

bajadores sociales de los centros de salud, frente al 18,5% que

los conocía pero no los usaba y el 30,5% que no los conocía21. 

20 Sin embargo los datos muestran una relación equilibrada entre número de

usuarios inmigrantes registrados en el SIUSS y el número de trabajadores socia-

les, Así por ejemplo en las comarcas de Bajo Cinca , seguida de Valdejalón se

registra entre 40-50 y 30-40 (respectivamente) usuarios inmigrantes de cada

100 (Memoria 2003), registrando ambas comarcas entre el 10 y 15 usuarios por

cada 100 habitantes (Memoria 2003) y un porcentaje de 4,6 y 3,4 (respectiva-

mente) trabajadores en servicios sociales comunitarios por cada 10.000 habi-

tantes (Memoria 2004) frente a Zaragoza que registra entre 10 y 20 inmigrantes

por cada 100 usuarios registrados en el SIUSS, registrando entre el 0 y 5 usua-

rios distintos registrados en el SIUSS por cada 100 habitantes (Memoria 2003)

y un porcentaje de 1,8 trabajadores en servicios sociales comunitarios por cada

10.000 habitantes (Memoria 2004). Aunque los datos correspondientes a los

usuarios registrados y los datos de trabajadores de los centros pertenecen a

memorias de dos años diferentes, al ser dos años seguidos consideramos que

no se ha producido una variación importante, al menos, en cuanto al número de

trabajadores sociales por cada 10.000 habitantes. 
21 En este estudio no se han recogido datos en Aragón sobre el acceso a los

servicios sociales a través de los centros de salud, excepto algún apunte hecho

por algún inmigrante entrevistado.
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En general, los servicios sociales son utilizados por una pro-

porción pequeña de los hogares de la población española, entre

el 4,4% y el 5% a principios del año 2000. Si se compara con los

datos sobre el acceso a los servicios sociales de la población

autóctona en situación de pobreza o vulnerabilidad, encontra-

mos que no existen diferencias importantes con los colectivos

inmigrantes, los cuales podemos englobarlos en situación de

vulnerabilidad. Los datos para Asturias en el 2004 mostraban

que un 92,4% de los hogares no utilizaba ningún servicio social

mientras que, entre la población más pobre o en situación de

vulnerabilidad, el porcentaje de hogares que habían acudido a

los centros de ayuda aumentaba conforme más extrema era la

pobreza (desde el 40,5% hasta el 81,1% de los hogares de

pobreza severa) (Pérez Yruela et al., 2004); los datos para Nava-

rra estimaban que un 93% de la población afectada por proce-

sos de exclusión conocía los servicios sociales de base y un

82% acudían a los mismos (Laparra 2003). Los datos para

Andalucía, de acuerdo con EDIS, mostraban que el 54,8% de

los hogares pobres andaluces no habían recurrido nunca a los

servicios sociales pero “desde el punto de vista de los subtipos,

parece existir una clara correlación entre grado de utilización y

de pobreza” (Pérez Yruela et al. 2002) llegando hasta el 82,5%

los integrantes del subtipo de pobreza severa y de exclusión

grave. 

De los datos cualitativos se puede deducir que los inmigran-

tes que acceden a los servicios sociales públicos en una etapa

de asentamiento son sólo aquellos que se encuentran en una

situación de mayor pobreza y vulnerabilidad.

“No son seguidores continuos, no viven de ayuda, igual piden

una ayuda de urgencia puntual cuando pasan por un mal momento

pero cuando ellos otra vez se han puesto, otra vez han cogido el

hilo...de trabajo, de.....pues ya no piden ayuda. (…)”Eap-05.

Y cuanto mayor es la facilidad de acceso al mercado laboral

y la continuidad en éste, es decir más factible es la autosufi-

ciencia a medida que transcurre el tiempo de asentamiento,

menos se recurre a las prestaciones de los servicios sociales. 

“Pero digamos los que tienen ya papeles que vienen de otra ciu-

dades ya no acuden tanto a estos servicios, sobre todo los que tie-

nen trabajo, esos sí que ya no acuden porque hay muchos que han
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venido desde el país de origen requerido por un empresario de aquí

que viene directamente con su visado de trabajo y aquí trabaja

directamente entonces este sí que no acude, porque tiene dinero

porque tiene ya todo organizado” Eap-05.

Sin embargo los datos arrojan que en ocasiones sigue reci-

biendo ayudas el inmigrante mejor situado social y económica-

mente y no aquel que más lo necesita, sencillamente porque

este último no ha conseguido traspasar la línea de acceso a los

recursos del sistema. La percepción desde los trabajadores de

los centros de servicios sociales confirma que el uso de los ser-

vicios sociales públicos está condicionado inicialmente por el

conocimiento que se tiene de éstos. En segundo lugar, condi-

cionado por algunos factores que tienen una mayor incidencia

en la decisión de acudir o de no acudir a un servicio social, como

es el papel que juegan las redes primarias en la relación con los

servicios sociales en momentos de dificultad económica. Y en

tercer lugar, en particular, por el significado subjetivo sobre la

utilización de los servicios sociales que construyen en la inmi-

gración los distintos colectivos según procedencia geopolítica.

Situación que según los trabajadores sociales tampoco dista

tanto de la vivida con la población autóctona: se mantiene el sig-

nificado de servicios sociales de carácter asistencial orientados

hacia la población más desfavorecida, concepto que algunos de

estos trabajadores insisten en mantener con objeto de optimizar

los recursos existentes.

“A lo mejor porque en su país ellos tenían otro nivel y conside-

raban que los servicios sociales estaban para otra gente y ellos no

querían entrar en ese…porque la impresión un poco que te dan

cuando vienen es esa, de mucha…es una cultura que también está

en España, nos está costando mucho a los servicios sociales y en

algunos campos ya se está consiguiendo sobre todo con el tema de

la tercera edad, con la ley de la dependencia”Eap-08.

Sin embargo sí se encuentra una diferencia importante entre

el tipo de recursos más demandado: la población autóctona

demanda en mayor cantidad servicios relativos a prestaciones

domiciliarias, (particularmente ayuda a domicilio, transporte

adaptado para personas dependientes y tele-asistencia) mien-

tras que la población inmigrada demanda ayudas económicas,

acceso a la vivienda, escolarización de menores y atención a
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problemas psicosociales. En los resultados de los estudios esta-

tales de hace cinco años también se afirmaba que los centros

de servicios sociales públicos se responsabilizan sobre todo de

las prestaciones económicas y de las demandas de alojamiento

y vivienda (Rodríguez Cabrero 2003)22

“Los inmigrantes posiblemente reciben o acceden a prestacio-

nes que estén vinculadas o bien a problemas de carácter econó-

mico, acceso a la vivienda, escolarización de los menores... O

circunstancia de tipo psicosocial personal. Difícilmente acceden a

las cuestiones que tienen que ver con estas prestaciones domicilia-

rias o atención domiciliaria”Eap-03.

Las razones en el tipo de recursos demandados estriban, en

primer lugar, en la composición demográficas de los colectivos,

una casi inexistente presencia de personas mayores y un peso

casi insignificante del colectivo de disminuidos dentro del colec-

tivo inmigrante. También influye, aunque en menor medida, el

desconocimiento que tiene la población inmigrante de algunas

prestaciones, y sobre todo se refleja la falta de socialización en

el país de origen relativa a estas prestaciones, como por ejem-

plo el tema de los recursos de menores.

Salvo estas diferencias, la demanda entre población autóc-

tona –en situación de vulnerabilidad y pobreza– y la población

inmigrante en su fase de asentamiento, es similar, por lo que se

podrían englobar dentro de un perfil próximo en cuanto a usua-

ria de los servicios sociales. También se produce esta similitud

en la demanda debido a la atención que se ofrece desde una

perspectiva normalizada, de ahí que los recursos más deman-

dados sean, además de la continua información y tramitación de

temas legales, las prestaciones económicas, los programas de

intervención familiar y en tercer lugar, servicios específicos para

mujeres. Y en particular se destaca las demandas relativas al

crecimiento de la familia en territorio aragonés a consecuencia

de la reagrupación, muestra una vez más de que se inicia una

segunda fase del asentamiento permanente y de una demanda

y actitud diferente ante los servicios sociales.

22 No se hace diferencia entre el área de acogida y el área de las prestacio-

nes de una segunda etapa de asentamiento.
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“Ahora mismo se está en otra disposición: hay menos movi-

miento de llegada y es mas significativo el movimiento de asenta-

miento, entonces eso significa que por cada persona que ha venido

aquí en situación de inmigrada, hay una familia,(…) directamente

afincada aquí, se puede observar mucho más en criterios como las

becas de comedor y libros, que hablan ya de una población infantil

que, o ha nacido aquí, o que ha venido directamente por reagrupa-

ción familiar” Eap-06.

Respecto a la demanda de servicios por parte de los inmi-

grantes cabe destacar que se ha producido un incremento de

petición de alojamientos temporales fuera del período denomi-

nado de acogida; los trabajadores de los citados centros mani-

fiestan que este servicio es demandado en una segunda etapa

de asentamiento, en muchas ocasiones por mujeres normal-

mente cabeza de familia de hogares monomarentales, mos-

trando las dificultades añadidas para los inmigrantes en función

del género.

“Nosotros tenemos 11 apartamentos y, pisos, un montón, tam-

bién. 7 pisos, una mini-residencia y, vamos, está prácticamente

lleno. Y hay familias, familias inmigrantes, bastantes. Me ha entrado

una señora con dos niños que es nigeriana, y tenemos familias

rumanas de bastantes miembros: abuela, la madre, tres niños, una

hermana… tenemos familias enteras” Eap-02.

Situación que se destaca dado que, los responsables de este

tipo de alojamientos temporales afirman que éstos son cada vez

menos demandados por los inmigrantes recién llegados, debido

a que la población recién llegada ya cuentan con redes consoli-

dadas e integradas en Aragón que les permite obtener algún

tipo de alojamiento23.

“Y lo mismo se nota mucho en los últimos años que ya hay más

gente asentada en la ciudad, porque hace unos años no sé si había

más inmigrantes pero teníamos muchos más usuarios inmigrantes.

¿Por qué? Porque llegaban y no tenían dónde ir. Ahora llegan y tie-

23 Sobre este aspecto concreto ver, entre otros, Aparicio Gómez, R. y Tornos,

A. (2005): Las redes sociales de los inmigrantes extranjeros en España. Ministe-

rio e Trabajo y Asuntos Sociales. Madrid) y Ribas Mateo, N. (2003) “Redes y

espacios. Formación de redes sociales en la movilidad” en G. Aubarell (dir.) Pers-

pectivas de la inmigración en España. Una aproximación desde el territorio. Ica-

ria & Antrazyt, Barcelona. Pp. 205-226.
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nen redes. De su pueblo, de su país, de su familia a veces, yo qué

sé. Con lo cual es más fácil ubicarse temporalmente, y aquí cae el

que no tiene a nadie, que cada vez son menos aunque son muchos

todavía, o el que no se arraiga o…”Eap-02.

También destacan los responsables de los servicios sociales

públicos, que los servicios para la atención de la mujer son los

terceros más demandados, después de la información y de los

programas específicos de familia, y que atienden principalmente

a situaciones de violencia doméstica.

“Por ejemplo de Rumania sí he tenido gente que les estaban

haciendo seguimiento desde centros municipales, y rusos… rusa

tuve una sola señora y era por violencia doméstica. Estuvo dos años

en la casa de la mujer, pero era porque le caneaba el marido y deci-

dió irse del domicilio” Eas-01

Aunque detrás de estas demandas se encuentran otras

necesidades relativas a la posición que ocupa la mujer en el

ámbito familiar. Por ejemplo entre mujeres procedentes del

África Subsahariana se destacan situaciones de poligamia en

las cuales la mujer acepta esa circunstancia e incluso no la

oculta en la sociedad de acogida. 

Respecto a la demanda y acceso a los servicios sociales públi-

cos específicos para inmigrantes –como por ejemplo el SAOJI–

(Servicio de Asistencia y Orientación Jurídica para Inmigrantes)

se constata un conocimiento extendido de la existencia de éstos

entre la población inmigrante, pero parece que no se llega a cono-

cer los programas y actividades concretos que ofrecen, ni los

requisitos para acceder, ni tampoco la diferencia entre éstos y los

servicios sociales de base, lo cual merma el grado real de acce-

sibilidad y la posibilidad de acceder a otro tipo de prestaciones de

los servicios sociales desde una perspectiva de normalización,

como cualquier ciudadano con necesidades concretas.

“El SAOJI, me sorprende que el SAOJI todavía la gente no tiene

muy claro qué es, cuando además es un servicio que financia la

DGA desde hace muchos años y en Zaragoza, en particular, fun-

ciona muy bien”Eas-01.

Por último destacar que desde los servicios sociales se

reclama una actualización de los requisitos que se exige a la

población inmigrante porque consideran que los criterios
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demandados no se ajustan a las necesidades reales tanto en

tramitación de documentos –por ejemplo de cara a la reunifica-

ción familiar– como en relación a la demanda de prestaciones

económicas 

“Yo pienso que tiene que existir, que ya hace mucho tiempo que

lo estamos pidiendo al menos en los pequeños foros en los que yo

me he podido mover, es una renovación de lo que son el criterio de

prestaciones, una modificación de ese decreto que se adapte más

a lo que son las necesidades, ya no solo en cuanto a las cantidades

sino en cuanto a las formas, a los requisitos(…) con estas familias

son situaciones a muy largo plazo que no se resuelven en un

año”Eap-08.

3. Conclusiones

Es evidente que la población inmigrante continúa accediendo

al conjunto de recursos del sistema de protección social de

manera deficiente. Si embargo, a pesar de que este acceso se

produce principalmente a través de los servicios sociales, públi-

cos y privados, se constata en Aragón una evolución positiva en

el acceso de los inmigrantes al empleo, lo cual significa un punto

de partida imprescindible para el acceso a la cobertura social

determinada por la cotización a la Seguridad Social. Por otra

parte, sobre el acceso a los recursos de protección social en la

etapa de asentamiento, existe la percepción de que éste se pro-

duce de manera normalizada, tanto a través del sistema público

de servicios sociales como a través del entramado de servicios

privados, la principal diferencia estriba en que existe un porcen-

taje mayor de usuarios inmigrantes en los servicios sociales pri-

vados frente a los usuarios autóctonos; mientras que en los

servicios sociales públicos se detecta una presencia similar res-

pecto a la población autóctona cuyo perfil se clasifica como

población en riesgo de exclusión social. En cualquiera de las

vías de acceso a los recursos de protección social se observa

que el principal factor que delimita y condiciona dicho acceso es

la situación administrativo-legal del inmigrante, conduciendo a

coberturas diferentes en función del perfil de la situación admi-

nistrativa de empadronado, con permiso de residencia o con

permiso de residencia y de trabajo.
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Resumen: Una de las apuestas de los políticas

activas de empleo de la Unión Europea es la de pro-

mover la inserción social mediante el empleo de las

personas con más dificultades de incorporarse autó-

nomamente al actual mercado de trabajo tan exigente

y competitivo. El caso de los vecinos de las viviendas

sociales de Margen Izquierda del Ayuntamiento de

Zaragoza pone de manifiesto las dificultades de la

inserción de estos colectivos que, sin embargo, nece-

sitarán de la continuidad en el tiempo de los progra-

mas como EMPLÉATE, reforzados con cambios

profundos en el mercado de trabajo español.
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The occupants of social housing rented from Zaragoza
city council and social integration via employment:

the myth of sisyphus

Summary: One of the commitments espoused by the European

Union’s active employment policies is the promotion of social integra-

tion through the employment of people that find it more difficult to join

the workforce automatically in such demanding and competitive times.

The case of people occupying social housing on the Left Bank (of the

River Ebro) rented from Zaragoza City Council highlights the difficulties

faced by such groups in terms of social integration. Come what may,

these people will require the continuity in time of programmes such as

EMPLÉATE (a job placement scheme), backed up by far-reaching

changes in the Spanish job market.

Keywords: Job market, precariousness, activation, social integra-

tion via employment, social housing.
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Los vecinos de las viviendas

sociales de alquiler del

Ayuntamiento de Zaragoza

y la inserción social por

el empleo: el mito

de Sísifo1

1. Introducción

El Tratado de Lisboa (2007), resultado del fallido intento de

dotar a la Unión Europea de una apariencia de Constitución, no

renuncia al objetivo del “pleno empleo” (art. 3 del Tratado de la

Unión Europea) que aquella pretendía “constitucionalizar”

(MAEyC: 2004, art I,3)2. Se trata de un objetivo que viene de

1 Este trabajo ha sido posible gracias a la investigación llevada a cabo en el

Programa EMPLÉATE de la Iniciativa Comunitaria EQUAL y la decisión de la

SMRUZ de promover el estudio sociológico de los inquilinos de las viviendas

sociales de Margen Izquierda. Junto con Montserrat Navarrete presentamos una

primera versión de este trabajo, como ponencia, en el V Congreso Latinoameri-

cano de Sociología del trabajo, celebrado en Montevideo (Uruguay) en abril de

2007, con el título “Precariedad y pobreza en el mercado de trabajo. Los inquili-

nos de las viviendas sociales municipales de Zaragoza”.
2 Como señalan José Martín y Mariola Urrea (2008, 32 y ss.), el nuevo Tra-

tado de Lisboa, salvo algunas excepciones, “mantiene las principales aportacio-

nes materiales que recogía el Tratado Constitucional, tanto en el plano

estructural como en los planos institucional y competencial”. Especialmente en

lo que se refiere a los contenidos de las políticas sustantivas (en concreto a las

políticas de empleo y a la política social y económica), reconocen estos autores

que “es realmente difícil localizar disposiciones concretas de esa parte III del

Tratado Constitucional que no hayan encontrado acomodo en el Tratado de Fun-

cionamiento de la Unión Europea”.
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lejos. Desde los años 80 se vive en Europa una enorme preo-

cupación por el empleo: no sólo por las altas tasas de desem-

pleo que sufre la economía europea desde los años 80

(anormalmente altas para la situación de pleno empleo de los

años 60 y 70) sino también (quizás especialmente) por las bajas

tasas de actividad, sobre todo en alguno de los países miembro.

Estas inquietudes se plasman en compromisos a partir de la

Cumbre extraordinaria de Lisboa de marzo de 2000 “la Unión se

ha fijado hoy un nuevo objetivo estratégico para la próxima

década: convertirse en la economía basada en el conocimiento

más competitiva y dinámica del mundo, capaz de crecer econó-

micamente de manera sostenible con más y mejores empleos y

con mayor cohesión social”. De tal manera que, en la siguiente

cumbre de Estocolmo de marzo de 2001, en el punto 3, de las

conclusiones, “Más y mejores empleos”, se dice:

“La Unión y los Estados miembros se han comprometido total-

mente a lograr el pleno empleo, ... Los objetivos de tasa media de

empleo en la Unión Europea que deben alcanzarse para 2010 (tan

cerca como sea posible del 70%) implican que durante todo este

período hay que ir avanzando constantemente. Tasas de empleo

más altas requieren políticas activas de empleo, como las previstas

en la Estrategia Europea para el Empleo, cuya aplicación debe

reforzarse”. (Comisión Europea: 2001).

No vamos a entrar ahora a analizar esas políticas activas de

empleo que propugna la Unión Europea3. Lo recordamos como

fondo de referencia y nos centramos en presentar algunas refle-

xiones sobre los resultados de un programa piloto, de tantos que

financia la U.E, que se ha desarrollado en la ciudad de Zara-

goza, impulsado y financiado por la Iniciativa Comunitaria

EQUAL de la Unión Europea, dentro de sus políticas de promo-

ción de empleo entre los sectores de población con mayores difi-

cultades de inserción laboral.

EQUAL se proponía, según su Reglamento, “promover nue-

vas maneras de combatir todas las formas de discriminación y

desigualdades en relación con el mercado de trabajo a través de

3 Ver los planteamientos de A. Sanz sobre el verdadero compromiso social

que expresaba el frustrado Tratado para una Constitución Europea en Sanz Cin-

tora (2005, 109-136).

David Pac Salas y Ángel Sanz Cintora
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la cooperación internacional” (Comisión Europea: 2000, art. 3),

es decir, mediante programas en los que participan distintos paí-

ses de la Unión, intercambiando sus respectivas experiencias.

En el marco de esta Iniciativa Comunitaria EQUAL, se creó

en 2005 la Agrupación de Desarrollo SARAQUSTA, de acuerdo

con las exigencias del Reglamento EQUAL4. En ella están impli-

cados, directa o indirectamente, 76 profesionales de las entida-

des que la forman, una buena muestra de la importancia de este

tipo de programas piloto europeos y del tipo de compromisos de

cooperación que exigen de las administraciones públicas y de

las organizaciones de la sociedad civil.

Esta Agrupación de Desarrollo puso en marcha el programa

EMPLÉATE, dentro del área temática EQUAL que se propone

“facilitar el acceso y la reincorporación al mercado de trabajo de

las personas que sufren dificultades para integrarse o reinte-

grarse en un mercado que debe que estar abierto a todas las

personas” (Comisión Europea: 2000, art. 16).

Según el acuerdo interinstitucional que lo pone en marcha, “el

proyecto busca la complementariedad con las políticas de Servicios

Sociales y de Recursos Humanos de la Comunidad en el desarrollo

de la ciudad. Sus objetivos son experimentar un modelo de inter-

vención integral que permita mejorar la posición de las ciudada-

nos/as con mayores dificultades de inserción social y laboral,

reducir el tiempo de inserción-incorporación al empleo de las per-

sonas con más dificultades, construyendo con ellos itinerarios de

inserción, siempre acompañados de personal técnico que realiza la

tutorización y la mediación con la empresa y cuantas medidas de

acompañamiento y conciliación sean necesarias” (Agrupación de

Desarrollo SARAQUSTA: 2006, 4).

El programa se ha desarrollado en la ciudad de Zaragoza,

con especial incidencia en uno de sus distritos urbanos, Margen

Izquierda, por su ubicación en esa margen del río Ebro que atra-

4 Está formada por cinco entidades públicas del Gobierno de Aragón y tres

del Ayuntamiento de Zaragoza; cuatro agentes sociales y económicos, es decir,

los dos sindicatos y las dos entidades empresariales más importantes de la

Región; y 17 entidades sociales más. Un total de 29 entidades trabajando en red,

una de las cuales, la Red Aragonesa de Entidades Sociales para la inclusión,

engloba a 12 de ellas, y otra, el Comité Español de Representantes de Minus-

válidos de Aragón, agrupa a otras tres. (Agrupación de Desarrollo SARAQUSTA,

2006).
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viesa la ciudad. Se trata de un Distrito urbano, formado en parte

por el antiguo arrabal de la ciudad y, en parte, por una gran área

de expansión urbanística desde los años ochenta. Precisamente

en esa área se sitúan unos bloques de viviendas sociales de

alquiler del Ayuntamiento. Estos inquilinos han sido destinatarios

importantes de ese programa de inserción social mediante el

empleo, así como objeto de una investigación sociológica encar-

gada por la Sociedad Municipal de Rehabilitación Urbana de

Zaragoza (SMRUZ) en el marco del proyecto EMPLÉATE 

La Sociedad Municipal de Rehabilitación Urbana de Zara-

goza (SMRUZ) es una empresa pública municipal, responsable

de ejecutar las políticas de vivienda del Ayuntamiento de la ciu-

dad. Gestiona unas 1.600 viviendas sociales de alquiler, algo

más de un tercio en Margen Izquierda. Dentro de su compro-

miso por la promoción social de sus inquilinos, entró a formar

parte de la Agrupación de Desarrollo SARAQUSTA y encargó a

Angel Sanz ese estudio sociológico.

Para diseñar el proyecto de estudio, se mantuvieron distintas

entrevistas de trabajo con los profesionales del Departamento

de Alquileres de la SMRUZ, las organizaciones sociales del

barrio, las entidades e instituciones que trabajan en los ámbitos

de la exclusión y la pobreza y con los profesionales responsa-

bles de los distintos programas. Con sus aportaciones y el

encargo institucional, se elaboró un amplio cuestionario que se

aplicó en 408 viviendas sociales y se entrevistó personalmente

a 300 individuos activos, el 73% de los activos que vivían en

esas viviendas. El trabajo de campo se realizó durante el mes de

marzo de 2006. Se trataba de evaluar, entre otras cosas, el

grado de empleabilidad de los inquilinos de estas viviendas pro-

tegidas y sus posibilidades de inserción en el mercado de tra-

bajo.5

5 De los 555 hogares que la SMRUZ tiene en Margen Izquierda únicamente

se logró entrevistar a 408, recogiendo información de 1.133 vecinos de los 1.550

que viven en esas viviendas de alquiler. En esos mismos hogares, se entrevistó

además a 300 activos de los 409 registrados en la encuesta. Tratando de reco-

ger la mayor parte de las situaciones, pero especialmente las más problemáti-

cas en relación con el mercado de trabajo, se optó por encuestar como máximo

dos activos por hogar, eligiendo a los ocupados de más edad y a los desocupa-

dos más jóvenes, en caso necesario. Así se recogió información del 80% de los

desempleados y del 70% de los ocupados. En los cuadros de resultados que se

presentan en este artículo, se prescinde sistemáticamente de las “no respues-
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2. La inserción social por el empleo, condición necesaria pero
insuficiente

Parece evidente que el empleo es una condición no ya para

la integración social; sobre todo es indispensable para sobrevi-

vir si no se tienen otros medios. Pero cada vez hay más plante-

amientos teóricos, desde la sociología y desde la economía

política, que son especialmente críticos con el tema6. Son plan-

teamientos especialmente negativos, o quizás realistas, en rela-

ción con las políticas de inserción social mediante el empleo si

no se entra en el fondo del problema, es decir, el funcionamiento

actual del mercado de trabajo. La experiencia norteamericana

es bien ilustrativa de la existencia del pleno empleo con altas

tasas de pobreza y marginación (Navarro: 2006). En tal sentido,

cualquier iniciativa local que se emprenda para lograr una mejor

inserción en el empleo de colectivos con dificultades va a cho-

car siempre con las leyes del mercado y con las grandes políti-

cas económicas y de empleo que se llevan a cabo desde el

Estado y desde la Unión Europea. En el mejor de los casos,

como señala Robert Castel (1997), las políticas sociales locales

no hacen sino reproducir el mito de Sísifo: intervienen con polí-

ticas positivas de inserción laboral, pero difícilmente consiguen

que los ciudadanos beneficiarios logren la integración social,

gracias a un “trabajo estable” y a la inmersión en una “densidad

relacional fuerte”.

Según este planteamiento, el trabajo estable y la densidad

relacional definen la integración social que lleva parejo el dis-

frute pleno del conjunto de derechos ciudadanos (participación

social y política) y derechos sociales (educación y salud, pero

también acceso a las políticas redistributivas de vivienda y urba-

nismo, garantía de rentas, servicios de ayuda a las familias y

servicios sociales personales) (Raya: 2002)

Hasta hace poco más de un año, mediados de 2007, el fuerte

crecimiento de la economía mundial, gracias a los gigantes asiá-

ticos y a las economías emergentes latinoamericanas, y el nota-

tas” por lo que no siempre N tiene el mismo valor en cada caso. Puede verse el

estudio publicado en Sanz, A. (2008).
6 Ver, por ejemplo, Subirats, J (2004), Colectivo IOE (2003), Tezanos, J.F.

(coord.) (2003 y 2004) o Fundación Luis Vives (2008).
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ble crecimiento de la economía española, parecían alejarnos del

pesimismo de Jeremy Rifkin (1994) cuando pronosticaba el final

del trabajo por el nacimiento y creciente desarrollo de las nue-

vas tecnologías. Pero todavía hay demasiados “nuevos pobres”

en nuestra sociedad “posmoderna” o mejor, sociedad de con-

sumo, donde la economía actual no necesita una fuerza laboral

masiva, pues “aprendió lo suficiente como para aumentar no

sólo su rentabilidad sino también el volumen de su producción,

reduciendo al mismo tiempo la mano de obra y los costos” (Bau-

man: 2000, 139). Los “nuevos pobres” han pasado a formar

parte del excedente poblacional, los sobrantes a criminalizar son

ya “vidas desperdiciadas” (Bauman: 2005).

En el mejor de los casos, con las políticas activas de empleo

y las específicas de inserción social propugnadas por la UE,

sólo tendrán oportunidad de incorporarse a la situación de tra-

bajadores pobres, perdedores irremediables en una economía

despilfarradora y absolutamente desregulada al servicio del

beneficio a corto plazo; al menos cuando las políticas de “acti-

vación” que se ponen en marcha se corresponden al modelo de

“gobierno moral-terapéutico” de las conductas de los sujetos, tal

como nosotros consideramos que ocurre con las que pone en

marcha el programa EMPLÉATE de la Iniciativa Comunitaria

EQUAL que vamos a analizar. 

Según este modelo, se asume un concepto de individuo que

se caracteriza por la pasividad y auspicia que los sujetos cum-

plan con el deber moral que tienen de hacerse cargo de sí mis-

mos. Así se definirá la conducta del desempleado o inactivo bien

como “resultado de un cálculo racional por parte de éste que,

lógica y racionalmente, no desea (o no le compensa) trabajar”;

bien como “resultado de un déficit de personalidad” (de capaci-

dades y/o habilidades) (Moreno y Serrano: 2007, 38 y ss.)

García Serrano (2007, 135-151) hace un breve análisis de

las políticas activas de empleo en España en comparación con

otros países de la UE y las sitúa en las misma línea crítica.

Señala las diferencias más evidentes y negativas, particular-

mente el bajo gasto destinado a las políticas de mercado de tra-

bajo en general y a las políticas activas en particular y su

desequilibrio hacia las subvenciones para la creación de empleo

más que para formación y hacia la formación de los empleados

más que la de los desempleados. Reconoce un cierto cambio de
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orientación, hacia “estrategias de activación de los parados, que

consisten en intensificar las acciones de orientación, apoyo en

la búsqueda de trabajo y seguimiento de los individuos sin

empleo, estableciendo incluso itinerarios de inserción individua-

lizados, y profundizando el esquema de incentivos dirigidos a

empujar a la vuelta al trabajo de los parados”. Pero, por una

parte, sitúa estas políticas en la tendencia de los países euro-

peos de compensar los efectos desincentivadores del sistema

de prestaciones económicas a los desempleados (lo que no es

nuestro caso con estos desempleados de larga duración que

han salido ya de la cobertura de estas prestaciones); y, por otra,

señala la necesidad de “llevar a cabo estudios sistemáticos de

evaluación de los programas particulares de las políticas de

mercado de trabajo ... con objeto de conocer cuáles son los

efectos que producen en las perspectivas laborales de los indi-

viduos y en los indicadores laborales agregados” (García

Serrano: 2007, 150) Si la evaluación que nosotros hacemos en

este artículo es correcta, los efectos se muestran bastante

pobres e, incluso, negativos.

Otro tanto puede ocurrir con la “penúltima” recomendación

de la Unión Europea en relación con el empleo, la flexiguridad.

Concretamente, la Directriz 21 de las Directrices integradas para

el Crecimiento y el Empleo para el período 2005-2008 insta a los

Estados miembros a “...promover la flexibilidad combinada con

la seguridad del empleo y reducir la segmentación del mercado

de trabajo...” Asimismo, el informe anual aprobado por la Comi-

sión en enero de 2006 en el marco del relanzamiento de la

estrategia de Lisboa insta a los Estados miembros a “alcanzar

una posición común respecto a la flexibilidad y la seguridad en

el empleo (flexiguridad)” ... Por otra parte, en el primer semestre

de 2006 el Consejo colocó la flexiguridad en el centro de la

agenda política de la UE7. 

Al final, se trata de una nueva forma de referirse a las políti-

cas activas de empleo, “una estrategia que de forma sincroni-

zada y deliberada busca aumentar, por un lado, los niveles de

flexibilidad del mercado de trabajo y de las organizaciones labo-

7 Consejo Informal de Empleo, Política Social, Sanidad y Consumidores,

celebrado en Villach (19-21 de enero de 2006) bajo la presidencia austriaca. Ver

toda la referencia en MTAS: 2007b, 86.
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rales y, por otro lado, mayor seguridad en las rentas y el empleo

de los trabajadores, sobre todo de aquellos con más problemas

de integración laboral” (Ramos-Díaz, 2005). No se trataría de

defender el puesto de trabajo como de defender la carrera labo-

ral de los trabajadores. La seguridad laboral no se asociaría a un

puesto de trabajo permanente sino a estar permanentemente

empleado. Por eso se definen como prioridades unas políticas

sociales que ayuden a los trabajadores a transitar por el mer-

cado de trabajo con formación actualizada, especialmente entre

la mano de obra menos cualificada para reducir la segmentación

del mercado de trabajo, como espera la Comisión Europea. Pero

justo ahí radica el problema y el punto más débil de esta pro-

puesta como señala Ramos (2005) “sería verdaderamente difícil

recualificar a toda la fuerza laboral. Y una vez cualificados sería

altamente improbable que todos pudieran conseguir empleos de

alta cualificación”. Aún menos en un país donde el modelo de las

políticas de activación se corresponde con el “gobierno moral-

terapéutico” al que hacen referencia Moreno y Serrano (2007, 38

y ss.).

El ciclo depresivo de las economías norteamericana y euro-

pea que se vislumbra y del que nadie se atreve a diagnosticar ni

su profundidad ni su duración no harán sino empeorar las con-

diciones en que se van a producir las políticas de “activación” y/o

de “flexiguridad” que propugnan estos procesos de inserción

social mediante el empleo.

Así que, entre tanto, se deberían ensayar y ampliar progra-

mas de inserción laboral en modelos de trabajo protegido y for-

mación con voluntad política de acompañamiento duradero de

muchos de los ciudadanos que hoy están cuasi excluidos del

mercado de trabajo capitalista (Estivill: 2006)8. De otra manera,

las actuales condiciones del mercado de trabajo van a hacer

extraordinariamente difícil la inserción laboral de unos colectivos

con escasa capacidad de oferta en ese mercado de trabajo por

su bajo nivel formativo, déficit de habilidades y débil vinculación

con el empleo del que o tienen una relación muy intermitente o

llevan separados mucho tiempo.

8 Estivill (2006, 162-166) hace un breve presentación de los dispositivos de

inserción existentes en Francia.
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Programas que deberían ir siempre acompañados de fórmu-

las ciudadanas de rentas básicas o ingresos garantizados que

conjugaran el principio de universalidad, modulado por el crite-

rio de necesidad, el de corresponsabilidad social y colectiva y de

solidaridad en el sentido más tradicional del término9. 

El estudio que hemos realizado y las primeras evaluaciones

del Programa EMPLÉATE parecen poner de manifiesto estas

hipótesis: que el actual mercado de trabajo español es incapaz

de desarrollar verdaderos procesos de inserción social mediante

el empleo para colectivos con especiales dificultades de inser-

ción laboral. Esto no quiere decir que valga más no hacer nada

hasta que se transforme radicalmente el actual mercado de tra-

bajo, causante de estas situaciones de marginación y pobreza.

No nos cabe ninguna duda de que es mejor cierta intervención,

lo más rigurosa posible, que el olvido. Siempre que se pongan

de manifiesto las limitaciones de dicha intervención, se denun-

cien las causas profundas de la situación analizada, se actúe

con respeto a los desempleados y se les acompañe al disfrute

pleno de sus derechos ciudadanos.

En este artículo vamos a presentar, en primer lugar, algunos

datos sobre las características de los activos de las viviendas

sociales de alquiler que consideramos relevantes para la hipóte-

sis enunciada, profundizaremos luego en la situación particular

de los desempleados de esas viviendas y en su disponibilidad

para incorporarse al mercado de trabajo y, finalmente, presenta-

remos algunos resultados del Programa EMPLÉATE, no muy

alejados del mito de Sísifo.

3. La población activa de las viviendas sociales y su relación con
el mercado de trabajo

La población de estas viviendas tiene unos déficits en forma-

ción que suponen una grave limitación para el empleo. Es ilus-

trativo ver las diferencias con la población de su entorno, el

9 Ver la propuesta de Antón (2005, 191-215) con los elementos que deberían

configurarla “enmarcados en la cultura universalista de los derechos humanos y

sociales, en el desarrollo de los valores de reciprocidad y participación ciuda-

dana y el acceso a la ciudadanía plena”.
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distrito urbano donde están ubicadas estas viviendas sociales, y

con la ciudad en su conjunto10. Tres cuartas partes tienen única-

mente estudios primarios o menos. Pero casi un tercio son, lo

que podríamos llamar, analfabetos funcionales, mucho más que

en el distrito y en la ciudad.

10 Utilizamos los datos del Censo de población y viviendas 2001 del Instituto

Nacional de Estadística y la elaboración que del mismo hace el Instituto Arago-

nés de Estadística, los últimos disponibles para este nivel de desagregación por

distrito urbano. Los datos del Distrito se refieren a Margen Izquierda, donde se

encuentran estas viviendas.

Tabla nº 1. Nivel de estudios alcanzado por los mayores de 16 años. %

Viviendas Distrito Zaragoza

Primarios incompletos y menos 35,3 19,1 17,0

Primarios 40,7 20,1 22,3

ESO y FP I 14,1 31,8 28,7

Bachillerato y FPII 4,7 16,6 16,1

Universitarios 3,0 11,4 15,8

Otros 0,1 — —

Ns/nc 1,9 — —

N= 790 115.923 614.905

Fuente: Sanz, A. (2008) y Censo de población y viviendas 2001 del INE para el Distrito y Zaragoza.

El problema del analfabetismo funcional afecta práctica-

mente a todos los grupos de edad. Sólo los más jóvenes esca-

pan de él, y aun así casi un 7% de los jóvenes de 16 a 19 años

y un 23% de los que tienen entre 20 y 24 están en esta situa-

ción. A partir de los 25 años casi una tercera parte de la pobla-

ción de todos los grupos son analfabetos, y más de tres cuartas

partes sólo tienen primarios completos o menos. 

El nivel educativo de partida del conjunto de estos inquilinos

supone un entorno altamente limitativo en una economía

“basada en el conocimiento” tan competitiva y dinámica como

quiere promover la Unión Europea.

Su vinculación con el mercado de trabajo es muy escasa y

precaria. Comparando las tasas de actividad y empleo con la

ciudad y el distrito, se aprecian notables diferencias, aun con-
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tando con el lapso temporal señalado entre el 2001 y el 2006,

años en que la actividad y el empleo han aumentado en la ciu-

dad y en todo el país. La tasa de actividad es considerablemente

más baja en estas viviendas: nueve puntos menos que en el dis-

trito y seis menos que en la ciudad. Aun así, lo que marca la dife-

rencia es la altísima tasa de desempleo, casi tres veces mayor

en estas viviendas que en el conjunto de la ciudad y en el pro-

pio distrito sin apenas diferencias entre ellos.

Tabla 2. Población activa, ocupada y desempleada, en viviendas, distrito y ciudad.

Viviendas Distrito Zaragoza

Población 16-64 años 638 82.870 417.540

Población activa 409 60.577 294.095

Ocupados 269 53.611 259.287

Parados 140 6.966 34.808

Tasa de actividad 64,1 73,1 70,4

Tasa de desempleo 34,2 11,5 11,6

Fuente: Sanz, A. (2008) y Censo de población y viviendas 2001 del INE para el Distrito y Zaragoza.

No obstante, aunque entre los inquilinos de estas viviendas

sociales hay bastante población pobre, en conjunto no se puede

decir que formen parte de los más excluidos de la ciudad. No

sólo porque tienen una vivienda digna y protegida, con apoyos

psicosociales que ofrecen las trabajadoras sociales de la

SMRUZ, sino porque deben tener una mínima renta con la que

hacer frente al pago del alquiler por bajo que sea11. Tal como

aparece en el estudio de Sanz, A. (2008), en comparación con

11 Desde 1990, año inaugural de estas viviendas sociales de alquiler, las nor-

mas de acceso han sufrido modificaciones, pero los que quieren acceder a ellas

siempre deben cumplir unos máximos económicos (no tener ingresos económi-

cos superiores a 1,5 ó 2,5 el salario mínimo interprofesional o equivalente), con

ciertas preferencias en caso de circunstancias personales o familiares adversas

(edad, tamaño de la familia monoparental o numerosa, falta de vivienda en con-

diciones, etc.); pero han de tener algunos ingresos para hacerse cargo del alqui-

ler que no suele superar el 20/25% de los ingresos familiares. El alquiler medio

está en 162 euros mensuales que, con la subvención, se puede rebajar hasta

117 (CESA: 2005, 598) En 2006, el salario mínimo interprofesional era de 541

euros y la pensión mínima personal, de 470.
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los hogares de bajos ingresos y pobres de la ciudad de Zara-

goza (Cáritas: 2006), los hogares de las viviendas se situarían

en una posición intermedia entre los hogares del nivel de “bien-

estar” de la ciudad (por encima del 60% de la mediana de la

renta media) y los hogares de bajos ingresos y pobreza.

La escasa población activa de estas viviendas desarrolla su

actividad en el segmento secundario del mercado de trabajo12,

con más presencia en la construcción y menor en la industria

tradicional que el distrito y la ciudad, y algo menor en el sector

servicios, pero con presencia mayoritaria en las ramas de acti-

12 El “segmento secundario del mercado de trabajo” se define por la inestabi-

lidad de sus empleos y porque “los puestos-empleos son de bajo nivel de cuali-

ficación y que, además, no posibilitan su adquisición, con malas condiciones

laborales (menor salario, poca valoración social...), localizados en pequeñas

empresas donde se carece de capacidad de negociación” (Navarrete: 2008,

129).
13 Incluye agricultura, chatarra, reparaciones, transporte y comunicaciones en

los datos de la encuesta y sólo agricultura y pesca en Margen Izquierda y Zara-

goza ciudad.

Tabla 3. Distribución de la población activa por sector económico y ramas de actividad, 

Viviendas, Margen Izquierda y Zaragoza. %

Viviendas Margen izquierda Zaragoza

Limpieza profesional 20,4

Servicio doméstico 7,1

Cuidado personas 2,9

Hostelería 8,6 4,7 4,8

Venta ambulante 6,8

Comercio 5,0 16,2 15,5

Administración, educ 3,6 21,0 23,5

Otros servicios colec 5,7 4,5 5,4

Todos los servicios 60,1 64,7 68,1

Construcción 12,9 7,8 7,8

Alimentación, textil... 9,3

Metal 6,4 16,8 13,7

Maquinaria 5,7

Industria 21,4 26,7 23,1

Otros varios13 5,8 0,8 1,1

N = 281

Fuente: Sanz, A. (2008) y Censo de población y viviendas 2001 del INE para el Distrito y Zaragoza.
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vidad de este sector especialmente secundarias. Si una buena

parte de los activos del sector servicios, tanto del distrito como

de la ciudad, se encuentran, sobre todo, en administración

pública, salud y educación o en comercio, los de estas viviendas

se encuentran en limpieza profesional, servicio doméstico, hos-

telería o venta ambulante, ramas que no han sido consideradas

en la síntesis del Censo 2001 realizada por el Instituto Aragonés

de Estadística (IAEST), por ser muy minoritarias en el conjunto

de las ramas de actividad económica.

Es más significativo ver el tipo de ocupación que tienen los

vecinos en esas ramas de actividad: el 43% tienen ocupaciones

no cualificadas, cuatro veces más que en la ciudad o en el dis-

trito.

Tabla 4. Tipo de ocupación. %

Viviendas Margen izquierda Zaragoza

Directores, profesionales y administrativos 3,6 41,6 47,8

Empleados comercio, hostelería. 27,6 15,2 14,3

Agricultores 0,4 0,5 0,7

Trabajadores de la industria, construcc.. 17,9 17,5 15,3

Operadores instalaciones y 7,9 15,5 12,4

Trabajadores no cualificados 42,7 9,7 9,4

N = 280 100,0 99,9

Fuente: Sanz, A. (2008) y Censo de población y viviendas 2001 del INE para el Distrito y Zaragoza.

Cuando se les pregunta por el nivel de cualificación que ellos

mismos atribuyen a la actividad que desarrollan, la respuesta

que dan no puede ser más elocuente: el 70% lo consideran de

peonaje y un 24.2% no le dan más nivel que de grado medio o

FP-1. El peonaje es más alto en los niveles educativos más

bajos, pero alcanza un 62% entre los bachilleres y universitarios.

El porcentaje de mujeres que consideran su trabajo no cualifi-

cado alcanza el 81%.

La experiencia laboral de esta población, que realiza activi-

dades tan escasamente cualificadas, está estrechamente ligada

a la temporalidad: la permanencia en la empresa o en el mismo

trabajo, durante más de tres años, sólo se produce en el 42% de

los activos, es decir, el 52% de los que ahora están trabajando,
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pero sólo el 19% de los que están desempleados en el momento

de realizar la encuesta estuvieron ese tiempo de permanencia

en su último trabajo. Naturalmente, la temporalidad vivida por

ellos en sus últimos empleos es muy elevada: el 58% permane-

cieron en su último empleo menos de un año.

En los dos últimos años, el 21.8% no ha trabajado nunca o lo

han hecho menos de seis meses. Si hiciéramos un perfil de los

colectivos más afectados por la falta de trabajo o la escasa per-

manencia en el empleo en los dos últimos años, tendríamos:

una mujer, casi de cualquier edad, pero especialmente muy

Tabla 5. Nivel de cualificación atribuible a la actividad, por nivel educativo. %

Incompletos Primarios ESO-FP Bach y más Total

No cualificado, peonaje 80,0 74,3 47,6 62,1 70,4

FP1 – Grado medio 20,0 22,8 47,6 6,9 24,2

FP2 – Grado superior 0,0 2,9 4,8 17,2 4,0

Universitario 0,0 0,0 0,0 13,8 1,4

N = 70 136 42 29 277

Fuente: Sanz, A. (2008).

Tabla 6. Tiempo trabajado en el último trabajo, por situación de actividad. %

Ocupado Desempleado Total

Menos de un mes 7,9 9,5 8,4

Entre 1 y 3 meses 7,3 23,8 12,4

Entre 3 meses y 1 año 12,6 25,0 16,4

Entre 1 y 3 años 20,4 22,6 21,1

Más de 3 años 51,8 19,0 41,8

N= 191 84 275

Fuente: Sanz, A. (2008).

joven o muy mayor para trabajar y casi de cualquier nivel de

estudios, aunque habrá alguna más con muy bajo nivel de estu-

dios, pero también con bachillerato o titulación universitaria

La mayor parte de los ocupados en el momento de hacer la

encuesta (84%) son trabajadores por cuenta ajena. Más de la

mitad tienen contrato temporal o trabajan en la economía sumer-

gida, sin contrato ni seguridad social. Se evidencia, así, las altas

tasas de temporalidad de esta población, mucho más altas que
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las que ya padecen los trabajadores españoles, los peor situa-

dos de toda Europa14.

Cuando los que trabajan por cuenta ajena en este colectivo

lo hacen en estas condiciones de precariedad laboral, quizás el

objetivo primero fuera garantizar una mayor estabilidad en el

puesto de trabajo y no “malgastar” recursos y esfuerzos en un

objetivo tan complicado como el insertar en un mercado de tra-

bajo tan “excluyente” a una población tan débil y maltratada

como parece ser este colectivo en su conjunto.

Fuente: Sanz, A. (2008).

Tabla 7. Activos que no han trabajado o lo han hecho menos de seis meses en los dos

últimos años. %

Todos 21,8

Desempleados 56,9

Mujeres 24,5

Grupos de edad
16-19 41,7

30-34 35,3

55-59 31,6

60-64 40,0

Nivel de estudios
Incompletos y menos 23,0

Bachillerato y + 23,8

14 En el IV Trimestre de 2004 la tasa de temporalidad de España era de 30.9%

y la de Aragón de 25.6%, según la EPA (Gobierno de Aragón: 2006, 38). La tasa

de temporalidad en España, en 2006, era de 34 %, la más alta de la Unión Euro-

pea; le seguía de lejos Polonia (27,3), Portugal (20,6), siendo la más baja Esto-

nia (2,7) e Irlanda (3,4); la media era de 14, ligeramente más alta para las

mujeres (15,5), alcanzando en España 36,7 el porcentaje de asalariadas con

contrato temporal (MTAS: 2007).

Tabla 8. Trabajadores por cuenta ajena y tipo de contrato, por sexo. %

Hombre Mujer Total

Contrato indefinido 52,3 47,5 48,7

Contrato temporal 42,8 44,4 44,3

Sin contrato ni SS 4,8 8,2 6,9

N = 63 99 160

Fuente: Sanz, A. (2008).
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Desde el punto de vista del nivel de estudios alcanzado,

aumentar la formación no es precisamente un objetivo estimu-

lante, a la vista de los datos: como si se primara tener estudios

primarios o menos para integrarse “mejor” en el mercado de tra-

bajo, al más puro estilo de la Organización Científica del Trabajo

(OCT) tayloriana, “cuanto más ignorantes sean los trabajadores,

mejor”.

P. Incompletos Primarios ESO + FP Bach y más Total

Contrato indefinido 45,0 54,5 39,1 42,1 48,4

Contrato temporal 47,5 37,7 52,2 57,9 44,6

Sin contrato ni SS 7,5 7,8 8,7 —- 6,9

N = 40 77 23 19 159

Tabla 9. Trabajadores por cuenta ajena y tipo de contrato, por nivel de estudios. %

Fuente: Sanz, A. (2008).

El conjunto de datos pone de manifiesto la relación laboral

tan difícil y precaria de la población activa de estas viviendas

sociales de alquiler. Su experiencia laboral está marcada por la

temporalidad, en el segmento secundario del mercado de tra-

bajo caracterizado por su especial marginalidad y escasa cuali-

ficación de sus actividades. Ellos mismos se consideran tanto o

menos cualificados, conscientes de los bajos niveles de forma-

ción que han alcanzado.

Pero ¿qué ocurre, en particular, con los desempleados de

estas viviendas? ¿Cuál es su situación en relación con el

empleo y su disponibilidad para lograrlo? 

4. Los desempleados y su preocupación por la inserción laboral

De los 111 desempleados encuestados, la mayor parte tie-

nen experiencia laboral y sólo 13 dicen no haber trabajado

nunca, es decir, son buscadores de primer empleo. Pero más de

una tercera parte confiesan haber tenido esa experiencia labo-

ral “hace tiempo”. Así que sólo poco más de la mitad de este

colectivo de desempleados ha tenido relación reciente con el
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trabajo. No hay diferencia por sexo entre los que no han tenido

antes trabajo, pero sí en haber trabajado hace tiempo que afecta

mucho más a las mujeres.

Tabla 10. Desempleados que han trabajado antes en alguna ocasión o no, por sexo. %

Hombre Mujer Total

Sí, recientemente 60,5 47,1 52,3

Sí, hace tiempo 27,9 41,2 36,0

No 11,6 11,8 11,7

N= 43 68 111

Fuente: Sanz, A. (2008).

La falta de experiencia laboral afecta más a los grupos más

jóvenes: 42% de los de 15-19 y 18% de los de 20-24, pero hay

algún desempleado sin experiencia laboral en el resto de los

grupos de edad hasta el de 50 años. Los porcentajes de traba-

jadores con experiencia laboral de “hace tiempo” aumentan con

la edad, especialmente a partir de los 40 años, y alcanza al 75%

del grupo de los que tienen 60 años; pero también a más del

20% de los jóvenes entre 20 y 29 años.

En concreto, casi una tercera parte de este colectivo hace

más de tres años que no está empleada. Pero más de la mitad

de las mujeres hace más de dos años que está desempleada,

son las paradas de muy larga duración. En realidad, casi el 60%

Tabla 11. Tiempo de desempleo, por sexo. %

Hombre Mujer Total

Menos de 1 mes 11,9 6,0 8,3

1-6 meses 40,5 13,4 23,9

6-12 meses 11,9 20,9 17,4

1-2 años 7,1 7,5 7,3

2-3 años 0,0 13,4 8,3

Más de 3 años 28,6 38,8 34,9

Parados larga duración 35,7 59,7 50,5

N= 42 67 109

Fuente: Sanz, A. (2008).
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son parados de larga duración. Por el contrario, algo más de la

mitad de los hombres sólo lleva menos de seis meses desem-

pleada, mientras que esa situación sólo afecta a una quinta

parte de las mujeres.

Cuando se les pregunta por sus deseos de trabajar, casi

todos afirman su disposición positiva. Sólo un 8.3% muestra reti-

cencias, sobre todo por problemas de salud o de cuidado de

menores o dependientes. Pero vamos a ver qué hacen y qué

están dispuestos a hacer para buscar y encontrar empleo.

Casi todos ellos cumplen con la obligación administrativa de

estar inscritos en el INAEM (Instituto Aragonés de Empleo), aun-

que ellos mismos son conscientes de su escasa utilidad como

vía de acceso al empleo15. Ahora bien, es importante señalar

que hay un 16.5% que no están inscritos en ningún recurso de

empleo y casi una quinta parte de las mujeres. 

Además de estar inscritos como demandantes de empleo, la

mayoría realizan alguna búsqueda de empleo más “activa” como

consultar ofertas de empleo, visitar empresas, consultar amigos

y familiares, etc. Pero ahora encontramos una cuarta parte de

estos desempleados que dicen no realizar ninguna de las activi-

dades de búsqueda propuestas. Es decir, pequeño pero impor-

15 En el estudio que hicimos para el Ayuntamiento de Zaragoza con M. Nava-

rrete (Navarrete, M. y otros: 2007) pusimos de manifiesto cómo para los jóvenes

de Zaragoza las vías de acceso al empleo son las redes familiares y sociales y

su propia capacidad, el llamado capital relacional. Pues bien, para los activos de

estas viviendas ése es el mayor activo para acceder al empleo en mayor medida

que para los jóvenes de la ciudad.

Tabla 12. Recursos de empleo en los que se inscriben, por sexo. %

Hombre Mujer Total

En INAEM 57,1 56,7 56,9

En bolsa de trabajo 2,4 1,5 1,8

En agencia de colocación 0,0 1,5 0,9

Varios de estos 26,2 20,9 22,9

Estoy en todos 2,4 0,0 0,9

No estoy en ninguno 11,9 19,4 16,5

N= 42 67 109

Fuente: Sanz, A. (2008).



99Los vecinos de las viviendas sociales de alquiler del Ayuntamiento de Zaragoza
y la inserción social por el empleo: el mito de Sísifo

tante núcleo de parados, completamente desanimados que

afecta, sobre todo a mujeres, a los de nivel educativo alto, a los

muy jóvenes y a los más mayores…

Todos 24,8
Mujeres 30,0

Nivel de estudios:
Con bachillerato y + 37,5

Primarios completos 26,7

Grupo de edad:
16-19 33,3

40-44 31,0

50-54 33,3

55-59 50,0

60-64 75,0

Tabla 13. Desempleados que no realizan ninguna actividad para buscar empleo. %

Fuente: Sanz, A. (2008).

Tampoco están “todo el día” buscando empleo los que lo

hacen. De los que realizan alguna actividad de búsqueda, sólo

un 60% lo hace con frecuencia. El otro 40% se podría calificar

como desempleados desanimados que sólo alguna vez o muy

de vez en cuando hacen algo por buscar empleo.

¿Les interesa la formación como preparación para el

empleo? Hemos visto el bajísimo nivel de educación formal de

toda esta población. Pues bien, casi la mitad (48%) reconoce

que ni ha hecho ni hará cursos de formación para el empleo:

algo más reticentes son las mujeres, en este sentido, pero sin

grandes diferencias con los hombres.

Tabla 14. Formación para el empleo, por sexo. %

Hombre Mujer Total

Estoy siempre haciendo cursos de formación 2,4 4,5 3,7

De vez en cuando realizo cursos de formación 52,4 46,3 48,6

Nunca he hecho cursos de formación 42,9 40,3 41,3

Ni he hecho ni haré cursos de formación 2,4 9,0 6,4

N= 42 67 109

Fuente: Sanz, A. (2008).
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Siendo, no obstante, correctos con el encuestador, sólo una

quinta parte dicen que nunca o casi nunca sirve para nada esa

formación, siendo más críticas las mujeres. Aunque también son

ellas las que más confían en la formación.

¿Qué necesita, pues, este colectivo para encontrar empleo?

Algunos dicen: lo que se necesita es “suerte”, “relaciones socia-

les”, “que las empresas no sean tan exigentes”. Pero lo que más

demandan es, en primer lugar, información sobre oportunidades

de empleo y, en segundo lugar, formación específica sobre

empleo. Sólo en tercer lugar aparece la mejora de las técnicas

de búsqueda de empleo y en cuarto lugar la formación ocupa-

cional. Es decir, lo que quieren, en el mejor de los casos es infor-

mación, que les digan dónde y cuándo ofrecen un empleo, pura

y simplemente. Y la demandan más los hombres que las muje-

res. La formación, sin embargo, la demandan más las mujeres,

que también han manifestado antes más confianza en ella, aun-

que sean más críticas al respecto.

Sólo unos pocos señalan la opción de trabajo protegido, aún

menos demandan ayuda personalizada, y sólo una persona pide

el curso de alfabetización, cuando aproximadamente una cuarta

parte de este colectivo son analfabetos funcionales. Quizás son

conscientes de que tampoco les van a reclamar mucho más

para las tareas que van a realizar en el segmento del mercado

de trabajo en el que van a poder ocuparse.

Eso es lo que ellos eligen de la oferta de ayudas. Otra cosa

es si están dispuestos a participar en las actividades de inser-

Tabla 15. Demandas para encontrar empleo, por sexo. %

Hombre Mujer Total

Mejorar técnicas de búsqueda 13,2 14,7 14,1

Información sobre oportunidades de empleo 31,6 27,9 29,3

Recibir formación específica 21,1 27,9 25,3

Curso de alfabetización 0,0 1,6 1,0

Formación ocupacional 10,5 13,1 12,1

Tener una experiencia de trabajo protegido 5,3 11,5 9,1

Ayuda personalizada 2,6 8,2 6,1

Otras 23,7 34,4 30,3

N= 38 61 99

Fuente: Sanz, A. (2008).
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ción laboral que el sistema les ofrece. Más de una cuarta parte

de estos trabajadores desempleados reconocen abiertamente

que no están interesados, 25.8%. Sobre todo las mujeres dicen

“no” un 29% y un 12% estaría dispuesta pero dependiendo de

condiciones. Los hombres se muestran más dispuestos (68.4%)

y, además, ponen menos condiciones (10.5%). 

El colectivo diana de intervención, donde se encontraría una

mayor disponibilidad para participar en actividades para facilitar

la inserción en el empleo, serían los hombres, con alto nivel de

formación o, al menos, con estudios primarios completos, los

más jóvenes hasta los 24 años y el grupo de 45 a 49 años, en

el límite ya de las exigencias del mercado de trabajo.

Tabla 16. Interés por participar en actividades de inserción laboral, por sexo. %

Hombre Mujer Total

No 21,1 28,8 25,8

Sí 68,4 59,3 62,9

Depende 10,5 11,9 11,3

N= 38 59 97

Fuente: Sanz, A. (2008).

En síntesis, casi la mitad de los desempleados de estas

viviendas no han trabajado nunca o lo han hecho hace tiempo.

La mitad son parados de larga duración, más de un año sin tra-

bajar, por lo tanto con dificultades de inserción. Aunque digan

que quieren trabajar, hay un núcleo duro, en torno al 20%, entre

el 25 y el 75% de algunos de sus grupos, que no hacen mucho

por el empleo. Son desempleados desanimados y los que bus-

can empleo lo hacen con escasa intensidad. Ni tienen especial

interés en su formación.

Evidentemente, no son representativos de los parados espa-

ñoles, pero pueden serlo del colectivo de parados con especia-

les dificultades de inserción laboral, precisamente a quienes van

dirigidos los programas europeos de activación. Por eso vamos

a analizar, brevemente, algunos resultados del programa

EMPLÉATE, una experiencia piloto diseñada especialmente

para ellos, para colectivos de desempleados con especiales difi-

cultades de inserción laboral. 
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5. EMPLÉATE, la inserción social por el empleo

El programa EMPLÉATE que ampara esta investigación se

ocupa, como se ha dicho, de acompañar a los parados con

especiales dificultades en itinerarios de inserción individualiza-

dos. Cuenta con personal técnico y administrativo cualificado

que, por una parte, sondea el mercado de trabajo en busca de

ofertas de empleo (los prospectores de empleo) y, por otra,

recibe a los posibles demandantes de empleo remitidos por las

propias entidades que componen la Agrupación de Desarrollo

(40%), por los Servicios Sociales (22%) o que entran directa-

mente al CEDIS (Centro de Dinamización Social y Laboral), res-

ponsable de la gestión de todo el proceso (22%)16.

El Programa se inicia en 2005, aunque sólo en el último tri-

mestre del año se empiezan a recibir candidatos para el pro-

grama hasta un total de 96. En el año 2006, ya plenamente

operativo, recibe 189 posibles demandantes de empleo. El pro-

grama concluye en diciembre de 2007, pero en el mes de junio

de ese año se cierra la fase de acogida (de entrada) de candi-

datos al programa. Se continúa trabajando con las personas que

han accedido al programa, pero no entran nuevos candidatos.

Hasta ese momento se habían atendido 496 personas, pero sólo

281 de ellas habían llegado a incorporarse a un itinerario indivi-

dualizado de inserción laboral, después de ser validadas positi-

vamente por el equipo CEDIS, como se explicará más adelante.

A partir de la información facilitada por los distintos Informes

del Proyecto17 vamos a resaltar algunos datos para poner de

manifiesto nuestra hipótesis, es decir, las enormes dificultades

de inserción de estos parados, en sectores y ramas de actividad

especialmente secundarios del mercado de trabajo. En primer

lugar, compararemos algunas características de ambos grupos

de parados, los de las viviendas sociales y los del programa

16 Para ver un resumen de la forma de trabajar en el proyecto Empléate, en

general, y en CEDIS, en particular, ver Sanz, A. (2008, 169 y ss.).
17 Ver, en particular, Secretaría Técnica (2007a) Proyecto EMPLÉATE: Informe

CEDIS, Octubre 2007 y (2007b) Memoria final EQUAL–EMPLÉATE, 2005-2007.

Zaragoza, diciembre 2007 en http://www.equal-empleate.org/portada.php. Tam-

bién hemos utilizado información del año 2006, elaborada por la Secretaría Téc-

nica pero no publicada.
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EMPLÉATE. Ambos pertenecen al mismo colectivo de excluidos

con dificultades para el empleo, pero si la hipótesis se confirma

entre los candidatos del programa, ocurrirá en mayor medida

con los inquilinos de la viviendas sociales que viven en una

situación de mayor precariedad y marginalidad en el mercado de

trabajo. En segundo lugar, nos centraremos en el grupo de des-

empleados del programa EMPLÉATE para señalar las dificulta-

des de los procesos de inserción, tanto en sus etapas iniciales

como en sus resultados finales en términos de empleo, en can-

tidad y calidad.

5.1 Algunas características de esta población

Tanto en EMPLÉATE como en las viviendas, casi dos tercios

de los desempleados son mujeres. Es bien sabido que la tasa de

desempleo es más alta entre las mujeres que entre los hom-

bres18, pero aquí se trata, además, de promover una acción

positiva, entre otros, con las mujeres. Hasta el punto de que,

incluso, aumenta a 66.2% el porcentaje de mujeres entre las

personas validadas. 

18 En 2006 la tasa de paro en la UE era de 8,2%, 7,5 para los varones, 9,1

para las mujeres; pero en España los datos eran, 8,5, 6,3 y 11,6 respectiva-

mente, casi cinco punto más de porcentaje de paro entre las mujeres (MTAS:

2007a).

Tabla 17. Desempleados, por sexo. %

Viviendas Total personas Personas

sociales atendidas EMPLÉATE validadas CEDIS

Mujeres 61,3 61,7 66,2

Hombres 38,7 38,3 33,8

N = 111 496 281

Fuente: Sanz, A. (2008), Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.

En relación con los grupos de edad, éstos no son homogé-

neos salvo en el de menores de 25 años, mucho más numeroso

en las viviendas sociales con un altísimo número de desemple-

ados en casi todas las edades, pero, especialmente, en el grupo
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de edad 16-19. Así que encontramos población más adulta entre

los casos CEDIS, especialmente entre los mayores de 50/45

años.

Tabla 18. Desempleados, por grupos de edad. %

Viviendas sociales Validados CEDIS

< 25 años 26,1 18,5

25-50 años 57,6 (26-45) 57,6

+ 50 años 16,2 (+ 45) 23,8

No consta —

N = 111 281

Fuente: Sanz, A. (2008), Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.

El nivel de estudios de estos desempleados es muy bajo en

ambos casos, como era de esperar. Aún más bajo el de los des-

empleados de las viviendas sociales, con casi diez puntos más

de analfabetos funcionales. Por el contrario, entre los validados

CEDIS hay mayor porcentaje con estudios secundarios e,

incluso, un 2,8% con titulación universitaria, situación que no se

da entre los desempleados de las viviendas19.

19 Entre todos los inquilinos de las viviendas sólo hay un 3% con titulación uni-

versitaria.

Tabla 19. Desempleados y nivel de estudios. %

Viviendas sociales Validados CEDIS

Sin estudios 23,4 13,2

Primarios 55,9 57,6

Secundarios 20,7 26,3

Universitarios — 2,8

N = 111 281

Fuente: Sanz, A. (2008), Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.
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Seguramente la variable más importante a la hora de anali-

zar las posibilidades de inserción de estos desempleados, sea

el tiempo que acumulan de desempleo20. En esta variable no

podemos ofrecer el dato para los 281 casos validados y sólo dis-

ponemos de información para los 189 aceptados al programa

durante el año 200621 Como se ve, hay muchos más desemple-

ados de larga y muy larga duración en las viviendas que en el

colectivo CEDIS. Hay que decir que los desempleados que lle-

gan al programa EMPLÉATE han sido derivados mayoritaria-

mente por las entidades que forman parte de la Agrupación de

Desarrollo Saraqusta, donde han sido atendidos previamente y

donde han recibido apoyo para fortalecer su motivación de cara

a la búsqueda de empleo. Muchos de los candidatos originales

se ha perdido por el camino, como veremos. Quizás por ello se

han incorporado al programa, sobre todo, aquellos que llevaban

menos tiempo en el desempleo y están, pues, más “disponibles”

a recibir una ligera “presión” para movilizarse en la búsqueda de

empleo22. Al menos desde esta variable, los residentes en las

viviendas sociales ofrecerán muchas más dificultades para

incorporarse a los programas de inserción por el empleo o a

20 El Instituto Nacional de Empleo (INEM) del Ministerio de Asuntos Sociales

ha elaborado un índice de ocupabilidad en el que una de las variables funda-

mentales es la antigüedad de la demanda: 

“uno de los problemas más conocidos en cuanto al problema del desempleo

es el del paro de larga duración, es decir, las crecientes dificultades que tienen

los parados para acceder a un empleo a medida que pasa el tiempo que llevan

en su situación… no parece aceptable considerar que la antigüedad en la dura-

ción de la demanda es una variable que indique una baja disponibilidad, aunque

sí lo es, sin duda, de una baja ocupabilidad”. (Toharia y otros: 2006).
21 El trabajo presentado al V Congreso Latinoamericano de Sociología del Tra-

bajo, celebrado en Montevideo (Uruguay) en abril de 2007, se realizó con la

información facilitada por los técnicos del programa, disponible en ese momento,

cuando se estaba elaborando el informe parcial para el año 2006. En este

momento únicamente disponemos de los datos ofrecidos en los informes finales

señalados anteriormente en los que no aparece esta información para los 281

casos validados CEDIS, pero consideramos de interés aportar los de los 189 del

2006.
22 Hemos asistido a reuniones con las trabajadoras sociales de los distintos

servicios de la zona y los técnicos del CEDIS donde se discutía vivamente sobre

las características de los candidatos que podían derivar a este programa. “No

sirve de nada, decían los técnicos, enviar a cualquiera que, ante la primera exi-

gencia del programa, se iba a echar para atrás. Deben llegar con una mínima

motivación para buscar y prepararse para el empleo”.
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cualquier otra actividad de búsqueda o de formación, como se

ha señalado anteriormente.

Vemos, pues, cómo los desempleados de las viviendas son

mujeres en el mismo porcentaje, teniendo en cuenta que en el

proyecto EMPLÉATE se privilegia la entrada de mujeres como

objetivo del programa, mucho más jóvenes, con menor nivel de

estudios y con mucho más tiempo de desempleo, factores todos

ellos que sitúan a este colectivo en peores condiciones para

incorporarse al mercado de trabajo, para lograr una adecuada

inserción social mediante el empleo.

5.2 Las dificultades en el camino hacia los itinerarios de inser-

ción

En los procesos de inserción social mediante el empleo, el

paso más crítico es el primero y no evaluado en este trabajo: el

acercamiento al sujeto de inserción, el conocimiento de su situa-

ción individual y familiar, y las estrategias de motivación y refor-

zamiento de su voluntad para que sea consciente de su

situación y quiera embarcarse en este proceso de preparación y

búsqueda de empleo tutorizado y acompañado por unas estruc-

turas institucionales y profesionales de apoyo permanente.

Como se ha señalado anteriormente (ver nota al pie), en las

reuniones que los técnicos de EMPLÉATE celebraron con los

profesionales sociales del territorio para explicarles los objetivos

del programa, la metodología de trabajo, las características de

los sujetos candidatos al programa, la mayor dificultad señalada

por estos profesionales era esa, la captación, motivación y deri-

vación al programa.

Tabla 20. Tiempo de duración del desempleo. %

Viviendas sociales Validados 2006 CEDIS

< 6 meses 32,1 46,0

6 -12 meses 17,4 18,5

1-4 años 7,3 18,0

+ 2 años 43,1 11,6

Nc — 5,8

N = 111 189

Fuente: Sanz, A. (2008), Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.
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En EMPLÉATE, los acompañamientos, apoyos, supervisio-

nes, etc. serán constantes desde el primer momento, tal como

se puede ver en los informes señalados y sintéticamente en

Sanz (2008: 169 y ss.). Sin embargo, los resultados intermedios

y finales ponen de manifiesto las dificultades del trabajo con

estos colectivos. El primer problema no es, pues, cómo conse-

guir empleo y que permanezcan en él con lo que cuesta lograrlo

para los que lo consiguen, sino cómo evitar que se queden tan-

tos de ellos en el camino: el mito de Sísifo, sin llegar a la cima

de la montaña.

Buena muestra de estas dificultades son los datos que

vamos a presentar. De los 496 candidatos al programa sólo 281

terminarán incorporándose a un itinerario individualizado de

inserción, el 56,6% de los que son presentados al programa,

una vez que han dado el paso de motivación y convencimiento.

Aún más grave, de los 315 candidatos presentados en el CEDIS,

sólo 106 terminan incorporándose al proceso de validación, es

decir, únicamente la tercera parte, el 33,6%.

En los datos presentados en el Informe de Octubre de 2007

por la Secretaría Técnica, se diferencian los candidatos al pro-

grama presentados al CEDIS por parte de las redes sociales del

territorio (Centros Municipales de Servicios Sociales y Centros

de Salud de la zona, principalmente), de aquellos que son pre-

sentados por las entidades socias de la Agrupación de Desa-

rrollo Saraqusta que son incorporados directamente al proceso

de validación.

La secuencia es la siguiente. En primer lugar se produce la

fase de diagnóstico: las redes sociales del territorio consiguen

convencer a 315 desempleados con especiales dificultades para

el empleo para que concierten una cita con la orientadora labo-

ral y el trabajador social del CEDIS. Pero sólo 204 (64,8%) lle-

gan a celebrar esa cita. 111 (35,3%) no se presentan. Se han

comprometido con la trabajadora social de su centro de referen-

cia pero, a la hora de la verdad, no han acudido a la cita. En la

entrevista se realiza un diagnóstico del candidato, sus caracte-

rísticas, circunstancias, etc. y se decide: 51 (16,2%) de ellos son

considerados no candidatos por exceso (diagnóstico +), por-

que se estima que cuentan con recursos suficientes para buscar

y encontrar empleo por sus propios medios; incluso 14 de ellos

han encontrado empleo, por su cuenta, durante esta fase. Otros



108 David Pac Salas y Ángel Sanz Cintora

47 (15%) son diagnosticados negativamente (diagnóstico -) y
excluidos del programa por defecto, no llegan al mínimo de

empleabilidad necesaria y son derivados a otros recursos socia-

les para su atención, permaneciendo en lo que el Informe llama

zona de alto riesgo de exclusión, es decir, “donde no se puede

realizar un trabajo adecuado mediante un programa de empleo”.

Casos en Bajas en

fase % recepción y % Bajas %

diagnóstica diagnóstico – diagnóstico +

Fase 315 100 111 35,2

diagnóstico 204 14 4,4

190 37 11,7

153 47 15,0

129 40,9 135 42,8 51 16,2

Resultado

del proceso 106 33,5 158 50,2 51 16,2

Tabla 21. Proceso de diagnóstico en CEDIS / EMPLÉATE

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.

Únicamente, pues, 106, una tercera parte de los 315 candi-

datos, pasa a la fase siguiente de validación en la que todo el

Equipo CEDIS confirmará o no este diagnóstico inicial para cer-

tificar la adecuación del candidato a los requerimientos del pro-

grama.

A esta segunda fase se incorporan, además de los 106 seña-

lados, los 181 presentados por las entidades socias de la Agru-

pación de Desarrollo que ya han realizado su propio proceso de

diagnóstico del que no da cuenta el Informe. Son 287 en total. 

Todos los casos diagnosticados como candidatos al proyecto

pasan al pleno del CEDIS, es decir, al conjunto de tutores y

prospectores, la orientadora laboral, el trabajador social y el

secretario técnico del proyecto. El Equipo ratifica o no la pro-

puesta de cada caso. Se puede nuevamente considerar que

poseen autonomía suficiente u otros recursos en su búsqueda

de empleo (validados +) o que no alcanzan el nivel mínimo de

habilidades para incorporarlos al Proyecto (validados -). Así

que sólo son incorporados los casos ratificados acordes con los
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criterios EMPLÉATE. No sólo porque pertenecen a los grupos

de riesgo y de acción positiva sino porque muestran motivación

suficiente, capacidades y voluntad para aceptar los compromi-

sos de todo el duro proceso, pasan a formar parte plenamente

del proyecto.

En 6 de ellos no se confirma el diagnóstico, en dos por

defecto (no alcanzan el mínimo de habilidades o capacidades

para incorporarlos al programa), en cuatro por exceso (se con-

sideran con autonomía suficiente u otros recursos para su bús-

queda de empleo). Así que sólo se incorporan a sus itinerarios

de inserción laboral 281 de los 496 casos iniciales, un 56,6%.

Sabemos que una tercera parte de los que iniciaron el camino

vía CEDIS no llegan. Lo que ignoramos es cuántas demandas

han debido recibir o captar las entidades socias para diagnosti-

car como candidatos a validación a sus 181 casos.

Casos en Bajas Bajas

fase de % “negativas” % “positivas” %

validación validación - validación +

Candidatos

CEDIS 106 36,9

Candidatos

entidades 181 63,1

Casos a validar 287 100,0 2 0,7 4 1,4

Validados para

los itinerarios 281 97,9

Tabla 22. Proceso de validación en CEDIS

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.

Una vez son validados se construye el itinerario de inserción

sociolaboral individualizado por parte del tutor/a y prospector/a

con la persona beneficiaria y con los recursos implicados

mediante el trabajo en red, es decir en colaboración y compro-

miso con todas la entidades que forman parte del proyecto o que

aceptan participar en el proceso. Es muy importante la persona-

lización del itinerario compartiendo con la persona beneficiaria

los objetivos y el propio proceso de inserción enclavado en la

situación de partida que está viviendo y, sobre todo, la percep-
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ción y posibilidades que asume el propio desempleado. Con-

viene señalar que la persona, al inicio del proceso, firma unos

compromisos que se obliga a mantener (participar y realizar las

actividades que se le indiquen, comunicar faltas, mantener la

comunicación…) lo que supone también un esfuerzo por parte

de la persona beneficiaria.

En el curso de este itinerario, 175 consiguen disfrutar de

algún período de empleo, como analizaremos más adelante;

pero sólo 51 obtienen lo que se llama “baja positiva”, es decir

cumplen completamente el itinerario diseñado para ellos y/o se

mantienen empleados al realizar el informe de octubre. 128

casos permanecen en el programa hasta diciembre cuando se

realiza el cierre completo de EMPLÉATE: 15 más abandonan el

programa en esos meses, 36 son calificados “bajas positivas” y

77 son derivados a los distintos servicios sociales para su segui-

miento y apoyo. 

En resumen, de los 281 desempleados para los que se

diseña y con los que se negocia un itinerario individualizado y

tutorizado de inserción, un 41,6% causan baja a lo largo del iti-

nerario sin completarlo, no logran concluir todo el proceso;

27,4% son derivados a los servicios sociales para su atención y

seguimiento pues no han sido capaces de completar su itinera-

rio cuando finaliza el programa que ha sido diseñado como

piloto y temporal, por lo tanto. Únicamente el 31% se consideran

bajas positivas. Algo menos de un tercio de las personas con iti-

nerarios los han completado. Sólo un 17.5% de las 496 perso-

nas desempleadas que, en algún momento, estuvieron en

contacto con el programa. Con más del 80% hay que volver a

empezar. 

Como síntesis final del programa, los técnicos definen tres

zonas de referencia, la zona de alto riesgo en la que sitúan

aquellos desempleados candidatos que no han sido diagnosti-

cados como adecuados para el programa o lo han abandonado

a lo largo del mismo, incluso, en algunos casos, sin concluir los

itinerarios diseñados par ellos; zona EMPLÉATE, o, una vez con-

cluido el programa, lo que nosotros llamamos zona de servicios

sociales, donde los candidatos continúan siendo acompañados

por otros programas o servicios que ya no son de inserción

social mediante el empleo; y zona de seguridad, que constituye

el empleo y las redes normalizadas para el empleo, donde se
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encuentran tanto los que han completado sus itinerarios como

los que han sido considerados capaces de buscarse el empleo

por sí mismos, sin ayuda de este tipo de programas de acom-

pañamiento. Si el éxito del programa se midiera por este último

dato, ya que se trata de un programa de inserción social por el

empleo, habría que reconocer que los resultados son cierta-

mente limitados.

Como señala Milenium 3 (2007, 106), los itinerarios de inser-

ción se basan en la libertad de elección de las personas que se

encuentran en ese proceso. La individualización del itinerario

tiene como corolario la “negociación” constante con el usuario,

de forma que éste vaya tomando decisiones sobre su propia

existencia. “Este componente de libertad y de búsqueda de

Itinerarios y Bajas Bajas

derivaciones % “negativas” % “positivas” %

Itinerarios 281 100

Salen del

programa hasta

octubre 102 36,3 51 18,1

Casos en el

programa

octubre 128

Salen del

programa hasta

diciembre 15 5,3 36 12,8

Derivados a

servicios sociales 77 27,4

Resultado final 77 27,4 117 41,6 87 31,0

Tabla 23. Itinerarios de inserción laboral

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.

Tabla 24. Resultado del programa EMPLÉATE

Totales %

Zona de alto riesgo 277 55,8

Zona de seguridad 142 28,6

Zona EMPLÉATE/servicios sociales 77 15,5

Total casos EMPLÉATE 496 100,0

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a y b) y elaboración propia.
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autonomía, a la par que elemento imprescindible, conlleva algu-

nos riesgos que inciden negativamente en los procesos de

determinadas personas: en algunos casos, los usuarios de los

proyectos deciden abandonar el itinerario”

Milenium 3 subraya, en este caso, ese factor subjetivo condi-

cionante de estos procesos23. Pero hay que constatar otro ele-

mento, estructural y objetivo, que todavía deben superar esos

protagonistas de los itinerarios de inserción laboral. 

5.3 Las condiciones de llegada y permanencia

En los informes finales que hemos consultado se ofrece dis-

tinta información tanto sobre los 175 desempleados que, en

algún momento, lograron alcanzar un contrato de trabajo, como

sobre 51 de ellos que se denominan “bajas positivas”, es decir,

aquellas que se producen bien por inserción laboral y manteni-

miento en el empleo en el momento de realizar el informe final

(octubre de 2007) bien por haber finalizado el itinerario previsto

y haber alcanzado autonomía suficiente para poder realizar la

búsqueda de empleo por sí mismos en el futuro. Además, en

ocasiones, utilizaremos la información facilitada, a principios del

2007, sobre los 189 casos validados (aceptados en el proyecto

como candidatos idóneos) en el año 200624.

Nos ocuparemos, especialmente de los resultados, en térmi-

nos de empleo, en el proceso de inserción laboral. Todos ellos,

sin embargo, han podido disfrutar de otras actuaciones de apoyo

y acompañamiento que ofrece el programa; especialmente for-

mación, apoyo a la conciliación de la vida familiar y laboral, etc.

23 También es interesante la referencia que se realiza en este estudio a las

propias entidades que desarrollan su actividad en el campo de la inserción labo-

ral. De las 524 actuaciones en materia de inserción laboral que realizan y están

recogidas en el I Plan de inclusión social en Aragón, analizado por Milenium 3,

sólo un 14,3% se dirigen a las fases iniciales de “intervención educativa y pro-

moción social”, etapas previas o iniciales en los procesos de inserción sociola-

boral “en las que se tiene que hacer más incidencia conforme la persona en

cuestión presenta un proceso de deterioro más acusado” (Milenium 3: 2007,

108).
24 Fueron los casos utilizados para realizar la ponencia presentada en Monte-

video “Precariedad y pobreza en el mercado de trabajo. Los inquilinos de las

viviendas sociales municipales de Zaragoza”, primera versión de este artículo.
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Antes de eso, puede ser de interés hacer unas breves com-

paraciones entre los 281 casos validados, los que finalmente

acceden a algún empleo y los que se llaman “bajas positivas”,

es decir, los que, de una u otra manera, completan el itinerario y

son considerados como “capaces de valerse por sí mismos”.

Desde el punto de vista del sexo, el cambio es espectacular.

Vimos cómo era más alto el porcentaje de mujeres presentadas

y el de validadas positivamente por la acción positiva del pro-

grama. Pero su porcentaje baja ligeramente entre los desemple-

ados que firman contrato y aún más entre las bajas positivas. El

dato parece poner de manifiesto la especial dificultad de las

mujeres para mantenerse y/o concluir con éxito el itinerario indi-

vidualizado de inserción elaborado por el programa. Entre otras

razones, por el modelo de patriarcado existente en nuestra

sociedad y la posición subordinada de las mujeres en la estruc-

tura social que condiciona la posición del trabajo reproductivo al

productivo.

Tabla 25. Casos validados, contratos y bajas “positivas”, por sexo. %

Casos validados Contratos Bajas “positivas”

Mujeres 66,2 64,6 43,1

Hombres 33,8 35,4 56,9

N = 281 175 51

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.

Tabla 26. Casos validados, contratos y bajas “positivas”, por grupos de edad. %

Casos validados Contratos Bajas “positivas”

< 25 años 18,5 17,7 21,6

25-45 años 57,6 57,2 52,9

+ 45 años 23,8 24,6 25,5

N = 281 175 51

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.

Los grupos de edad son más neutros, no tienen incidencia

desde el punto de vista del éxito en el proceso. Los más jóvenes

y los mayores muestran unos mejores resultados, mientras que

la población intermedia tiene un peso ligeramente menor en la

fase final del proceso.
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En relación con la ocupación, que es lo que venimos anali-

zando, vamos a profundizar en algunos datos que nos ofrece

tanto la evaluación final como la evaluación provisional disponi-

ble de 2006:

a) Los prospectores de empleo habían detectado en el mercado

de trabajo, durante los quince primeros meses de funciona-

miento de programa (2005 y 2006), hasta 600 posibles con-

tratos que ofrecer a los candidatos del CEDIS. La inmensa

mayoría contratos temporales: 85% de “obra o servicio” y

“eventuales”, que con los de formación y de interinidad suman

87,1; y sólo un 5% de carácter claramente indefinido a los que

habrían de sumarse los de “fomento de empleo” que también

se consideran indefinidos. Un total de 12% de ofertas de con-

tratación indefinida. Es lo que se va a ofrecer a estos parados

con especiales dificultades de inserción: 87% de contratos

temporales, 12% de indefinidos y 1% de autoempleo.

Tabla 27. Casos validados, contratos y bajas “positivas”, por origen. %

Casos validados Contratos Bajas “positivas”

Españoles 81,1 81,7 80,4

Extranjeros 18,9 18,3 19,6

N = 281 175 51

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.

Tabla 28. Tipos de contrato ofrecidos en EMPLÉATE

N.º %

Obra o servicio/eventuales 511 85,0

Formación 4 0,6

Prácticas - -

Interinidad 9 1,5

Indefinido 30 5,0

Fomento de empleo 41 7,0

Mercantil 5 0,9

Total contratos 600 100

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2006, no publicado) y elaboración propia.

Tampoco el país de origen tiene mayor importancia desde

este punto de vista. En todo caso, los extranjeros tienen unos

resultados ligeramente mejores.
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El resultado es muy interesante a la vista de cómo ha ido la

contratación en Aragón en el año 2005: sólo se hicieron 9,9% de

contratos indefinidos frente al 90,1% de contratos temporales,

siendo el 80,6% contratos de “obra y servicio” y “eventuales”.

Como denuncia CCOO, el sindicato que ha realizado el estudio

del que se recogen estos datos (Gabinete Técnico: 2006), la

temporalidad “es un factor de precariedad que resta competitivi-

dad a la empresa aragonesa. Mantener la actual situación de

abuso de la contratación temporal es favorecer aquellas activi-

dades económicas que basan la competitividad en la reducción

permanente de costes, básicamente laborales, para obtener un

mayor excedente empresarial a costa de sus trabajadores y del

bienestar del conjunto de la sociedad” 

La prospección realizada por los técnicos de EMPLÉATE no

está muy alejada de la realidad. Es lo que ofrece el mercado de

trabajo en Aragón y, en general, en España. En torno a un 90%

de empleos temporales que termina generando una polarización

cada vez mayor de la estructura laboral entre fijos (cada vez

menos fijos) y temporales, como hemos señalado en otros tra-

bajos (Navarrete y otros: 2007).

No arrojan mejores resultados los datos sobre contratos fir-

mados. En efecto, al final de todo el proyecto (hasta junio de

2007), 175 candidatos han firmado 380 contratos en 365 empre-

sas (poco más de un contrato por empresa y poco más de dos

contratos por candidato). Si los contratos ofrecidos como

Fomento de empleo se consideran “indefinidos”, los contratos

firmados por los candidatos del programa se alejan enorme-

mente del tipo de contratos ofrecidos e incluso de los contratos

firmados en Aragón el 2005.

Mejor suerte han corrido los 51 que causan “baja positiva”.

Han firmado 103 contratos (dos por persona) con un porcentaje

de indefinidos similar a las ofertas recibidas y más próximo a la

media aragonesa.

b) Como parece lógico, la mayor parte de las ofertas de empleo

detectadas no se cubren por el programa. En el informe faci-

litado para 2006 las causas registradas para no cubrir tales

ofertas son, sobre todo, por falta de adecuación al puesto de

trabajo, falta de experiencia, de formación o de vehículo pro-

pio. Es decir, la mayor parte de las veces (78%) las causas

no son directamente atribuibles al candidato y, desde luego,
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no se pueden superar autónomamente. Sólo en el 21% de

las ocasiones se podrían atribuir al candidato cuando no se

adecua al horario, no le satisface el salario o no tiene interés

por ese trabajo, indicadores en todo caso de su escasa dis-

posición para el empleo. El resto son limitaciones a su “ocu-

pabilidad” y debería ser el programa el responsable de

mejorar sus capacidades de trabajo o encontrar los empleos

más adecuados para ellos. En nuestra investigación, como

se ha visto, lo que más demandan los desempleados es for-

mación e información cierta sobre los empleos y, en parte, es

lo que está dispuesto a ofrecer el programa EMPLÉATE.

Tabla 29. Contratos ofrecidos, firmados y ocupados, por sectores de actividad

Contratos Contratos Contratos de

ofrecidos firmados “bajas positivas”

Obra o servicio/eventuales 85,0 59,2

Otros “temporales” 3,0 26,2

Total “temporales” 88,0 92,4 85,4

Indefinidos 5,0 6,6 12,6

Fomento de empleo 7,0

Total “indefinidos” 12,0 6,6 12,6

Sin datos y otros 1,0 1,9

Total contratos 600 380 103

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2006, no publicado y 2007a) y elaboración propia.

N.º %

Características personales no adecuadas al puesto

(edad, sexo, responsabilidad, etc...) 92 22,0

Falta de experiencia 86 20,4

Falta de formación 81 19,0

Falta de vehículo 69 16,4

Falta de interés por el puesto 31 7,4

Condiciones laborales inadecuadas en cuanto a salario 20 4,7

Condiciones laborales inadecuadas en cuanto a horario 37 8,8

Otras condiciones laborales inadecuadas 5 1,2

Total causas señaladas 421 99,9

Tabla 30. Causas de no cobertura de los puestos ofrecidos

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2006, no publicado) y elaboración propia.
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En el informe final de 2007 se hace alusión a las dificultades

detectadas en los personas que participan en estos procesos de

inserción para su permanencia en el programa. 

- por una parte hacen referencia a falta de motivación o proble-

máticas sociofamiliares;

- por otra, a un conjunto de circunstancias que tienen que ver

con su “empleabilidad” (falta de habilidades sociales y/o labo-

rales básicas –normas, jerarquía, puntualidad–, falta o escasa

experiencia laboral, ausencia de cualificación profesional e,

incluso, analfabetismo y área limitada en la demanda de

empleo); 

- además, a una serie de actitudes de rechazo bien a las ofer-

tas y contratos de trabajo que les ofrecen, bien a las medidas

de conciliación planteadas, bien reticencias a seguir los pro-

gramas de formación ofrecidos. 

- por último, se hace alusión al cobro de prestaciones o pensio-

nes y a la economía sumergida como elementos que dificultan

la implicación en los itinerarios individualizados.

Así que, si a los condicionantes del mercado de trabajo se

unen las dificultades personales de estos desempleados, el

empeño de inserción social mediante el empleo se torna cada

vez más dificultoso.

c) Según la información facilitada para el año 2006, se habían

logrado 184 contrataciones para 92 trabajadores. Única-

mente en 131 de ellas se informa de la rama de actividad y,

por lo tanto, del sector productivo: 

- 61,3% de los contratos se dan en el sector servicios, sobre

todo en limpieza (40%) y en servicios de ayuda socio-sani-

taria ( atención a dependientes y menores)

- 29% son contratos en la industria, especialmente en la

rama de manipulados y cadena de producción

- 9,1% restante son contratos en la construcción.

Las ramas de actividad que aparecen en estos contratos no

se diferencian mucho de las que se han visto en el análisis de la

población activa de las viviendas. Es el segmento secundario del

mercado de trabajo con un altísimo peso de la rama de limpieza,

muy “apropiado” precisamente (según la cultura dominante)
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para estos colectivos tan feminizados. Ya que en el mercado de

trabajo las mujeres se concentran en puestos de trabajo simila-

res a los desarrollados en el trabajo reproductivo, es decir, se da

una distribución de los trabajos como extensión de la atribución

de los roles familiares desempeñados. Se pone, así, de mani-

fiesto la similitud entre ambos colectivos y cómo los procesos

tutorizados de inserción laboral no pueden ir más allá de repro-

ducir los nichos laborales donde se desenvuelve esta población.

Tabla 31. Contratos por sectores económicos y ramas actividad

N.º %

Limpieza 53 40,5

Ayuda socio-sanitaria 10 7,6

Comercio y distribución 8 6,1

Vigilantes y conserjes 5 3,8

Telemarketing 3 2,3

Reparto 2 1,2

Sector servicios 81 61,8

Manipulados y cadena producción 30 22,9

Metal 8 6,1

Sector industria 38 29,0

Sector construcción 12 9,1

Total contrataciones 131 100

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2006, no publicado) y elaboración propia.

En el informe final, el de octubre de 2007, únicamente se

hace referencia a los “sectores de actividad” de los 103 contra-

tos firmados por las 51 “bajas positivas”. Pero cuando especifi-

can esos “sectores” aparecen 28 contratos firmados en distintas

“empresas de inserción” (empresas de inserción, 11, centros

especiales de empleo, 6, institución (sic) laboral para personas

sordas, 9, o, genéricamente, ONGs, 2), sin señalar los sectores

económicos en los que se inscribe la actividad de tales entida-

des. Para el resto de contratos, 73, señala las ramas de activi-

dad que son, fundamentalmente, limpieza (22), alimentación (6),

construcción (6), lo que se podría calificar como industria (11 en

electrónica, montaje, metal, química, textil), servicios (9 en vigi-
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lantes, transporte, hostelería, etc.) y otros sin especificar (19).

Los nichos de empleo para estos colectivos con especiales difi-

cultades no van más allá de ese segmento secundario del mer-

cado de trabajo, en el que deberemos incluir las propias

“empresas de inserción” o de trabajo protegido. 

d) Finalmente, y de acuerdo con el tipo de contratos logrados

por estos candidatos a la inserción social por el empleo, 175

personas han firmado 380 contratos que han generado una

enorme cantidad de contratos finalizados. El informe de octu-

bre 2007 de la Secretaría Técnica recoge las causas de fina-

lización de 325 contratos. 

La mayor parte de las causas (57,5%) es por “finalización

de contrato”. Un 9% son “despidos” que, unidos a las bajas

por conclusión del “período de pruebas” (11%) suponen la

segunda causa de salida del empleo (20%). En un 77,5% de

los casos son las condiciones del mercado de trabajo, bien

por el tipo de contrato firmado, bien por las exigencias patro-

nales, las que arrojan de nuevo al desempleo, a los itinera-

rios de inserción, a estos desempleados con especiales

dificultades para la inserción laboral. Los profesionales de la

inserción deberán reiniciar con ellos el camino de búsqueda

de un empleo apropiado. Quizás esta población no está

“madura” para un mercado de trabajo tan duro. Los parados

de las viviendas sociales pedían que “las empresas no fue-

ran tan exigentes”. En las entrevistas que hemos realizado

con las profesionales de la zona nos hablan del gran desin-

terés y escasa motivación para el trabajo, de la desconexión

de la realidad con la que viven, de su falta de expectativas de

futuro, de su baja tolerancia a la frustración, quizás porque

están tan saturados de frustración histórica. En este contexto

tendría también explicación ese casi 18% de bajas volunta-

rias en el trabajo: a pesar de los contratos tan temporales, los

rompen antes de concluir. O las condiciones de trabajo son

especialmente difíciles o inadecuadas o estos desempleados

están realmente poco motivados para continuar incorporados

a esos empleos. También en el estudio de las viviendas

hemos visto cómo el 26% de las razones para dejar el trabajo

entre la población activa de las viviendas era por baja volun-

taria.
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Así que la permanencia de estos trabajadores en los

empleos logrados con tanta dificultad es muy limitada. En el aná-

lisis que hicimos para la información intermedia de 2006, reco-

gíamos este dato: para las 92 personas que accedieron al

empleo por cuenta ajena en el año 2006, se han producido 123

rescisiones de contrato, una media de 1,3 contratos por per-

sona, con una duración que no ha superado los cuatro meses en

los contratos a mujeres fuera del programa (el mejor resultado

en términos de “estabilidad” en el empleo) y no han superado los

1,7 meses de contrato en los varones dentro del programa.

Tabla 32. Causas de finalización del contrato

N.º %

Fin del contrato 187 57,5

Baja voluntaria 58 17,8

Período de prueba 36 11,1

Despido 29 9,0

Otras 6 1,8

Sin información 9 2,8

Total causas finalización contrato 325 100

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2007a) y elaboración propia.

Tabla 33. Contratados y meses con contrato

Dentro del programa Fuera del programa

Mujeres Hombres Total Mujeres Hombres Total

Personas que acceden al

empleo 37 20 57 25 10 35

N.º de meses con contrato 2,6 1,7 4,0 1,5

Fuente: Secretaría Técnica Proyecto EMPLÉATE (2006, no publicado) y elaboración propia.

Como señala Milenium 3 (2007, 140), “las trayectorias vitales

han desvelado que, cuando estas personas encuentran empleo,

éste suele caracterizarse por ser temporal y de corta duración.

Por tanto, antes o después, la mayoría acaba consiguiendo un

puesto de trabajo, si bien su duración no excede los tres

meses... Estas personas tienen muchas probabilidades de pasar

del paro o inactividad a empleos precarios y viceversa. La línea
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que separa el éxito, entendido como permanencia en el mer-

cado laboral, del fracaso es sumamente frágil”

En la misma dirección coinciden Ana Arriba y Begoña Pérez

cuando analizan las políticas de activación con los preceptores

de las rentas de inserción: “en España si bien es fácil salir de la

asistencia, también es habitual volver a ella”, señalando el ejem-

plo de Navarra para concluir: “muchos de los programas de acti-

vación desarrollados por la iniciativa social y los programas de

empleo público protegido se asemejan en sus características a

los puestos disponibles en el mercado (en términos de bajos

salarios y escasa capacidad cualificante (y alta temporalidad,

añadiríamos nosotros). Este hecho hace de ellos recursos de

escasa eficacia para la inserción ya que no aportan ningún valor

añadido respecto a la precariedad laboral disponible. Por este

motivo en España se hacen precisos recursos más cualificantes

que favorezcan el acceso de sus participantes a otro tipo de

empleos y la verdadera superación de la doble trampa de la pre-

cariedad y la inserción en la que se encuentran muchas perso-

nas” (Arriba y Pérez: 2007, 130-131).

6. Conclusión

Con esta altísima rotación en el mercado de trabajo, bien por

“causas patronales” (77,6%), bien por la baja voluntaria (17,8%)

y las dificultades de mantener el puesto de trabajo más allá de

cuatro meses, en el mejor de los casos, sólo cabe decir que la

labor paciente y esforzada de los profesionales que trabajan en

estos programas de inserción, mediante itinerarios protegidos y

tutorizados, están desarrollando una actividad titánica y repeti-

tiva como la labor de Sísifo, señalada por la mitología, castigado

por los dioses a empujar eternamente, ladera arriba de la mon-

taña, un enorme peñasco que siempre volvía a caer antes de lle-

gar a la cima.

El mercado es el dios omnipresente que con una mano (Ini-

ciativa Comunitaria EQUAL) apoya los procesos de inserción,

mientras con la otra (las políticas neoliberales de la Comisión

Europea y los gobiernos nacionales) mueve la montaña para

que caigan los más débiles. Así de contradictoria es la política

de empleo de la Unión Europea. La estrategia coordinada de
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empleo será para “potenciar una mano de obra cualificada, for-

mada y adaptable” (Tratado de Lisboa: 2007, art. 145 del Tratado

de Funcionamiento, que reproduce el III-203 del Tratado Consti-

tucional) y, continúa, “unos mercados laborales con capacidad

de responder al cambio económico” como continúa el mismo

artículo (dulcificando el texto del Tratado Constitucional que

decía “unos mercados laborales capaces de reaccionar rápida-

mente a la evolución de la economía....” (MAEyC: 2004, I-3). Se

puede imaginar uno cómo serán las orientaciones y recomen-

daciones que salgan de esta estrategia de lograr una mano de

obra adaptable y unos mercados laborales con capacidad de

responder al cambio económico. Es la forma más evidente de

hablar de precariedad en el empleo. Pero, sobre todo, es en las

políticas económicas y fiscales donde se encuentran orientacio-

nes y “obligaciones implícitas” para aumentar la flexibilidad del

mercado de trabajo (Sanz: 2006).

El objetivo es promover el empleo por el empleo, sin condi-

ciones. “Habría tanto empleo si los trabajadores no cobraran”,

exclama Miren Etxezarreta irónicamente. “El pleno empleo ha

sido despojado de sus connotaciones de bienestar y adaptado a

las necesidades de crecimiento y competitividad internacional y

los beneficios. Ha sido despojado de cualquier connotación en

términos de contenido social, aspiraciones y derechos” (Etxeza-

rreta: 2004, 41-42).

Como señalan algunos autores, los resultados negativos

alcanzados por el Tratado para una Constitución Europea,

“son, en parte, consecuencia de las políticas públicas llevadas a

cabo en estos países con el estímulo, cuando no el mandato, de la

Comisión Europea. Estas políticas han incluido la reducción del

gasto público (estimulado indirectamente por el Pacto de Estabili-

dad), la reducción de los impuestos (que han beneficiado a los gru-

pos más pudientes de la población), la reducción de la protección

social con disminución de los beneficios sociales, la desregulación

de los mercados laborales y un mantenimiento por parte del Banco

Central Europeo de unos intereses bancarios más altos de lo que

se necesitaría para mantener una baja inflación. Estas políticas tra-

ducen el consenso de Bruselas, y reproducen la sabiduría conven-

cional que se presenta en los establishments económicos y

financieros europeos, y que está creando una enorme crisis de la

Europa Social, causa del rechazo por amplios sectores de las cla-

ses populares y muy en particular de sus clases trabajadoras a las
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instituciones de la UE, que se consideran responsables de su cre-

ciente inseguridad, la cual es un caldo de cultivo para movimientos

antisistema con contenidos racistas antiinmigrantes” (Navarro:

2007).

Si será evidente la situación denunciada que, cuando escri-

bíamos el año pasado la primera versión de este artículo para

presentarlo al Congreso de Montevideo, la prensa diaria se

hacía eco de una grave preocupación comunitaria. “Por primera

vez desde 1999, dice El País, se han cambiado las tornas. Los

riesgos para las economía europea ya no están en el creci-

miento de los salarios, sino en el aumento exponencial de los

beneficios empresariales junto a la moderación salarial” En opi-

nión de los ministros de Economía de la Unión Europea, la pér-

dida de poder adquisitivo de los trabajadores “puede afectar

negativamente a la demanda” (El País: 28,2,2007).

El problema, pues, era la demanda y no las condiciones de

vida de los trabajadores. Sólo “su” consumo que no puede

decaer. Cuando escribimos ahora, poco más de un año des-

pués, la preocupación de la Comisión Europea parece ser la jor-

nada laboral, cuya directiva han aprobado reformar para permitir

una jornada laboral de hasta 60 ó 65 horas semanales por

acuerdo “libre” (naturalmente), pactado entre el trabajador y el

empresario. No es que sea un tema urgente, pero parece opor-

tuno, como señala Gallego-Díaz (2008), comprobar “los niveles

de aceptabilidad de la ciudadanía europea”, precisamente

ahora, añadimos nosotros, cuando se amenaza con una nueva

crisis y los trabajadores europeos van a ver peligrar, una vez

más, sus puestos de trabajo y sus derechos sociales.

Para nosotros, sin embargo, el problema son ellos (la Comi-

sión y la Unión Europea en su conjunto) y su forma de dirigir y

controlar la economía. Las condiciones de vida de estos parados

desanimados que hemos analizado no son sino el último esla-

bón de una cadena que nos aprieta a todos, el vendaval neoli-

beral. Por eso en nuestra investigación (Sanz: 2008) ponemos

de manifiesto la necesidad de reformar el mercado de trabajo y,

entre tanto, mantener y reforzar los programas de inserción por

el empleo pero acompañados de un conjunto de políticas socia-

les que pasan, desde luego, por la vivienda pero también por

reforzar las políticas educativas, las de empleo protegido y las

políticas de rentas al margen del mercado de trabajo.
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Y si se quiere optar por la flexiguridad ha de ser de acuerdo

con el modelo original holandés o danés, en general escandi-

navo, que, garantizando la flexibilidad al empresario para ges-

tionar su fuerza de trabajo, garantice igualmente la seguridad de

formación, empleo de calidad y, en su caso, de rentas suficien-

tes al desempleado25. 

Aunque parece evidente que una buena parte de este colec-

tivo nunca logrará una inserción plena y normalizada en el mer-

cado de trabajo, es claro que la sociedad y sus instituciones no

les pueden abandonar a su suerte. Ellos mismos tienen dere-

cho, como ciudadanos que son, a recibir todo tipo de apoyos

que compensen la situación de desventaja que padecen. Pero,

además, y sobre todo aquellos y aquellas que tienen menores

y jóvenes a su cargo, deben ser objeto prioritario de apoyos e

intervención para que sus hijos no reproduzcan el círculo

vicioso de marginación y precariedad en el que viven. Sólo con

intervenciones que dieran resultado a corto plazo podrían ver

que las administraciones públicas se ocupan de ellos y que vale

la pena el esfuerzo que, individualmente deben hacer y se les

debe exigir.

Se debería contemplar, pues, medidas de diverso nivel de

intensidad y orientación26:

- Como mínimo y de forma inmediata para todos, un pro-

grama permanente (y no sólo experimental) del estilo de

25 Como se señala en el Informe conjunto sobre el empleo 2005/2006, los

principios comunes compartidos entre los Estados miembros sobre flexiguridad

deben comprender

“los cuatro elementos siguientes: a) las disposiciones contractuales deben

ser suficientemente flexibles para que los trabajadores y los empresarios pue-

dan determinar sus relaciones en función de sus necesidades; b) las políticas

activas del mercado de trabajo deberían apoyar eficazmente las transiciones

entre los empleos, así como del desempleo y la inactividad al empleo; c) los sis-

temas de aprendizaje permanente solventes ayudarán a los trabajadores a man-

tener su empleabilidad a lo largo de su carrera ayudándolos a hacer frente a los

rápidos cambios, a los períodos de paro y a las transiciones a nuevos empleos;

d) deben adoptarse sistemas modernos de seguridad social que garanticen que

a cada trabajador una asistencia adecuada durante los períodos de ausencia del

mercado laboral” (MTAS: 2007b, 86).
26 La Fundación Luis Vives (2008) llega a parecidas conclusiones en su

Informe de aprendizaje y propuestas de futuro en el que evalúan el Proyecto “a

favor de la inclusión social: sensibilización, movilización y debate”.
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EMPLÉATE que ofrezca información cierta y concreta

sobre empleos posibles.

- A medio plazo y para aquellos desempleados más desani-

mados y con menos experiencia y formación profesional,

programas mixtos de formación-empleo en empresas “pro-

tegidas” de inserción, como paso previo a puestos de tra-

bajo en empresas capitalistas o públicas o cooperativas, en

condiciones mínimas y negociables. Con participación en

actividades de aprendizaje de habilidades básicas, normas

sociales y de convivencia, donde se valora especialmente

el nivel de exigencia y cumplimiento, para poner en práctica

el principio de realidad del que, en ocasiones, se muestran

tan alejados.

- Finalmente, es evidente que hay un sector de desemplea-

dos que son claramente inempleables en el actual mercado

de trabajo. Con ellos sólo cabe o formación y empleo pro-

tegido indefinidamente, o unos ingresos mínimos con pro-

gramas de colaboración en actividades sociales en la

medida que sus capacidades lo permitan.

En cualquier caso, nada de esto tendría sentido si no se

reclamara igualmente una reforma radical del mercado de tra-

bajo justo en dirección opuesta a lo que diariamente se nos

vende desde la ideología dominante. Es imprescindible una

mejora generalizada de la estabilidad de las condiciones de tra-

bajo y del aumento de la productividad de los puestos de tra-

bajo: cuando los puestos de trabajo no valoran ni reconocen ni

retribuyen la formación (por escasa que sea) de la mano de

obra, mal se podrá promover la inserción en el mercado de tra-

bajo mediante una formación que luego no es ni reconocida ni

retribuida. Cuando la tasa de temporalidad y precariedad de

nuestro mercado de trabajo es tan alta, intentar la inserción

social mediante el empleo de la población desempleada más

marginal, no es sino reproducir el mito de Sísifo que termina

conduciendo a la desesperación tanto a los desempleados

como a los profesionales que tratan permanentemente de acom-

pañarlos en un mercado de trabajo tan excluyente con esos des-

empleados como con ellos mismos a pesar de su mayor

cualificación profesional.
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Resumen: En este artículo pretendemos analizar la rela-

ción que existe entre el fracaso escolar, la pobreza y margi-

nación social que en muchas ocasiones se empiezan a

manifestar a través de comportamientos conductuales agre-

sivos, violentos y antisociales en el contexto escolar, donde

por otra parte se producen las primeras relaciones con los

iguales, los primeros encuentros con figuras de autoridad

sociales y las primeras oportunidades de alcanzar el reco-

nocimiento social del logro personal. Se pretende también

reflexionar sobre la repercusión de las características de la

escuela en la insatisfacción y en el fracaso escolar y como

esta dificultad para alcanzar niveles de logro académico y

social normalizado aumentan el número de conductas pro-

blema en el aula, creándose un circulo del que para el joven

es difícil salir, en la etapa evolutiva más complicada de su

vida, la adolescencia, cuya dificultad y mantenimiento de
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este círculo dentro del sistema escolar, produce posteriormente la reproduc-

ción de comportamiento similares fuera de él. Intentamos además hacer una

observación de las consecuencias que esa situación de vivencias negativas

sin resolver puede tener en su posterior vida de adulto, en la actual sociedad

de la información donde tan importante es no quedarse fuera de los cauces

normalizados de socialización.

Palabras clave: Conflicto, agresividad, violencia, conductas antisociales,

fracaso escolar, pobreza, exclusión.

An explanation of anti-social, violent and aggressive
behaviour in school, its relationship with academic
failure, social deprivation and poverty in the new

information society

Summary: In this article we shall attempt to analyse the relationship bet-

ween academic failure, poverty and social deprivation. In many cases, these

start to surface in aggressive, violent and anti-social behaviours within the con-

text of school, where relationships with peers also first emerge, along with the

earliest confrontations with social figures of authority and initial opportunities to

obtain social recognition for personal achievement. We shall also reflect upon

the repercussions the characteristics inherent in the school have on dissatis-

faction and academic failure, and how such difficulties in attaining levels of aca-

demic and standard social achievement increase the number of problem

behaviours found in the classroom. This creates a vicious circle from which

youngsters finds it very hard to escape as they go through adolescence, this

being the most complicated stage of development in their life. Such an ordeal,

plus the fact that the circle is maintained within the school system, leads to

similar behaviours subsequently being reproduced in the outside world. We

shall also endeavour to shed some light on the consequences that this situa-

tion of unsolved negative experiences can have on the subjects’ subsequent

lives as adults, in today’s information society, in which it is so important not be

excluded from the normal channels of socialisation.

Keywords: Conflict, aggressiveness, violence, anti-social behaviour, aca-

demic failure, poverty, exclusion.
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Una explicación de las
conductas agresivas,
violentas y antisociales
en la escuela, su relación
con el fracaso escolar, la
marginación social y la
pobreza en la nueva
sociedad de la información

1. Introducción

Si un niño ve que su dificultad para aprender, lo que la

escuela considera razonable que debe aprenderse a su edad,

no solo no se soluciona sino que al primero a quien se hace cul-

pable de este problema es a él mismo y esta situación incom-

prensible, a la que no se pone fin, casi siempre, acaba

generando conflictos en la escuela, conflictos en la familia, cas-

tigos que conducen a manifestaciones de agresividad y que

hasta puede acabar en violencia, repetirá ese mismo aprendi-

zaje. El castigo no deja de ser un comportamiento violento, está

suficiente demostrado que genera daño. La repetición de curso

es un castigo, significa para quien la padece el comienzo hacia

la exclusión1. El sistema educativo en España utiliza demasiado

1 Como afirman Laparra, Gaviría y Aguilar (1998:25): “la idea clave del con-

cepto de exclusión es la no-participación en el conjunto de la sociedad. La exclu-

sión social nos lleva a un estatus diferente, el de los no-ciudadanos”.
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este tipo de medidas como forma de resolver las dificultades para

aprender de sus alumnos, aunque no se conocen estudios2 que

demuestren que después de la mayoría de las repeticiones, los

alumnos consigan adquirir esos conocimientos que les supusie-

ron una repetición de curso, más bien existe la evidencia de que

la repetición conduce a nuevas repeticiones hasta que los alum-

nos cumplen 16 años y abandonan el sistema educativo ante la

imposibilidad de obtener resultados académicos positivos. La

repetición de curso tiene su origen en las bajas expectativas del

profesorado hacia su alumnado, en la creencia de que un

alumno/a no va a aprender la falta de apuesta por las capacida-

des que todos los alumnos, sin excepción, poseen, conduce al

fracaso académico, a la agresividad, a la violencia, a la conducta

antisocial y la exclusión social. El resentimiento cada vez mayor

por verse excluidos de participar de las oportunidades sociales,

aumenta el riesgo de su desesperación y la adopción de con-

ductas desviadas, como la violencia o el consumo de drogas. La

interacción es la base del aprendizaje en la sociedad de la infor-

mación caracterizada por el trabajo en red y la privación de la

interacción dificulta el aprendizaje del niño, del adolescente.

Cuando a un niño se le obliga a repetir curso se le priva de la

interacción con su grupo de iguales y eso inevitablemente tiene

su repercusión sobre la salud social y psicológica del alumno. Se

produce la inadaptación al sistema escolar, el fracaso escolar, las

conductas agresivas, violentas y antisociales, más tarde puede

conducir a la marginación social y la pobreza, en la nueva socie-

dad de la información, en la que o se está dentro o fuera aunque

se comparta un mismo espacio físico.

2. Agresividad, violencia y conducta antisocial

De acuerdo con Fernández Enguita (1998:19) desde la pers-

pectiva naturalista la agresividad constituye un componente más

Rafael Díaz Fernández y María Sierra Berdejo

2 Respecto a la amplia práctica de la repetición de curso Grisay (2003: 102-

103) señala que “todos los resultados de las investigaciones empíricas son cate-

góricos: en cuanto que a medida paliativa se desaconseja formalmente hacer

repetir al alumno, puesto que los efectos de esta práctica son nocivos o, en el

mejor de los casos, neutros; además, esto se ha comprobado de forma tan

general que no debería subsistir ninguna duda razonable al respecto”.
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de la compleja naturaleza biosocial del ser humano pero no es

menos cierto que la capacidad del ser humano para modificar

los procesos naturales de aprendizaje y los patrones heredados

es deseable que acaben en la transformación de la agresividad

natural en habilidades sociales3 como forma de resolver el con-

flicto de una forma pactada y socialmente aceptada. El conflicto4

puede ir acompañado de una manifestación agresiva, ante la

falta de habilidades para resolverlo de forma pacífica. La agresi-

vidad no siempre va aislada sino que puede ir acompañada de

violencia cuando uno de los miembros utiliza procedimientos

deshonestos, abusa de su poder y su objetivo es la destrucción

y el daño. Como afirma Fernández Enguita “violencia, es el uso

deshonesto, prepotente y oportunista de poder sobre el contra-

rio, sin estar legitimado para ello”. Así, podríamos llegar a la con-

clusión de que si la biología nos enfrenta a la confrontación de

forma natural, el aprendizaje social nos llevaría al desarrollo de

estrategias, de habilidades para resolver los conflictos de forma

pacífica y satisfactoria. Afirma Javier Urra5 que “no hay violencia

juvenil. Hay violencia. El joven no es el emisor de violencia, es el

receptor y que el ser humano no nace violento “, sino que la vio-

lencia se aprende. 

Como señala Díaz –Aguado “la exclusión social puede estar

en el origen de la identificación con la violencia que se produce

en algunos individuos” y de hecho diversos estudios6 han demos-

trado que existe una continuidad entre determinados problemas

3 Como afirman Ballester y Gil, (2002), una persona es socialmente habili-

dosa cuando: Es capaz de expresar sus sentimientos y/o intereses de una forma

tranquila consiguiendo que se tengan en cuenta sus demandas y se minimice la

probabilidad de futuros problemas en diferentes situaciones gracias a un amplio

conocimiento de los modos de expresión socialmente aceptados.
4 Entendemos el conflicto como una situación de confrontación de dos o más

protagonistas, entre los cuales existe un antagonismo motivado por una con-

frontación de intereses (Fernández Enguita, 1998).
5 Javier Urra es Psicólogo de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia y de

los Juzgados de Menores de Madrid.
6 Afirma Díaz-Aguado (2003:24) que según algunos estudios, los adultos vio-

lentos se caracterizaban a los 8 años por: 1) ser rechazados por sus compañe-

ros de clase; 2) llevarse mal con sus profesores; 3) manifestar hostilidad hacia

diversas figuras de autoridad, 4) expresar baja autoestima, 5) tener dificultades

para concentrarse, planificar y terminar sus tareas; 6) falta de identificación con

el sistema escolar; 7) y abandonar prematuramente la escuela (Glueck y Glueck,

1960; Coleman, 1982; Conger et al, 1965).
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relacionados con la exclusión y el comportamiento violento en la

juventud y en la edad adulta y que quienes presentan esas con-

ductas reúnen una serie de características que nos llevan a las

causas que las han originado de manera que actuando sobre

ellas podría evitarse gran parte de los conflictos, la agresividad y

por lo tanto también la violencia como reacción a los mismos.

España es uno de los países que realiza una inversión econó-

mica insuficiente en el ámbito educativo parece evidente la nece-

sidad de ampliar y mejorar los recursos que se invierten ya que

los que se dedican no son ni los necesarios, ni los suficientes. Si

en la escuela existen conflictos que no se resuelven de manera

pacífica, habrá que dotar a la escuela de recursos humanos que

sean capaces de enseñar a resolver los conflictos sin agresividad

ni violencia, es decir de manera socialmente habilidosa, parece

el medio adecuado para ello, la nueva asignatura “Educación

para la ciudadanía” es un buen comienzo para ello.

3. El modelo de escuela

El modelo de escuela no parece responder a las necesida-

des de la nueva sociedad de la información ya que esta exige

una serie de cambios en los procesos de trabajo y el desarrollo

de nuevas competencias básicas7 que como afirman Elboj et al.

(2002: 19) “no se desarrollan en la mayoría de las escuelas”, de

manera que estaríamos no solo ante un problema de contenido

educativo, sino también, de las “formas de adquirirlo”, un pro-

blema metodológico. 

Del currículo anterior hemos heredado grandes problemas

que se mantienen en la escuela. Uno de ellos es la dificultad de

esta para establecer canales reales de comunicación y diálogo

con el resto de miembros de la comunidad educativa, sin olvidar

que los métodos utilizados para educar generaban en la mayo-

ría temor, inseguridad, falta de confianza en el cambio, una

7 Son consideradas competencias básicas: la iniciativa, la cooperación, el tra-

bajo en grupo, la formación mutua, la evaluación, la comunicación, la solución de

problemas, la adopción de decisiones, la obtención y utilización de información,

la planificación, la capacidad de aprendizaje, y las actitudes multiculturales,

según las investigaciones realizadas por Levin y Rumberger (1989).
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sumisión que como afirma Einstein8 es falsa, ya que, cada vez

más producen reacciones de rebeldía, llamadas de atención de

alumnos, de familias… para los que el sistema no está respon-

diendo a sus necesidades, y que por lo tanto les hace daño en

vez de proporcionales bienestar. Ante esto los centros educati-

vos observan la situación, endurecen sus normativas pero las

normas no son fruto del consenso y en nuestra sociedad todo lo

que no es consensuado tiene pocas posibilidades de ser acep-

tado por la mayoría con agrado. 

El sistema de evaluación sigue sin evaluar las capacidades

individuales más desarrolladas en cada alumno o alumna y se

limita a evaluar unas capacidades muy concretas para las que

muchos alumnos no están motivados y generan exclusión. Si el

sistema educativo tuviera como objetivo descubrir y potenciar

las capacidades para las que cada individuo tiene mayor predis-

posición se generaría una sociedad en la que cada persona

estaría más satisfecha con lo que hace. Así, no se cuestiona lo

que hay que enseñar, lo mismo para todos, pero olvidando que

todos no somos iguales, que cada uno/a tiene sus preferencias

y tiene derecho a ellas. Estamos todavía en el enfoque tecno-

crático pese a que desde los años setenta hayan emergido las

propuestas y teorías desde un enfoque crítico que plantean que

“a través del currículo se pueden generar unas relaciones socia-

les más igualitarias”. 

Cada vez menos nos sirve la organización jerárquica, pirami-

dal porque no responde a las necesidades de la actual sociedad

informacional.

4. El fracaso escolar

Aunque el concepto de fracaso escolar9 es amplio y podamos

hablar de su existencia por el simple hecho de no conseguir que

8 Einstein afirmaba: “lo peor es educar por métodos basados en el temor, la

fuerza y la autoridad, porque se destruye la sinceridad y la confianza y sólo se

consigue una falsa sumisión”.
9 Carlos Galdón define el fracaso escolar como la expresión de lo mucho que

en materia de educación queda por hacer, al considerar que los jóvenes que se

encuentran en esta situación tienen una alta probabilidad de no poder incorpo-

rarse de forma adecuada a la sociedad y tienen un alto riesgo de exclusión social.
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un niño o un joven alcance el nivel al que podría haber llegado

si estaba capacitado para ello (simplemente porque no se han

puesto los medios adecuados para su desarrollo óptimo), dentro

de la Unión Europea, España forma parte de un conjunto de paí-

ses donde el fracaso escolar se define “por la repetición de

curso, por acabar sin certificado de estudios o por abandonar los

estudios” (Sánchez, 1986). En cualquiera de los casos es un

fenómeno educativo que en la actualidad tiene importantes con-

secuencias sociales hasta el punto de que constituye un pro-

blema social, teniendo en cuenta que la escolarización es

obligatoria hasta los dieciséis años y para quienes son víctimas

del fracaso escolar, supone una forma de exclusión social, en

definitiva un fracaso (escolar) que genera otro fracaso (social),

ya que resulta evidente que la falta de éxito y reconocimiento en

los estudios produce por lo general un deterioro de la compe-

tencia social. Como afirma Tezanos (2004: 548) “a los fracasa-

dos escolares en España se les aparta físicamente de los

demás alumnos del centro a un aula –unidad– o centro de edu-

cación especial” y por consiguiente tendrán menos interacciones

con sus compañeros en situación normalizada y menos oportu-

nidades de aprender de los iguales, unido a que como afirma

este mismo autor “uno de los elementos que más influye en el

alumno que tiene que repetir curso es la separación del grupo,

lo cual constituye el elemento de exclusión social más impor-

tante: El niño es abandonado por el grupo con el que estuvo

conviviendo y se ve encuadrado en un grupo nuevo de niños de

menor edad biológica, que ya lo toman como el tonto de la clase

y con el que conviene guardar distancias”. Como sostiene

Cerezo (2001: 40) “la influencia de los otros determina en parte

cómo el niño construye sus propios esquemas y la representa-

ción del mundo físico y social”. El mismo Vygostky postulaba el

origen social de la inteligencia, desde esta perspectiva se sos-

tiene que la interacción no solo favorece el desarrollo de la inte-

ligencia, sino que está en su génesis. Siguiendo a Cerezo (2001:

41), “desde la perspectiva del desarrollo del conocimiento social,

la escuela se presenta como el entorno más estructurado y

común, ya que brinda el lugar y proporciona la oportunidad

excepcional para la primera interacción social no familiar de

todos los individuos”. Como afirman Elboj, Puigdellivol, Soler y

Valls (2002: 92) “las capacidades de selección y procesamiento
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de la información, necesarias en la actual sociedad, se desarro-

llan mejor en un diálogo que genera reflexión”. Según asegura

Schleicher10 “el sistema educativo español está basado en incor-

porar conocimientos de memoria, lo cual no estimula el pensa-

miento lógico, y supone que a los alumnos les cueste mucho

reflexionar, extrapolar y extraer conclusiones de lo que leen, una

competencia fundamental desde el punto de vista de las deman-

das del mercado mundial”. Lo que nos conduce a cuestionarnos

si realmente se esta dando valor a lo importante, en la sociedad

de la información y si a lo que se le está dando importancia real-

mente sirve para algo.

Es preciso tener en cuenta que un niño que fracasa escolar-

mente es un niño que, como afirma Grisay (2002:101) “en un

determinado momento y a juicio de la institución escolar, no con-

sigue aprender lo que esta última estima razonable que apren-

dan los alumnos de su edad”.

5. La repetición de curso causa de marginación social

La práctica de repetir curso se basa en la idea de que si un

alumno tiene dificultades es debido a que su nivel es demasiado

diferente del de sus compañeros y ello no le permite seguir el

nivel de manera exitosa. Esta medida supone situar al alumno

en un entorno más adaptado a sus exigencias de modo que las

expectativas que se tienen sobre él no son altas. Sería más

razonable y más rentable como sostiene Schleicher “prestarle

una atención mucho más individualizada”, el responsable del

Informe Pisa 2006 opina que “España utiliza demasiado la repe-

tición de curso. Eso consume muchos recursos y es poco pro-

ductivo. Es mucho más rentable la ayuda individualizada a los

alumnos”. También Grisey afirma que “el año repetido es signifi-

cativamente menos productivo de lo que hubiera sido para estos

alumnos si hubiesen pasado de curso” (2003: 105). El coste para

España se traduce en la dificultad para seguir siendo competi-

tiva. Existen además otras razones para poner en marcha, en la

práctica, métodos más eficaces encaminados a resolver el pro-

10 Andreas Schleicher es el responsable del Informe PISA 2006.
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blema desde la raíz, si verdaderamente se opta por darle solu-

ción, hay que evitar la marginación social que supone una repe-

tición de curso porque al alumno no se le ha prestado la ayuda

adecuada para seguir el ritmo de sus compañeros. Existen ade-

más otras alternativas que están demostrando éxito en la supe-

ración de la marginación social y el fracaso escolar, por ejemplo,

experiencias como “comunidades de aprendizaje” que parten de

la idea de que todas las personas tienen capacidad de transfor-

mación. Las comunidades de aprendizaje son una propuesta

educativa para la sociedad actual que incluye a todos: “una

comunidad de aprendizaje es un proyecto de transformación

social y cultural de un centro educativo y de su entorno, para

conseguir una sociedad de la información para todas las perso-

nas, basada en el aprendizaje dialógico, mediante la educación

participativa de la comunidad que se concreta en todos sus

espacios incluida el aula (Valls, 2000: 8)

6. La pobreza en la nueva sociedad de la información

El agotamiento del modelo económico industrial en la década

de los años setenta del pasado siglo XX, dio paso a un período

de grandes cambios sociales11, para desembocar en la revolu-

ción e innovación tecnológica en la inicialmente denominada

sociedad postindustrial. Hoy resulta evidente que estos cambios

11 Respecto a las transformaciones sociales que ha sufrido España en el trán-

sito de la democracia constitucional, a la integración en la Unión Europea y en

el proceso de globalización , son señaladas por Fernández Enguita las siguien-

tes: 1) España se convierte en “el país con menor fecundidad del mundo, en el

que la cultura laica avanza en las mentes de las personas y entre éstas la mujer

va a asumir mayores competencias en la esfera pública; 2) De una sociedad

agraria y rural pasamos a una sociedad más terciaria y más urbana; 3) Se pro-

duce un rápido cambio del mercado laboral, contratos temporales, de breve

duración que implican una rotación del puesto de trabajo, lo que tiene una impor-

tante repercusión en la inseguridad de muchos padres de alumnos del s-XXI ,

más preocupados por asegurarse los ingresos económicos que por comunicarse

con sus hijos 4) El aumento de unas tasas de escolarización hasta el 100% de

la población de 16 años y de un 80% de la cohorte de 17 años en el año 2000;

5) Liberación del trabajo femenino de custodia con la escolarización del 86% de

la cohorte de 3 años, aunque con graves carencias para escolarizar a toda la

población en centros públicos (2007: 44-48).
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nos conducían a la nueva sociedad de la información cuya

característica más positiva defendida por autores como Naisbitt

(1983) serían la existencia de una mayor democracia e igualdad,

fundamentada en las capacidades intelectuales, la selección de

la información y la posibilidad de realizar el procesamiento de

esta información por todas las personas. El problema de este

modelo lo constituye la dificultad de determinados grupos de

población para acceder a la información lo que supone para

quienes no accedan un importante riesgo de exclusión y des-

igualdad social. De acuerdo con Elboj et al. (2002: 14) “la inac-

cesibilidad a la información provoca que ciertos sectores

sociales queden excluidos de la sociedad actual” y que “el

acceso a la educación para todas las personas, independiente-

mente de su género, edad, clase social o grupo cultural se pre-

senta como instrumento capaz de erradicar las desigualdades

sociales que provocan la exclusión”.

Consecuencia de este muevo modelo económico y de las

denominadas TIC12 ha sido la conversión de la sociedad en una

sociedad global13 conectada en red y la necesidad de adapta-

ción de los trabajadores a las nuevas necesidades de los proce-

sos de producción, a través de la formación permanente14, lo

que significa que la educación supone la forma de que todas las

personas consigan adquirir las habilidades, competencias y

capacidades para mantenerse en la sociedad de la información

de forma activa y con garantías de éxito, teniendo en cuenta que

para ello es necesaria y se esta produciendo también una nueva

cultura que como indican Elboj et al., se caracteriza por ser “más

12 TIC: Tecnologías de la Información y de la Comunicación.
13 Joaquín Estefanía alerta, también, de los efectos negativos de la sociedad

global al afirmar “independientemente de los beneficios del proceso mundializa-

dor, existe también un alejamiento de los ciudadanos respeto de las principales

decisiones que se toman en su nombre, lo que implica debilidad de la democra-

cia, falta de calidad de la misma. La globalización es un proceso que no hemos

votado y que nos perjudica como ciudadanos (aunque nos alegre como consu-

midores). Nos distancia de la participación ciudadana, nos anestesia de lo

público, de lo colectivo”. En efecto cada día la opinión del ciudadano tiene menos

importancia porque esa opinión no tiene ninguna repercusión económica en una

sociedad donde los valores que priman están basados en la obtención rápida de

dinero a costa de lo que sea.
14 Formación permanente.
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dialógica y democrática, permitiendo que los trabajadores y las

trabajadoras tengan más autonomía y un papel más activo en su

lugar de trabajo” aunque sin eliminación total de la jerarquía en

los procesos de producción. Por eso asegurar un nivel educativo

y un conocimiento de las nuevas tecnologías constituye la mejor

manera de asegurar la eliminación de las desigualdades para

los más desfavorecidos.

Borja y Castells nos advierten de que la ciudad está en crisis

“la urbanización generalizada”, afirman, “forma parte del mismo

proceso de la globalización económica y de la revolución infor-

macional”, que al mismo tiempo crea y destruye la ciudad por-

que afirman, “las mayorías urbanas no son ciudadanas:

marginadas del Estado de derecho y de la cultura cívica, subem-

pleadas o sobreviviendo en la informalidad, localizadas en áreas

mal equipadas y escasamente visualizadas desde la ciudad for-

mal y legal”(2004: 365) un fenómeno que se agrava y está cada

vez más presente en el llamado primer mundo, al que estos

autores ya se refieren en pasado porque en todos los mundos

va surgiendo cada vez más próximo y más amplio un tercer

mundo, el mundo de los que se quedan al lado pero fuera de la

tecnología , de la información o de su procesamiento, en defini-

tiva fuera del globo de este mundo llamado global. Por eso estos

autores señalan como uno de los grandes desafíos de la socie-

dad informacional, la integración socioeconómica de toda la

población activa que difícilmente se podrá llevar a cabo sin com-

petitividad y productividad trasladada a todos los espacios de la

ciudad, manteniendo las actividades productivas de cada zona

los servicios de proximidad15 y sin cooperación interciudadana.

La integración socioeconómica de toda la población activa

constituye uno de los desafíos de la sociedad informacional.

7. Las nuevas formas de pobreza derivadas de la educación y del
fracaso escolar

La función principal de la educación es el desarrollo de las

personas y de la sociedad para evitar la pobreza y la exclusión.

15 Según Borja y Castells (2004: 366), servicios de proximidad son aquellos

servicios dirigidos a las personas o servicios de ecología urbana.
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En la sociedad de la información la materia prima son los recur-

sos humanos (Elboj et. al 2002: 14) y esto supone como conse-

cuencia directa que la sociedad global, cada vez más, va a exigir

mayores conocimientos y habilidades a los jóvenes (Galdón,

2003:14) de manera que el fracaso escolar puede constituir uno

de los orígenes de la nueva pobreza si no pueden finalizar con

éxito un ciclo educativo y tampoco pueden incorporarse al

mundo laboral a través de programas de formación paralelos,

que permitan un aumento de su nivel cultural, su desarrollo pro-

fesional y su integración social. De acuerdo con Marchesi “el fra-

caso escolar provoca graves consecuencias en los alumnos y en

la sociedad. Los jóvenes que abandonan prematuramente el sis-

tema educativo o que no alcanzan la cualificación mínima nece-

saria tienen una escasa confianza en sus posibilidades y una

baja motivación para incorporarse a programas de formación. La

probabilidad de encontrar un trabajo, su estabilidad en el mismo

y su retribución económica es menor que en los casos de mayor

nivel educativo”. Y lo que todavía es peor es que tienen una

importante “dificultad para adaptarse a las crecientes exigencias

laborales, por lo que el riesgo de marginación económica y

social se incremeta”.

8. Conclusiones

La escuela necesita los recursos adecuados y necesarios

(humanos y materiales) que aseguren la resolución de los con-

flictos de forma socialmente habilidosa como base para una

convivencia escolar que facilite unas interacciones positivas

para sentar las bases de un aprendizaje de calidad entre los

miembros de la comunidad educativa.

El actual modelo de escuela necesita una modernización

para adaptarse a las nuevas necesidades de la sociedad infor-

macional, en la que la prioridad no es la memorización de cono-

cimientos sino la motivación para acceder a la información, la

práctica de la reflexión, la extrapolación y la extracción de con-

clusiones. Una evaluación de las capacidades individuales des-

arrolladas en cada alumno y no tanto unas capacidades

concretas para las que la mayoría de los alumnos no están moti-
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vados parece que es una forma más justa y más igualitaria de

evaluar la amplitud de conocimientos que pueden adquirir alum-

nos de culturas diferentes y que también parten de conocimien-

tos diferentes.

El fracaso escolar es un fenómeno educativo que tiene

importantes consecuencias sociales, la falta de éxito y reconoci-

miento en los estudios produce por lo general un deterioro de la

competencia social y supone para los alumnos que lo sufren, un

inicio hacia la exclusión. 

El alto coste social y económico parecen razones suficientes

para dejar de utilizar la práctica de la repetición de curso para

resolver los problemas de aprendizaje de los alumnos, esta

práctica constituye uno de los motivos de exclusión social más

importantes ya que al alumno se le separa del grupo de refe-

rencia, tendrá menos interacciones con sus compañeros en

situación normalizada y se le priva de la posibilidad de aprender

de los iguales.

La ayuda individualizada a los alumnos parece una medida

más acorde con el modelo actual de sociedad para evitar el fra-

caso escolar, existiendo propuestas educativas que actualmente

están demostrando su eficacia, basadas en el aprendizaje dia-

lógico y la educación participativa de la comunidad que al mismo

tiempo proporcionan esta ayuda individualizada. 

En la nueva sociedad de la información es imprescindible

dotar de los recursos educativos necesarios a los más desfavo-

recidos como forma de asegurar un adecuado nivel de conoci-

miento en las nuevas tecnologías para evitar la exclusión en el

actual sistema económico informacional y el acceso a la educa-

ción para todas las personas, constituye el instrumento para

erradicar las desigualdades sociales que provocan la exclusión. 
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Resumen: El artículo aborda una caracterización

de las variables sociodemográficas más importantes

de los hombres que ejercen violencia en la pareja

(HEVPA). Para ello, se realiza un repaso del estado de

la investigación, se revisan algunas de las pocas

muestras disponibles con población española y se

aportan los datos correspondientes a los hombres

atendidos en el Servicio Espacio del Instituto Arago-

nés de la Mujer durante el periodo 1999-2006 y cuyo

objetivo es la atención psicológica a hombres con pro-

blemas de control y violencia en el hogar. En los resul-

tados presentados referidos a la muestra objeto de

estudio no se identifica ninguna variable sociodemo-

gráfica cuyas puntuaciones definan un perfil caracte-

rístico de hombre maltratador. No obstante, sí se

establecen algunas diferencias de estos hombres en
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relación con el resto de la población masculina que pueden sugerir

nuevas líneas futuras de trabajo e investigación.

Palabras clave: Violencia, género, maltrato, maltratador, programa,

tratamiento.

A sociodemographic characterisation of men that
subject their partners to acts of violence (wife batterers)

Summary: The article tackles the characterisation of the most sig-

nificant socio-demographic variables found in wife batterers, or men

that subject their partners to violence. With this in mind, we first go over

the research that has been carried out to date, review some of the few

samples available from Spanish society and provide data correspon-

ding to men that have been dealt with at the Servicio Espacio del Ins-

tituto Aragonés de la Mujer (a Department in the Aragonese Women’s

Institute) between 1999 and 2006, which aims to provide psychological

treatment for men that experience problems with self-control and vio-

lence in the home. In the results submitted with reference to the sam-

ple forming the subject of the study, no socio-demographic variable has

been identified with scores that define a characteristic profile for a wife

batterer. Nevertheless, they do establish some differences for these

men with the rest of the male population, which might lead to new lines

of work and fields of investigation in the future.

Keywords: Violence, gender, ill treatment, wife batterer, program,

treatment.
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sociodemográfica de los
hombres que ejercen
violencia en la pareja
(HEVPA)

1. Introducción

La violencia de género, en estos momentos, es un problema

de consecuencias dramáticas que ha despertado en los últimos

años un interés creciente en los agentes de intervención social. 

El Informe de la Organización Mundial de la Salud de 2002

sobre violencia y salud afirmó que, entre el 10% y el 69% de las

mujeres, habían manifestado haber sido objeto de agresiones

físicas por parte de una pareja masculina en algún momento de

sus vidas (Organización Mundial de la Salud, 2002:97).

Por otra parte, y según datos de Instituto de la Mujer, el

número de denuncias por violencia de género en el año 2007

fue de 63.347, lo que supuso un aumento del 46,2% desde el

año 20021.

Asimismo, si se recogen las estadísticas judiciales españo-

las, en el año 2006 se dictaron 36.162 órdenes de protección, lo

que implicó la denuncia a 35.792 hombres por violencia de

género (Estadística judicial. Año 2006, 2007).

En el informe de resultados de la última macroencuesta

encargada por el Ministerio de Trabajo y Servicios Sociales, el

3,6% de las mujeres residentes en España de más de 18 años

1 Disponibles en [http://www.mtas.es/mujer/mujeres/cifras/violencia/denun-

cias_tablas.htm]. Consultado el 15 de febrero de 2008.
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declaró haber sido víctima de malos tratos durante el último año,

lo que representa un total de 677.352 mujeres. Y, por otra parte,

el 9,6%, aproximadamente un total de 1.786.978 mujeres, fue-

ron consideradas “técnicamente” como maltratadas, al respon-

der positivamente a alguno de los criterios habituales que

definen el maltrato (Instituto de la Mujer. Ministerio de Trabajo y

Asuntos Sociales, 2006). Si se toman los datos ofrecidos para la

Comunidad Autónoma de Aragón los porcentajes son del 3,6%

si se considera a las mujeres que han manifestado haber sido

maltratadas y se amplia al 8,2% si se tienen en cuenta a las

mujeres “técnicamente” maltratadas (Instituto Aragonés de la

Mujer, 2006).

Con estas macroencuestas se ha ido cuantificando y carac-

terizando la violencia de género durante estos últimos años. En

concreto, la primera de estas encuestas se realizó en el año

1999 coincidiendo con la puesta en marcha del Plan estatal del

acción contra la violencia doméstica; la segunda, se realizó en

el año 2002 a la finalización del Plan y la tercera, ya comentada,

fue publicada en el año 2006.

Estos estudios han descrito los rasgos sociodemográficos

básicos de la víctima y de otros aspectos fundamentales para la

caracterización de la dinámica de la violencia ofreciendo, a par-

tir de lo que las mujeres manifiestan, una radiografía básica de

las características del HEVPA.

Sin embargo, la obtención de datos directos de los hombres

se produjo, en gran medida, tras la implantación de programas

de tratamiento en España. Es, a partir de ese momento, cuando

se ha podido recoger información de los sujetos que pasaron

por dichas intervenciones: sus datos sociodemográficos, las

conclusiones sobre la evaluación de los diferentes aspectos del

funcionamiento de su personalidad y, sobre todo, la obtención

de su relato, “en primera persona”, acerca de su percepción de

la violencia.

El primer programa de intervención para HEVPA se puso en

marcha en el País Vasco en 1995. A finales de la década de los

noventa fueron apareciendo otros programas en diferentes

comunidades autónomas, que permitieron obtener, muy poco a

poco, información sobre las características de estos hombres,

sobre todo, a partir de las memorias que ofrecen algunos de los

Santiago Boira Sarto
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servicios donde se están realizando este tipo de interven-

ciones2. 

Entre los programas que progresivamente fueron naciendo

se encontraba el Servicio Espacio, promovido por el Instituto

Aragonés de la Mujer en 19993.

En este año, el Instituto Aragonés de la Mujer, en su II Plan

de Acción Positiva, apostó por la puesta en marcha de un pro-

grama de atención psicológica a hombres maltratadores. Dicha

acción contemplaba la actuación sobre hombres causantes de

malos tratos para prevenir y paliar las situaciones de violencia

producidas en el ámbito familiar. El Servicio Espacio se con-

formó, así, como un tratamiento psicológico voluntario y dirigido

a hombres con problemas de control y violencia en el hogar. 

Los beneficiarios de este programa, y por lo tanto los inte-

grantes de la muestra en este trabajo, son hombres residentes

en la Comunidad Autónoma de Aragón con problemas para con-

trolar su comportamiento y que han ocasionado situaciones de

violencia física o psicológica en el marco de las relaciones de

pareja.

El artículo se centrará en abordar las características socio-

demográficas de estos hombres. Las variables que se van a

analizar son la edad, el país de nacimiento, el nivel de instruc-

ción, la situación laboral y la profesión4.

2 No obstante, en Aragón se cuenta con dos buenas excepciones a esta

regla. En primer lugar, alguno de los trabajos realizados desde el Laboratorio de

Sociología Jurídica de la Universidad de Zaragoza, en concreto, uno de ellos en

el que se analizaron las informaciones recogidas en los procedimientos y deci-

siones de los órganos judiciales de la Comunidad Autónoma de Aragón sobre la

violencia de género durante el año 2000 (Calvo (coord.), 2004). En segundo

lugar, la reciente investigación realizada desde el Instituto de Medicina Legal de

Aragón en el que se analizan 266 muertes homicidas en el ámbito doméstico

(Cobo, 2007).
3 Otros programas que se empiezan a implantar a partir de la iniciativa pio-

nera en el País Vasco son el Servicio de Atención Psicológica para Hombres

Maltratadores (SAHM), en Gerona, el Programa de Atención y Reinserción para

Hombres (ARHOM), en Barcelona, el Plan Psicoasistencial para Varones (PSI-

VAR) de Madrid, el Programa de tratamiento para hombres con relaciones fami-

liares violentas de La Rioja y Programa Abramos el Círculo en Galicia.
4 Para en análisis de esta información se ha conformado una base de datos

con el material procedente de los 230 hombres que fueron atendidos en este

periodo. Los resultados que se exponen en este artículo son un avance descrip-

tivo sobre algunas variables sociodemográficas básicas y sus conclusiones van
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Se es consciente de que la muestra que se aporta en este

trabajo es limitada, en tanto que refleja las características de un

sector de HEVPA que, voluntariamente, ha acudido a un servi-

cio de atención. Sin embargo, y aunque las conclusiones de este

trabajo no puedan ser extrapoladas directamente a toda el grupo

de hombres maltratadores, es necesario destacar que durante el

periodo de estudio, comprendido entre los años 1999 y 2006,

este programa ha sido el único que ha desarrollado una inter-

vención psicológica con HEVPA en Aragón. 

El Servicio Espacio se ha desarrollado en las tres provincias

aragonesas y es, en este contexto, donde hay que situar el valor

de la muestra presentada: el de caracterizar a los HEVPA aten-

didos en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Aragón

durante los años que comprende el periodo de estudio.

Hasta este momento, han sido muy escasos los artículos que

han podido establecer un marco de análisis a partir de la infor-

mación proporcionada por los propios hombres. 

Considerando esta constatación, en este trabajo se pretende

comparar el grupo de hombres atendidos en la Comunidad

Autónoma con alguna de las muestras disponibles y proceden-

tes de otros contextos de intervención. En concreto, se van a

manejar datos procedentes del País Vasco, de Pamplona y de

Gerona.

Por tanto, este artículo tiene un carácter eminentemente des-

criptivo y que, aunque centrado en algunas de las variables

sociodemográficas básicas, no agota en ellas el análisis. Mas

bien al contrario, lo que se pretende, además de constatar algu-

nos vacíos, es considerar y proponer algunas preguntas sobre

las características de los hombres que maltratan a sus parejas

y, en este sentido, ayudar a mejorar un contexto de investigación

regido, en ocasiones, por la presencia de tópicos y de lugares

comunes.

a ser, necesariamente, limitadas y provisionales. La explotación de dicha base

datos forma parte de un proyecto de investigación más amplio sobre las carac-

terísticas de los hombres que ejercen violencia en el ámbito de la pareja, su con-

cepción de la misma y la explicación que ellos aportan sobre las relaciones de

violencia.
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2. Variables sociodemográficas y hombres violentos. Estado de la
cuestión

Los estudios que han considerado a los HEVPA como unidad

de análisis, se han centrado, fundamentalmente, en tres aspec-

tos: (a) las características de los hombres agresores, (b) los fac-

tores de riesgo del comportamiento agresivo y (c) los

procedimientos de intervención.

En el área de investigación relacionada con las característi-

cas de los HEVPA, uno de los primeros objetivos planteados en

las investigaciones fue tratar de establecer diferencias entre los

hombres que ejercían violencia con sus parejas y los que no,

esto es, tratar de identificar las variables en las que las puntua-

ciones de los HEVPA frente a los hombres no violentos fueran

significativamente diferentes. Así, y en términos muy generales,

se sugería que los HEVPA eran personas más ansiosas y depre-

sivas, frías emocionalmente, dominantes y hostiles, con menor

control de la expresión externa de la ira y de los impulsos que

las personas no violentas (Fernández-Montalvo, Echeburúa y

Amor, 2005a; Bersani, Chen, Pendleton y Denton, 1992).

Esta línea de trabajo intentaba, en definitiva, identificar aque-

llas variables que pudieran suponer un mayor riesgo para la víc-

tima e implicaba, implícitamente, considerar al grupo de HEVPA

como un grupo homogéneo. 

Es, en este contexto, en el que cabe preguntarse si se pue-

den encontrar diferencias entre las características sociodemo-

gráficas de los HEVPA frente a los hombres no violentos y si es

posible identificar alguna relación significativa en alguna de

estas variables.

Una segunda línea de investigación clasificó a los HEVPA en

diferentes grupos partiendo, para ello, de variables de carácter

psicobiológico, de tipos de personalidad o de características psi-

copatológicas (Greene, Lynch, Decaer y Coles, 1997; Beasley y

Stoltenberg, 1992). Son clásicas, en este sentido, las clasifica-

ciones de Holtzworth-Munroe y Stuart (1994), Dutton y Golant

(1997) y Gottman et al. (1995) que, entre otras cuestiones,

pusieron de manifiesto la imposibilidad de considerar a los

HEVPA como un grupo homogéneo.
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Respecto a las variables sociodemográficas y su posible

relación con la prevalencia de situaciones de violencia, Holtz-

worth-Munroe, Smutzler y Leonard (1997) constataron que se

trataba de un tema controvertido. En su trabajo realizaron una

revisión de las investigaciones que habían relacionado caracte-

rísticas sociodemográficas y sociales con la violencia. Constata-

ron como algunos investigadores habían asociado variables

como la edad, los ingresos, el empleo, la formación, es status

social o la raza con la ocurrencia de violencia. Se relacionó el

hecho de tener menor edad con una mayor prevalencia de la vio-

lencia (Straus y Gelles, 1986; Stets y Straus, 1989; O’Leary,

Malone y Tyree, 1994); con los bajos ingresos y la pertenencia a

las clases sociales bajas (Sugarman y Hotaling, 1989; McLaugh-

lin et al., 1992); con las parejas de hecho (Stets y Straus, 1989;

McLaughlin et al., 1992) y con la raza, considerando una mayor

prevalencia de violencia entre las parejas afroamericanas o lati-

nas frente a las norteamericanas blancas (Straus y Gelles,

1986; Straus, Gelles y Steinmetz, 1980; Stets, 1990; Schulman,

1980).

Si bien es cierto que algunas variables se relacionan con una

mayor frecuencia de las situaciones de violencia, parece que

algunas de éstas, como los bajos ingresos o el desempleo, pue-

den desempeñar un papel activador o desencadenante de la

violencia y no siendo un factor de riesgo que las relacione con

una mayor prevalencia.

Sin embargo, Amy Holtzworth-Munroe, Natalie Smutzler y

Leonard Bates (1997) no encontraron ni evidencias claras ni

conclusiones definitivas respecto a la posible influencia determi-

nante de ninguna de estas variables, y concluyeron que el perfil

del HEVPA no puede asociarse con ninguna de ellas. 

Como se viene insistiendo, en España se cuenta con escasa

información sobre las características de los hombres agresores

y, en concreto, sobre sus características sociodemográficas.

Cabe pensar, a partir de los datos disponibles o de la extrapola-

ción de las características de las víctimas, que si se consideran

variables como la edad, el nivel de instrucción o el status socioe-

conómico, no se encuentran diferencias radicales que diferen-

cien a los HEVPA de los que no lo son. Es posible encontrar

HEVPA de todas las edades, con diferentes niveles de instruc-

ción y con distinto status socioeconómico.
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Sin embargo, y como reconoce el Informe Anual del Obser-

vatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, no se han publicado

datos sociodemográficos que reflejen las características de los

agresores detectados por la policía a nivel estatal (Ministerio de

Trabajo y Asuntos Sociales, 2007).

En las siguientes tablas se presentan, por una parte, las

muestras que aportan los trabajos de Fernández-Montalvo y

Echeburúa (1997, 2005, 2005ª) y, por otra, los datos sociode-

mográficos de los hombres atendidos por el Programa Terapéu-

tico para Maltratadores del Ámbito Familiar de Pamplona y del

Servicio de Atención Psicológica para Hombres Maltratadores

(SAHM), desarrollado por el Instituto de Reinserción Social

(IReS) en Gerona5.

2.1 Edad

La edad media del HEVPA en los trabajos de Fernández-

Montalvo, J.; Echeburúa, E. (1997, 2005, 2005ª) se sitúa en

torno a los 40 años. No obstante, se observa una mayor edad

media entre aquellos HEVPA que se encuentran en prisión con-

denados por asesinato.

Entre las muestras procedentes de los Programas de Gerona

y Pamplona, el rango de edad entre 18-40, en el caso del Pro-

grama de Navarra y el de 16-45 años en el de Gerona son los

que mayores porcentajes de hombres presentan con el 50,8% y

el 73% respectivamente.

5 El programa de Pamplona se puso en marcha en el año 2005, está dirigido

desde la Oficina de Atención a Víctimas del Delito, perteneciente al Servicio

Social de Justicia del Gobierno de Navarra. Por otra parte, el Servicio de Aten-

ción a Hombres Maltratadores (SAHM), del Instituto de Reinserción Social, ini-

ció su actuación en la provincia de Gerona en 1998, ampliando, posteriormente,

su ámbito de trabajo a la provincia de Barcelona en el año 2000. Los datos utili-

zados en este trabajo y que pertenecen a estos programas se encuentran dis-

ponibles en las memorias de la Oficina de Atención a las Víctimas del Delito de

Pamplona (Oficina de Atención a las Víctimas del Delito. Memoria 2006, 2007) y

en la documentación proporcionada por el Instituto de Reinserción Social (Vives,

2003).
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HEVPA en la HEVPA en HEVPA en HEVPA en

comunidad prisión prisión con prisión sin

(1997) (2005) asesinato (2005) asesinato (2005)

Fernández Fernández Fernández Fernández

Montalvo; Montalvo, J.; Montalvo, J.; Montalvo, J.;

Echeburúa, Echeburúa, E.; Echeburúa, E. Echeburúa, E.

1997. N=42 Amor, P. (2005). N=27 (2005). N=131

(2005a). N=54

Edad media 42,1 40,2 45,1 38,9

Estado Civil (%)
Casados 85,7 16,6 14,8 18,3

Solteros 7,1 5,5 18,5 25,2

Separados/Divorciados 7,1 57,4 48,1 51,2

Viudos 0 20,3 18,5 2,3

Nivel Cultural (%)
Sin estudios 7,1 3,7 7,4 8,3

Estudios primarios 57,1 81,4 85,2 77,8

Estudios secundarios 26,2 11,1 3,7 11,4

Estudios universitarios 9,5 3,7 3,7 2,3

Nivel socioeconómico (%)
Bajo 38,1 20,3 22,2 20,6

Medio-bajo 23,8 37,1 40,7 41,9

Medio 33,3 38,1 37 33,5

Medio-alto 4,8 3,7 0 3,8

Alto 0 0 0 0

Situación Laboral (%)
Activo 73,8

En paro 16,7

Jubilado 9,5

Elaboración propia a partir de los datos de Fernández-Montalvo y Echeburúa.
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Aunque es posible encontrarse con hombres en los distintos

rangos de edad, y salvo los condenados por asesinato, predomi-

nan los hombres relativamente jóvenes en los distintos grupos.

2.2 País de origen

En los primeros estudios que se realizaron, y puesto que una

gran parte de los usuarios eran españoles, la variable país de

origen no era relevante. Con la incorporación acelerada de inmi-

grantes a la sociedad española en los últimos años esta situa-

ción ha cambiado. En el grupo de hombres procedente del

Programa de Gerona, correspondientes a los años 1999-2003,

las personas no españolas representaban el 20%; y en el grupo

del Programa de Pamplona, cuyos datos son de 2006, el grupo

de hombres no españoles constituye ya el 27,3%.

Esta nueva situación, que implica parámetros culturales dife-

rentes, diferentes religiones y una comprensión y expresión del

idioma desigual, resulta muy importante tanto para la planifica-
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ción como para el desarrollo de estrategias de intervención con

los HEVPA. 

2.3 Estado Civil

En las muestras de Fernández-Montalvo y Echeburúa apare-

cen diferencias en función de que el hombre haya sido tratado

en un programa comunitario o se encuentre en prisión. Así, en

aquellos cuyo tratamiento se ha realizado en la comunidad pre-

dominan los casados; en los de dentro de la prisión el estado

civil predominante es separado/divorciado y viudo. Es necesario

tener en cuenta que el ingreso en prisión se producía, al menos

con anterioridad de la entrada en vigor de la LO 1/1994 de Medi-

das de Protección Integral contra la Violencia de Género, única-

mente en los casos más graves lo que puede explicar el mayor

porcentaje de personas separadas, divorciadas o viudas. En los

datos de 2006, procedentes del programa de Pamplona, el por-

centaje de personas separadas representa ya casi el 30%. Sería

interesante comprobar si, en los últimos años, ha aumentado el

número de rupturas en otras muestras lo que podría conside-

rarse un indicador del impacto de las políticas de lucha contra la

violencia de género.

2.4 Nivel de instrucción

Se produce una similitud entre los datos ofrecidos por Fer-

nández-Montalvo y Echeburúa, referida al tratamiento en la

comunidad, con los datos del programa de Pamplona (no se dis-

ponen de datos para el programa de Gerona). En ambos casos,

predominan los HEVPA que se sitúan en el rango sin estudios o

estudios primarios y que representan el 64% y el 71% respecti-

vamente.

En los grupos de Fernández-Montalvo y Echeburúa el nivel

de instrucción conseguido es menor en los hombres que se

encuentran en prisión, tanto si se ha producido o no asesinato,

siendo incluso menor en aquéllos hombres que han matado a su

víctima.

Es interesante comparar, en este caso, las muestras estu-

diadas con los niveles de instrucción de la población general. Se
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observa que, en todos los casos, se encuentran niveles inferio-

res de instrucción.

2.5 Estatus socioeconómico y situación laboral

El bajo estatus socioeconómico y la situación laboral preca-

ria o de paro se han barajado también como variables intervi-

nientes en la violencia de género.

En cuanto a la situación laboral, los HEVPA se encuentran

prioritariamente activos siendo coincidentes las muestras de Fer-

nández-Montalvo y Echeburúa y del Programa de Gerona, en

torno al 75% de los hombres se encuentran laboralmente activos.

Respecto a los niveles socioeconómicos, predominan los

niveles medios y medios bajos. Hay que recordar, tanto para

esta variable como para las demás, que el hecho de que no exis-

tan prácticamente casos con un estatus socioeconómico alto o

muy alto no significa que no se encuentren HEVPA en esta

situación, sino, más bien, que los posibles hombres agresores

no han sido tratados en los servicios que las muestran propor-

cionan. No obstante, implican buenas hipótesis de trabajo que

pueden orientar líneas de estudio e investigación que traten de

explicar esta situación.
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3. Datos del Servicio Espacio

Se repasan, a continuación, los resultados referidos a la

edad, el país de origen, el estado civil, el nivel de instrucción y

la situación laboral y ocupación de los usuarios del Servicio

Espacio atendidos entre los años 1999 y 2006.

3.1 Edad

La edad media es de los hombres es de 37,9 años lo que

implica que el 65,7% de las personas atendidas tienen 40 años

o menos. Como se observa en el gráfico, y pese a encontrarnos

con usuarios en todos los rangos de edad, son las personas

comprendidas entre los 30 y los 50 años las más representadas.

Aunque la media de edad es ligeramente menor a la obtenida

en los trabajos de Fernández-Montalvo y Echeburúa (1997,

2005, 2005ª), las edades de los usuarios son similares a las

obtenidas en las muestras estudiadas. 

Por otra parte, si se desagrega la media de edad de los hom-

bres en función del año de entrada, se observa una tendencia a

la disminución de la edad media.
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Una de las razones que puede explicar esta situación es la

progresiva entrada de personas no españolas cuya media de

edad es significativamente inferior. La media para las personas

extranjeras es de 31,4 años frente a 39,8 años para los españo-

les.

3.2 País de origen

El 23% de las personas atendidas son personas no españo-

las. La distribución por zonas geográficas es la siguiente:

Año 2001 2002 2003 2004 2005 2006

Media edad 40 39,8 39,1 38,9 36,2 37,1

De esta distribución destacan las personas procedentes de

América, todas ellas de Latinoamérica.

El número de personas que han sido atendidas ha ido en

aumento a lo largo de estos últimos años; así, si en el año 2000

las personas no españolas supusieron el 10% de las atenciones

y, en el año 2006, han representado el 27,9 %. De los HEVPA no

españoles, el 11,5% de los hombres se encuentran, en el

momento de acceso al Programa, en una situación administra-
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tiva irregular. Los datos que se presentan son coincidentes con

los referidos a los Programas de Gerona y Navarra.

Esta evolución en la atención de personas no españolas ha

sido paralela al aumento de la población inmigrante en nuestro

país. Según los últimos datos disponibles, el porcentaje de per-

sonas no españolas en la Comunidad Autónoma sigue siendo

creciente. En el avance del Padrón Municipal de Habitantes a 1

de enero de 2007, la población no española que reside en la

Comunidad Autónoma es del 9,5% (IAEST, 2007).

La proporción de personas no españolas atendidas es casi

tres veces mayor que la de extranjeros, si lo comparamos con

el total de la población. Proporcionalmente, en estos momen-

tos, se está atendiendo un mayor número de extranjeros que de

hombres españoles.

3.3 Estado civil

El estado civil predominante es el de personas casadas, las

cuales representan el 59,8% de todos los hombres.
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Como se apuntó en el apartado anterior, puede ser intere-

sante seguir la evolución del número de hombres separados y

divorciados a lo largo del tiempo. Si en el grupo de hombres tra-

tados en la comunidad de Fernández-Montalvo y Echeburúa en

el año 1997, los casados representaban el 85,7%, este porcen-

taje desciende al 37,7%, en los datos correspondientes al año

2006 que ofrece el Programa de Navarra. Esta tendencia de

aumento progresivo de los hombres separados y divorciados se

aprecia también en la evolución de los casos nuevos en el Ser-

vicio Espacio, pasando del 5% en el año 2000 al 16,2% en el

año de 2006.

3.4 Nivel de Instrucción

En el siguiente gráfico se muestra el nivel de instrucción de

los hombres atendidos desde el Servicio Espacio.
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Aparecen hombres en los diferentes niveles de estudios

siendo en nivel EGB/ESO/FPI el mayoritario representando el

47% de los usuarios. Aunque alguno de los niveles no son direc-

tamente comparables con los datos de los estudios de Fernán-

dez-Montalvo y Echeburúa presentados en el marco teórico se

pueden considerar bastante similares y, por tanto, implican

menores niveles de instrucción alcanzados si los comparamos

con la población general.

3.5 Situación laboral y ocupación

Prácticamente 3 de cada 4 hombres, el 74,4%, se encuen-

tran trabajando en el momento de acceder al Servicio, seguido

de las personas que se encuentran paradas o en una situación

de baja médica. Estos datos se corresponde con lo descrito en

los otros grupos estudiados.

Situación laboral Frecuencia Porcentaje

Activo 172 74,8

En paro 17 7,4

Estudiante 1 0,4

Incapacitado para trabajar 5 2,2

Jubilado/prejubilado 10 4,3

Situación irregular en España 6 2,6

Baja médica 14 6,1

En prisión 2 0,9

No sabe/no contesta 3 1,3

Total 230 100
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En cuanto a la distribución por actividades profesionales des-

taca el grupo de hombres dedicados a profesiones relacionadas

con la actividad industrial (31,7%) y con la construcción (21,1%). 

En la siguiente tabla aparecen representadas las diferentes

actividades profesionales:

Porcentaje
Actividad laboral Frencuencia Porcentaje

válido

Válidos Restauración/hostelería 12 5,2 5,3

Otro sector servicios 48 20,9 21,1

Construcción 47 20,4 20,7

Agricultura/ganadería 7 3 3,1

Industria 72 31,3 31,7

Enseñanza 2 0,9 0,9

Seguridad/cuerpos

y fuerzas de seguridad 11 4,8 4,8

Funcionario 5 2,2 2,2

Otros 5 2,2 2,2

No sabe/no contesta 18 7,8 7,9

Total 227 98,7 100

Perdidos Sistema 3 1,3

Total 230 100

4. Más allá de los datos

La experiencia en estos últimos años, en torno al abordaje de

la violencia de género, ha puesto de manifiesto que, al margen

de la aplicación de medidas judiciales, el agresor sigue, en

muchas ocasiones, conviviendo con la víctima y reproduciendo

el comportamiento de maltrato. La ruptura de la víctima y el

agresor no ha hecho disminuir el riesgo para la víctima, sino,

bien al contrario, este riesgo ha podido llegar a agudizarse. Se

ha constatado que, junto a la absoluta necesidad de ejecutar

medidas penales firmes y contundentes, es necesario acudir a

otras medidas complementarias de intervención psicosocial y a

profundizar en los mecanismos de actuación de este grupo de

hombres. 

Al observar las contundentes afirmaciones que se vierten

sobre los hombres maltratadores y que habitualmente se dirigen
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a la condena de su comportamiento se podría pensar que, con

dicha condena, ya se ha dicho todo lo necesario. Sin embargo,

algunas preguntas e incógnitas planteadas por los diferentes

autores sobre quiénes son, cómo actúan y cuáles son los meca-

nismos que explican comportamiento de los HEVPA deben toda-

vía ser resueltas y, sobre todo, verificadas sobre la población

española de hombres potencialmente agresores.

Es necesario recordar que los primeros estudios sobre la vio-

lencia dentro de la familia, en el ámbito norteamericano, se pro-

ducen en los años sesenta y que, no es hasta la siguiente

década, cuando se publican los primeros trabajos sobre los

hombres maltratadores (Dobash y Dobash, 1979; Straus, Gelles

y Steinmetz, 1980; Purdy y Nickle, 1981; Bernard y Bernard,

1984; Goldstein y Rosenbaum, 1985; Hamberger y Hastings,

1986; Supe, Stacy y Hazelwood, 1987).

En España, los primeros datos de una muestra de HEVPA,

manejados en este artículo, proceden del Programa de inter-

vención del País Vasco y no fueron publicados hasta el año

1997. En una revisión realizada por Ferrer et al. (2006) se cons-

tató, para el periodo 1988-1998, que, hasta ese momento, el

número de artículos científicos producidos en España sobre los

HEVPA era muy escaso y, prácticamente todos ellos, proceden-

tes del País Vasco.

Respecto a esta ausencia de información sobre las caracte-

rísticas de los HEVPA en el contexto español, sigue siendo sor-

prendente, todavía hoy, la escasez de artículos científicos que

aborden aspectos relacionados con estos hombres y que utili-

cen muestras españolas.

Con la publicación de este artículo se ha pretendido colabo-

rar en hacer visibles las muestras de HEVPA, en este caso la

referida al ámbito de atención dentro de la Comunidad Autó-

noma de Aragón, que pueda favorecer la consolidación un

marco de trabajo a partir de los hombres con los que se ha

podido intervenir; que permita seguir avanzando en el conoci-

miento de los mecanismos de instauración y mantenimiento de

la violencia. En este sentido, la consideración de los datos socio-

demográficos es sólo un primer paso para tratar de poner en

relación la información disponible.
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5. Conclusiones

La conclusión principal, tras la valoración de los datos de la

muestra utilizada para este trabajo, es la imposibilidad de deter-

minar un perfil sociodemográfico específico acerca de los hom-

bres que ejercen violencia en el entorno de la pareja y que han

sido atendidos en el Servicio Espacio dentro de la Comunidad

Autónoma de Aragón.

Esta conclusión es coincidente con la comparación realizada

con los datos referidos al País Vasco Gerona y Pamplona. En la

comparación de estos datos, las similitudes encontradas son

más significativas en los datos demográficos correspondientes a

los hombres que han sido tratados en programas de la comuni-

dad frente a los que se encuentran en prisión. 

Esta cuestión es importante y puede orientar trabajos futuros

que traten de identificar si las características de los hombres

agresores que ingresan en prisión es diferente a los hombres

tratados en servicios de la comunidad, no sólo desde el punto

de vista de sus características sociodemográficas sino desde

otros aspectos de su funcionamiento psicológico.

Un asunto emergente que ha irrumpido a partir del impacto

del fenómeno migratorio en España, es la progresiva presencia

en los servicios de personas no españolas. En estos momentos,

estas personas suponen, al menos en las atención del Servicio

Espacio, un 27,9% de los HEVPA atendidos, lo que representa

un porcentaje sensiblemente mayor al porcentaje de población

inmigrante en la Comunidad Autónoma de Aragón. De verifi-

carse esta tendencia en los datos globales de población de

hombres que ejercen violencia de género, sería importante con-

siderar este dato en el diseño de los programas de intervención. 

Aunque no sea posible el establecimiento de un perfil carac-

terístico del HEVPA, sí se han encontrado algunas diferencias

entre estos hombres y el resto de la población masculina, aten-

diendo a las variables sociodemográficas analizadas. Estas dife-

rencias han aparecido tanto en el análisis de las muestras del

País Vasco, Gerona y Pamplona como en los datos proporcio-

nados por los hombres atendidos en el Servicio Espacio, dentro

de la Comunidad Autónoma de Aragón. 

Respecto a los datos de la muestra aragonesa, entre las dife-

rencias encontradas destaca la relativa juventud de los hombres
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que acceden al Servicio, el menor nivel de formación alcanzado

y, en general, una menor presencia de hombres con niveles

sociolaborales altos o muy altos. 

No obstante, estas diferencias en las variables sociodemo-

gráficas analizadas no parecen ser determinantes y no identi-

fican un factor de riesgo específico. En los datos aportados, se

encuentran hombres en todos los rangos de edad, nacidos y

no nacidos en España, con diversos estados civiles, en dife-

rentes situaciones laborales, profesiones y situaciones socioe-

conómicas.

Es importante recordar en este punto que las diferencias

detectadas respecto a la población masculina general se refie-

ren no a una caracterización general de los HEVPA sino a

aquéllos que han accedido a estos servicios de intervención.

Por tanto, estas diferencias pueden sugerir y dar lugar a futuras

hipótesis para la investigación ayudando, entre otras posibles

cuestiones, a discriminar las posibles características del hom-

bre “más predispuesto” a su incorporación a un programa de

tratamiento.

Hasta este momento, no se cuenta con datos estatales que

identifiquen de forma global las características de los HEVPA. La

existencia de esta información de ámbito nacional, además de

posibilitar la identificación de diferencias entre la población mas-

culina general y los HEVPA, podría permitir el contraste con las

muestras de grupos de hombres procedentes de los dispositivos

de intervención como la que es presenta en este trabajo. Este

comparación favorecería, sin duda, el desarrollo de aspectos

esenciales en la lucha contra la violencia de género en lo que se

refiere a la intervención con hombres maltratadores.
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Resumen: La realidad social penitenciaria no suele

ser objeto de investigaciones en profundidad. Nuestro

intento es tratar de aportar nuevas perspectivas y enfo-

ques sobre este mundo tan estereotipado como des-

conocido. Hemos querido destacar las funciones

psicológicas y sociales que el hecho religioso carcela-

rio contiene para los sujetos privados de libertad; bus-

cando asociaciones entre las tipologías delictivas y las

expresiones sociorreligiosas prisionizadas más repre-

sentativas. Se constata el hecho, comprobado en

nuestra investigación, de cómo la recreación subjetiva

de actitudes y valores religiosos de los internos en un

establecimiento penitenciario viene a ser un poderoso

mecanismo de defensa frente a situaciones altamente

estresantes. Posibilitando, por lo tanto, al individuo

encarcelado el poder soportar y paliar tanto los efectos

desestructuradores del regimen penitenciario como el

fortalecimiento de identidades personales y grupales

de los propios reclusos.
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les. Reconstrucción social.

Psycho-social functionality of beliefs in prison

Summary: The social reality inside prisons is not often the subject

of in-depth investigations. It is our aim to endeavour to shed new light

and perspective on a world that is as stereotyped as it is unknown. It is

our intention to highlight the psychological and social functions repre-

sented by religiousness in prison for subjects deprived of freedom, by

looking for associations between criminal typologies and the most

representative socio-religious expressions found inside prisons. It has

been found, and corroborated by our research, that the subjective re-

creation of the inmates’ religious attitudes and values inside a peniten-

tiary proves to be a powerful defence mechanism when confronted with

highly stressful situations. This therefore makes it possible for the

inmate to tolerate and mitigate both the destructive effects of the prison

system, while at the same time strengthening the personal and group

identities of the prisoners themselves.

Keywords: Levels of imprisonment. Prison culture. Convict code.

Criminal typology. Religious functionality.  Religiousness in prison. Reli-

gious subculture inside prison. Ritual meditations. Social reconstruc-

tion.
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Funcionalidad
psico-social
de las creencias
en prisión

Presentación

Para la persona encarcelada, ciertamente, la realidad de la

marginación, vivida en la prisión, en modo alguno, resulta una

novedad; ya que proceden de ambientes donde la exclusión

social adquiere una presencia preeminente. Y, lo más lamenta-

ble, es que la institución penitenciaria, en vez de favorecer la

reinserción y normalización sociales, como así es su objetivo

formal; lo que hace es todo lo contrario: profundizar y reproducir

las estructuras y procesos de desigualdad. Es el “círculo de la

marginación permanente”: marginado antes, en, y después, de

su estancia en un establecimiento penitenciario.

Por lo que el delincuente se ajusta a un tipo de conducta que

no se corresponde a los parámetros o pautas sociales respecto

a los cuales un colectivo o una determinada sociedad entiende

por “normal” –esto es, convivencia humana regida por normas

comunes–. En este sentido “anormal”, sería por lo tanto aquél

comportamiento desadaptado, en desacuerdo con los valores

establecidos y sancionados por la legalidad vigente.

Proceden de un ambiente sociofamiliar desestructurado.

Muchos de los internos e internas han crecido en el seno de

unas familias con una estructura formal y social alteradas. Esta

situación anómala ha repercutido muy negativamente en el pos-

terior desarrollo afectivo y socializador; y, por supuesto, en las

posibilidades de integración social.

En definitiva, los rasgos, que la población reclusa evidencia,

están en clara correspondencia con sus circunstancias perso-
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nales, con sus ámbitos de procedencia y con el medio existente:

la prisión como organización que consolida tanto las dinámicas

de exclusión como la asimetría social entre colectivos de una

sociedad.Se produce, a nuestro juicio, una evidente contextuali-

zación de las experiencias y conductas religiosas de los presos.

O, lo que es lo mismo, se aplica de hecho una hermenéutica

bíblica en estos ambientes de marginalidad.

Es decir, los padecimientos, las esperas y anhelos, las frus-

traciones y los deseos de los privados de libertad representan

ser el punto de partida desde el que se releen los textos bíbli-

cos. Textos que referencian situaciones de opresión, de esclavi-

tud, de exilio, de pobreza, de desigualdad y de exclusión social,

cultural o religiosa; y que, ante los cuales, la población reclusa

es especialmente receptiva. Posiblemente, se despliega una

dinámica asociativa de identificación entre las narraciones bíbli-

cas y sus propias vivencias y experiencias vitales. 

En muchos casos, esta interpretación bíblica, llevada a cabo

en los contextos penitenciarios, representa ser una nueva y

novedosa redefinición de la realidad para los hombres y mujeres

encarcelados. La cual puede ocasionar en el sujeto un cambio

positivo en sus actitudes vitales y en sus expectativas de futuro.

Por lo que el preso no es únicamente un receptor pasivo del

mensaje bíblico; sino un sujeto activo en el proceso de su “re-

interpretación” como persona libre y digna a la luz de la Palabra

revelada. 

Así pues, diríamos que la Biblia “afecta” a los presos; esto es,

sintoniza con el conjunto de sus emociones y de sus más legíti-

mos intereses. En definitiva, se trata de la interacción activa

entre este principio hermenéutico liberador y la realidad antro-

pológica del preso.

Justificación metodológica

El diseño de investigación sociológico integra dos enfoques

distintos, pero complementarios: el nivel teórico –marcos expli-

cativos–, y el nivel empírico –datos socioestadísticos–.Por otro

lado, como no existen, hoy por hoy, fuentes previas socioesta-

dísticas del objeto de estudio: funcionalidad de las creencias

religiosas en prisión. Procedimos a la elaboración y aplicación

Jesús García Martínez
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de un cuestionario amplio sobre la población reclusa1. en vistas

a la obtención de información relevante sobre una muestra sig-

nificativa de la población reclusa.

El tratamiento sociológico del hecho religioso carcelario con-

lleva el estudio de la interacción producida entre las conductas

religiosas y su contexto social de referencia. Esto posibilita el

poder establecer una serie de tipos y niveles sociorreligiosos

que nos permitan establecer análisis comparativos cuantitativos

y cualitativos para registrar las expresiones de funcionalidad o

disfuncionalidad sociales.

1. Morfología sociorreligiosa funcionalista

En la interpretación funcionalista del hecho religioso nos ser-

viremos del marco teórico del estructural-funcionalismo2. De

este modo, se dispondrá de una herramienta hermenéutica de

primer orden para estudiar los efectos de los cambios de la reli-

giosidad institucional en sus componentes normalizados, perci-

bidos en su doble relación con el sistema social y sus

configuraciones internas. Esta perspectiva sociológica analiza el

hecho social religioso como un conjunto de procesos en los que

las estructuras sociales y culturales están en constante interac-

ción y modificación, tanto en sus propias articulaciones externas

como en las internas.

La prisión, en cuanto sistema social complejo, representa ser

el entramado de relaciones de los tres subsistemas: socioes-

tructural, sociocultural y personal que definen, a la par que con-

figuran, el propio sistema social3. Ahora bien, la peculiaridad del

1 Los datos estadísticos que utilizaremos están recogidos y sistematizados

en el libro que publiqué “Sociología del Hecho religioso”, Ed. Publicaciones

UPSA, Salamanca. 2000. Donde se analiza de forma pormenorizada el fenó-

meno religioso carcelario.
2 Cf. T. Merton “Teoría y estructuras sociales”. FCE, México, 1992. T.Parsons

“El sistema social”, Alianza Editorial, Madrid, 1998.
3 El sistema social es predominantemente ambiental. El sistema cultural es

principalmente instrumental, y el de la personalidad es básicamente motivacio-

nal. Hay cuatro tipo de funciones: la función de estabilidad normativa, la función

de integración , la función de prosecución de objetivos y la función de adapta-

ción. Todo sistema social, para poder mantenerse, debe de resolver estos pro-

blemas de ajuste o imperativos funcionales.
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sistema social general carcelario hace que se entremezclen

dinámicamente los procesos y contenidos socioculturales, junto

con los socioestructurales, propios de un establecimiento peni-

tenciario. Registramos la existencia del “modelo formal” –oficial

e institucional penitenciario– y el modelo “informal” –código car-

celario–.

1.1. Aplicación del modelo estructural-funcionalista

Cabe hacer notar el hecho de que la puesta en práctica del

modelo se llevará a cabo teniendo en cuenta la especificidad del

contexto social, ya que la complejidad del hecho religioso car-

celario así nos lo demanda. Partimos de la base de que el sis-

tema social religioso en prisión debe de responder a cuatro

problemas de ajuste, y a través de cuatro funciones: “función de

estabilidad normativa”, “función de integración”, “función de pro-

secución de objetivos” y “función de adaptación”.

La acción religiosa carcelaria se integra mejor en las “zonas

bajas” de los imperativos funcionales: seguimiento de objetivos

–cuyo componente estructural son los colectivos–, y desarrollo

de funciones adaptativas –el componente estructural son los

roles–. De hecho, la fenomenología religiosa carcelaria –con-

ductas, actitudes, valores y creencias– comporta una respuesta

reactiva a ciertas necesidades personales, sociales y culturales;

sin olvidar que la misma experiencia religiosa implica el desplie-

gue de unas estrategias adaptativas a este medio social tan

extraordinariamente complejo.

1.2. Correlación de subsistemas y acción religiosa

Analizaremos, a continuación, las correlaciones expresivas

existentes entre la acción religiosa y los diversos subsistemas.

A). Subsistema socioestructural y acción religiosa. Este

subsistema representa ser el punto de partida de la interacción

social, identificado por la presencia de expectativas de rol, y por

su inherente capacidad sancionadora. En el Centro Penitencia-

rio la relación social funcionario-interno es sustancialmente asi-

métrica, ya que se produce una desigualdad estructural en el

ejercicio de sus respectivos roles: el desempeño de éstos

entraña una dependencia intrínseca del recluso respecto a su
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controlador social oficial; de aquí se puede colegir que la ads-

cripción de estatus y las pautas de conducta sociales son “de

facto” antagónicas.

Así pues, y dentro de este desequilibrio interactivo, el grado

de tensión es muy acusado: los funcionarios están legitimados

para la administración de mecanismos de control, en cambio, los

reclusos se encuentran en una clara dependencia organizativa,

por lo que se produce una combinación inevitable de ansiedad y

de hostilidad; todo esto ayudará a explicar la funcionalidad de

las expresiones religiosas en un espacio social tan tenso como

es el propio de un recinto penitenciario.

En estos niveles socioestructurales, constitutivos del sistema

social religioso carcelario, constatamos el hecho siguiente: las

formas y manifestaciones de naturaleza religiosa, en su perfil

más formalizado, están sujetas tanto al ritmo como a la intensi-

dad de la propia dinámica social de la organización burocrática

del establecimiento penitenciario. Esto es, la fenomenología reli-

giosa carcelaria adoptará, por lo tanto, unas expresiones con-

cretas en correlación con la estructuración presentada por el

sistema social carcelario. Esta influencia aludida es plenamente

perceptible e identificable en las pautas de conducta religiosas

más sometidas a formalización, en el sentido de que se regis-

tran mayores índices de praxis religiosa: asistencia regular a las

celebraciones litúrgicas de los reclusos con mejor adaptación al

régimen ordinario de vida carcelario.

B). Subsistema sociocultural y acción religiosa. Recorde-

mos que éste integra una amplia gama de elementos: ideas,

valores, símbolos y modelos culturales, en cuanto totalidad de

respuestas sociorreligiosas proporcionadas por el colectivo de

reclusos ante los retos que el entorno social inmediato les plan-

tea, y que tienden a expresarse en el ámbito del sujeto religioso

o bien tiende, si es el caso, a manifestarse en sistemas oficiales

eclesiásticos. Hemos comprobado cómo la praxis religiosa con-

lleva, de modo necesario, unos mecanismos de reacción defen-

siva para hacer frente a las propias tendencias disgregadoras

del colectivo social carcelario. De este modo, y frente a la con-

frontación traumática que el recluso padece ante la imposición

de pautas de comportamiento, el recurso a lo religioso favorece,

sin duda alguna, la estabilidad normativa axiológica en los inter-

nos del Centro.
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Desde esta perspectiva, la axiología religiosa carcelaria, cier-

tamente, está provocando una poderosa dinámica de refuerzo y

de consolidación de sus propias pautas de conducta y de sus

normas específicas. En este sentido, se entiende la significación

profunda de la praxis sociocultural religiosa en cuanto funda-

mento sólido para una construcción social de la identidad del

sujeto privado de libertad4.

C). Subsistema de la personalidad y acción religiosa.

Entendemos que éste resulta ser el que mejor se adecúa a las

características específicas de la religiosidad carcelaria; en dicho

subsistema es el propio “actor-interno” el que desarrolla todo un

conjunto de actitudes, tendencias, e intenciones religiosas de

corte y sentido funcionalistas.

Los sujetos privados de libertad están de forma sistemática

sometidos a un régimen de vida carcelario donde todo está

minuciosamente reglamentado. Precisamente, este carácter

impositivo, coercitivo y represivo del reglamento penitenciario

hace que el recluso/a se autoperciba como sujeto alienado y

despersonalizado; en la mayoría de los casos. El interno suele

ser muy reacio a asumir el sistema normativo penitenciario, la

prueba la tenemos en las constantes infracciones e incumpli-

mientos de las normativas del reglamento penitenciario.

Esta sistemática “interacción negativa” del preso con su

medio social carcelario, con todo lo que supone de profundo y

progresivo deterioro personal, constituye la base psicosocial

para el surgimiento de lo que nosotros denominamos: “reactivi-

dad religiosa funcional”, comportándose este tipo de estrategia

como un mecanismo de respuesta defensiva para el propio

sujeto, permitiendo a los internos: la reducción de los niveles de

ansiedad y angustia mostrados en el ingreso en prisión, la supe-

ración de situaciones anómicas, la mejora en la adaptación al

medio social de la prisión, y el manejo de situaciones persona-

les definidas como particularmente estresantes y amenazantes

para su propia seguridad.

4 C. H. Hervieu Leger, ¨Renoveaux émotionnels contemporains en F. Cham-

pion (ed.) De l´emotion en religion, Centurion, Paris, pp. 217 ss. 1990.
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2. Modalidades funcionales del hecho religioso

Siguiendo con la aplicación del modelo parsoniano, desarro-

llaremos, a continuación, las diversas funciones y su correspon-

dencia con los subsistemas analizados.

2.1). Funciones adaptativas

El factor religioso favorece la consecución de unos niveles

mínimos de ajuste personal y social, de un cierto “equilibrio

homeostático” al medio carcelario.

Función adaptativa y subsistema personal. El fenómeno reli-

gioso es parte integrante de la red de apoyo para la persona que

se encuentra sometida a una tensión subjetiva y ambiental

extremas; en cualquier caso, ésta es el área de la configuración

de la personalidad donde mayor incidencia tiene la praxis reli-

giosa. Entendemos que las vivencias religiosas devienen ser un

poderoso mecanismo de reajuste positivo, por lo que estos inter-

nos mejoran de forma ostensible sus niveles de adaptación . De

este modo, se acentúan positivamente la estimulación de la

autoestima y la recomposición de sus expectativas de futuro.

Función adaptativa y subsistema sociocultural. Resaltamos

el hecho de que estas funciones tienen como objetivo el tratar

de maximizar las gratificaciones posibles y minimizar los efectos

más desagradables del internamiento en prisión. Para la conse-

cución de esta meta los valores religiosos adquieren un papel

prevalente en la dinámica de conformación de actitudes, las cua-

les predisponen a una mejor adaptación efectiva al medio social.

El universo cultural religioso de estos sujetos debe de ser lo sufi-

cientemente consistente como para poder permitir el estableci-

miento de unas correlaciones positivas entre el valor religioso y

el bienestar psicosocial percibido.

Función adaptativa y subsistema socioestructural. Hay que

destacar la importancia que revisten los diferentes ritos o cere-

monias religiosas –celebraciones eucarísticas– en cuanto

“modus operandi” adaptativo a unos sistemas normativos insti-

tucionales muy exigentes, como son los propios de una organi-

zación penitenciaria.
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2.2. Funciones de mantenimiento de modelos

Los reclusos, que se encuentran bajo una intensa presión de

ajuste a modelos de conducta impositivos, descubren en la

vivencia religiosa un principio operativo eficaz.

Función de mantenimiento y subsistema de personalidad. El

hecho religioso proporciona protección y apoyo cognitivo –inter-

pretación novedosa de situaciones–, también, apoyo psicológico

–aceptación crítica de su situación–. Además, es muy impor-

tante la existencia de un soporte social para el recluso (sabemos

que la estabilidad normativa contribuye, sobremanera, a la per-

manencia y vigencia del equilibrio psicosocial subjetivo). Así se

contribuye a eliminar y neutralizar los procesos de despersona-

lización existentes; y por ende, se van creando un nuevo entra-

mado de redes comunicativas con otros sujetos, por lo que el

preso va alcanzando mayores cotas de expresividad social.

Función de mantenimiento y subsistema sociocultural. La

experiencia religiosa vivida en el seno del grupo, sin duda

alguna, está favoreciendo la interacción social; todo esto, a su

vez, permitirá la creación o recreación de valores en las estruc-

turas de la personalidad de estos internos, y la progresiva insti-

tucionalización del hecho religioso. Las relaciones interper-

sonales de las agrupaciones religiosas son muy positivas, ya

que inhiben posibles dinámicas de reacción negativas.

Función de mantenimiento y subsistema socioestructural.

Aquí, como en otros casos similares, los niveles de prisioniza-

ción altos se corresponden con el ajuste a los modelos normati-

vos alternativos –“código carcelario”–, y los no prisionizados con

la adaptación a los modelos normativos oficiales e instituciona-

les del Centro. También hay que hacer notar un fenómeno obser-

vado: cuando el interno va asumiendo los modelos normativos

de la religión, mejora su percepción de la situación personal y/o

permite un mejor ajuste a su rol adscrito por el sistema burocrá-

tico penitenciario. Aunque, paradójicamente, en el caso de los

reclusos más prisionizados producirá un reforzamiento de sus

propias pautas de conducta carcelarias informales, por lo que, y

en este caso, representará ser una especie de defensa numan-

tina de la propia identidad 
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2.3. Funciones integrativas

Las funciones que vendrán a continuación, entendemos que

tienen una especial significación y relevancia para el objetivo de

nuestra investigación sociorreligiosa.

Función integrativa y subsistema de personalidad. En este

sentido, y teniendo en cuenta esta correlación observada, las

vivencias religiosas ofrecen, para el recluso, un cuadro explica-

tivo, que una vez asumido por el sujeto privado de libertad se

configura como un conjunto organizado de significados últimos.

En este sentido coadyuvan, ciertamente, a la conformación de la

identidad y de la acción del interno.

En el despliegue de estas funciones integrativas, se observa

una clara impronta de la afectividad personal y religiosa; tanto

las conductas como las creencias y las actitudes religiosas

están impregnadas de una intensa emotividad, lo que terminan

por proporcionar estados positivos de ánimo: sensación de

seguridad y de protección, sentimiento de autoestima. En sínte-

sis, la experiencia religiosa en prisión, en el ejercicio de sus fun-

ciones integrativas, ayuda a mantener una visión más coherente

de la vida, además, favorece el fortalecimiento de la identidad y

la autoestima personales. 

Función integrativa y subsistema sociocultural. Aquí se trata

de proporcionar una justificación o legitimación últimas del

amplio cuadro normativo y valorativo carcelario, en lo relativo a

su perfil sociorreligioso. Así pues, la religiosidad carcelaria

puede legitimar y fundamentar ciertas normas y usos carcela-

rios; sin embargo, en otras ocasiones no. Precisamente porque

algunos valores específicos del medio carcelario pueden entrar

en evidente contradicción con la axiología religiosa.

Las manifestaciones religiosas carcelarias entrañan la virtua-

lidad operativa de legitimar en profundidad determinados objeti-

vos sociales deseables para el interno; valores que forman parte

importante del sistema axiológico de los reclusos en cuanto pro-

ceso normativo de la acción inmediata (como por ejemplo, el

sobrellevar con dignidad la condena en prisión, la necesaria soli-

daridad corporativa entre los reclusos, el respeto debido a los

iguales, y la fortaleza personal en las dificultades).
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De este modo, la religiosidad carcelaria, en sus funciones

integrativas, se comporta como un factor que contribuye eficaz-

mente al sostenimiento del cuadro valorativo de estos reclusos5.

Sin olvidar que las experiencias religiosas funcionan como un

“antídoto” respecto a las disfuncionalidades propias del sistema

penitenciario.

Función integrativa y subsistema socioestructural.

La dinámica ordinaria en un régimen sistemático de privación

de libertad ocasiona una ruptura con todos los vínculos anterio-

res; desconexión radical de sus ámbitos de procedencia social. El

efecto funcional integrativo del hecho religioso carcelario, en lo

que respecta a este nivel subsistémico, sería la de reinterpretar

y resituar los propios condicionamientos conductuales –diferen-

tes roles y asimetría de los estatus establecidos– del régimen de

vida penitenciario. Así se van limitando, en la medida de lo posi-

ble, los desajustes impuestos por la presión conformadora del

sistema jurídico-penal en el recluso. Los casos de sujetos con

menor prisionización suponen una interacción normalizada con

el “sistema estructural carcelario”, haciendo suyos los fines y

objetivos de la institución burocrática penitenciaria.

2.4. Función de consecución de objetivos

El hecho religioso en prisión desarrolla unas funciones esti-

muladores y animadoras en la acción social ordinaria del sujeto.

Función de consecución de objetivos y subsistema de perso-

nalidad. En este nivel, la vivencia religiosa ocasiona una libera-

ción de energías y de emociones como elemento importante de

distensión, en orden al establecimiento de unos objetivos vitales

mínimos. De este modo se favorece que cada recluso exprese lo

mejor de sí mismo: cualidades, actitudes, predisposiciones posi-

tivas y autoestima, muchas veces ignoradas y/o inhibidas. Dicho

aprendizaje, como manifestación de autoconocimiento y auto-

5 Cf. E. Goffmann. Internados. Ensayos sobre la situación social de los enfer-

mos mentales. Amorrortu, editores, Buenos Aires. 1992. JJ. Caballero el mundo

de los presos en F. Jiménes y M. Clemente (eds.) Psicología social y sistema

penal. Alianza editorial. Madrid. 1986.
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descubrimiento es uno de los efectos más específicos de este

nivel subsistémico.

En realidad, se trata de una optimización de sus recursos y

habilidades cognitivos personales que los reclusos tienen, pero

que lamentablemente suelen desconocer.

Desde esta perspectiva mantenemos que la progresiva per-

sonalización de actitudes favorables al hecho religioso permite,

de modo efectivo y eficaz, el despliegue de las potencialidades

propias de cada recluso, permitiendo la emergencia de proyec-

tos vitales alternativos a las experiencias vividas. La religiosidad

carcelaria ofrece un nuevo marco referencial sólido, donde el

sujeto privado de libertad puede ubicar su realidad personal y su

expectativa inmediata de futuro.

Función de consecución de objetivos y subsistema sociocul-

tural. En este nivel subsistémico se pretende la búsqueda de

una mayor y mejor optimización de valores –actualización de los

potenciales axiológicos de los reclusos–, lo que proporcionará

una más intensa sensación de bienestar personal y de armonía

social en estos sujetos. Ciertamente, el hecho religioso carcela-

rio muestra una extraordinaria capacidad de maniobra para

establecer unas pautas de referencia comunes en el proceder

habitual de los internos sometidos a la monotonía diaria de la

cárcel.

Podríamos señalar que otras de las funciones propias de

este nivel resulta ser la interrelación con el ambiente sociocultu-

ral. En cualquier caso se pretende evitar la sensación del des-

arraigo experimentado en los momentos iniciales, ya que se van

recreando, en la medida de lo posible, las señas de identidad

culturales propias de su medio social de procedencia –sus iden-

tidades culturales étnicas–.

Función de consecución de objetivos y subsistema socioes-

tructural. La dinámica institucional de la cárcel conlleva, como

uno de sus efectos perversos más característicos, la continua

despersonalización experimentada por el interno. Frente a este

desvalimiento e impotencia que el recluso siente ante la organi-

zación burocrática, se va imponiendo la necesidad de disponer

de un cierto “discurso racionalizador”; aquí es donde interviene

el “discurso religioso carcelario”, en cuanto mecanismo transmi-

sor de explicaciones totalizantes y últimas en la realidad perci-
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bida. (La persona necesita, en todo momento, de unos marcos

referenciales absolutos que le sirvan de permanente referencia

en cualquier contexto social, por complicado que sea. El recluso

no quiere dejar de entender todo aquello que pudiera estar afec-

tando directamente a su vida). Como ya hemos tenido la opor-

tunidad de comprobar, la religiosidad carcelaria mantiene una

serie de funciones: adaptativas –ajuste a un medio particular-

mente difícil–, de logro de objetivos –refuerza la autoestima sub-

jetiva, integrativas –conlleva el progresivo ajuste al medio–, y de

mantenimiento de modelos –asume aquellas pautas de con-

ducta apropiadas– 6.

La naturaleza funcional del hecho religioso en la cárcel, sin

duda alguna, representa una expresión particular y singular den-

tro de la sociología funcional religiosa; ya que hemos constatado

cómo adquieren un peso más específico aquellos elementos de

corte más psicosocial : necesidades, actitudes y vivencias per-

sonales, que aquellos aspectos de índole más institucional del

hecho religioso: procesos de transmisión y socialización reli-

giosa.

Las funciones generales observadas del hecho religioso car-

celario son, entre las más relevantes, las que vienen a conti-

nuación: reduce los niveles de ansiedad y de angustia

personales; facilita la expresión normalizada de sus emociones;

favorece el control de sus impulsos destructivos; permite identi-

ficar y definir sus propios sentimientos; proporciona sensaciones

de paz o de sosiego frente al estrés padecido; favorece una

mayor y mejor cohesión social en el grupo religioso; y alimenta

las identidades culturales y étnicas de los reclusos.

6 Las funciones más importantes para el funcionamiento y estabilidad de los

sistemas sociales son: “pattern maintenance” –mantenimiento de modelos–, se

consigue a través de mecanismos socializadores que proporcionan la necesaria

estabilidad de los valores y las creencias sobre los que se basa la estructura del

sistema social; las funciones de “integration” –integración–, esto facilita la inte-

rrelación de los diferentes sistemas para su conservación; las unidades sistémi-

cas son las instituciones, los valores y los rasgos de personalidad; las funciones

de “goal–attainment” –consecución de objetivos–, lo cual proporciona al sistema

una dinámica encaminada a la satisfacción de sus necesidades más básicas, eli-

minando las divergencias entre las exigencias del sistema y la situación dada;

las funciones de “adaptation” –adaptación– esta virtualidad funcional permite la

superación de las condiciones problemáticas del exterior.
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3. Funcionalidad de las actitdes religiosas carcelarias

Las actitudes religiosas en prisión, consideradas como pre-

disposiciones mentales orientadas a la acción por parte del

sujeto, provienen de la especificidad del contexto social en la

que se encuentra el recluso. La explicación del surgimiento y

desarrollo de las actitudes religiosas en dicho entorno social res-

pondería a las diversas funciones que estas actitudes sociocar-

celarias vienen desempeñando. Hemos querido añadir a los

niveles cognoscitivos, afectivos, práxicos; el denominado, por

nosotros, expresivo-simbólico7.

Nivel 1. (Cognitivo). Este componente perceptivo–cognosci-

tivo ayuda a describir conceptualmente el objeto actitudinal –es

el terreno de las ideas y creencias–; en este sentido, las actitu-

des sociorreligiosas en prisión facilitan las tareas de compren-

sión de la realidad que envuelve al interno. De este modo, la

población reclusa, merced a la aplicación de este tipo de com-

plejo actitudinal religioso cognitivo, va organizando el constante

flujo de información normativa y directiva recibidas, estando en

condiciones óptimas para poder analizar los dilemas vitales

planteados.

Nivel 2. (Afectivo–Estimativo). El componente afectivo repre-

senta ser el factor nuclear del sentimiento de agrado o des-

agrado. En este sentido, sostenemos que el complejo de

actitudes sociorreligiosas permiten, para el recluso, la protec-

ción y defensa afectiva de su propia autoestima; entendemos

que también se desarrolla una dinámica de evitación o discrimi-

nación positiva respecto a una serie de situaciones personales

y sociales concretas.

Nivel 3. (Práxico). Aquí las actitudes guían y conforman la

conducta desplegada por el sujeto; por lo que las potencialida-

des intrínsecas de la actitud religiosa carcelaria facilitan, de

modo evidente, a los reclusos/as el proceso de ajuste en rela-

ción a una realidad social extraordinariamente compleja, como

es la permanencia prolongada en un Centro Penitenciario. 

Cuando las actitudes están de modo suficiente estructura-

das, éstas activan mecanismos de acción orientados por un lado

7 Cf. G. Lenski. El factor religioso. Labor. Barcelona. 1968.
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a la maximización de las satisfacciones posibles y, por otro, a la

minimización de los sufrimientos.

Nivel 4. (Expresivo–Simbólico). Se recogen los elementos de

naturaleza sociocomunicativa más significativa. Dentro de este

último nivel, –el cual presupone obviamente los anteriores–,

observamos que las actitudes sociorreligiosas permiten la

expresión de un cierto sistema axiológico religioso propio. Esta

reorganización de actitudes y valores van sentando las bases de

una socialización posterior.

3.3. Funcionalidad de los valores religiosos en prisión

Los internos se enfrentan constantemente a unos “dilemas”;

es decir, la opción entre diferentes orientaciones de acción, más

bien contradictorias y opuestas, respecto a las cuales el recluso

necesariamente ha de elegir una de ellas (aunque, posible-

mente, este mismo sujeto optaría por otros valores en ambien-

tes sociales distintos, ya que la opción de valor no es idéntica

para él mismo en todas sus situaciones sociales). Los reclusos,

en lo que respecta a sus dinámicas valorativas de orientación a

la acción, se rigen por opciones específicas y por expectativas

inmediatas8.

* Opciones por la afectividad. Es un rasgo particularmente

acusado en los reclusos, debido precisamente a la propia ten-

sión emotiva percibida en el ambiente penitenciario. Todo esto

provoca en el interno el hecho de que sus juicios de valor y sus

opciones religiosas estén impregnadas de un intenso compo-

nente afectivo, representando ser, en ocasiones, un medio inme-

jorable para el desahogo afectivo.

* (Opción al particularismo. Es muy difícil que el preso,

debido a la complejidad del medio social, pueda establecer cri-

terios valorativos generales. De hecho, sus juicios de valor

están muy mediatizados por la dinámica carcelaria; esto hace

que los sujetos privados de libertad se sirvan de la aplicación

de normas valorativas “ad hoc” para evaluar hechos singulares

y particulares.

8 Cf. X Moreno. La cárcel y su mundo oculto. Sercop. Barcelona. 1995.
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* Opción por el obrar. Es un criterio axiológico de corte prag-

mático que se suele aplicar con cierta regularidad. De este

modo, se desarrollan juicios y estimaciones no tanto sobre el

“ser” como por el “hacer”; los internos suelen guiarse por los

posibles o previsibles beneficios que puedan conseguirse. (El

hecho religioso carcelario no se define tanto por su ortodoxia

dogmática cuanto por el ajuste efectivo a sus demandas).

* Opción por la especificidad. La estimación valorativa del

recluso se manifiesta en ciertas notas específicas y concretas;

cabe decir, además, que este carácter axiológico, tan concreto e

inmediato, obedece a criterios inequívocos de necesidad y/o

carencia de corte subjetivo. (La aceptación o no de las normas

religiosas estarán en función de la correspondencia efectiva con

sus necesidades más directas).

* Opción por la subjetividad. En un ambiente tan extremada-

mente duro como el de una prisión priman las conductas de

cariz utilitario9. El sujeto en su praxis cotidiana se guía por sus

intereses más personales, en detrimento de aquellos más obje-

tivos. (De ahí que la percepción axiológica de la institución ecle-

sial resulte estar muy mediatizada e influenciada por la

valoración instrumental e interesada que los reclusos efectúan

de la misma).

3.4. Funcionalidad del “ethos” religioso carcelario

Como sabemos el encarcelamiento impuesto por el sistema

legal (los órganos judiciales decretan el ingreso en prisión y la

administración penitenciaria se responsabiliza de la custodia

efectiva de los detenidos) conlleva una serie de rigores y pena-

lidades añadidas a la propia pérdida de libertad; estas penalida-

des adicionales conforman unas condiciones de vida

singularmente duras y penosas10.

Teniendo en cuenta la extrema complejidad del medio social

penitenciario, nos podíamos preguntar respecto a las conse-

cuencias del sistema axiológico religioso en prisión: ¿qué efectos

9 Cf. S. Sancha y V. Sancha. Psicología penitenciaria. Áreas de intervención

terapéutica. UNED. Madrid. 1987.
10 Cf. J. Valverde. El proceso de inadaptación social. Alianza editorial. Madrid.

1988.
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funcionales, sociales o psicosociales produce el “ethos” religioso

carcelario, como modelo normativo que integra una serie de

reglas y de pautas de conducta específicas?11. Por consiguiente,

nos encontramos en la disposición adecuada para presentar

algunos de estos efectos más relevantes y significativos.

* Unidad y equilibrio psíquicos. Desde la psicosociología se

nos recuerda el hecho de que el sistema axiológico resulta ser

un factor decisivo respecto a la unidad psíquica de los sujetos

(ALLPORT, 1968); por lo que, dicha coherencia psicológica per-

mite la consecución de un nivel de madurez aceptable; esto es,

el logro de unos mínimos vitales de desarrollo humano. En este

sentido, hablaríamos del valor religioso como factor de cambio y

de transformación positivos operados en el propio preso.

* La integración social. Otro de los efectos perceptibles del

“ethos” religioso es el de crear o reforzar un sentido de identidad

grupal, una mentalidad común axiológica. Ciertamente, el con-

junto de estos valores, si son asumidos por los integrantes de

los grupos sociorreligiosos, trae como efecto inmediato un refor-

zamiento de los lazos colectivos; sin duda alguna que al com-

partir unos mismos valores se está favoreciendo la propia

estabilidad estructural del grupo social. Todo ello va cohesio-

nando e integrando los procesos y dinámicas de índole societa-

ria, lo que contribuye al mantenimiento de sentimientos

comunes de pertenencia y de solidaridad interna.

“Prestaciones ”personales. Las pautas de conducta religiosa,

como ya hemos observado, ayudan a mitigar las consecuencias

del encarcelamiento, suavizando los rigores del régimen de vida

penitenciario. Además, el refuerzo de la conciencia colectiva, de

un “nosotros”, aumenta en estos internos la sensación de segu-

ridad y de autoconfianza subjetivas, ya que se van neutralizando

las tendencias autodestructivas.

* “Prestraciones” socioculturales. El compartir un mismo sis-

tema de creencias y de valores comunes –subcultura religiosa

carcelaria– posibilita la emergencia de unos modelos de con-

ducta que inciden en el ajuste a las circunstancias tan específi-

cas del medio social penitenciario. De hecho, esta subcultura

11 Cf. P. Berger. Para un ateoría sociológica de la religión. Kairós. Barcelona.

1971.
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permite la recuperación de la autoestima personal y social, y

también, si procede, la adopción de unas actitudes de resisten-

cia frente al “sistema”, frente al entramado del complejo organi-

zativo jurídico–penitenciario.

4. Tipologías funcionalistas. (Superación de la anomia)

Antes que nada, tengamos presente el concepto de “anomia

social”, que nos remite al sujeto insuficientemente ubicado en la

estructura social, en la que se produce un desajuste entre las

metas establecidas de modo legítimo y los medios utilizados12.

El recluso anómico, que percibe su situación como no deseable,

encuentra en la praxis religiosa un eficaz mecanismo para arti-

cular los fines propuestos y los medios posibles. La experiencia

religiosa adopta diversas formas o configuraciones adaptativas

en relación a los tipos de ajuste desarrollados .

Los modelos de ajuste relativos a las situaciones anómicas,

y las estrategias adoptadas por los reclusos, se corresponde,

sobre todo, con los modelos de conformidad, innovación y ritua-

lismo. (Los modelos de evasión se corresponderían con expre-

siones de indiferencia religiosa; y en lo que respecta a los

modelos de rebelión, éstos reflejan aquellas situaciones o esta-

dos de arreligiosidad).

Tipo conformista. Aquí se recoge el correcto ensamblaje

entre la consecución del fin, consistente en la superación de la

situación anómica en la que se encuentran inmersos los inter-

nos, y por otro lado, la normalización de los medios religiosos

aplicados. En este sentido, la religiosidad institucional se con-

vierte en el cuadro de referencias normativas para la recreación

de una adaptación social, debido a que facilita el desarrollo de

una serie de pautas socializadoras.

12 Para MERTON (ibid.) la coordinación de los fines culturales y los medios

legitimados se produce por: a) “modelo de conformidad”, identificación tanto con

los fines culturales reconocidos como con los medios; b)“modelo de innovación”,

se aceptan los fines pero se rechazan los medios propuestos; c) “modelo de

ritualismo”, se devalúan los objetivos culturales y se sobrevaloran los medios; d)

“modelo de evasión”, consiste en la no identificación tanto de los medios como

de los fines; e) “modelo de rebelión”, es el rechazo explícito de los fines y los

medios, junto con el intento de sustituirlos por otros.
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A este módulo conformista, que supone el vencimiento y/o

manejo de incertidumbres, se corresponde con una categoría de

interno muy definida: creyente ortodoxo, suficientemente sociali-

zado e integrado en una vida sacramental normalizada; además,

presenta un bajo o nulo nivel de conflictividad social, su historial

delictivo presenta un perfil bajo e irrelevante.

Tipo innovador. En este caso, la reacción religiosa producida

en esta tesitura anómica, favorece que el sujeto privado de liber-

tad persiga la finalidad de una regulación social, esto es, la bús-

queda de una adaptación lo menos traumática posible; además,

los medios son recreados por los propios internos en claro detri-

mento de aquellos de corte más institucional.

Esta configuración tipológica se corresponde con un tipo de

religiosidad de carácter mágico-supersticiosa, en el que los

medios poseen un carácter instrumental. El perfil es el siguiente:

recluso insuficientemente socializado en las pautas sociales y

religiosas establecidas, con un bajo sentido de pertenencia ecle-

sial, una axiología variable y sometida a las contingencias vita-

les cotidianas; en lo que hace relación a su perfil de

conflictividad social carcelaria, cabe señalar que ésta es de

grado medio-alto.

Tipo ritualista. Aquí se recogen aquellas situaciones en las

que se persigue una explícita afirmación de la propia identidad

personal. Por lo que, en esta tipología funcional sociorreligiosa,

los fines de reinserción social o de integración en la vida regla-

mentaria de la prisión quedan muy devaluados. Los fines oficia-

les se desplazan o, en el mejor de los casos, se ignoran. Sin

embargo, se sobrevaloran los medios –en realidad representan

ser una especie de fines en sí mismos–, los cuales se someten

a una intensa ritualización carcelaria.

Esta modalidad integra tanto las conductas esotéricas y

pseudorreligiosas como aquellas prácticas de naturaleza com-

pulsiva y reiterativa, en las que siempre priman los medios reli-

giosos o pseudorreligiosos sobre los fines socializadores.

Tipo rebelde. En este caso asistimos a un explícito rechazo

tanto de los fines como de los medios sociorreligiosos propues-

tos por las instituciones sociales y religiosas. Este tipo de

recluso responde a un sujeto refractario a todo tipo de dinámica

socializadora; además, presenta un sistema de valores alterna-

tivos a los establecidos; y en lo que respecta a su perfil delictivo,
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hay que resaltar que éste es particularmente reincidente, y,

generalmente, asociado a delitos violentos. 

5. Interacciones sociales entre perfiles y tipos

Se percibe una clara asociación entre representación socio-

rreligiosa y grupo social. Las características del grupo condicio-

nan los perfiles religiosos13. Así pues, los internos prosociales

corresponden con los sujetos que presentan un sentido religioso

más convencional; esto es, con una elevada práctica sacramen-

tal y con una acentuada identificación en relación a los modelos

institucionales eclesiales.

Los internos pseudosociales son reclusos con un evidente

sentido utilitarista de lo religioso, y que verbalizan de modo

excesivo e interesado sus vivencias religiosas. De hecho, su reli-

giosidad es más bien aparente, sin ajustarse a una motivación

trascendente. Se constata una fuerte incidencia de elementos

pseudorreligiosos.

Los internos antisociales se muestran muy reacios a todo

tipo de expresión religiosa oficial; ya que el protagonismo abso-

luto del sentimiento religioso aparece reflejado en sus experien-

cias, actitudes y conductas cotidianas.

Los internos asociales son los que están totalmente desvin-

culados del marco religioso institucional; en cualquier caso, su

comportamiento religioso suele ser errático e impredecible. Es el

terreno abonado para las patologías religiosas.

5.1. Catolicismo prisionizado

Pasaremos a exponer aquellas modalidades tipológicas más

destacables; somos conscientes de la pluralidad de estos estu-

dios14.

13 Cf. E. Durkheim. Las formas elementales de la vida religiosa. Alianza Edito-

rial. Madrid. 1993.
14 Interesante el estudio de Z. ROTER, Nature et structure de la religiosité,

CISRR, Lille, 1971, en la que habla de “sujetos religiosos” ( indiferentes y no

eclesiales), de “sujetos religiosamente indeterminados” (eclesiales y no eclesia-

les), y de “sujetos no religiosos” (no consecuentes y consecuentes).
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Los “asistentes religiosos”.

Resulta ser un sector sociorreligioso notablemente alto entre

la población reclusa del Centro. Su práctica religiosa sacramen-

tal es muy irregular, y, en el mejor de los casos, suele centrarse

de modo exclusivo en las celebraciones litúrgicas de la Merced

y de Navidad. Además, estos sujetos suelen presentra invaria-

blemente bajo sentimiento de pertenencia e identificación con

los modelos religiosos institucionales. Las características más

destacadas son: una significativa problemática social y delictiva;

junto con una motivación religiosa en la que se sobreponen los

elementos de naturaleza más instrumental respecto de aquellos

de orden estrictamente religioso.

Los “neoconversos”.

Aunque se trata de un segmento minoritario, en términos

cuantitativos, presenta un relativo peso específico en el conjunto

de las modalidades sociorreligiosas. Su rasgo más sobresa-

liente lo constituye su intensa vida religiosa, si la comparamos

con su anterior estado de vida. En algunos casos, esta nueva

identidad religiosa se construye en una total oposición a su ante-

rior identidad arreligiosa; además, la dinámica de estas conver-

siones conllevan un proceso determinado: crisis personal

aguda, replanteamiento radical de sus valores, y, finalmente, la

nueva adhesión radical a las pautas religiosas que a partir de

ahora regirán su vida (evidentemente, estas dinámicas y proce-

sos religiosos se corresponden con el carácter social de dicha

conversión; ya que tiende el sujeto a integrarse con su colectivo

de referencia, en cuanto reacción a su propia alienación social:

superación de situaciones de anomia social).

Las características que definen a estos “neoconversos” son,

entre otras, las siguientes: sentido totalizador de su experiencia

religiosa (incluso, podrían llegar a un cierto grado de fundamen-

talismo religioso); adopción de posturas radicales y descalifica-

doras de todo aquello que no se ajusta a su actual estado

religioso; también pueden presentar un perfil compulsivo en lo

relativo a sus prácticas religiosas; poseen un gran sentido pro-

selitista entre los otros reclusos; suelen verbalizar de forma

constante sus experiencias y vivencias religiosas. En definitiva,

se trata de un tipo de religiosidad muy vitalista, pero, en ocasio-

nes, carente de la necesaria consistencia.
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5.2. Otras expresiones tipológicas

En este apartado, y dadas las especiales particularidades

que concurren, tendremos la oportunidad de comprobar la plu-

ral composición de las expresiones modales que conforman la

denominada “religiosidad prisionizada”.

Religiosidad cósmica-natural.

Este tipo de religiosidad denota una percepción espiritual de

la realidad. Para estos reclusos jóvenes, prisionizados y con

inquietudes espirituales, ciertamente, la realidad que les

envuelve es percibida como “divinizada”; estos sujetos sienten

una especie de tutela sagrada omnipresente en sus vidas. Esto

les hace desplegar un conjunto de actitudes religiosas que

denotan dependencia y sumisión (el ejercicio de la propia liber-

tad está muy mermado por la realidad absorbente de lo numi-

noso-espiritual); son sujetos muy fatalistas, además consideran

que la sucesión de los hechos obedecen a una mecánica pre-

determinada con anterioridad. Por otro lado, suelen ser estos

internos muy receptivos a los nuevos movimientos religiosos y a

las distintas tradiciones esotéricas.

Religiosidad subjetiva.

Esta expresión sociorreligiosa, bastante generalizada entre

la población penitenciaria, responde a las pautas del hecho reli-

gioso sometido a una intensa “privatización”. Aunque, algunos

de estos sujetos se autodefinen como “católicos”, la realidad es

muy distinta; en el mejor de los casos, solamente se tratará de

una identidad confesional nominal; de hecho, muestran un claro

desapego, cuando no desafección, respecto a la institución ecle-

sial y sus mediaciones religiosas estandarizadas (el registro de

actividad religiosa ajustada a los parámetros de la religiosidad

convencional es más bien plano). Lo que sí que evidencian, de

un modo notorio, estos sujetos es el relieve otorgado a su pro-

pia identidad religiosa creyente, entendida ésta como una sin-

gular adhesión emotiva y personal a Dios; pero, sin que éste

quede identificado con los rasgos característicos de una confe-

sión religiosa determinada.

Religiosidad bíblica.

La impronta ocasionada por la lectura de la Biblia está muy

acentuada en ciertos sectores de la población reclusa. Así pues,
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en este “redescubrimiento” de lo religioso adquiere un protago-

nismo decisivo el contacto con los textos bíblicos –tanto los

grandes relatos veterotestamentarios como las narraciones

evangélicas neotestamentarias–15. Dicha lectura bíblica, que en

muchos casos resulta ser asidua, termina por ser una referencia

habitual en sus vidas ordinarias. 

Estos conocimientos bíblicos no son una mera erudición

vacía, sino más bien un cierto “conocimiento vital o revitalizador”

con implicaciones directas en sus actitudes y predisposiciones

orientadas a la acción cotidiana. Los cambios operados en sus

percepciones de la realidad conllevan, en determinados reclu-

sos, una profunda reordenación de sus actitudes y valores, ope-

rándose, por lo tanto, una “conversión” o cambio efectivo,

ciertamente asombroso; muchos de ellos dan testimonio de esta

“fe bíblica” con un acentuado sentido proselitista entre sus pro-

pios compañeros.

Religiosidad anónima.

Hemos podido observar  un fenómeno propio del medio car-

celario: la existencia de un colectivo de internos considerable

–es difícil cuantificarlo– que, a pesar de tener una serie de

creencias o convicciones religiosas, sin embargo, estos reclusos

no llegan a expresarlas de forma pública en el círculo más pró-

ximo de compañeros. Obviamente, todo lo que pudiese implicar

una exteriorización o visualización de las conductas religiosas

queda inhibido.

Por consiguiente, estos sujetos perfectamente adaptados a

los usos y costumbres carcelarios optan por ocultar sus senti-

mientos religiosos, diluyendo su identidad religiosa en el grupo

para ser aceptados en la “sociedad de los presos”; aunque en su

fuero interno albergan algún tipo de identidad religiosa, o incluso

de una adscripción eclesial. (Queremos insistir diciendo que se

trata de una toma de postura adoptada por el mismo interno,

movido más por su propia determinación, que por la presión

arreligiosa del medio carcelario. Mantenemos que la “cultura car-

celaria” no es directamente hostil o agresiva hacia el hecho reli-

gioso; ya que, de hecho, se produce una cierta coexistencia

15 Cf. Th. Demerath y P. Hammond. Religion in social context. Randon House,

New York. 1969.
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tanto de esta “cultura carcelaria” como de la “subcultura religiosa

carcelaria”).

Religiosidad milenarista–apocalíptica.

Esta modalidad refleja una oposición al sistema religioso ins-

titucionalizado que, en este caso, se corresponde con sujetos

intensamente prisionizados y muy receptivos a las pautas de

conducta de la “subcultura carcelaria”. La vivencia intensa de la

temporalidad es una de las notas características de esta expre-

sión religiosa: el deseo de un “tiempo nuevo” es casi una obse-

sión para estos reclusos (el pasado quiere ser olvidado; el

presente es ingrato; sólo el porvenir es deseado). 

Así pues, desde esta acepción sociorreligiosa el interno

muestra unas creencias profundas, sobre todo, en la justicia

divina que terminará por imponerse; esto es, un futuro donde las

injusticias sean reparadas –donde la víctima triunfe por fin,

sobre su verdugo–; tengamos presente que los “climas milena-

ristas” se corresponden con ámbitos sociales muy deteriorados;

y el medio penitenciario resulta ser un excelente caldo de cultivo

para la emergencia de este tipo de comportamientos y de acti-

tudes religiosas. Por otro lado, cabe añadir cómo los estados de

ansiedad religiosa resultan ser extraordinariamente receptivos a

las propuestas de mensajes mesiánicos –una cierta “soteriolo-

gía historizada”–.

Sin olvidar, por supuesto, la particularidad de que estas

creencias apocalípticas representan ser, desde el punto de vista

de la funcionalidad, una serie de compensaciones a las innu-

merables privaciones padecidas por los reclusos/as del Centro;

ya que al aceptar estas perspectivas apocalípticas se pretende

y/o se desea una transformación radical de la realidad16.

16 Las visiones apocalípticas pretenden superar la existente situación de diso-

ciación cognitiva, en este sentido las creencias religiosas mantienen las funcio-

nes latentes de alivio en relación al malestar social sufrido en el presente

momento histórico; en este caso, la aplicación de estos supuestos se enmarcan

dentro del contexto social penitenciario. Como nos recuerda W.A. MEEKS,

Social functions of Apocalyptic language in Pauline Cristianity citado en B.

HOLMBERG, “Historia social del cristianismo primitivo.”, El Almendro, Cor-

doba, 1995 p. 177. Las personas situadas en ciertos medios sociales extrema-

damente críticos pueden recurrir a la apocalíptica, en cuanto recurso válido en

situaciones de emergencia, las causas de este recurso responden tanto a la legi-
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6. Funciones latentes y explícitas del hecho religioso prisionizado

Las funciones latentes que se encuentran de modo latente o

explícito permiten, sin ningún género de dudas, la ampliación del

campo valorativo de la especificidad del fenómeno religioso car-

celario. De ahí que sea de interés el ofrecer aquellas potenciali-

dades intrínsecas de las formas o expresiones sociorreligiosas

carcelarias.

Entre otras, se destacarán las siguientes: las dinámicas de

personalización de los sujetos, junto con las redefiniciones de

situaciones tanto de índole personal como social llevadas a

cabo por los sistemas actitudinales y axiológicos desplegados

en prisión.

6.1. Como factor activador psicosocial

Esta percepción del hecho religioso recuerda la noción de M.

Weber del “ascetismo mundano”. La capacidad del fenómeno

religioso como principio efectivo de orientación y de cambio

sociohistórico17.

La praxis religiosa carcelaria se lleva a cabo dentro del con-

texto de una acusada problemática personal y social. De ahí que

la eficacia tanto de las actitudes como de los valores estén en

estrecha correlación con la influencia de las situaciones o del

contexto de referencia.

En este sentido, resulta muy significativo, a la par que escla-

recedor, el constatar la notable influencia e importancia que la

religiosidad carcelaria, en sus elementos constitutivos, puede

desempeñar en el comportamiento habitual de los reclusos.

De hecho, y como así lo hemos constatado, en la prisión

emergen con relativa frecuencia las vivencias religiosas, posi-

blemente debido a la acuciante necesidad de apoyo y sentido

que los presos evidencian. Así pues, las creencias y conductas

religiosas proporcionan un incremento significativo de la autoes-

tima, junto con una recreación de expectativas positivas que, sin

timación de un período de espera, como de estímulo utópico para la acción

transformadora.
17 Cf. M. Weber. Ensayos de sociología de la religión. Taurus. Madrid. 1983.
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duda alguna, van contribuyendo a la normalización psicosocial

de los internos. Destacamos las más significativas.

Mayores posibilidades de recuperación social de los internos.

Este tipo de reclusos que presentan un perfil más religioso

serían los que mejor predisposición mostrarían respecto a la

inserción o normalización sociales.

Replanteamiento profundo de su trayectoría delictiva ante-

rior. Este aspecto es más susceptible de llevarse a cabo en la

población reclusa femenina. En cualquier caso, se desarrollan

una serie de proyectos de vida alternativos.

Mejora de índices de motivación psicosocial. Todo lo que

hace referencia a la mejora de su calidad de vida en prisión.

Predisposición favorable a la adaptación social de la vida

penitenciaria. Por consiguiente, los niveles de conflictividad

bajan de forma ostensible y evidente.

En definitiva, estos internos con sensibilidad religiosa mani-

fiestan, una conducta mucho más racionalizada, permitiéndoles

un mejor autocontrol personal y un mayor dominio de las situa-

ciones.

6. 2. Redefinición de situaciones sociales

Entendemos que, en determinados casos, y bajo determina-

das circunstancias, tanto las creencias como las actitudes reli-

giosas estarían en condiciones de encauzar las percepciones y

definiciones de la realidad social y psicosocial, de modo positivo

y eficaz. Así lo parecen demostrar el ejemplo de algunos inter-

nos; observando el hecho de que los estimulos orientadores de

la accion emergen de las mismas representaciones de natura-

leza sociorreligiosa.

Ciertamente resulta ser un hecho contrastado las conse-

cuencias derivadas del fenómeno social carcelario de las creen-

cias: creación de expectativas favorables al cambio, crecimiento

personal y mejora de sus habilidades sociales. Desde esta pers-

pectiva, los sujetos tienden a relativizar, cuando no negar, sus

anteriores valores y pautas de conducta18. Aplicando este tipo de

18 Cf. L. Flante. Psychological effects of incarcelation en Review of medecine.

n. 28. Pp. 63-80. 1967.
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reclusos una clave hermeneutica humanizadora de las creen-

cias religiosas.

6.3. Mejora de habilidades sociales

La modalidad sociorreligiosa en prisión vendría a ser una

expresión significativa de cómo las creencias y rituales pueden

desempeñar un papel crucial a la hora de canalizar los impulsos

que pueden conducir a transformaciones relevantes de los dife-

rentes ámbitos de la vida personal y social de los reclusos.

Estas vivencias sociales del fenómeno religioso en el medio

carcelario ayudan al interno tanto a soportar las frustraciones

como a coadyuvar en la estructuración de las motivaciones sub-

jetivas de los propios reclusos.

7. Consideraciones finales

El mundo de la funcionalidad de las creencias en prisión,

desde la perspectiva de la religiosidad institucional, se sitúa en

la frontera entre la ortodoxia y la heterodoxia, según los canones

del sistema religioso convencional. 

Ahora bien, para el sujeto privado de libertad todo esto

carece de relevancia, ya que sus intereses y necesidades no

coinciden con las propuestas de los modelos oficiales. En cual-

quier caso, siempre se va a producir una tensión dialéctica entre

la gratuidad religiosa y el utilitarismo mágico, entre la búsqueda

de lo divino y la introspección humana; entre la intuición emotiva

y la necesidad de seguridades que les permitan un anclaje vital.
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Los expedientes de
modificación sustancial de
las condiciones de trabajo
y de suspensión, o extinción
colectiva de las relaciones
de trabajo, una vez presentada
ante el juez de lo mercantil
la solicitud de declaración
de concurso

1. Introducción

La finalidad principal del concurso es la satisfacción del inte-

rés de los acreedores; la conservación de la empresa y el man-

tenimiento de los contratos de trabajo son protegidos en la

medida en que no queda cuestionada aquella finalidad principal.

Es clarificadora la exposición de Motivos de la ley 22/2003 de

9 de julio, concursal que, en su apartado III establece: “La
declaración del concurso, por si sola no interrumpe el ejer-
cicio de la actividad profesional o empresarial del deudor,
sin perjuicio de los efectos que produce sobre las faculta-
des patrimoniales de éste; pero goza el juez del concurso de
amplias potestades para acordar el cierre de sus oficinas,
establecimientos o explotaciones, e inclusos cuando se
trate de una actividad empresarial, el cese o la suspensión
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total o parcial, de ésta, previa audiencia del deudor y de los
representantes de los trabajadores”.

Así es posible que por decisión adicional al Auto declarativo

del concurso, el Juez cierre la empresa o unidades productivas

de la misma, al estimar que la empresa no es económicamente

viable, o porque de no hacerlo perjudicaría gravemente los inte-

reses del concurso merecedores de protección.

Se produce una tensión de intereses, que subyace al trata-

miento especial de los contratos de trabajo que se regula en el

artículo 64 de la ley concursal.

Conforme al artículo 86 tercero. 1.2º de la Ley Orgánica

67/985 de 1 de julio, del poder judicial incorporado a La Ley

Concursal, los juzgados de lo mercantil conocerán en los térmi-

nos previstos en la Ley reguladora, de las acciones sociales que

tengan por objeto la extinción, modificación o suspensión colec-

tivas de los contratos de trabajo en los que sea empleador el

concursado, así como la suspensión o extinción de los contratos

de alta dirección, sin perjuicio de que cuando estas medidas

supongan modificar las condiciones establecidas en convenio

colectivo aplicable a estos contratos, se requerirá el acuerdo de

los representantes de los trabajadores.

En el enjuiciamiento de estas materias, sin perjuicio de la

aplicación de las normas específicas de la ley concursal, debe-

rán tenerse en cuenta los principios inspiradores de la ordena-

ción normativa estatutaria y del proceso laboral.

Se consagra el principio de atribución de competencia al Juez

del concurso, siendo competente para conocer el juez de lo mer-

cantil de manera exclusiva y excluyente en las materias relativas

a las acciones sociales que tengan por objeto la extinción, modi-

ficación o suspensión colectivas, no las individuales, de los con-

tratos de trabajo en los que sea empleador el concursado.

Se produce una extensión de jurisdicción, ya que conoce de

todas las cuestiones prejudiciales administrativas o sociales

directamente relacionadas con el concurso o cuya resolución

sea necesaria para el buen desarrollo del procedimiento con-

cursal. Esto se traduce en unificación de procedimientos y crite-

rios de ordenación de los social y de lo mercantil dentro del

procedimiento concursal, pero garantizando el núcleo de garan-

tías laborales básicas y la aplicación de los principios inspirado-

res del ordenamiento laboral.

Luisa Pericas Salazar
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La tensión o contraposición de intereses en juego públicos y

privados y dentro de estos, del deudor, de los acreedores indi-

ferenciados y de los propios trabajadores, dentro del sistema

concursal se reflejan en todas las fases del procedimiento con-

cursal.

En cuanto a los contratos de trabajo, se establece una regu-

lación de derecho laboral especial en el marco del procedi-

miento concursal, que introduce una modulación importante del

régimen jurídico general, contenido en el Estatuto de los Traba-

jadores.

2. Contenido del artículo 64 de la ley concursal

Este artículo regula el modo de establecer alteraciones

colectivas de los contratos de trabajo, en los que sea empleador

el concursado. Las alteraciones y extinciones contractuales que

no merecen la calificación de colectivas, se regirán por la nor-

mativa laboral, por lo que declarada la situación concursal, el

empresario, o la administración concursal, podrá acordar la

modificación o extinción no colectiva de los contratos de trabajo.

Artículo 64. Contratos de trabajo. 1. Los expedientes de
modificación sustancial de la condiciones de trabajo y de
suspensión, o extinción colectiva de las relaciones de tra-
bajo, una vez presentada ante el Juez de lo Mercantil la soli-
citud de declaración de concurso, se tramitarán ante éste
por las reglas establecidas en el presente artículo.

A) Modificación colectiva de las condiciones de trabajo

En lo referente a la modificación colectiva de las condicio-

nes de trabajo, es conveniente recordar que el empleador puede

imponer modificaciones sustanciales de las condiciones de tra-

bajo sin necesidad de autorización administrativa ni judicial,

cuando concurren las causas económicas, técnicas organizati-

vas o de producción. 

La diferencia entre las modificaciones colectivas y las indivi-

duales estriba en que las colectivas deben ir precedidas de

periodo de consultas con la representación legal de los trabaja-
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dores, que en las modificaciones individuales no son necesa-

rias. La modificación de las pactadas en convenio colectivo,

requiere el acuerdo con los representantes legales de los traba-

jadores.

Las acciones que pueden ejercitar los trabajadores son, bien

impugnar la modificación, si entienden que no se ajusta a dere-

cho, bien de rescisión indemnizada del contrato.

La ley concursal, sin embargo, exige la resolución judicial

para la adopción de las modificaciones colectivas de las condi-

ciones de trabajo, restringiendo las facultades del empresario y

otorgando una correlativa garantía a los trabajadores, inexis-

tente en las relaciones laborales no afectadas por el concurso.

La razón de esta diferencia tiene su causa probable en que

el anteproyecto de ley concursal se había redactado con ante-

rioridad a la modificación operada por la ley 11/1994, cuando el

Estatuto de los Trabajadores exigía autorización administrativa

para la modificación sustancial de las condiciones de trabajo.

Las cuestiones que debemos analizar para concretar y pre-

cisar el concepto son: 

a) Qué contenidos contractuales son susceptibles de ser
modificados

b) Cuáles de las modificaciones han de ser consideradas
sustanciales

c) Cuándo las modificaciones se califican de colectivas

a) La primera de las cuestiones se precisa por la doctrina1

en el sentido, de que el artículo 41 del Estatuto de los Trabaja-

dores se refiere tanto a las condiciones de trabajo, como al con-

tenido mismo de la prestación, como lo evidencia que el

apartado f) recoja entre las modificaciones, las de las funciones.

No existe una lista cerrada de materias, pudiendo ser sus-

ceptibles de modificación todos aquellos contenidos del contrato

cuya alteración no desnaturalice su esencia de contrato de tra-

bajo. Podrá alterarse el sistema de remuneración, pero no redu-

cirse el salario, si no existe pacto sobre tal extremo.

1 MARTINEZ EMPERADOR, R.: “La modificación sustancial de las condicio-

nes de trabajo”, en Actualidad laboral núm. 29, 1994, p. 465.
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Hay una serie de condiciones de trabajo que conforman la

prestación básica o esencial del trabajo convenido (clase de tra-

bajo, duración de la jornada, salario pactado) que como regla

general, y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 1261

y 1273 del código civil, no pueden ser modificados.

En cambio, existen otras condiciones de trabajo cuyas cir-

cunstancias tienen que ver con la reorganización o dirección del

trabajo (modo de realizar el trabajo, forma de distribución del

tiempo de trabajo, sistema de retribución del salario convenido)

que si son susceptibles de alteración.

La reducción de la jornada y del salario no puede imponerse

acudiendo al procedimiento previsto en el articulo 41.1a) para las

modificaciones sustanciales relativas a la jornada de trabajo. Una

medida consistente en una reducción del 50% de la jornada no

tiene encaje en el artículo 41 del estatuto de los trabajadores2.

b) La calificación como sustancial de las modificaciones de

condiciones de trabajo, constituye un concepto jurídico indeter-

minado. El término sustancial hace referencia a importante, lo

que significa que un cambio o modificación de las condiciones

de trabajo habrá de tener la suficiente entidad o intensidad para

ser calificado de sustancial.

La jurisprudencia del tribunal Supremo3 ha establecido que

por sustancial hay que entender aquella de tal naturaleza que

altere y transforme los aspectos fundamentales de la relación

laboral, entre ellas, las previstas en la lista del artículo 41.2,

mientras que, si se trata de simples modificaciones accidentales,

éstas no tienen dicha condición.

A título de ejemplo, serán sustanciales el cambio de jornada

intensiva a jornada partida, o de turnos fijos a turnos rotarios, o

la revisión de la valoración de los puestos de trabajo.

Como no sustancial podremos valorar una variación de entre

cinco y diez minutos en el horario de entrada o salida al trabajo.

c) Las modificaciones se califican de colectivas según el

artículo 41 del Estatuto de los Trabajadores en función de dos

criterios:

2 En este sentido, STSJ Cataluña 10-7-1998 (AS1998,3191).
3 STS de 11-11-1997 (Ar 9163).
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Cualitativo, que las considera colectivas, en función del ori-

gen de las condiciones que se pretende modificar y,

Cuantitativo, en función del número de trabajadores afecta-

dos.

Según lo preceptuado en el artículo 41.2 se califican de

colectivas las condiciones reconocidas a los trabajadores por

una decisión unilateral del empresario de efectos colectivos.

Cualitativo, si la condición que se trata de modificar tiene su

origen en convenio colectivo estatutario dispone el artículo 41.2

del Estatuto de los Trabajadores: “se considera de carácter

colectivo la modificación de aquellas condiciones reconocidas a

los trabajadores en virtud de acuerdo o pacto colectivo o disfru-

tadas por éstos en virtud de una decisión unilateral del empresro

de efectos colectivos. La modificación de las condiciones esta-

blecidas en los convenios colectivos regulados en el Título III de

la presente ley sólo podrá producirse por acuerdo entre la

empresa y los representantes de los trabajadores y respecto de

las materias a las que se refieren los párrafos b), c), d) y e) del

apartado anterior”.

El Tribunal Constitucional declaró que estas condiciones no

eran susceptibles de ser modificadas en virtud de autorización

administrativa o mediante una pluralidad de acuerdos indivi-

duales4.

Estos pronunciamientos han sido determinantes del mandato

del art.66 de la Ley Concursal.

Dicho precepto establece que: “La modificación de las condi-

ciones establecidas en los convenios colectivos regulados en

Titulo III del Estatuto de los Trabajadores, requerirá acuerdo de

los representantes legales de los trabajadores y limitado a aque-

llas materias, en las que sea admisible con arreglo a la legisla-

ción laboral”.

El artículo 66 actúa ahora como un reenvío implícito al régi-

men de modificación sustancial de las condiciones de trabajo,

pactadas en convenios colectivos estatutarios regulados en el

artículo 41.2 del Estatuto de los Trabajadores.5

4 STC 92/1992 y STC 105/1992. 
5 GARCIA PERROTE, I Y MERCADER UGUINA, J.:”Modificación de condi-

ciones de trabajo, convenios colectivos y crisis empresariales” en RL, núm. 23 -

24 (2003).
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Lo exigido necesariamente es el acuerdo colectivo de

empresa, esto es el alcanzado y suscrito entre la dirección de la

empresa y el representante de los trabajadores. No se admite

jurídicamente la modificación unilateral, ni por parte del empre-

sario ni por parte de una autoridad judicial. El artículo 66 se halla

en la misma lógica interna que el artículo 64 de la Ley Concur-

sal, pero yendo más allá de la consulta negociación, con la posi-

bilidad de alcanzar un acuerdo.

Esta exigencia de necesario consentimiento modificativo es

coherente con el principio de inderogabilidad singular de los

convenios en el marco de su naturaleza normativa.

Los sujetos negociadores serán la administración concursal

y los representantes de los trabajadores. Este acuerdo goza de

eficacia jurídica inmediata sin necesidad de aprobación judicial,

el auto del Juez de lo Mercantil se limitará reconocerlo con

carácter automático salvo que excepcionalmente aprecie fraude,

dolo coacción o abuso de derecho en la adopción del acuerdo

colectivo.

En cuanto a las condiciones que tienen su origen en acuer-

dos de empresa o convenios extra estatutarios, el artículo 41.2

del Estatuto de las Trabajadores considera de carácter colectivo

la modificación de aquellas condiciones reconocidas a los tra-

bajadores en virtud de acuerdo o pacto colectivo, aunque no

tenga la consideración legal de convenio estatutario, por no

cumplir los requisitos establecidos para ello en el Título III del

Estatuto de los Trabajadores.

Cabría preguntarse sobre las exigencias para la modificación

de los convenios extraestatutarios, la Ley Concursal guarda

silencio en este tema, existen dudas ya que la Ley utiliza en

algunos casos la referencia a convenios colectivos de modo indi-

ferenciado y en otros alude a los convenios colectivos estatuta-

rios.

Parece, no obstante, que el Juez del concurso deberá ate-

nerse al procedimiento del artículo 41, bastante más flexible

para ese tipo legal de convenio colectivo, porque permitiría a la

administración concursal acordar directamente la modificación,

no siendo legalmente indispensable el acuerdo con los repre-

sentantes legales de los trabajadores.

Cuantitativo. El artículo 41.1 párrafo 4º del estatuto de los

Trabajadores añade un nuevo criterio que afecta únicamente a
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las modificaciones de horario y funciones: “no obstante lo dis-

puesto en el párrafo anterior, no se considerarán en ningún caso

de carácter colectivo a los efectos de lo dispuesto en el apartado

4 de este artículo, las modificaciones funcionales y de horario de

trabajo que afecten, en un periodo de noventa días a un número

de trabajadores inferior a:

a) Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de

cien trabajadores.

b) El diez por ciento del número de trabajadores de la

empresa en aquellas que ocupen entre cien y trescientos traba-

jadores.

c) Treinta trabajadores, en las empresas que ocupen tres-

cientos o más trabajadores.

A pesar de que normalmente tales modificaciones son de

dimensión colectiva, se dispone que si las mismas afectan a un

número de trabajadores inferior a los umbrales numéricos antes

expresados, podrán ser impuestas por el procedimiento estable-

cido para las modificaciones individuales, sin abrir periodo de

consultas previas con los representantes de los trabajadores.

B) Movilidad geográfica

En el artículo 64, que estamos comentando, no existe cons-

tancia o alusión a la movilidad geográfica a diferencia del Esta-

tuto de los Trabajadores, que regula la movilidad geográfica de

una manera especifica.

La Ley concursal se limita a señalar en el artículo 64.9
párrafo 2 como supuesto de movilidad menor aquella que

implica que: “El nuevo centro de trabajo se encuentre en la
misma provincia de origen y a menos de 60 kilómetros de
éste, salvo que se acredite que el tiempo mínimo de despla-
zamiento, de ida y vuelta, supera un veinticinco por ciento
de la duración de la jornada de trabajo”.

Este precepto viene a efectuar una delimitacion objetiva

entre traslados que suponen cambio de residencia y desplaza-

miento que no conlleva la necesidad del cambio de residencia

habitual del trabajador.
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Las consecuencias jurídicas pueden ser minimizadas

teniendo en cuenta que ciertas formas de movilidad geográfica,

implican una modificación sustancial de las condicionen de tra-

bajo cuando el cambio de ubicación del trabajador impone un

cambio de residencia.

A diferencia de lo que ocurre en el Estatuto de los trabajado-

res, donde al igual que en la modificación de condiciones no es

necesaria autorización administrativa y judicial, la Ley Concursal

exige en el caso de los traslados colectivos autorización judicial,

cuando no se alcanzó acuerdo entre la administración concursal

y la representación de los trabajadores.

Tampoco precisa la Ley Concursal, cuándo los traslados ten-

drán la consideración de colectivos, ni las razones por las que

se pueda adoptar la medida, debiendo acudir para integrar la

laguna al artículo 40 del Estatuto de los trabajadores.

Cuestión importante a determinar es la suspensión del ejer-

cicio de acciones rescisorias por modificación sustancial de las

condiciones de trabajo o movilidad geográfica.

En los supuestos extraconcursales de modificación sustan-

cial de las condiciones de trabajo, o de movilidad geográfica,

una de las opciones legales del trabajador es la de rescisión de

su contrato con una indemnización de veinte días por año de

servicio, con un tope de doce mensualidades, en el de movilidad

geográfica y, de nueve mensualidades en el caso de modifica-

ción sustancial de condiciones de trabajo.

Alternativamente para las modificaciones de condiciones de

trabajo impuestas, cuando atenten contra la dignidad del traba-

jador o perjudican su formación profesional, podría solicitar la

resolución de su contrato, con igual indemnización que si se tra-

tara de despido improcedente, es decir, cuarenta y cinco días

por año con el límite de cuarenta y dos mensualidades.

Estas indemnizaciones insertas en un procedimiento concur-

sal, han sido estimadas por el legislador como entorpecedoras,

por lo que en el artículo 64.9 de la Ley Concursal, se ha tratado

de obstaculizar esta alternativa durante la tramitación del con-

curso y por un espacio total de un año.

Literalmente establece: “En el supuesto de acordarse una
modificación sustancial de carácter colectivo de las previs-
tas en el articulo 41 del Estatuto de los Trabajadores, el
derecho de rescisión de contrato con indemnización que,
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para tal supuesto reconoce dicha norma legal, quedará en
suspenso durante la tramitación del concurso y con el
limite máximo de un año desde que se hubiere dictado el
auto judicial que autorizó la modificación.

La suspensión prevista en el párrafo anterior también
será de aplicación cuando se acordare un traslado colectivo
que suponga movilidad geográfica, siempre que el nuevo
centro de trabajo se encuentre en la misma provincia que el
centro de trabajo de origen y a menos de 60 kilómetros de
éste, salvo que se acredite que el tiempo mínimo de despla-
zamiento, de ida y vuelta, supera el 25% de la duración de la
jornada ordinaria de trabajo.

Tanto en este caso como en los demás supuestos de
modificación sustancial de las condiciones de trabajo, la
improcedencia del ejercicio de la acción de rescisión deri-
vada de la modificación colectiva de las condiciones de tra-
bajo no podrá prolongarse por un periodo superior a doce
meses, a contar desde la fecha en que se hubiere dictado el
auto judicial que autorizó dicha modificación”.

La delimitación del supuesto no deja lugar a dudas en el sen-

tido de que deben tratarse de modificaciones colectivas, ya que

si no alcanza tal calificación, persisten las posibilidades de res-

cisión indemnizada establecidas en el artículo 41 del estatuto de

los Trabajadores.

Para la movilidad geográfica la facultad rescisoria afecta a los

traslados colectivos y que se efectúen dentro de la misma pro-

vincia y a menos de 60 kilómetros, e incluso siendo la distancia

inferior cuando el tiempo mínimo de desplazamiento, de ida y

vuelta, supera el veinticinco por ciento de la jornada diaria de

trabajo.

Se suspende la posibilidad de rescindir el contrato única-

mente para aquellos casos de movilidad que deben motivar un

cambio de residencia, y esta circunstancia, se acredita de una

manera objetiva y proporcionada a los actuales medios de des-

plazamiento.

Si el cambio de ubicación del puesto de trabajo asignado al

trabajador no obliga a cambio de residencia, se suspende la

posibilidad de ejercicio de acciones rescisorias, al ser menores

los perjuicios que en este caso, se imponen al trabajador.
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C) La suspensión de los contratos de trabajo

En cuanto a la Suspensión de los contratos de trabajo,

el artículo 64.1 determina también entre las competencias del

Juez del concurso, las de acordar la suspensión colectiva de las

relaciones laborales, nuevamente tampoco la Ley Concursal fija

reglas para determinar los supuestos que merezcan tal califica-

ción, o las causas por las que deba acordarse, siendo obligado

acudir la artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores que esta-

blece:

1.“El contrato de trabajo podrá ser suspendido, a iniciativa del

empresario, por causas económicas, técnicas, organizativas o

reproducción, con arreglo al procedimiento establecido en el

artículo 51 de esta Ley y en sus normas de desarrollo, excepto

en el referente a las indemnizaciones, que no procederán.

La autorización de esta medida procederá cuando de la

documentación obrante en el expediente se desprenda razona-

blemente que tal medida temporal es necesaria par la supera-

ción de una situación coyuntural de la actividad de la empresa.

En este supuesto, el plazo a que se refiere el apartado 4 del

artículo 51 de esta ley, relativo a la duración del periodo de con-

sultas, se reducirá a la mitad y la documentación justificativa

será la estrictamente necesaria en los términos que reglamen-

tariamente se determinen.

2. Igualmente, el contrato de trabajo podrá ser suspendido

por causas derivadas de fuerza mayor, con arreglo al procedi-

miento establecido en el artículo 51.12 de esta ley y normas

reglamentarias de desarrollo”.

La suspensión de los contratos ha de ser siempre autorizada

por la Autoridad laboral de no producirse acuerdo entre el tra-

bajador afectado y el empresario cuando el empresario no se

halle en concurso.

En el concurso, la competencia para acordar la suspensión

corresponde al juez.

D) Extinción colectiva de las relaciones de trabajo

En lo referente a la extinción colectiva de las relaciones de

trabajo, la enumeración de los supuestos de extinciones que
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merecen la calificación de colectivas, se halla en el artículo 51

del Estatuto de los Trabajadores cuyo tenor literal es: “Se enten-

derá por despido colectivo la extinción de contratos de trabajo

fundada en causas económicas, técnicas, organizativas o de

producción, cuando en un periodo de noventa días, la extinción

afecte al menos a:

Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de

cien trabajadores.

El 10 por 100 del número de trabajadores de la empresa en

aquellas que ocupen entre cien y trescientos trabajadores.

Treinta trabajadores en las empresas que ocupen trescientos

o más trabajadores.

Se entenderá igualmente como despido colectivo la extinción

de los contratos de trabajo que afecten a la totalidad de la plan-

tilla de la empresa, siempre que el número de trabajadores afec-

tados sea superior a cinco, cuando aquel se produzca como

consecuencia de la cesación total de su actividad empresarial

fundada en las mismas causas anteriormente señaladas.

Para el cómputo del número de extinciones de contratos a

que se refiere el párrafo primero de este artículo, se tendrán en

cuenta asimismo cualesquiera otras producidas en el periodo de

referencia por iniciativa del empresario en virtud de otros moti-

vos no inherentes a la persona del trabajador distintos de los

previstos en el párrafo c) del apartado 1 del artículo 49 de esta

Ley, siempre que su número sea, al menos, de cinco.

Cuando en periodos sucesivos de noventa días y con el

objeto de eludir las previsiones contenidas en el presente artí-

culo, la empresa realice extinciones de contratos al amparo de

lo dispuesto en el artículo 52c) de esta Ley en un número infe-

rior a los umbrales señalados, y sin que concurran causas nue-

vas que justifiquen tal actuación, dichas nuevas extinciones se

considerarán efectuadas en fraude de ley, y serán declaradas

nulas y sin efecto”.

La doctrina establecida por los tribunales del orden social6 y

contencioso administrativo señala: “El legislador ha querido dis-

tinguir cuatro esferas o ámbitos de afectación en los que puede

incidir la causa o factor desencadenante de los problemas de

6 STS de 14 de junio de1996 (Ar.5162).
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rentabilidad o eficiencia que están en el origen del despido por

motivos económicos:

1) La esfera o ámbito de los medios o instrumentos de pro-

ducción (causas técnicas).

2) La esfera de los sistemas de trabajo del personal (causas

organizativas).

3) La esfera o ámbito de los de los productos o servicios que

la empresa pretende colocar en el mercado (causas producti-

vas).

4) La esfera o ámbito de los resultados de explotación (cau-

sas económicas), en sentido restringido”.

Para el despido colectivo se establece que se entenderá que

concurren las causas para despedir cuando contribuya, si las

aducidas son económicas, a superar una situación económica

negativa de la empresa. Debe registrarse una situación en la

economía de la empresa, objetiva, real, actual y suficiente.

Se establece también para el despido colectivo que se

entenderá que concurren las causas para despedir cuando con-

tribuya si las aducidas son técnicas, organizativas o de produc-

ción, a garantizar la viabilidad futura de la empresa o del

empleo en la misma a través de una más adecuada organiza-

ción de los recursos.

Si el número de trabajadores afectados no alcanza el dintel

necesario para calificar de colectiva la extinción de sus contra-

tos, deberá acordarse por el concursado o la administración

concursal, por la vía prevista en el art. 52.c) del Estatuto de los

trabajadores. La decisión empresarial de extinción del contrato

podrá ser impugnada en cada caso ante el Juez de lo Social que

sea competente.

Además de lo expuesto, es de destacar la denominada trans-

formación de acciones individuales en extinciones colectivas al

amparo de lo preceptuado en el artículo 64.10 de la Ley Con-

cursal que literal mente establece: “Las acciones individuales
interpuestas al amparo de lo previsto en el artículo 50.1b)
del Estatuto de los Trabajadores tendrán la consideración
de extinciones de carácter colectivo a los efectos de su tra-
mitación ante el Juez del concurso por el procedimiento
previsto en el presente artículo, cuando la extinción afecte
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a un número de trabajadores que supere desde la declara-
ción del concurso los límites siguientes:

Para las empresas que cuenten con una plantilla hasta
100 trabajadores, diez trabajadores. Se entenderá en todo
caso que son colectivas las acciones ejercitadas por la tota-
lidad de la plantilla de empresa. Para las empresas que
cuenten con una plantilla de más de 300 trabajadores, el
veinticinco por ciento de los trabajadores.”

El artículo 50.1.b) del estatuto de los Trabajadores establece

que es causa de extinción del contrato de trabajo, a instancias

del trabajador la falta de pago o retrasos continuados en el

abono del salario, supuesto en que de prosperar la acción reso-

lutoria, el juez declarará extinguido el contrato de trabajo y con-

denará a la empresa a abonar al trabajador una indemnización,

como si despido improcedente se tratara. Es decir, 45 días por

año de servicio, prorrateándose por meses los periodos los

periodos de tiempo inferiores a un año con un máximo de cua-

renta y dos mensualidades.

La doctrina de la Sala de lo Social del tribunal Supremo

entiende que la falta o el retraso en el pago de salario es sufi-

ciente para que proceda la extinción contractual indemnizada

independientemente de que tal proceder empresarial obedezca,

o no, a su culpa o a imposibilidad7.

La cuestión resulta problemática. Las acciones que se inter-

pongan para resolver el contrato después de declarado el con-

curso, se habrán entablado ante el Juez de lo social, único

competente para su conocimiento, pero si el conjunto de las

deducidas rebasan los topes numéricos establecidos, la compe-

tencia pasa a ser del Juez del concurso que será el que habrá

de resolver por los cauces de la extinciones colectivas.

¿Cómo se va a poder efectuar este trasvase de una jurisdic-

ción a otra?

La doctrina8entiende que será de aplicación el mandato de

acumulación establecido en el art. 51 de la Ley concursal.

7 SSTS de 25 de enero 1999 (Ar.898) y de 22 de noviembre 2000( Ar.10423).
8 Barrio, Calle Mª asunción. : “Ley concursal y el art. 50.1 del ET: La conver-

sión de demandas individuales de rescisión de contrato seguidas en el juzgado

de lo Social en expediente de regulación de empleo seguido ante el Juzgado

Mercantil”. Aranzadi social 2004-V.
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Para que se puedan acumular los procesos que se sigan en

los Juzgados de lo Social, son necesarios varios requisitos:

1) Que las demandas estén basadas sólo en la causa reco-

gida en el art. 50.1.b) del ET y no en ninguna otra de las previs-

tas en dicho artículo.

2) Que a estas demandas no se haya acumulado otra de des-

pido a lo que obliga el art. 32 de la LPL.

3) Que alcance los límites numéricos que establece la Ley

Concursal desde la declaración del concurso.

Es difícil determinar si quiere decir que estén presentadas

después de la declaración del concurso, o que, aunque fueran

presentadas con anterioridad, alcancen los límites desde la

declaración del concurso.

Una interpretación literal apoya querer decir demandas pre-

sentadas en los Juzgados de lo Social después de que se haya

declarado el concurso, pues a partir de ese momento, sería

cuando tendría competencia el Juzgado Mercantil, no estando

previsto que los efectos del concurso puedan retrotraerse en

estos casos.

En el supuesto que estamos planteando será el empresario,

o la administración concursal, la interesada en que se acumulen

los autos, y quien, de cumplirse los requisitos establecidos, al

pedir la acumulación tendrá que instar el cambio de jurisdicción,

y necesariamente tendrá que justificar, acreditando que las

demandas alcanzan los límites cuantitativos para el cambio.

Puede que sea necesario efectuar un incidente, una compa-

recencia a estos efectos, pues quizás los trabajadores se opon-

gan a ello. De conformidad con lo preceptuado en el art. 30 de

la LPL la petición se ha de efectuar ante el juzgado que cono-

ciese de la demanda que hubiese tenido entrada antes en el

Registro.

En el auto que acuerde la acumulación, se podrá acordar que

se remitan las actuaciones al Juzgado de lo Mercantil para que

conozca y tramite las demandas, ahora, como expediente de

extinción de contrato.

Este auto, dado que afecta a la competencia, ha de ser recu-

rrible en suplicación ante la Sala de lo Social correspondiente,

aunque previa reposición en base al art. 189.4 de la LPL, ahora

bien si se acordara sólo la acumulación, el auto no sería recu-
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rrible, pues no se halla dentro de los supuestos tasados del art.

189 de la LPL.

Una parte de la doctrina9opina que el propio Juez del con-

curso podría plantear de oficio la acumulación de las demandas

individuales al concurso, si se estima que existen razones sufi-

cientes para ello.

Esta posibilidad sin embargo, la ve remota otra parte de la

doctrina10y más que de oficio sería a instancias de la adminis-

tración concursal, debiendo estar a lo establecido en la LECiv

sobre acumulación de procesos, pues no se trataría de acumu-

lar acciones individuales al proceso concursal, sino de un

supuesto propio.

Si estimásemos posible esta solución, sería un requerimiento

del juzgado de lo Mercantil al o a los de lo Social, que conocie-

ran de las demandas individuales de rescisión; si éstos no acce-

diesen a ello habría de entenderse que el superior común

inmediato para resolver el contencioso será la Sala de lo Social

correspondiente del Tribunal Superior de Justicia de ese territo-

rio, dado que resuelve recursos en suplicación provenientes de

ambos juzgados, o, en último caso, la Sala de lo Social del Tri-

bunal supremo, si los juzgados corresponden a distintas cir-

cunscripciones de Tribunales Superiores de Justicia.

Cuando las demandas que fueron presentadas ante la juris-

dicción social se remitan al Juzgado Mercantil, ¿cuál es el trá-

mite a seguir?

Si ante la jurisdicción mercantil está planteado un expediente

de extinción colectiva de relaciones laborales, parece lógico

pensar que aquellas demandas habrían de acumularse al

mismo, y seguir el trámite previsto en el artículo 64, donde pre-

cisamente está incardinada la previsión de acumulación a la que

nos estamos refiriendo.

Esa parece ser la razón que ha llevado al legislador a este

trasvase de jurisdicción: justamente que las demandas de extin-

ción de la relación laboral basadas en el artículo 50.1.b) del

Estatuto de los Trabajadores se unan al expediente colectivo de

extinción.

9 Albiol Montesinos, I. “Aspectos laborales de la Ley Concursal “. Tirant lo

Blanch. Valencia 2004.
10 Barrio, Calle Mª Asunción. Obra citada.
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Se abren interrogantes sobre la posición de los trabajadores

que se incorporan con sus demandas individuales al expediente

iniciado, pues en el mismo, se trata de una negociación colec-

tiva, de una información general a los representantes de los tra-

bajadores que excluye, la posición individual de los mismos en

tal expediente, con lo que los trabajadores individuales que pre-

sentaron sus demandas en el Juzgado de lo Social, estarían

incluidos en el concepto de trabajadores de la empresa

actuando a través de la representación legalmente establecida.

Moliner Tamborerero opina que el hecho de que la tramita-

ción prevista para la extinción no sea el incidente concursal de

los artículos 192 y siguientes de la Ley Concursal, sino el pro-

cedimiento administrativo que se ha establecido para las modifi-

caciones y extinciones colectivas del art. 64 del Estatuto de los

Trabajadores, en el que sólo se halla prevista la intervención de

los representantes de los trabajadores y no de los propios tra-

bajadores (cuando en esos pleitos los interesados son los pro-

pios trabajadores que ejercitaron su acción individual a

diferencia de aquellos supuestos del artículo 64 en que la acción

la habían iniciado los representantes) no significa que no tengan

los trabajadores legitimación para actuar en el procedimiento,

aunque la norma concursal no diga nada.

Si no se hubiera iniciado ante el Juzgado Mercantil expe-

diente colectivo de extinción de relaciones laborales, lo cohe-

rente con respecto a las demandas individuales presentadas

ante el Juzgado de lo social sería iniciar un expediente de regu-

lación de empleo.

En cualquier caso, en todos los supuestos, el problema que

se plantea es cuál ha de ser la indemnización por rescisión del

contrato: la establecida en el artículo 50 del Estatuto de los Tra-

bajadores, o la establecida en el artículo 51 para la extinción

colectiva.

Parte de la doctrina11opina que a partir del instante en que

asume la competencia el Juez del Concurso para estas accio-

nes, procederá la aplicación de todo el conjunto de las reglas

11 Cruz Villalón, J. Despidos y suspensiones de contrato de trabajo en las

situaciones concursales. Relaciones laborales núms... 23-24. diciembre 2003.
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propias de los despidos colectivos tramitados a través del expe-

diente de regulación de empleo, tanto las normas contenidas en

la propia Ley Concursal y las subsidiariamente aplicables conte-

nidas en el Estatuto de los Trabajadores.

Otra parte de la doctrina12considera que el artículo 64 está

unificando el procedimiento de los despidos colectivos y de las

resoluciones contractuales ex artículo 50.1.b) del Estatuto de los

Trabajadores que puedan configurarse como colectivas; pero en

materia indemnizatoria, se siguen manteniendo las diferentes

cuantías que señala el Estatuto de los Trabajadores, pues los

cambios sustantivos si se quisieran haber acometido se, se

habrían efectuado expresamente, como se hace con el inme-

diato anterior articulo 64.9 de la Ley Concursal, donde respecto

a la indemnización derivada de la rescisión por modificación

sustancial de condiciones de trabajo al amparo del artículo 41

del Estatuto de los Trabajadores, se suspende su abono.

A mayor abundamiento se esgrime una razón de discrimina-

ción entre trabajadores que presentaran sus demandas y las

tuvieran resueltas antes de la acumulación, o antes de superar

los umbrales numéricos, y los posteriores cuya competencia

pasa al Juzgado mercantil.

En el mismo sentido se manifiesta Fernández López, aunque

con base en fundamentos distintos, pues parte de que las

demandas de rescisión remitidas por la Jurisdicción social, se

siguen por el incidente general y, en base a ello, ninguna rela-

ción guardan con el expediente de regulación.

3. Referencia jurisprudencial y conclusiones

La práctica de nuestros tribunales, ha comenzado a arrojar

luz sobre determinados planteamientos teóricos que, ponían de

manifiesto dificultades interpretativas en la aplicación de la Ley

concursal.

12 Lousada Arrochena, JF: Algunas Anotaciones al artículo 64.10 de la Ley

22/2003, de 9 de julio (RCL2003, 1748), concursal. Revista de Derecho Social

núm. 27/2004.
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Destaco entre las diversas cuestiones abordadas a lo largo

del análisis del artículo 64 de la Ley Concursal, diferentes sen-

tencias que considero de interés:

• Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña

núm. 7204/2005 (sala de lo social) de fecha 27 de septiembre de

2005 (AS 2005/2699).

Dicha Sentencia determina que el contenido del Auto del

Juez del concurso, no se limita a una simple autorización y que

el juez del concurso es competente para declarar la extinción de

los contratos de trabajo.

La representación de los trabajadores planteaba que la inter-

pretación correcta del artículo 51.2 del Estatuto de los Trabaja-

dores en relación con el artículo 64.11 de la Ley concursal

determinaba la imposibilidad por extralimitación del Juez de lo

mercantil, de acordar en resolución la extinción de los contratos

de trabajo, y que debe limitarse únicamente a autorizar la extin-

ción colectiva de los contratos de trabajo.

Contiene además esta Sentencia en su fundamento de dere-

cho tercero un análisis sobre la insuficiencia de hechos declara-

dos probados del auto recurrido, en lo referente al informe de la

Autoridad Laboral, indicando que tal informe es favorable, pero

no detalla cual es la situación económica real de la empresa en

el momento de la de acordarse la extinción, ni se incluyen en los

hechos, cual es el salario de los trabajadores afectados, siendo

estos elementos de hechos necesarios no solo para determinar

si concurre una situación económica negativa, que en este caso

no discute, sino para juzgar la “razonabilidad” de la medida extin-

tiva colectiva acordada, y los efectos que pueda tener para

superar una situación negativa.

Por otra parte la inclusión del salario del trabajador es

imprescindible para conocer la corrección del cálculo indemni-

zatorio reflejado en la parte dispositiva de la resolución.

Las omisiones no determinan la declaración de la nulidad de

las actuaciones porque no se ha solicitado por la recurrente,

pero deja constancia que no basta con una referencia al informe

de la Autoridad Laboral, sino que hay que reflejar en los hechos

probados aquellos elementos de hecho, que permitan que el Tri-

bunal pueda valorar en el recurso de suplicación si la extinción

colectiva de contratos de trabajo acordada por el juez de lo mer-
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cantil, cuando la empresa se halla en la situación de concurso,

se acomoda o no a las exigencias legales.

• Auto del Juzgado de lo mercantil, Sevilla, de 10 de diciem-

bre de 2005 Recurso núm.43/2004 (JUR 2006/156967).

Destaco el referido Auto por tratarse de un supuesto de sus-

pensión colectiva de contratos de trabajo, solicitada por los

administradores concursales, siendo de aplicación supletoria la

legislación laboral, según determina el artículo 64.11 de la Ley

concursal y el Estatuto de los Trabajadores y Reglamento de

Expedientes de Regulación de Empleo.

La legislación común, el artículo 47 del Estatuto de los tra-

bajadores remite al procedimiento de despido colectivo, enten-

diendo la doctrina mayoritaria que es preceptivo el expediente

de regulación de empleo en todos los supuestos de suspensión

de contratos de trabajo por causas económicas, técnicas, orga-

nizativas y de producción y por fuerza mayor, con independen-

cia del número de trabajadores afectados, fundándose esta

interpretación en el necesario control público de estas medidas

habida cuenta de la posibilidad de acceso a la situación legal de

desempleo.

El Juez de lo Mercantil aplica la tramitación de la medida

como colectiva, aunque afecta a cinco de los ocho trabajadores

de la empresa, a pesar de que en el Estatuto de los Trabajado-

res en el despido colectivo, el procedimiento solo resulta aplica-

ble en empresas de menos de cien trabajadores, si afecta a 10

trabajadores o a toda la plantilla en el caso de que sean mas de

cinco.

El auto acuerda la suspensión de los contratos de trabajo por

un periodo de nueve meses, con efectos desde el día siguiente

a la resolución, sirviendo el auto de título acreditativo para el

acceso de los trabajadores a la situación legal de desempleo.

La adopción de la medida se justifica en el sentido de que

contribuye a asegurar la viabilidad futura de la empresa y el

empleo, puesto que el ahorro de gasto de personal y seguros

sociales supone una reducción de costes, que podrá contribuir a

la puesta en marcha de la próxima campaña de algodón, caso

de ser autorizada la participación en el régimen de ayudas del

FAGA y permite la reincorporación de los trabajadores a sus

puestos de trabajo si se reanuda la actividad. A la vez resulta un

menor endeudamiento de la concursada ya que de acordarse la
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extinción, se incrementarían los créditos contra la masa por las

indemnizaciones correspondientes a los despidos.

• Auto del Juzgado de lo Mercantil Álava, Vitoria-Gasteiz,

núm.99/2005 (Num.1) de 19 de diciembre (AC 2006/302).

Destaca en la resolución judicial la doctrina que contiene, en

lo referente los efectos sobre los contratos de trabajo y la apro-

bación del acuerdo alcanzado por la administración concursal y

los representantes de los trabajadores, determinando la posibi-

lidad de que la indemnización pactada sea superior a la prevista

en el Estatuto de los Trabajadores y no haya liquidez para afron-

tar el pago de las indemnizaciones.

Destacamos el Fundamento de Derecho tercero donde

determina que la cuestión problemática ha sido el monto de

indemnización por la pérdida de los puestos de trabajo, que el

acuerdo ha fijado en 33 días de salario bruto actual por año de

servicios, con un tope máximo individual de 27 mensualidades,

que es superior al mínimo legal del artículo 51.8 del Estatuto de

los Trabajadores.

El análisis que realiza del procedimiento y del acuerdo alcan-

zado es esclarecedor, y resume de manera acertada las distor-

siones que se producen en el ámbito de lo mercantil, derivadas

de las vicisitudes de las relaciones laborales colectivas.

“Que el acuerdo colectivo se haya alcanzado a presencia, y

con intervención del Juzgador, no debe extrañar, desde el

diseño legal en que se le tiene colocado en la extravagante posi-

ción de sujeto decisorio de una suerte de expediente adminis-

trativo procesalizado sobre las vicisitudes de las relaciones

laborales colectivas de la empresas concursadas , en lugar de

órgano revisor de las decisiones empresariales intervenidas por

la administración consursal, o directamente adoptadas por éstas

empresas suspensas, controlando su causa, que pueda desen-

volver la Autoridad Laboral, de la que ya ha habido algún ejem-

plo en procedimientos de este juzgado, resulta perfectamente

asumible, dado que cautela un acuerdo desde parámetros lega-

les que excluya una resolución de fondo, por excluir el debate”.

Concluye, que no ha habido abuso o fraude en el pacto

indemnizatorio bajo el argumento de que si el artículo 64.6

parra.1ª de la Ley Concursal impone que la administración con-

cursal y los representantes de los trabajadores negocien de

buena fe para la consecución de un acuerdo, si el concursado se
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encuentra en estado financiero propio de la insolvencia, y si los

créditos contra la masa se pagan al vencimiento según el artí-

culo 154.2 de dicha Ley Concursal, los supuestos en los que se

podría conseguir el acuerdo de medidas laborales colectivas en

el procedimiento concursal serán escasísimos, de entender que

no puede pactarse una indemnización superior a la prevista en

el artículo 51.8 del Estatuto de los Trabajadores.

No tiene mucho sentido que la norma opte por el Acuerdo

como objetivo prioritario, en la línea de la autonomía convencio-

nal laboral, y solo encomiende al órgano judicial determinar lo

que proceda conforme a la legislación laboral, a título subsidia-

rio, si de la extinción del contrato de trabajo sólo derivara la

indemnización legal.

No percibe obstáculo técnico para pactar un crédito superior

al legal, dado que la “par condictio creditorum” no puede en

modo argüirse para créditos contra la masa, siendo así reputa-

dos por el artículo 84.2.5 de la ley Concursal.

“La base obvia de un pacto que mejora las indemnizaciones

consiste, beneficiando a otros acreedores contra la masa, en

estos supuestos, en el logro de hacer coincidir el mantenimiento

del costo salarial de la plantilla de la empresa con su valor en

cambio de producción para garantizar la continuidad, teniendo

como respaldo financiero las prestaciones del Fogasa. Un

acuerdo con los representantes de los trabajadores para extin-

guir o suspender los contratos, lo más rápido y temprano posi-

ble, sólo tiene viabilidad a través del incentivo de una

indemnización superior a la legal o un complemento de las pres-

taciones de desempleo en las suspensiones de contratos, con-

seguirá eliminar un cargo de créditos contra la masa (salarios,

cotizaciones), a cambio de otro presente, indemnizaciones pre-

sentes, contando con el mecanismo subvencional del Fogasa”.

• Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid

núm.199/2006 (Sala de lo social, Sección 2ª) de 21de febrero,

Recurso num.183/2006 (JUR 2006/123272).

Se plantea y resuelve sobre la competencia o no del juzgado

de lo social para resolver o extinguir los contratos de trabajo de

46 trabajadores que se insta antes de la declaración del con-

curso.

La solución la otorga en función de la fecha de presentación

de la demanda rectora de las presentes actuaciones, siendo
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competente el juzgado de lo social a tenor de lo dispuesto en el

artículo 51.1 de la ley concursal.

“Los juicios declarativos en que el deudor sea parte y que se

encuentren en tramitación al momento de la declaración del con-

curso se continuarán hasta la firmeza de la sentencia. Y no

consta tampoco, la solicitud de acumulación, instada por el Juez

de la concurso, por estimar que la resolución que se dicte en el

juicio declarativo tiene trascendencia sustancial para la forma-

ción del inventario o la lista de acreedores en el plazo estable-

cido en el citado precepto concursal”.

Determina la competencia del orden social para el conoci-

miento de la pretensión extintiva de 46 trabajadores antes de la

declaración del concurso, y analiza si la parte actora puede ejer-

citar la acción extintiva en los supuestos en que se inicia un

expediente de regulación de empleo, habiendo establecido el

Tribunal Supremo, que el art. 50 del Estatuto de los Trabajado-

res confiere a estos sin ninguna limitación la acción resolutoria.

Las papeletas de conciliación se presentaron con anteriori-

dad a la solicitud de incoación de expediente de regulación de

empleo solicitando la extinción de los contratos de 68 trabajado-

res, resolviendo la Dirección General de Trabajo, la extinción, en

la que se incluyen los contratos de los trabajadores que instaron

la extinción vía art. 50 del ET. La Sentencia de instancia resol-

viendo los contratos es posterior a la fecha de resolución del

Expediente de regulación de empleo y teniendo en cuenta el

carácter constitutivo de la sentencia que declara extinguidos los

contratos en la fecha en que se dicta, los contratos ya se habían

extinguido, faltando el requisito de que los contratos estén vivos

en el momento de dictarse la sentencia, por ello el Tribunal

estima el recurso y revoca la sentencia de instancia que extin-

guía los contratos ex artículo 50 del ET.

En este mismo sentido referenciamos la Sentencia del Tribu-

nal Superior de Justicia de Cataluña núm. 9836/2005 de 20 de

diciembre Recurso núm. 6242/2005 (JUR 2006/85715).

• Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia (Sala

de lo social Sección 1ª) de 15 de julio de 2005, Recurso núm.

2938/2005 (AS 2005/2700).

En este supuesto se interpone demanda resolutoria ante el

Juez de lo Social al amparo del artículo 50.1.b) del Estatuto de

los Trabajadores y en la que se superan los umbrales numéricos



226 Luisa Pericas Salazar

del artículo 64.10 de la ley concursal, e interpuesta ésta y cele-

brado el juicio, aunque no dictada sentencia, se solicita declara-

ción del concurso voluntario ante el juez de lo mercantil, se

discute si la competencia es del juez de lo social o del juez de lo

mercantil, la sentencia de instancia acogió la excepción proce-

sal de incompetencia de jurisdicción, sin embargo la Sala

entiende acertadamente que, tal como establece la Ley concur-

sal art. 51.1, corresponde la asunción de competencia por el juz-

gado de lo social para que resuelva.
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Resumen: El presente artículo analiza el caso de

Attac como ejemplo de organización social que par-

tiendo de principios participativos puede correr el

riesgo de jerarquizarse y burocratizarse en exceso en

la dirección del grupo de presión política como medio

más directo para alcanzar sus reivindicaciones. Pri-

mero, se presenta la organización y su evolución

desde su fundación a finales de los años noventa. A

continuación, se sitúa a Attac en su estructura de con-

texto y de oportunidad política y se estudian los mar-

cos de interpretación del colectivo. Para concluir, se

tratara de comprobar esta tendencia examinando tres

aspectos básicos de la organización: el funciona-

miento de su estructura organizativa, sus ejes reivindi-

cativos y el impacto mundial de Attac gracias al papel

de las élites.
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Social movements in internet: the case of atta wtih the
organisation involved in taking part in a political pressure

group

Summary: The present article analyses the case of Attac (Asso-

ciation for the Taxation of Financial Transactions for the Aid of Citizens)

as an example of a social organisation that, on the basis of participa-

tory principles, can run the risk of having an excessive hierarchical and

bureaucratic structure in the management of a political pressure group,

conceived as being the most direct means of having its claims met.

First of all, the organisation is presented, along with its evolution from

the moment it was founded until the end of the nineties. Attac is then

situated within its contextual framework and with respect to political

opportunity, and the frameworks for collective interpretation are exami-

ned. In conclusion, an attempt will be made to verify this tendency by

examining three basic aspects of the organisation: how its organisatio-

nal structure works, its channels of protest and the global impact of

Attac thanks to the role played by elite organisations.

Keywords: Attac, Internet, social movements, social organisation,

political pressure group.
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Movimientos sociales
en internet: el caso de Attac
de la organización
participativa al grupo
de presión política

1. Introducción

El fenómeno de los movimientos sociales desde el último

cuarto del siglo XX hasta los albores del siglo XXI ha despertado

no sólo el interés de los sociólogos y politólogos sino también de

muchos especialistas de otras disciplinas e incluso del público

en general. Los años sesenta significaron la puesta de largo de

los nuevos movimientos sociales al hilo de las protestas estu-

diantiles y la irrupción de un nuevo escenario socioeconómico.

Ese contexto fue el disparo de salida para que movimientos de

acción colectiva como el ecologismo, pacifismo, feminismo, gay,

etc, que supusieron el relevo a los actores tradicionales de la

movilización, sobre todo, el sindicalismo obrero.

Sin embargo, dos décadas más tarde, estos movimientos

sociales parecían integrados, absorbidos por las dinámicas

democráticas y capitalistas. No mucho tiempo después, en Sea-

tle (1999), saltaron a las pantallas de medio mundo una serie de

grupos y movimientos de gran diversidad temática, organizativa

y de repertorios de actuación que, con más o menos similitudes,

denunciaban el mundo que se estaba construyendo al amparo

de la globalización liberal. Como afirma Calle (2007), aparecie-

ron nuevos movimientos sociales, renovados discursos, nuevas

herramientas de comunicación, nuevas pautas de interacción

entre movimientos y nuevos repertorios de acción, entre otros. 



232

Estos movimientos han surgido en la variable tiempo entre

dos grandes hechos históricos, la caída del Muro de Berlín en

1989 y el atentado a las Torres Gemelas en 2001. Paralela-

mente, en la variable espacio, se han gestado en las redes elec-

trónicas de la información. La matriz donde han crecido estos

movimientos ha sido la sociedad informacional, como diría Cas-

tells (1997), una forma de organización social en la que los ele-

mentos fundamentales de la productividad y el poder son la

generación, procesamiento y transmisión de la información gra-

cias al desarrollo y la expansión de las nuevas tecnologías. En

este marco, surgirán una serie de nuevos movimientos sociales

caracterizados por una fuerte heterogeneidad organizativa, ide-

ológica, simbólica, de acción y de apoyos sociales. Esta plurali-

dad contrasta con un objetivo difuso que comparten “otro mundo

es posible” y con el espacio donde se encuentran, coordinan y

expanden, las redes de comunicación fruto de la revolución tec-

nológica e informacional. 

Este es le caldo de cultivo donde nace una de las organiza-

ciones más potentes en número, influencia y presencia mediá-

tica del movimiento antiglobalización, ATTAC. De ahí, el interés

de este artículo por su análisis y su tendencia de futuro. El pre-

sente trabajo tratará de avanzar la dirección de un colectivo que

siendo representativo de los recientes movimientos sociales

puede sacrificar su potencial crítico y su legitimidad social e

internacional para transformarse progresivamente en una orga-

nización elitista, burocratizada y jerarquizada al estilo de un

grupo de presión política. En este sentido, según Pastor (2006),

el grupo de presión se formaliza con la intención de influir en el

sistema político para la defensa de intereses determinados y uti-

liza métodos de participación convencionales. Sin embargo, es

cierto, que en este caso, difiere de los grupos de presión clási-

cos y persigue los intereses generales, solidarios y altruistas

como las ONG´s.

2. El origen de Attac

La organización ATTAC (Asociación para la Tributación de las

Transacciones Financieras y la Acción Ciudadana) nace a fina-

Gabriel Robles Gavira
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les de los años 90 en Francia bajo el impulso de la revista Le

Monde Diplomatique y su director Ignacio Ramonet. En el edito-

rial “Desarmar los Mercados”, de diciembre de 1997, Ignacio

Ramonet propone la creación de una ONG que tenga como

objetivo instaurar la Tasa Tobin y convertirla, junto a otras medi-

das, en el instrumento de contención de los movimientos espe-

culativos que están poniendo en riesgo la estabilidad de los

mercados financieros mundiales y a la propia democracia. Al

año siguiente, nace ATTC. En 2006, la organización ATTAC

Francia contaba ya con 21.600 miembros y estaba presente en

50 países1.

La historia de ATTAC-España se inicia a través de la revista

Le Monde Diplomatique en el año 1997. La revista intentó iniciar

el proceso de organización en Madrid entre los años 1998-1999.

El modelo a seguir fue el llevado a cabo en Francia, reunión de

organizaciones ya existentes y que este grupo impulsara la

creación de la federación de ATTAC en España. Al no cuajar

este intento se eligió la opción de una Comisión Organizadora

como encargada de poner en marcha el movimiento. De esta

forma, se van creando diversos grupos: Madrid, Cataluña, Anda-

lucía, Aragón, etc.

Las primeras Asambleas Constituyentes se celebran en

Madrid y Barcelona en el año 2000. Estos actos señalan el ini-

cio de ATTAC-España, diferente a otros países, basándose en la

incorporación individual y directa, no como miembros de otras

organizaciones. Al año siguiente se establece el Congreso de

Constitución en Barcelona y, posteriormente, se convoca una

Conferencia Territorial Extraordinaria donde se tomaron los

acuerdos definitivos de constitución de ATTAC-España. Los pri-

meros ATTAC territoriales que firmaron el Acta de Constitución

fueron: Madrid, Cataluña, Andalucía, Mallorca, Comunidad

Valenciana y Aragón2.

1 Datos de http://www.france.attac.org/r1
2 http://www.attac.es/portalattac/index.php?option=com_content&task=

view&id=134&Itemid=45
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3. Estructura del contexto y estructura de oportunidad política en
la génesis de Attac

Según Mª Jesús Funes y Jordi Monferrer (2003), la estruc-

tura de contexto de los movimientos sociales, se definirían por

las variables y dinámicas del sistema que en un período con-

creto contribuyen a generar las causas y los significados que

impelen a un grupo de personas a movilizarse colectivamente

para influir en un determinado aspecto de la realidad y transfór-

malo en la dirección de sus objetivos. Por otro lado, la estructura

de oportunidad política, la define Mª Jesús Funes (2003) como

“el conjunto de variables del sistema político que favorecen o

dificultan la aparición y sostenimiento de una acción colectiva”. 

En el marco histórico-geográfico de la génesis de ATTAC,

finales de los años noventa en Europa, el entorno capitalista se

definía por la irrelevancia de la denuncia al orden neoliberal, las

dificultades de un proyecto alternativo al pensamiento hegemó-

nico y la creciente despolitización de la sociedad, en un sentido

genérico de pérdida de proyectos sociales. Una de las causas

fundamentales de esta situación es la crisis de las identidades

tradicionales, entendidas por la pérdida de la identificación polí-

tica, de clase, de profesión, religiosa, etc. Por otro lado, Díaz

(2003) afirma que, cuando no existe proyecto común se debili-

tan la cohesión grupal y las identificaciones colectivas, impo-

niéndose los valores individuales, localistas y pragmáticos. En

este ambiente de impotencia, apatía y desilusión en las grandes

utopías de transformación social, han sido los movimientos

sociales los que han construido las oportunidades de activación

de una parte de la ciudadanía. Estos nuevos movimientos han

creado nuevas culturas políticas y de socialización para sus acti-

vistas y la ciudadanía, como mantiene Calle (2007). La acción

colectiva de los grupos pioneros han sembrado un campo de

potencialidades, materializándose en forma de multitud de noví-

simos movimientos sociales que combaten las injusticias del sis-

tema.

Si bien los movimientos fueron protagonistas hay que decir

que un gobierno progresista de izquierdas puede ser, al menos

en teoría, más sensible a los problemas y cuestiones sociales

que un gobierno conservador, que en los últimos tiempos han



235Movimientos sociales en internet: el caso de Attac de la organización participativa al grupo
de presión política

apostado por la liberalización y la privatización del mayor

número de ámbitos posibles de la sociedad3.

La estructura del contexto mundial de finales de los años

noventa ejercerán una influencia directa en el surgimiento de la

organización ATTAC. Las variables político-económicas de ese

momento histórico son fundamentales en la génesis del colec-

tivo. El propio nombre de ATTAC facilita las pistas suficientes

para describir el problema o la injusticia por la que un grupo de

personas se organizó para denunciar y movilizarse en su contra.

Las siglas ATTAC significan “Asociación para la Tributación de

las Transacciones Financieras y la Acción Ciudadana” y como

dice en el segundo párrafo de su preámbulo “Los objetivos pri-

mordiales de ATTAC persiguen organizar a la sociedad civil para

poner freno a la dictadura de los poderes económicos, ejercida

a través de los mecanismos de mercado”. Por qué visualiza

ATTAC tan claramente su enemigo en la esfera económica, con-

cretamente, sus peticiones se refieren a la implantación de una

tasa a las transacciones económicas, a la supresión de los para-

ísos fiscales y al aumento de la fiscalización de las rentas del

capital. Estos son las demandas más visibles aunque habría que

ampliar sus objetivos a la lucha contra la ideología neoliberal y

sus consecuencias más perversas.

Desde los años noventa, de forma vertiginosa, después de la

caída del Muro de Berlín y el Bloque del Este, el proceso de glo-

balización de la economía y la opción neoliberal se ha extendido

de forma inexorable por el mundo. Este fenómeno ha influido en

todos los ámbitos de la sociedad, en la esfera económica, en la

política o en nuestra vida cotidiana. En cada una de estas esfe-

ras, la globalización ha impuesto transformaciones de tal mag-

3 En http://www.elpais.com/edigitales/entrevista.html?encuentro=2759&k=

Susan_George. Con el paso del tiempo se podrán comparar los cambios en la

estructura de oportunidad política en Francia desde los gobiernos de Miterrand

al actual de Sarkozy. En este sentido, Susan George respondía así en El País a

la pregunta de uno de los lectores. P: ¿Cómo afectará la llegada de Nicolás Sar-

kozy a la presidencia de Francia a los movimientos sociales?. R: Oh lala!!!. La

vida va a ser más difícil. Sarkozy no le debe a los movimientos sociales nada.

No tiene ninguna razón para escucharlos. Lo primero que ha hecho ha sido

coger un avión privado y subir a un yate privado de uno de los hombres más

ricos de Francia. Eso lo llamamos en Francia un corte de mangas a los movi-

mientos sociales con el mensaje de que se vayan al infierno...
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nitud que incluso podría hablarse de la irrupción de un nuevo

tipo de sociedad en la historia de la humanidad.

La presencia en la economía se concreta en la irrupción de

las nuevas tecnologías de la información que han hecho posible

que este tipo de economía global se diferencie de otras épocas

del capitalismo, en las cuales, existían intercambios comerciales

y acumulación de capital en y entre distintas partes del mundo.

Sin embargo, para Castells (1997), la singularidad del cambio,

solapado entre dos siglos, es que actualmente la economía

tiene la capacidad de articularse y funcionar cotidianamente a

escala planetaria como una unidad, apoyada por el modelo neo-

liberal. Este nuevo orden neoliberal se caracteriza por: la paula-

tina liberalización del comercio mundial y los mercados

laborales, crisis del Estado del Bienestar y sustitución por el

estado mínimo neoliberal, aumento de las desigualdades, la

expansión de internet y de las nuevas tecnologías, la concentra-

ción del poder económico, la mercantilización de la vida, el pro-

tagonismo de la economía sobre la política, la crisis de la

democracia, la explosión migratoria y la permeabilidad de las

fronteras nacionales al tránsito de bienes, servicios e informa-

ción pero, por supuesto, no a las personas.

Las ventajas de este nuevo escenario son muchas, por ejem-

plo, para Los bolsillos de los ciudadanos, la competencia mun-

dial se puede ver reflejada en la bajada de los precios en

muchos bienes y servicios. Sin embargo, la interdependencia

entre las economías del mundo ha hecho posible que las crisis

nacionales ejerzan un efecto de contagio a escala mundial y que

nunca se esté a salvo de un desplome de la economía mejicana,

japonesa, norteamericana, coreana o cualquier otra que, con un

efecto dominó, arrastre a las demás en su caída.

Esta época de olas especulativas y crisis financieras es la

gran preocupación de ATTAC. Desde el desplome del bloque del

este y el triunfo rotundo y solitario de la filosofía neoliberal una

ola de crisis financieras se suceden en todas las áreas geoeco-

nómicas del planeta, a la sombra de la desregulación, la libera-

lización y la especulación financiera. Aparecen, como recoge

Estefanía (2000), sucesivamente, en Europa en 1992, en

México en 1994, en los dragones asiáticos en 1997, en Rusia en

1998 y en América Latina entre 1998 y 1999. En y contra este

escenario se constituye ATTAC en 1998. 
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La lectura que hace ATTAC de la situación pronostica un

futuro pesimista, porque estas crisis están poniendo en riesgo la

democracia. El Estado del Bienestar está deslegitimado y retro-

cede, la participación política ciudadana cae a mínimos históri-

cos y los derechos sociales se debilitan ante el lenguaje de la

liberalización de la economía y los valores de la competencia, el

individualismo, la mercantilización de todos los ámbitos, etc. La

economía se impone sobre la política.

Para aclarar a que peligros se refiere ATTAC habría que refle-

xionar sobre las palabras de Tourraine (1999) sobre el triunfo del

capitalismo a finales del siglo XIX y hasta bien entrado el siglo

XX:

Frente a la hegemonía de cierto capitalismo, de cada vez mayor

carácter financiero, se constató que las naciones que estaban per-

diendo el control de sus economías se lanzaban de cabeza hacia el

nacionalismo, ya fuera éste de cariz reaccionario o revolucionario,...

cuantas revoluciones precedieron o acompañaron a la Primera

Guerra Mundial y a la instauración de regímenes totalitarios. La eco-

nomía había querido dominar a la sociedad y la política, pero de

inmediato fue la política la que acabo por dominar la economía y la

sociedad. En ambos casos, la vida social, el debate, la participación

y, por tanto, la democracia, son las principales víctimas de tales cir-

cunstancias. Si hoy nos sometemos a los intereses del capitalismo

financiero estaremos preparando un siglo XXI todavía más violento

y militarista de lo que haya podido ser el XX.

4. Análisis de marcos de interpretación en Attac

El análisis de marcos en el caso de ATTAC mostrará la cohe-

rencia ideológica-cultural necesaria para que aglutine a sus

seguidores en los procesos de movilización colectiva que pro-

ponen en sus objetivos. Entre todas las variables del contexto y

las variables de oportunidad política, los marcos de interpreta-

ción juegan un papel determinante. Los significados, conceptua-

lizaciones y discursos sobre como interpretan la realidad son los

que dotarán de cohesión e identificación a sus integrantes refor-

zando la acción aunque los elementos del sistema se conjuren

en su contra.
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La estructura del marco está constituida por varias dimensio-

nes. Por una parte, hay que definir la cuestión que se quiere ata-

car o solucionar. Segundo, encontrar las causas del problema

y/o los agentes que lo han provocado. Tercero, construir unos

objetivos y unas metas en relación con el problema que resulten

factibles o creíbles sus posibilidades de éxito. Cuarto, definir la

población, grupos o agentes destinatarios de la acción. Y, por

último, convertirse en representante legítimo de la protesta.

Siguiendo las dimensiones que propone Antonio Rivas

(1998), recogidas en el párrafo anterior, el análisis de marcos del

movimiento ATTAC debe comenzar por definir el problema o
agravio al que se enfrenta el colectivo.

El problema surge en un momento concreto de la historia

reciente, la caída del Muro de Berlín y el derrumbe de los paí-

ses del este. El paisaje que aparece a continuación deja a un

solo triunfador después de varios siglos de competencia con

otros sistemas y alternativas, el capitalismo. La adaptación que

se tuvo que hacer con el Estado del Bienestar ya no tiene sen-

tido e irrumpe con fuerza un modelo que no quiere obstáculos

en su marcha, el orden neoliberal. Contra este orden en toda su

extensión se posiciona ATTAC. La ideología neoliberal significa

muchas cosas, pensamiento único, desigualdades Norte-Sur y

dentro de los países, democracia representativa clientelista,

homogeneización, burocratización, mercantilización, privatiza-

ción, multinacionales y fusiones, destrucción del medio

ambiente, etc. Sin embargo, ATTAC, focaliza sus esfuerzos en

un aspecto concreto para que todos vean cuál es el rostro del

enemigo, que a finales de los noventa está haciendo un daño

considerable y tangible a los países y a las economías domésti-

cas, la especulación financiera.

Cómo se visualizan las consecuencias de estas grandes olas

especulativas. A través del desplome de las monedas naciona-

les y las economías de los países que son atacados. En la calle,

esto se materializa en despidos y desempleo, cierres de empre-

sas (el precio de un producto puede llegar a la mitad si una

moneda se devalúa), aumento de precios, pobreza, desigualda-

des sociales intranacionales y Norte-Sur, etc. Un futuro poco

esperanzador es el que se proyecta de continuar por este

camino. El empeoramiento paulatino de todos los problemas

actuales será la consecuencia lógica de esta evolución. Un
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futuro inmediato casi apocalíptico es el que intenta reflejar la

organización para sensibilizar a la ciudadanía y a las institucio-

nes de los peligros que se corren y de los que todos son res-

ponsables, por acción u omisión.

Entre las causas y agentes que han provocado esta situa-
ción habría que mencionar, por un lado, la fiebre liberalizadora

sobre la que se centra el problema y, por otro, los agentes seña-

lados como alentadores de este escenario, que han sido las

grandes multinacionales, los especuladores financieros, los paí-

ses del G-8, los organismos e instituciones económicas (Banco

Mundial, Fondo Monetario Internacional, Organización Mundial

del Comercio, etc).

EE.UU se ha arrojado por méritos propios el papel de estan-

darte de esta revolución neoliberal y es hacia el que se dirigen

todas las críticas y se hace responsable de gran parte del pro-

blema. Resulta llamativo la utilización asidua del término “impe-

rio” para designar a EE.UU. como representación condensada

del orden neoliberal y de sus agentes. La metáfora del “imperio”

rescata un significado latente para toda una generación que ha

venerado casi unánimemente la saga de Star Wars. La visión

maniquea de la película y su traslación a la realidad puede ser

efectiva, el imperio simboliza el mal (EE.UU.) mientras que en

las antípodas está la “alianza” (movimientos sociales, asociacio-

nes, ONG’s, etc) que encarna el bien. Otra similitud con la pelí-

cula es que el “imperio contra la alianza” representa el poderoso

contra el débil. La esperanza de todo el movimiento social por un

orden alternativo es que el desenlace de la película se repita y

ganen los “buenos”.

En cuanto a los objetivos y metas del colectivo es posible

que existan ciertos problemas de comunicación. Las causas y

los objetivos, a simple vista, parecen claros: luchar contra la

especulación utilizando la Tasa Tobin, erradicar los paraísos arti-

ficiales, defensa de lo público, condonación de la deuda, revita-

lizar la ciudadanía, etc. En esa misma línea se ratificaron en la

última Conferencia Territorial de 20074. La cuestión es si estos

objetivos son descifrados claramente por la ciudadanía, una de

4 Comunicado de la Conferencia Territorial (3 y 4 de febrero de 2007) de

ATTAC-España. http://www.attac.es/portalattac/index.php?option=com_con-

tent&task=view&id=130&Itemid=52
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sus metas más ambiciosas es revitalizar la democracia vía par-

ticipación ciudadana. Su centralización en aspectos económicos

le proporciona coherencia, no obstante, la economía siempre ha

resultado un galimatías para el ciudadano medio. Tiene un

impacto más potente, directo y claro cuestiones como: la lucha

contra el hambre, la protección del medio ambiente, el derecho

a una vivienda, los derechos humanos, etc. Es cierto que los

novísimos movimientos sociales inciden en la concreción de sus

metas pero tiene que haber cierto grado de identificación colec-

tiva de los objetivos si se persigue el apoyo del mayor número

de personas. Esta comunión que tiene que producirse entre

sociedad civil y fines del colectivo, en el caso de ATTAC, la aso-

ciación resulta más complicada. No basta con el lema “otro

mundo es posible” porque transmite ambigüedades y carencia

de metodología y modelo político reconocible. El mismo lema

lleva implícita una pregunta sin respuesta, que no tranquiliza

demasiado, ¿qué mundo es posible?. 

La población destinataria de ATTAC se podría dividir en dos.

Por una parte, se dirige a la ciudadanía en general pero sólo vir-

tualmente porque es difícil encontrar su presencia en la calle. En

un documento de ATTAC se dice lo siguiente, se está hablando de

iniciativas para defender el sistema público de pensiones,

...Attac debe estar en primera línea de la contraofensiva, no

solamente explicando que son falacias los pretendidos argumentos

del recorte, sino participando en las manifestaciones, editando folle-

tos, pegatinas, etc. En definitiva, una campaña a nivel estatal, pues

a nivel estatal es la ofensiva. Los panfletos, los materiales, etc, nos

valen de unos a otros, por qué no hacerlo conjuntamente?. Y por

qué no ser un detonante en la convocatoria de movilizaciones con-

juntas a nivel estatal mediante la presión a los sindicatos. En fin,

dado el estado actual de ATTAC-España esto puede ser un poco

soñar, pero se trata de construir una organización de tal manera que

pueda realizarlo.

En España, ATTAC no es tan conocida como otros movi-

mientos sociales que llevan más años trabajando y han tenido

más presencia en la calle y en los medios. El desconocimiento

de la organización obstaculiza la movilización y por tanto, la

alianza con la ciudadanía es difícil de conseguir. Sin este tipo de

campañas, ATTAC tendrá muchos problemas para ser recono-

cido por su público potencial, que en teoría es cualquier ciuda-
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dano. Por el contrario, una solución podría ser afinar la población

destinataria y dirigirse a un público concreto, como los jóvenes

de clase media y media alta con cierto nivel de inquietudes inte-

lectuales y sociales.

Otra población destinataria de ATTAC son las instituciones y

organismos político-económicos. Estos agente destinatarios sí

están más definidos y las estrategias son de grupo de presión.

Sus objetivos económicos son muy específicos (Tasa Tobin,

Paraísos Fiscales, Directiva Bolkestein, AGCS) y resulta más

coherente dirigirlo a esta población. Por otra parte, sus objetivos

políticos no son tan nítidos y la población destinataria se

escapa.

El último punto sería convertirse en representante legítimo
de la protesta. Para conseguir legitimidad el colectivo debe

aglutinar en su discurso y en la imagen que proyecta una serie

de principios éticos, valores, estrategias y acciones que sean

apreciadas como justas y positivas por el mayor número de per-

sonas de la sociedad y, concretamente, de los grupos destina-

tarios.

Esto lo pretende con la adopción de una serie de valores y

comportamientos definidos por la mayoría como positivos. En

este caso, la lucha por las desigualdades y las injusticias que se

producen en el mundo. Muestra la perversión del sistema actual

y el peligro que corren todas las personas de continuar por este

camino. Su demostración de que están dispuestos a trabajar,

luchar y denunciar para intentar mejorar la situación de los des-

favorecidos. Su compromiso con una lucha altruista y voluntaria,

justificada por su deseo de hacer justicia. El colectivo, al igual

que muchas entidades, rechaza explícita y contundentemente el

uso de la violencia. También se declara la preocupación que

existe por el futuro de la democracia y los derechos y libertades.

Trata de descubrir al enemigo y enseñar lo negativo que sería

convertirse en cómplices de las iniquidades que perpetran. Y,

por el contrario, revelan que la dirección que nos presentan nos

llevará a un futuro mejor, simbolizada a través del lema “Otro

mundo es posible”.

Estos posicionamientos son la base con la que ATTAC inten-

taría legitimarse frente a la sociedad. La cuestión que brota en
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relación a estos principios es en que medida son reconocidos

por la ciudadanía porque entre los movimientos sociales se

entiende que ATTAC ha conseguido cierta presencia.

5. Estructura interna. Tendencias hacia el grupo de presión polí-
tica

En este apartado se realizará una breve descripción de los

órganos de coordinación, será sucinta, porque su organización,

características, miembros, funciones, etc, están recogidas for-

malmente en la Carta Estatutaria de ATTAC-España5, en los

Títulos V y VI. Más importante para la investigación, será anali-

zar e interpretar en profundidad las implicaciones que puede

generar este modelo organizativo para la dinámica funcional de

ATTAC.

La estructura organizativa de ATTAC está compuesta princi-

palmente por:

- La Conferencia Territorial (CT), que es el máximo órgano

de la asociación. La CT es un espacio de reflexión y debate

que tiene plena soberanía y decide las líneas generales de

actuación.

- La Mesa de Coordinación (MC), es un órgano ejecutivo que

coordina las distintas iniciativas y asociaciones de ATTAC,

asegura y mantiene los flujos de información entre los

miembros de España y el movimiento internacional, por

último, acuerda la admisión de nuevas asociaciones.

- Oficina de Correspondencia y Gestión (OCG), se encar-

gará del funcionamiento y apoyo a la MC.

- Tesorería (T), gestionará los gastos para el normal funcio-

namiento de la MC y de la OCG. Estos gastos estarán

supervisados por la Comisión de Supervisores de Cuentas

(CSC).

- Asociaciones Territoriales y Locales, son aquellas asocia-

ciones de ATTAC que están descentralizadas en el ámbito

de la comunidad autónoma y en los múltiples colectivos

locales.

5 http://www.attac.org.es/pdfs/Estatutos_ATTACes.pdf
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- Consejo de Apoyo (CA), consiste en un equipo de perso-

nas especializadas en diversas materias que producirán

material técnico y de apoyo relacionado con las actividades

de la asociación. Sus informes no tienen carácter decisorio

ni vinculante.

- Comité de Apoyo, está compuesto por personalidades rele-

vantes de distintos ámbitos que destacan por su compro-

miso con las libertades, los derechos humanos y la justicia

social. Asumen los objetivos de ATTAC y sus actividades.

Estructura Organizativa de ATTAC-España

Attac

Andalucía

Attac

Aragón

Attac

Cataluña

Attac

Madrid

Attac

Murcia

Attac

Valencia

Mesa de Coordinación
Consejo (científico

de Apoyo

Comité de Apoyo

(personalidades)

Conferencia

Territorial

Tesorería
Oficina de Correspondencia

y Gestión

Asociaciones

Territoriales

Comisión de

Supervisores

de Cuenta

El modelo organizacional al que recuerda la asociación

ATTAC es a una configuración estructural simple pero con cier-

tas adaptaciones y especificidades de otros modelos. Siguiendo

a Mintzberg (1995), la estructura simple se caracteriza por una

reducida tecnoestructura, staff de apoyo, poca división del tra-

bajo y diferenciación entre unidades y una pequeña jerarquía

directiva. El apéndice estratégico, compuesto por la CT y la MC,

son en la práctica los que deben elegir las líneas de actuación y
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conducirlas a la práctica, con la participación y asesoramientos

del staff de apoyo (grupo de expertos o científicos), que en este

caso sería el CA. Sin embargo, por otra parte, uno de los princi-

pios fundamentales de la organización es la autonomía, libertad

de acción y una fuerte descentralización vertical y horizontal

territorial. El apéndice estratégico genera unas directrices bási-

cas para orientar a la organización, pero sobre la base de la fle-

xibilidad, autonomía y descentralización. ATTAC intenta no ser

una organización estructural rígida y jerarquizada y ese es pre-

cisamente uno de sus problemas. La estructura mercurial de los

novísimos movimientos sociales descrita por Bordas (2004) es

una ventaja por su liquidez pero también un problema porque

puede conducir a la desconexión de los miembros y las asocia-

ciones sólo unidas por un decálogo a modo de “tablas de la ley”

pero con una reducida unidad de acción colectiva.

Una de las opciones estratégicas a la escasa movilización

colectiva podría ser la presión focalizada hacia los ámbitos

directos de decisión. Es decir, convertirse en un grupo de pre-

sión en las esferas de decisión al más alto nivel. Para Revilla

(2002), el grupo de presión se definiría como aquellos grupos

que dirigen sus reivindicaciones hacia las instituciones políticas

y entre sus objetivos está el influir en el contenido de las políti-

cas públicas, pero sin buscar posiciones de autoridad, sin que-

rer acceder al gobierno, gestionada por personal profesional y

escasamente participativa. Incluso esta opción, ya aparece de

manera explicita en un documento de trabajo, “Propuestas para

la Definición de la Estrategia de ATTAC” (Borrador presentado

por Attac-Madrid6) en 2004 para discutirlo en la Conferencia

Territorial de ATTAC-España. Según el borrador, 

Attac debería centrarse en su actuación como lobby y exponer

sus tesis entre los políticos de los diferentes partidos para incidir en

la formulación y presentación de propuestas legales o en decisiones

del Gobierno y del Parlamento español, relacionadas con proble-

mas como la implantación de la Tasa Tobin, el tratamiento de los

paraísos fiscales, etc. 

En este sentido muchas de sus acciones se dirigen a este

objetivo: Carta de Attac al Secretario de Estado de Economía;

6 http://www.attacmadrid.org/d/5/050226111639.php



245Movimientos sociales en internet: el caso de Attac de la organización participativa al grupo
de presión política

Carta de Attac España a los eurodiputados socialista que apro-

baron la Directiva Bolkestein; Informe sobre la reunión mante-

nida entre Attac España y la Directora General del Tesoro; Attac

y diversas organizaciones se reúnen con un representante del

Ministerio de Economía; etc7.

Esta estrategia conduciría a la organización hacia un modelo

donde las bases del colectivo se convertirían en un fondo de

recursos. Según Revilla (2002), serían donantes-suscriptores,

aportarían una cantidad de dinero, no participarían en las deci-

siones, es decir, virtualmente estarían en condiciones de parti-

cipar pero en la práctica sería muy complicado.

Por ejemplo, actualmente, a la Conferencia Territorial,

máximo órgano rector, sólo asisten los delegados de las dife-

rentes asociaciones de ATTAC y los votos de cada asociación

crecen en relación directa al número de miembros que tenga. En

definitiva, el poder se concentra en las delegaciones más gran-

des y, seguramente, serán éstas las que impongan las líneas de

actuación. Los objetivos dirigidos a socializar y potenciar la par-

ticipación ciudadana en democracia serían difíciles de conseguir

sin dar el protagonismo suficiente a título individual a los aso-

ciados. Es decir, a pesar de su declaración de impulsar la demo-

cratización de bases y la participación directa de sus asociados

tiende a la institucionalización y la burocratización de sus estruc-

turas orientándose hacia la consecución de sus objetivos vía

lobby de presión política, Jiménez (2003; 2005). El camino hacia

la formalización organizativa en ATTAC, posiblemente, será más

breve que en otras organizaciones, que pasan de un modelo de

organización de protesta participativa8 al extremo opuesto de

lobby de interés público9. Utilizando el recorrido propuesto por

Jiménez (2003; 2005), y extrapolándolo a ATTAC, la evolución se

va a efectuar entre un grupo de presión participativo10 a una

7 Noticias en http://www.attacmadrid.org
8 Se caracterizan por su énfasis participativo y estructuras organizativas

alternativas y está preparada para adoptar estrategias de confrontación y resis-

tencia.
9 Cercano al grupo de interés clásico, organización política gestionada por

personal profesional, escasamente participativa, y que basa su trabajo político

en tácticas de presión institucionalizadas.
10 Se parece a la organización de protesta participativa en la inclusión de acti-

vistas y simpatizantes en la vida de la organización, y se diferencia porque sitúa

su presión política en escenarios institucionales.
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forma de lobby de interés público. De esta forma, la tendencia

lógica en ATTAC sería que se cumpliera la Ley de Hierro de la

Oligarquía de Michels11 (2003).

6. Ejes reivindicativos de Attac12. Dificultades de indentificación
colectiva

- Justicia fiscal global. Implantación de la Tasa Tobin. La

Tasa Tobin consiste en gravar los movimientos de capital

especulativo con un impuesto para que los desaliente. Los

especuladores atacan los diferentes valores de las mone-

das con el objetivo de influir sobre las subidas y bajadas de

los tipos de interés. Estos cambios en los tipos de interés,

desvinculados de la producción y el comercio, afectan pos-

teriormente a la vida de las personas, vía aumento de

tipos, encarecimiento de productos, aumento del paro y

ralentización de la actividad económica.

- Comisión Acuerdo General sobre el Comercio de Ser-
vicios (AGCS) de OMC y la Directiva Bolkestein. La

AGCS y la Directiva Bolkestein son iniciativas que tienen

como objetivo liberalizar los servicios en el mercado euro-

peo, abrirlos a las leyes de la oferta y la demanda del mer-

cado. La AGCS, a iniciativa de la OMC, pretende liberalizar

los servicios públicos y la Directiva Bolkestein va a liberali-

zar la circulación de servicios dentro de la UE. Se elimina-

ran los obstáculos al libre establecimiento y a la circulación,

basándose en la confianza de la armonización de las legis-

laciones de los países miembros.

- Unión Europea. Lucha por un tratado europeo que no se

inspire en los principios liberales y a favor de una Europa

construida sobre los principios de la solidaridad, la justicia

y los valores democráticos.

11 Cuando una organización crece considerablemente en miembros tiende a

configurarse como una oligarquía. La búsqueda de objetivos más ambiciosos, el

aumento de la complejidad y la coordinación organizativa, la exigencia métodos

más eficaces y rápidos para tomar decisiones, lleva inevitablemente a la buro-

cratización y la profesionalización (rechazado expresamente en sus estatutos,

pero existen muchas formas de retribución) de la organización debilitando su

democracia interna y conduciéndola hacia un modelo oligárquico.
12 Ver áreas de actividad en http://www.attac.es/portalattac/index.php
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- Democracia participativa. Desde este eje se demanda la

recuperación de la política como actividad ciudadana. Se

trata de promover formas de democracia participativa que

permitan organizar la participación directa de los ciudada-

nos en la toma de decisiones como forma de revitalizar la

democracia y devolverle la legitimidad y el interés perdido.

La lectura subyacente en estos cuatro ejes reivindicativos es

el modelo de una organización reformista más que de una orga-

nización de transformación radical del modelo social, que por

otra parte, es difícil encontrar en los novísimos movimientos

sociales. El lema de modelo social compartido por todos los

movimientos es “otro mundo es posible”, pero este lema es

ambiguo y abarca una gran variedad de proyectos, en muchas

ocasiones difícilmente compatibles. Estos proyectos pueden

moverse entre una visión más o menos reformista del sistema

actual hasta una ruptura radical basada en un anarquismo pri-

mitivista que propugna una vuelta al estado de naturaleza preci-

vilización. 

El modelo que persigue ATTAC trata de modificar el sistema

actual, sin destruirlo, adaptándolo a valores prosociales de soli-

daridad, igualdad, justicia, etc. El espejo en el que se fija esta

ideología reformista es una fase ideal del Estado del Bienestar

donde los sistemas de provisión social públicos funcionan per-

fectamente, están legitimados sobre la base de estos valores y

la ciudadanía está implicada en la vida política y en armonía con

este sistema.

Estas reivindicaciones se pueden trasladar a las manifesta-

ciones públicas en los encuentros mundiales antiglobalización.

Por una parte, se encuentra un discurso radical que pide la abo-

lición del FMI, el BM y medidas en esta línea y, por otra parte,

están las organizaciones reformistas, en el estilo de ATTAC, que

exigen la Tasa Tobin, la condonación de la deuda, la protección

de los dispositivos públicos y reformas en el BM y el FMI. Los

medios de estos últimos se inclinan por la presión a las institu-

ciones y estamentos oficiales mientras que los radicales quieren

cambios profundos en el sistema mundial.

El problema de estos ejes reivindicativos de ATTAC es que

no han llegado a transmitirse a la ciudadanía y no han servido

de elementos de cohesión entre sus propios miembros. En el
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documento “Attac en el movimiento altermundista y consecuen-

cias organizativas para Attac-España”13 se plantea una crítica

interesante en la forma de enfrentar las campañas en la organi-

zación.

Hasta ahora, la Mesa se ha dotado de tres comisiones temáti-

cas (Internacional, Paraísos Fiscales y Tasa Tobin, AGCS). No

hemos visto muchos resultados tangibles de ninguna de ella.

Se necesita algo más? Eso depende de las tareas que quera-

mos que desempeñe ATTAC España. Si solamente queremos ser

un grupo de estudio o debate, es suficiente. Pero si queremos tener

un papel activo en el movimiento alter-mundista, tal como se con-

cibe en el apartado anterior, es necesario crear una asociación con

iniciativa, con capacidad de organizar campañas, de dar respuesta

a los acontecimientos y de coordinar las acciones que debemos

emprender.

Se puede entender la reflexión del fragmento cuando se ana-

liza la evaluación de las campañas que se hace en el documento

“Propuestas para la definición de la estrategia de Attac”14. La

evaluación apuesta por potenciar la presión que debe realizar a

los ámbitos de decisión, vía contactos parlamentarios, partidos

políticos y distintas administraciones. Los medios utilizados no

contribuyen a reforzar la movilización colectiva de las bases

sociales que podría generar un fuerte sentimiento de identifica-

ción entre los miembros y con los objetivos de la asociación, si

no todo lo contrario, refuerza la distancia entre los órganos

directivos y los miembros de la base. El aumento de esta brecha

puede poner en peligro al equilibrio de la organización de cara

al futuro.

7. El impacto mundial de Attac a través del papel de las élites

El Foro Social Mundial (FSM) es un encuentro anual que lle-

van a cabo miembros de los movimientos sociales de todo el

mundo con el fin de denunciar y elaborar estrategias alternativas

a la globalización neoliberal. El FSM es un espacio de debate

13 http://www.attacmadrid.org/d/5/031126160755.php
14 http://www.attacmadrid.org/d/5/050226111639.php
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paralelo y contrapuesto a las reuniones de las grandes poten-

cias económicas capitalistas. Se celebran otra serie de foros a

nivel continental o regional y multitud de foros locales.

La organización ATTAC ha tenido una presencia importante

como impulsor junto a otras entidades del primer foro social

mundial y en la organización en el resto de foros sociales mun-

diales celebrados hasta el momento, cuatro celebrados en Porto

Alegre (2001-03 y 2005), así como, los celebrados en Mumbay

(Bombay-2004), Bamako (2006) y Nairobi (2007). Al año

siguiente del primer FSM se llevaron a cabo foros regionales, los

Foros Sociales Europeos (Florencia, Paris / Saint-Denis, Lon-

dres y Atenas) y el Foro Social Mediterráneo15.

A este respecto, Tarrow (2005), comenta que este activismo

transnacional será episódico pero tendrá un efecto más potente

en las políticas estatales de lo que podríamos pensar, es decir,

que, seguramente, la formación de estas coaliciones globales

lograrán éxitos significativos en los próximos años. La presencia

de ATTAC en todos estos foros internacionales ha sido rele-

vante. Es, precisamente, en estos contextos, donde ATTAC

muestra su potencialidad como agente coordinador de los movi-

mientos sociales mundiales. Una de las razones de mayor peso

es el eco internacional de sus representantes más conocidos y

respetados Ignacio Ramonet (impulsor de ATTAC), Bernard

Cassen (Director de Le Monde Diplomatique y presidente de

ATTAC-Francia) y Susan George (vicepresidenta). La gran capa-

cidad de sus dirigentes le confiere a ATTAC un importante pro-

tagonismo en todos los encuentros. En el reciente de Rostock,

según Ricardo Gómez16, un dirigente de ATTAC-España, la pre-

sencia de ATTAC ha sido abrumadora ya que han estado pre-

sentes en la organización de las protestas y más de una tercera

parte de las mesas de debate y conferencias del encuentro esta-

ban participadas por ATTAC. 

Ciertamente, la organización posee un grupo de personas de

excepcional preparación intelectual que en la coordinación y

15 http://www.france.attac.org/-Evenements-
16 Documento “Attac en la Cumbre Alternativa de Rostock: un primer balance”.

E n

http://www.attac.es/portalattac/index.php?option=com_content&task=view&id=1

59&Itemid=1
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profundidad de sus estrategias y discursos tienen una importan-

cia considerable. La pregunta sería si el resto de asociados se

sienten representados por esta élite o la distancia se ira

ampliando y ATTAC se convertirá en puerta de entrada para

muchas personas al mundo de los movimientos antiglobaliza-

ción para luego pasar a otros colectivos sustentados en lazos de

cohesión e identificación más fuerte que ATTAC.

8. Reflexiones finales

La sinergia de estos tres elementos, estructura organizativa,

medios para conseguir sus reivindicaciones y su presencia inter-

nacional gracias a la relevancia de sus élites, pueden conducir a

Attac hacia un modelo rígido y oligárquico de organización. La

evolución de su estructura organizativa puede correr el riesgo de

convertir a sus bases en meros suscriptores. La presión institu-

cional como medio para lograr sus objetivos puede resultar muy

pragmática pero también puede perjudicar la acción y la identifi-

cación colectiva de sus miembros. Y, por último, donde mayor

relevancia adquiere la organización es en los macroeventos

sociales alternativos gracias a las estrellas de lo social pero tam-

bién las estrellas se apagan.
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